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Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que corresponde a diversas iniciativas con proyecto de
decreto y proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
martes 17 de febrero de 2026, de conformidad con los artículos 100, numeral 1, y
102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

CÓDIGO PENAL FEDERAL

De las diputadas Anais Miriam Burgos Hernández y Mildred Concepción Ávila
Vera, del Grupo Parlamentario de Morena, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 12 y 325 del Código Penal Federal. Se turna a la Co-
misión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

De las diputadas Anais Miriam Burgos Hernández y Mildred Concepción Ávila
Vera, del Grupo Parlamentario de Morena, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma la fracción VII del artículo 6o. de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Se turna a la Comisión de Igualdad de
Género, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

Del diputado Adolfo Alatriste Cantú, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 30 de la Ley General de Educación. Se turna a la Comisión de Educación, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD 

De la diputada Mónica Herrera Villavicencio, del Grupo Parlamentario de More-
na, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CULTURA Y DERECHOS CULTURALES, Y LEY GENE-
RAL DE EDUCACIÓN 

De la diputada Gissel Santander Soto, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Cultura y Derechos Culturales, y de la Ley General de Educación. Se tur-
na a las Comisiones Unidas de Cultura y Cinematografía, y de Educación,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE DECLARA EL 16 DE NOVIEMBRE DE CADA AÑO COMO DÍA NACIO-
NAL DE LAS COCINERAS Y COCINEROS TRADICIONALES

De la diputada Gissel Santander Soto, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se declara el 16 de noviembre de cada
año como Día Nacional de las Cocineras y Cocineros Tradicionales. Se turna a la
Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD 

De la diputada Alma Marina Vitela Rodríguez, del Grupo Parlamentario de More-
na, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona una fracción XXVIII al ar-
tículo 3o., recorriéndose la subsecuente, una fracción XIII al artículo 6o., un pá-
rrafo tercero al artículo 157 Bis 1, y un párrafo tercero al artículo 157 Bis 9, se
reforma el primer párrafo del artículo 157 Bis 1, el primer y tercer párrafos del ar-
tículo 157 Bis 2, el artículo 157 Bis 3, la fracción IV, V y VI del artículo 157 Bis
4, el primer y segundo párrafos del artículo 157 Bis 9, y el artículo 157 Bis 14, de
la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.. . . 
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LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO 

De la diputada Adriana Belinda Quiroz Gallegos, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado. Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PARA INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE HONOR DEL
SALÓN DE SESIONES DE ESTA SOBERANÍA, EL NOMBRE DE ESCUA-
DRÓN 201 ÁGUILAS AZTECAS

De la diputada Jéssica Saiden Quiroz, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto para inscribir con Letras de Oro en el Muro de Ho-
nor del salón de sesiones de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión,
el nombre de Escuadrón 201 Águilas Aztecas. Se turna a la Comisión de Régi-
men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY DE ORGANIZACIONES GANADERAS 

De la diputada Alejandra Chedraui Peralta, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Organizaciones Ganaderas. Se turna a la Comisión de Ganadería, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

De la diputada Alejandra Chedraui Peralta, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 32 de la Ley Federal
de Protección al Consumidor. Se turna a la Comisión de Economía, Comercio
y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO 

De la diputada Alejandra Chedraui Peralta, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley General de Cambio Climático. Se turna a la Comisión de Cambio
Climático y Sostenibilidad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA PREVENIR, INVESTIGAR Y SANCIONAR LOS DE-
LITOS EN MATERIA DE EXTORSIÓN, REGLAMENTARIA DE LA FRAC-
CIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, Y LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE
DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS PARTICULARES

Del diputado Gabino Morales Mendoza, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley
General para Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos en Materia de Extorsión,
Reglamentaria de la Fracción XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de
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los Estados Unidos Mexicanos, y de la Ley Federal de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de los Particulares. Se turna a las Comisiones Unidas de
Justicia, y de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE 

De la diputada Gissel Santander Soto, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a
la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Lucero Higareda Segura, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción II del artículo 424 de
la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión So-
cial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

De la diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 103 de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública. Se turna a la Comisión de Seguridad
Ciudadana, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

De la diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 6o., 8o., 9o. y 18 de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Se turna a la Comisión
de Seguridad Ciudadana, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY NACIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA
ADOLESCENTES 

De la diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo y adiciona un pá-
rrafo sexto al artículo 23 y reforma la fracción VI y adiciona una fracción VII al
artículo 63 de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adoles-
centes. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN 

Del diputado César Agustín Hernández Pérez, del Grupo Parlamentario de More-
na, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la
Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción. Se turna a la Comisión de
Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

61

65

69

73

77

81

87



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I  5

LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO,
REGLAMENTARIA DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO 123 CONSTI-
TUCIONAL

De la diputada Beatriz Andrea Navarro Pérez, del Grupo Parlamentario de More-
na, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 77 Bis a la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B
del Artículo 123 Constitucional. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión
Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES
Y LEY EN MATERIA DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN

Del diputado César Augusto Rendón García y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y de la Ley en Materia de
Telecomunicaciones y Radiodifusión. Se turna a las Comisiones Unidas de De-
rechos de la Niñez y Adolescencia, y de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 94 de la Ley del Seguro Social. Se
turna a la Comisión de Seguridad Social, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO 

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 141 de la Ley del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. Se turna a la Comisión
de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 685 Ter y 899-C de la Ley Federal
del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY GENERAL DEL CÁNCER 

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
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proyecto de decreto que expide la Ley General del Cáncer. Se turna a la Comi-
sión de Salud, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD 

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL Y LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO 

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro So-
cial y de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado. Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dictamen. . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

Del diputado Paulo Gonzalo Martínez López y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 199 Octies del Código Penal Federal.
Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Del diputado Paulo Gonzalo Martínez López y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 4o. y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

De la diputada Gabriela Benavides Cobos, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Co-
misión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

De la diputada Hilda Magdalena Licerio Valdés, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 215 del Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL SEGURO SOCIAL

De la diputada Hilda Magdalena Licerio Valdés, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social. Se turna a la
Comisión de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

De la diputada Ciria Yamile Salomón Durán, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el
artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y
Previsión Social, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

De la diputada Ciria Yamile Salomón Durán, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se tur-
na a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

De la diputada Ciria Yamile Salomón Durán, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona di-
versas disposiciones al Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justi-
cia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

SE HOMOLOGUEN Y ACTUALICEN LOS MARCOS NORMATIVOS RELA-
TIVOS A LAS MOTOCICLETAS, MOTONETAS Y BICICLETAS ELÉCTRI-
CAS, ASÍ COMO SCOOTER Y SE APLIQUEN REGLAMENTOS DE TRÁN-
SITO A CABALIDAD

De la diputada Lucero Higareda Segura, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo para solicitar respetuosamente a los gobiernos
de los estados, a regular, homologar y actualizar los marcos normativos relativos
a las motocicletas, motonetas y bicicletas eléctricas, así como scooter y se apli-
quen los Reglamentos de Tránsito a cabalidad para evitar la gran cantidad de ac-
cidentes por falta de cumplimiento y sanciones en la República Mexicana. Se tur-
na a la Comisión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . 
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SE RECONOZCA Y RESPALDE LA ESTRATEGIA NACIONAL DE SEGURI-
DAD IMPULSADA POR LA PRESIDENTA, SE FELICITE AL SECRETARIO
DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA POR LOS RESULTADOS
OBTENIDOS, Y SE REPLIQUEN ACCIONES SIMILARES EN BAJA
CALIFORNIA

Del diputado Fernando Jorge Castro Trenti, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo por el que se reconoce y respalda la Estrate-
gia Nacional de Seguridad impulsada por la presidenta Claudia Sheinbaum Pardo;
se felicita al Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana por los resultados
obtenidos en el combate a la extorsión y a la colusión de autoridades con el cri-
men organizado a través del Operativo Enjambre; y se solicita la replicación de ac-
ciones coordinadas similares en Baja California. Se turna a la Comisión de Se-
guridad Ciudadana, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA STPS Y A LA PROFECO, A VERIFICAR QUE LAS EMPRE-
SAS DE PLATAFORMAS DIGITALES CUMPLAN CON LAS DISPOSICIO-
NES LABORALES VIGENTES

De los diputados Fernando Mendoza Arce y Antonio Lorenzo Castro Villarreal,
del Grupo Parlamentario de Morena, la proposición con punto de acuerdo por el
que se solicita respetuosamente a STPS y a la Profeco, para que verifiquen que las
empresas de plataformas digitales cumplan con las disposiciones laborales vigen-
tes. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . 

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES A REALIZAR EL MANTENI-
MIENTO Y RESTAURACIÓN DEL MONUMENTO AL BOXEADOR MEXI-
CANO Y LA COLOCACIÓN DE UN MONUMENTO A LA BOXEADORA
MEXICANA

De la diputada María de Jesús Rosete Sánchez, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente
al INAH, así como al INBAL y al Gobierno de la Ciudad de México, para que con-
forme a sus atribuciones realicen el mantenimiento y restauración del monumen-
to al boxeador mexicano y la colocación de un monumento a la boxeadora mexi-
cana. Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía, para dictamen. . 

ESTRATEGIA PREVENTIVA Y DE VIGILANCIA EN MATERIA DE PRE-
CIOS, A FIN DE EVITAR INCREMENTOS INJUSTIFICADOS EN LOS COS-
TOS DE BIENES Y SERVICIOS OFERTADOS DURANTE LA COPA MUN-
DIAL DE LA FIFA 2026

De la diputada Claudia Rivera Vivanco, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente a la Pro-
feco, a diseñar e implementar una estrategia especial, preventiva y de vigilancia
en materia de precios, a fin de evitar incrementos injustificados en los costos de
bienes y servicios ofertados durante la celebración de la Copa Mundial de la FIFA
2026. Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO A DIVERSAS DEPENDENCIAS DE COAHUILA Y A LOS SUS-
CRITOS EN EL ACUERDO SOCIAL ¨MEJORA COAHUILA”, A EXPLICAR
Y TRANSPARENTAR LOS LINEAMIENTOS DE ACCESIBILIDAD QUE SE
UTILIZAN EN SUS CATEGORÍAS

De la diputada Cintia Cuevas Sánchez, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta respetuosamente al go-
bierno de Coahuila, a la Secretaría de Inclusión y Desarrollo Social de Coahuila,
al Congreso de Coahuila y a todos los suscritos en el Acuerdo Social de Buena Vo-
luntad ¨Mejora Coahuila¨ a que expliquen y transparenten los lineamientos de ac-
cesibilidad que se utilizan en cada una de las 10 categorías de la estrategia Mejo-
ra Coahuila. Se turna a la Comisión de Bienestar, para dictamen. . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA CONADE, A PUBLICAR LA ESTADÍSTICA NACIONAL
SOBRE LA VIOLENCIA EN EL DEPORTE, CONTEMPLADA EN EL AR-
TÍCULO 140 FRACCIÓN X DE LA LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y
DEPORTE 

De la diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente a la Co-
nade, a publicar la estadística nacional sobre la violencia en el deporte, contem-
plada en el artículo 140 fracción X de la Ley General de Cultura Física y Depor-
te. Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SEP, A EXTENDER LA CAMPAÑA NACIONAL "LO VIR-
TUAL TAMBIÉN ES REAL" PARA PREVENIR LA VIOLENCIA DIGITAL A
NIVEL SECUNDARIA

De la diputada María de Jesús Rosete Sánchez, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente
a la SEP, a extender la campaña nacional "Lo Virtual También es Real" para pre-
venir la violencia digital a nivel secundaria. Se turna a la Comisión de Educa-
ción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SNSP Y AL INEGI, A QUE VALOREN LA INCORPORA-
CIÓN Y SISTEMATIZACIÓN DE INFORMACIÓN RELACIONADA CON EL
USO DE INTELIGENCIA ARTIFICIAL EN LA COMISIÓN DE DELITOS

Del diputado Fernando Jorge Castro Trenti, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente al Se-
cretariado Ejecutivo del SNSP y al Inegi, a que valoren la incorporación y siste-
matización de información relacionada con el uso de inteligencia artificial en la
comisión de delitos, a fin de fortalecer el diseño de políticas públicas en materia
de prevención de la ciberdelincuencia y la violencia digital. Se turna a la Comi-
sión de Seguridad Ciudadana, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO A LA JUCOPO, A CREAR LA COMISIÓN ESPECIAL PARA EL
SEGUIMIENTO, ANÁLISIS, FORTALECIMIENTO Y RESULTADOS DE LA
SEGURIDAD EN EL ESTADO DE MICHOACÁN

Del diputado Armando Tejeda Cid, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Jucopo
de esta soberanía, a realizar los trámites necesarios para la creación de la Comi-
sión Especial para el seguimiento, análisis, fortalecimiento y resultados de la se-
guridad en el estado de Michoacán, denominada Comisión Especial del Plan Mi-
choacán por la Paz y la Justicia. Se remite a la Junta de Coordinación Política,
para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA COFEPRIS, A ACTUALIZAR LA ALERTA SANITARIA RE-
LATIVA A CIGARRILLOS Y PRODUCTOS SIMILARES DERIVADOS DEL
TABACO QUE SE COMERCIALIZAN ILEGALMENTE 

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Cofepris, a actualizar la alerta sanitaria relativa a cigarrillos y productos similares
derivados del tabaco que se comercializan ilegalmente en México. Se turna a la
Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA JUCOPO, A CREAR LA COMISIÓN ESPECIAL PARA DAR
SEGUIMIENTO AL BROTE DE SARAMPIÓN EN MÉXICO 

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Ju-
copo de esta soberanía, a crear la Comisión Especial para dar seguimiento al bro-
te de sarampión en México. Se remite a la Junta de Coordinación Política, para
su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SE Y A LA SENER, A IMPLEMENTAR UN PROGRAMA IN-
TEGRAL PARA EL FORTALECIMIENTO Y LA TRANSICIÓN DE LA IN-
DUSTRIA AUTOMOTRIZ 

Del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
SE y la Sener, a implementar un programa integral para el fortalecimiento y la
transición de la industria automotriz. Se turna a la Comisión de Economía, Co-
mercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA CONAGUA, A ATENDER DE FONDO EL USO EMERGEN-
TE DE PIPAS DE AGUA COMO MECANISMO DE ABASTECIMIENTO EN
DIVERSAS ENTIDADES FEDERATIVAS

Del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Conagua, a implementar acciones integrales, urgentes y coordinadas que atiendan
de fondo el uso emergente de pipas de agua como mecanismo de abastecimiento
en diversas entidades federativas, con el objetivo de garantizar el derecho huma-

198

204

207

212



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I  11

no al agua potable, suficiente, salubre, y accesible para la población. Se turna a
la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y Saneamiento, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SSPC, A REFORZAR LA ESTRATEGIA DE SEGURIDAD
EN LAS CARRETERAS FEDERALES Y NODOS LOGÍSTICOS ESTRATÉGI-
COS, CON EL FIN DE DISMINUIR LA INSEGURIDAD Y ROBO AL TRANS-
PORTE DE CARGA

Del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
SSPC, a reforzar la estrategia de seguridad en las carreteras federales y nodos lo-
gísticos estratégicos, con el fin de disminuir la inseguridad y robo al transporte de
carga. Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen. . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, A INVESTIGAR, TRANSPAREN-
TAR Y RENDIR CUENTAS SOBRE LOS ESQUEMAS DE FINANCIAMIEN-
TO UTILIZADOS POR EL GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EN EL
MARCO DE LOS PREPARATIVOS PARA LA COPA MUNDIAL DE LA FIFA
2026

Del diputado Miguel Ángel Guevara Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
a la SHCP, a la ASF y al Congreso de la Ciudad de México, a fin de investigar,
transparentar y rendir cuentas sobre los esquemas de financiamiento utilizados por
el gobierno de la Ciudad de México, en el marco de los preparativos para la Copa
Mundial de la FIFA 2026. Se turna a la Comisión de Transparencia y Antico-
rrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL GOBERNADOR DE ZACATECAS, A ATENDER LAS DE-
MANDAS DE LOS TRABAJADORES DE SALUD Y DE EDUCACIÓN, FO-
MENTAR LA INVERSIÓN, Y DAR SOLUCIÓN A LA CRISIS LABORAL

De la diputada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al go-
bernador de Zacatecas, a atender las demandas de los trabajadores de salud y de
educación, así como fomentar la inversión y dar solución a la crisis laboral que vi-
ve el estado. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES DE ZACATECAS, A GARANTI-
ZAR JUSTICIA POR LOS HECHOS EN VILLANUEVA Y A REALIZAR UNA
REINGENIERÍA DE LA ESTRATEGIA DE PREVENCIÓN 

De la diputada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a di-
versas autoridades de Zacatecas, a garantizar justicia por los hechos en Villanue-
va y a realizar una reingeniería de la estrategia de prevención basada en inteligen-
cia táctica para asegurar la integridad de la ciudadanía. Se turna a la Comisión
de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO A LA FGR Y A LA SSPC, A GARANTIZAR UNA INVESTIGA-
CIÓN SERIA, TRANSPARENTE Y EXHAUSTIVA, ASÍ COMO ATENCIÓN Y
JUSTICIA PARA LAS FAMILIAS DE LAS VÍCTIMAS EN EL CASO DE LOS
DIEZ MINEROS PRIVADOS DE SU LIBERTAD

De la diputada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
FGR y a la SSPC, a garantizar una investigación seria, transparente y exhaustiva,
así como atención y justicia para las familias de las víctimas en el caso de los diez
mineros privados de su libertad. Se turna a la Comisión de Justicia, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SSPC Y A LA GN, A REFORZAR LA ESTRATEGIA DE SE-
GURIDAD EN CARRETERAS FEDERALES 

De la diputada Ma. Leonor Noyola Cervantes, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la SSPC y a la GN, a reforzar la estrategia de seguridad en carreteras fe-
derales. Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.. . . 

EXHORTO A LA STPS Y AL CFCRL, A REALIZAR UNA REVISIÓN SOBRE
LA LEGALIDAD DEL PROCESO ELECTIVO DEL COMITÉ NACIONAL DE
LA CONFEDERACIÓN DE TRABAJADORES DE MÉXICO 

De los diputados Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja y Margarita García García, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, la proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta al STPS y al CFCRL, a realizar una revisión sobre la le-
galidad del proceso electivo del Comité Nacional de la Confederación de Trabaja-
dores de México. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES FEDERALES Y DE ZACATECAS,
A FORTALECER LAS ACCIONES DE PREVENCIÓN, DETECCIÓN Y ATEN-
CIÓN, EN MATERIA DE SALUD MENTAL DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLES-
CENTES, A FIN DE PREVENIR CASOS DE SUICIDIO

De la diputada Fuensanta Guadalupe Guerrero Esquivel, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta a diversas autoridades federales y del estado de Zacatecas, a for-
talecer las acciones de prevención, detección y atención, en materia de salud men-
tal de niñas, niños y adolescentes, a fin de prevenir casos de suicidio en este gru-
po poblacional. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . 
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EXHORTO A LOS GOBIERNOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS SEDE
DEL MUNDIAL, A IMPLEMENTAR Y FORTALECER PROTOCOLOS DE
PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA HA-
CIA PERSONAS LGBTTTI+

De la diputada Mónica Elizabeth Sandoval Hernández, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta a los gobiernos de las entidades federativas sede de eventos re-
lacionados con el Mundial, a implementar y fortalecer protocolos de prevención,
atención y protección contra la violencia hacia personas LGBTTTI+. Se turna a
la Comisión de Diversidad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 231
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable asamblea los turnos dictados a di-
versas iniciativas con proyecto de decreto y proposiciones
con punto de acuerdo registradas en el orden del día del 17
de febrero de 2026 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Kenia López Rabadán (rúbrica), presidenta.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma los artículos 12 y 325 del Código Penal Fe-
deral, en materia de feminicidio, suscrita por las diputadas
Anais Miriam Burgos Hernández y Mildred Concepción
Ávila Vera, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

2. Que reforma la fracción VII del artículo 6o. de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencias, en materia de feminicidio, suscrita por las diputa-
das Anais Miriam Burgos Hernández y Mildred Concep-
ción Ávila Vera, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

3. Que reforma el artículo 30 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Adolfo Alatriste Cantú, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

4. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, en materia de enfermedades raras, a car-
go de la diputada Mónica Herrera Villavicencio, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

5. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Cultura y Derechos Culturales y de la Ley General de Edu-
cación, en materia de reconocimiento de las cocineras tra-
dicionales como profesionistas de la cocina tradicional me-

xicana, a cargo de la diputada Gissel Santander Soto, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Cultura y Cinematografía, y
de Educación, para dictamen.

6. De decreto por el que se declara el 16 de noviembre de
cada año como Día Nacional de las Cocineras y Cocineros
Tradicionales, a cargo de la diputada Gissel Santander So-
to, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dic-
tamen.

7. Que adiciona una fracción XXVIII al artículo 3o., reco-
rriéndose la subsecuente, una fracción XIII al artículo 6o.,
un párrafo tercero al artículo 157 Bis 1, y un párrafo terce-
ro al artículo 157 Bis 9, se reforma el primer párrafo del ar-
tículo 157 Bis 1, el primer y tercer párrafos del artículo 157
Bis 2, el artículo 157 Bis 3, la fracción IV, V y VI del ar-
tículo 157 Bis 4, el primer y segundo párrafos del artículo
157 Bis 9, y el artículo 157 Bis 14, de la Ley General de
Salud, en materia de vacunación universal, a cargo de la
diputada Alma Marina Vitela Rodríguez, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

8. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, en materia de pensión por orfandad
de hijas e hijos con discapacidad, a cargo de la diputada
Adriana Belinda Quiroz Gallegos, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

9. De decreto para inscribir con Letras de Oro en el Muro
de Honor del salón de sesiones de la Cámara de Diputados
del H. Congreso de la Unión, el nombre de Escuadrón 201
Águilas Aztecas, a cargo de la diputada Jéssica Saiden Qui-
roz, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

10. Que adiciona diversas disposiciones de la Ley de Or-
ganizaciones Ganaderas, a cargo de la diputada Alejandra
Chedraui Peralta, del Grupo Parlamentario de Morena.
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Turno: Comisión de Ganadería, para dictamen.

11. Que reforma el artículo 32 de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, a cargo de la diputada Alejandra
Chedraui Peralta, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

12. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Cambio Climático, a cargo de la diputada
Alejandra Chedraui Peralta, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Turno: Comisión de Cambio Climático y Sostenibilidad,
para dictamen.

13. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
para Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos en Mate-
ria de Extorsión, Reglamentaria de la fracción XXI del ar-
tículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y de la Ley Federal de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de los Particulares, a cargo del dipu-
tado Gabino Morales Mendoza, del Grupo Parlamentario
de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Justicia, y de Gobernación
y Población, para dictamen.

14. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en materia de reconocimiento y protección de
los ecosistemas micológicos, a cargo de la diputada Gissel
Santander Soto, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

15. Que adiciona la fracción II del artículo 424 de la Ley
Federal del Trabajo, en materia de obligatoriedad para el
patrón y/o trabajador el inscribir el Reglamento Interior de
Trabajo en el Centro Federal de Conciliación y Registro
Laboral para que este tenga validez jurídica, a cargo de la
diputada Lucero Higareda Segura, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

16. Que reforma el artículo 103 de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo de la
diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.

17. Que reforma los artículos 6o., 8o., 9o. y 18 de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a car-
go de la diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.

18. Que reforma el segundo párrafo y adiciona un párrafo
sexto al artículo 23 y reforma la fracción VI y adiciona una
fracción VII al artículo 63 de la Ley Nacional del Sistema
Integral de Justicia Penal para Adolescentes, a cargo de la
diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo Parlamentario
de Morena.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

19. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
del Sistema Nacional Anticorrupción, en materia de armo-
nización y participación ciudadana, a cargo del diputado
César Agustín Hernández Pérez, del Grupo Parlamentario
de Morena.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

20. Que adiciona el artículo 77 Bis a la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B del Artículo 123 Constitucional, a cargo de la
diputada Beatriz Andrea Navarro Pérez, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

21. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes y de la Ley en Materia de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión, en materia de protección de niñas, niños y
adolescentes en entornos digitales y redes sociales, suscri-
ta por el diputado César Augusto Rendón García y las y los
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.



Turno: Comisiones Unidas de Derechos de la Niñez y
Adolescencia, y de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

22. Que adiciona el artículo 94 de la Ley del Seguro Social,
en materia de salud mental durante el embarazo, suscrita
por el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las y los
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

23. Que reforma el artículo 141 de la Ley del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Es-
tado, en materia de portabilidad de derechos, suscrita por el
diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las y los diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

24. Que reforma los artículos 685 Ter y 899-C de la Ley
Federal del Trabajo, en materia de conciliación prejudicial
en pensiones, suscrita por el diputado Éctor Jaime Ramírez
Barba y las y los diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

25. Que expide la Ley General del Cáncer, suscrita por el
diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las y los diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen, y a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

26. Que reforma y adiciona diversas disposiciones en la
Ley General de Salud, en materia de enfermedades raras,
suscrita por el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las y
los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

27. Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Se-
guro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado, en materia de
protección de prestaciones de seguridad social ante incum-

plimiento patronal, suscrita por el diputado Éctor Jaime
Ramírez Barba y las y los diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

28. Que reforma el artículo 199 Octies del Código Penal
Federal, en materia de violencia digital, protección a la in-
timidad y sanción del uso indebido de tecnologías e inteli-
gencia artificial, suscrita por el diputado Paulo Gonzalo
Martínez López y las y los diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

29. Que reforma los artículos 4o. y 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
reconocimiento de los derechos de las personas cuidadoras
y del sistema nacional de cuidados, suscrita por el diputado
Paulo Gonzalo Martínez López y las y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

30. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal del Trabajo, en materia de constancias labora-
les para las personas trabajadoras, a cargo de la diputada
Gabriela Benavides Cobos, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

31. Que reforma el artículo 215 del Código Penal Federal,
en materia de protección de la integridad física de las per-
sonas detenidas y abuso de autoridad, a cargo de la dipu-
tada Hilda Magdalena Licerio Valdés, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

32. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Seguro Social, en materia de seguridad social y sa-
lud para personas con discapacidad, a cargo de la diputada
Hilda Magdalena Licerio Valdés, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.
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33. Que adiciona el artículo 132 de la Ley Federal del Tra-
bajo, en materia del derecho al cuidado y permisos labora-
les para acompañar a adultos mayores a citas médicas, a
cargo de la diputada Ciria Yamile Salomón Durán, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

34. Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de protección a la
salud física y mental de las personas trabajadoras, a cargo de
la diputada Ciria Yamile Salomón Durán, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

35. Que adiciona diversas disposiciones al Código Penal
Federal, en materia de agravantes por el uso de inteligencia
artificial en la comisión de delitos, a cargo de la diputada
Ciria Yamile Salomón Durán, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

Proposiciones 

1. Con punto de acuerdo, para solicitar respetuosamente a
los gobiernos de los estados, a regular, homologar y actua-
lizar los marcos normativos relativos a las motocicletas,
motonetas y bicicletas eléctricas, así como scooter y se
apliquen los Reglamentos de Tránsito a cabalidad para evi-
tar la gran cantidad de accidentes por falta de cumplimien-
to y sanciones en la República mexicana, a cargo de la
diputada Lucero Higareda Segura, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se reconoce y respalda la
Estrategia Nacional de Seguridad impulsada por la Presiden-
ta Claudia Sheinbaum Pardo; se felicita al Secretario de Se-
guridad y Protección Ciudadana por los resultados obtenidos
en el combate a la extorsión y a la colusión de autoridades
con el crimen organizado a través del Operativo Enjambre; y
se solicita la replicación de acciones coordinadas similares en
Baja California, a cargo del diputado Fernando Jorge Castro
Trenti, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que se solicita respetuosa-
mente a STPS y a la Profeco, para que verifiquen que las
empresas de plataformas digitales cumplan con las dispo-
siciones laborales vigentes, suscrito por los diputados Fer-
nando Mendoza Arce y Antonio Lorenzo Castro Villarreal,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se solicita respetuosa-
mente al INAH, así como al INBAL y al Gobierno de la
Ciudad de México, para que conforme a sus atribuciones
realicen el mantenimiento y restauración del monumento al
boxeador mexicano y la colocación de un monumento a la
boxeadora mexicana, a cargo de la diputada María Rosete,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Cultura y Cinematografía, para dicta-
men.

5. Con punto de acuerdo, por el que se solicita respetuosa-
mente a la Profeco, a diseñar e implementar una estrategia es-
pecial, preventiva y de vigilancia en materia de precios, a fin
de evitar incrementos injustificados en los costos de bienes y
servicios ofertados durante la celebración de la Copa Mun-
dial de la FIFA 2026, a cargo de la diputada Claudia Rivera
Vivanco, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta respetuosa-
mente al gobierno de Coahuila, a la Secretaría de Inclusión
y Desarrollo Social de Coahuila, al Congreso de Coahuila
y a todos los suscritos en el Acuerdo Social de Buena Vo-
luntad ¨Mejora Coahuila¨ a que expliquen y transparenten
los lineamientos de accesibilidad que se utilizan en cada
una de las 10 categorías de la estrategia Mejora Coahuila,
a cargo de la diputada Cintia Cuevas Sánchez, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Bienestar, para dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se solicita respetuosa-
mente a la Conade, a publicar la estadística nacional sobre
la violencia en el deporte, contemplada en el artículo 140
fracción X de la Ley General de Cultura Física y Deporte,



a cargo de la diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Deporte, para dictamen.

8. Con punto por el que se solicita respetuosamente a la SEP,
a extender la campaña nacional Lo Virtual También es Real
para prevenir la violencia digital a nivel secundaria, a cargo
de la diputada María Rosete, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se solicita respetuosa-
mente al Secretariado Ejecutivo del SNSP y al Inegi, a que
valoren la incorporación y sistematización de información
relacionada con el uso de inteligencia artificial en la comi-
sión de delitos, a fin de fortalecer el diseño de políticas pú-
blicas en materia de prevención de la ciberdelincuencia y
la violencia digital, a cargo del diputado Fernando Jorge
Castro Trenti, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Juco-
po de esta soberanía, a realizar los trámites necesarios pa-
ra la creación de la Comisión Especial para el seguimien-
to, análisis, fortalecimiento y resultados de la seguridad en
el estado de Michoacán, denominada Comisión Especial
del Plan Michoacán por la Paz y la Justicia, a cargo del
diputado Armando Tejeda Cid, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cofepris,
a actualizar la alerta sanitaria relativa a cigarrillos y produc-
tos similares derivados del tabaco que se comercializan ile-
galmente en México, a cargo del diputado Éctor Jaime Ra-
mírez Barba, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Juco-
po de esta soberanía, a crear la Comisión Especial para dar
seguimiento al brote de sarampión en México, a cargo del
diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional.

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE y
la Sener, a implementar un programa integral para el forta-
lecimiento y la transición de la industria automotriz, a car-
go del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cona-
gua, a implementar acciones integrales, urgentes y coordina-
das que atiendan de fondo el uso emergente de pipas de agua
como mecanismo de abastecimiento en diversas entidades fe-
derativas, con el objetivo de garantizar el derecho humano al
agua potable, suficiente, salubre, y accesible para la pobla-
ción, a cargo del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y
Saneamiento, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SSPC,
a reforzar la estrategia de seguridad en las carreteras fede-
rales y nodos logísticos estratégicos, con el fin de dismi-
nuir la inseguridad y robo al transporte de carga, a cargo
del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP,
a la ASF y al Congreso de la Ciudad de México, a fin de
investigar, transparentar y rendir cuentas sobre los esque-
mas de financiamiento utilizados por el gobierno de la
Ciudad de México, en el marco de los preparativos para la
Copa Mundial de la FIFA 2026, a cargo del diputado Mi-
guel Ángel Guevara Rodríguez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gober-
nador de Zacatecas, a atender las demandas de los trabaja-
dores de salud y de educación, así como fomentar la inver-
sión y dar solución a la crisis laboral que vive el estado, a
cargo de la diputada Noemí Berenice Luna Ayala, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional.
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Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen. 

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades de Zacatecas, a garantizar justicia por los he-
chos en Villanueva y a realizar una reingeniería de la es-
trategia de prevención basada en inteligencia táctica para
asegurar la integridad de la ciudadanía, a cargo de la dipu-
tada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la FGR
y a la SSPC, a garantizar una investigación seria, transpa-
rente y exhaustiva, así como atención y justicia para las fa-
milias de las víctimas en el caso de los diez mineros priva-
dos de su libertad, a cargo de la diputada Noemí Berenice
Luna Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

20. Con punto de acuerdo,, por el que se exhorta a la SSPC
y a la GN, a reforzar la estrategia de seguridad en carrete-
ras federales, a cargo de la diputada Ma. Leonor Noyola
Cervantes, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al STPS y
al CFCRL, a realizar una revisión sobre la legalidad del
proceso electivo del Comité Nacional de la Confederación
de Trabajadores de México, suscrito por los diputados Ri-
cardo Sóstenes Mejía Berdeja y Margarita García García,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades federales y del estado de Zacatecas, a fortale-
cer las acciones de prevención, detección y atención, en
materia de salud mental de niñas, niños y adolescentes, a
fin de prevenir casos de suicidio en este grupo poblacional,
a cargo de la diputada Fuensanta Guadalupe Guerrero Es-
quivel, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los go-
biernos de las entidades federativas sede de eventos rela-
cionados con el Mundial, a implementar y fortalecer proto-
colos de prevención, atención y protección contra la
violencia hacia personas LGBTTTI+, a cargo de la dipu-
tada Mónica Elizabeth Sandoval Hernández, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Diversidad, para dictamen.»

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma los artículos 12 y 325 del Código
Penal Federal, en materia de feminicidio, suscrita por las
diputadas Anais Miriam Burgos Hernández y Mildred Con-
cepción Ávila Vera, del Grupo Parlamentario de Morena

Anais Míriam Burgos Hernández y Mildred Concepción
Ávila Vera, integrantes del Grupo Parlamentario de More-
na en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6 numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
ten a consideración de esta asamblea la presente iniciativa
con proyecto de decreto, por el que se reforman el artículo
12 y 325 del Código Penal Federal, en materia de femini-
cidio, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La denominada violencia ácida es una forma de violencia,
que consiste en arrojar ácido o cualquier sustancia corrosi-
va, cáustica o inflamable sobre el cuerpo de una persona.
La intención de este tipo de ataques va más allá de causar
una simple lesión, pretende desfigurar, mutilar, torturar o
atentar contra la vida de la víctima, causando un daño físi-
co y psicológico permanente e irreversible.

Este tipo de ataques constituyen una forma de violencia ex-
trema. La agresión está destinada a dejar una marca perma-
nente, desfigurando a la persona (especialmente el rostro, los
ojos y las manos) como un acto de venganza o control.



En México no se tiene una cifra exacta del número de víc-
timas por ataques con ácido. Sin embargo, algunas estima-
ciones establecen que, en 94 por ciento de los casos de ata-
ques con ácido, la víctima es una mujer; en 87 por ciento
de los casos el agresor es un hombre (“Ataques con ácido:
sobrevivir a la violencia machista”, https://corrientealter-
na.unam.mx/entrevista/ataques-con-acido/).

Los ataques con ácido contra mujeres en México son una
manifestación atroz y extrema de la violencia de género,
cuyo objetivo es infligir daño permanente, desfigurar y
atentar contra la vida de la víctima.

Aunque puede afectar a cualquier persona, es predominan-
temente una forma de violencia feminicida. En la mayoría
de los casos, la víctima es una mujer, y el agresor es su pa-
reja, expareja o alguien que actúa por rechazo o celos, bus-
cando “borrar” o “aniquilar” la identidad de la mujer.

En la actualidad, los ataques con ácido son una forma ex-
trema y específica de violencia de género que, en la legis-
lación federal, se tipifican inadecuadamente como un deli-
to de lesiones. Esta clasificación no refleja la gravedad real
del acto ni la intención subyacente del agresor.

De acuerdo con la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos, el ataque con ácido es un ataque directo y alevoso con-
tra la identidad íntima de las mujeres en tanto ser humano
y en tanto mujer. Los agresores se proponen una deshuma-
nización prolongada o completa de la víctima.

En este sentido, clasificarlo como “lesiones” no refleja la
magnitud del daño ni la intención de aniquilación del
perpetrador. Las lesiones comunes prescriben o se san-
cionan con penas leves, en contraste con las que causa un
ácido o cualquier sustancia corrosiva, que causa daño
que no sana y que afecta la vida de la víctima de manera
integral e irreversible.

La CNDH explica que, el ácido es un arma escogida por su
capacidad de causar daños perdurables en la apariencia,
funcionalidad física y consecuencias psicológicas profun-
das. Es una manifestación de violencia extrema y una for-
ma de tortura dirigida principalmente a mujeres.

Además, las quemaduras por ácido son una de las lesiones
más graves y complejas en el ámbito médico, con un impac-
to devastador e irreversible en la víctima. A diferencia de las
quemaduras térmicas, el daño por ácido continúa actuando en

los tejidos hasta que se neutraliza, afectando múltiples siste-
mas corporales y dejando secuelas permanentes.

Un ataque con ácido produce quemaduras químicas devasta-
doras que dejan secuelas permanentes. Físicamente, el im-
pacto es inmediato y consiste en la destrucción rápida del te-
jido por necrosis. Esto resulta en una desfiguración
permanente del tejido que tuvo contacto con la sustancia co-
rrosiva. Principalmente en rostro y cuerpo las quemaduras de
grado profundo traspasan la piel y el tejido subyacente.

Posterior a la neutralización, el proceso de cicatrización
provoca la formación de cicatrices queloides e hipertrófi-
cas que son gruesas, elevadas y dolorosas. En muchas oca-
siones, la víctima requiere de múltiples y costosas cirugías
reconstructivas a lo largo de toda la vida sin que se llegue
a la reparación total.

Pero, el daño va más allá de lo estético, este tipo de que-
maduras afectan la funcionalidad corporal. Las cicatrices
profundas generan contracturas severas, donde el tejido se
endurece, encoge y restringe el movimiento de articulacio-
nes lo que deriva en una incapacidad funcional y/o motriz
permanente.

Todo lo anterior, conlleva a un alto riesgo de muerte debi-
do a complicaciones como la septicemia (infección en la
sangre) o la falla multiorgánica, especialmente si los vapo-
res o la sustancia fueron inhalados o absorbidos, dañando
los pulmones o el tracto digestivo.

A nivel psicológico, este tipo de agresiones generan un
trauma extremo que conduce al trastorno de estrés pos-
traumático, depresión severa, ansiedad y baja autoesti-
ma, agravados por la desfiguración y el dolor crónico ge-
nerado por las heridas y posteriores secuelas.

Las secuelas físicas y psicológicas anteriormente descritas
dejan en un estado de vulnerabilidad social y económica a
las víctimas quienes afrontan, incluso, la reintegración so-
cial y laboral, que trae como consecuencia la dependencia
económica y el aislamiento social.

La actual tipificación de las agresiones con ácido como le-
siones no es suficiente. Este enfoque no garantiza la perspec-
tiva de género en el proceso legal, minimiza la gravedad real
del daño, el impacto físico y psicosocial de la víctima y, so-
bre todo, la intención de feminicidio. Además, da paso a la
impunidad y no garantiza la no repetición del acto.
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En el caso de las víctimas, la tipificación de lesiones (co-
mo se encuentra actualmente) no permite el acceso a la jus-
ticia que las víctimas realmente merecen.

Por esta razón es que, considero viable y urgente la tipifi-
cación del tipo de violencia como autónoma en el artículo
6 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia y su respectiva inclusión en el artículo
325 del Código Penal Federal así como la especificación
del grado de tentativa en el 12 del mismo código con la fi-
nalidad de dar sanciones severas a los agresores que, a la
fecha, enfrentan cargos por lesiones menores.

Dichas reformas permitirán nombrar la violencia ácida y
catalogarla como tentativa de feminicidio permitiendo, a
nivel legal, que el delito se nombre y exista formalmente.
De esta manera, podrán enmarcarse acciones que serán pu-
nibles y permitirán visibilizar el problema, investigar y
sancionar con perspectiva de género.

Para dar mayor referencia sobre la iniciativa que se propo-
ne, se incorpora el siguiente cuadro comparativo:



Por lo expuesto y fundado se somete a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el Código Penal Federal

Único. Se reforman los artículos 12 y 325 del Código Pe-
nal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 12. …

Si el sujeto desiste espontáneamente de la ejecución o im-
pide la consumación del delito, no se impondrá pena o me-
dida de seguridad alguna por lo que a éste se refiere, sin

perjuicio de aplicar la que corresponda a actos ejecutados
u omitidos que constituyan por sí mismos delitos, excepto
cuando se trate de un delito por razón de género, en ese
caso, es punible y se sanciona de acuerdo con el artícu-
lo 325.

Capítulo V
Feminicidio

Artículo 325. Comete el delito de feminicidio quien prive
de la vida a una mujer por una razón de género.

Se considera que existe una razón de género cuando con-
curra cualquiera de las siguientes circunstancias:

I. La víctima presente signos de violencia sexual de
cualquier tipo;

II. a VIII. …

IX. La víctima haya sido atacada mediante una sus-
tancia química, corrosiva, tóxica, inflamable, inclu-
yendo álcalis, ácidos, irritantes, líquidos a altas tem-
peraturas o cualquier otra sustancia que por sí
misma o en las condiciones utilizadas, provoque le-
siones ya sean internas, externas o ambas.

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de
cuarenta a sesenta años de prisión y de quinientos a mil dí-
as multa. La pena se agravará hasta en un tercio cuando la
víctima sea mujer menor de edad, embarazada, adulta ma-
yor o con discapacidad, así como cuando el sujeto activo
sea servidor público y haya cometido la conducta valién-
dose de esta condición.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de febrero de 2026.— Diputa-
das: Anais Míriam Burgos Hernández, Mildred Concepción Ávila Ve-
ra (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que reforma la fracción VII del artículo 6o. de
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia, en materia de feminicidio, suscrita por las di-
putadas Anais Miriam Burgos Hernández y Mildred Con-
cepción Ávila Vera, del Grupo Parlamentario de Morena

Anais Míriam Burgos Hernández y Mildred Concepción
Ávila Vera, integrantes del Grupo Parlamentario de More-
na en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I, y 77, 78 y demás relativos
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se reforma la fracción VII
del artículo 6 de la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia, en materia de feminicidio,
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La denominada violencia ácida es una forma de violencia,
que consiste en arrojar ácido o cualquier sustancia corrosi-
va, cáustica o inflamable sobre el cuerpo de una persona.
La intención de este tipo de ataques va más allá de causar
una simple lesión, pretende desfigurar, mutilar, torturar o
atentar contra la vida de la víctima, causando un daño físi-
co y psicológico permanente e irreversible.

Este tipo de ataques constituyen una forma de violencia ex-
trema. La agresión está destinada a dejar una marca per-
manente, desfigurando a la persona (especialmente el ros-
tro, los ojos y las manos) como un acto de venganza o
control.

En México no se tiene una cifra exacta del número de víc-
timas por ataques con ácido. Sin embargo, algunas estima-
ciones establecen que, en 94 por ciento de los casos de ata-
ques con ácido, la víctima es una mujer; en 87 por ciento
de los casos el agresor es un hombre (“Ataques con ácido:
sobrevivir a la violencia machista”, https://corrientealter-
na.unam.mx/entrevista/ataques-con-acido/).

Los ataques con ácido contra mujeres en México son una
manifestación atroz y extrema de la violencia de género,
cuyo objetivo es infligir daño permanente, desfigurar y
atentar contra la vida de la víctima.

Aunque puede afectar a cualquier persona, es predominan-
temente una forma de violencia feminicida. En la mayoría
de los casos, la víctima es una mujer, y el agresor es su pa-
reja, expareja o alguien que actúa por rechazo o celos, bus-
cando “borrar” o “aniquilar” la identidad de la mujer.

En la actualidad, los ataques con ácido son una forma ex-
trema y específica de violencia de género que, en la legis-
lación federal, se tipifican inadecuadamente como un deli-
to de lesiones. Esta clasificación no refleja la gravedad real
del acto ni la intención subyacente del agresor.

De acuerdo con la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, el ataque con ácido es un ataque directo y alevoso
contra la identidad íntima de las mujeres en tanto ser hu-
mano y en tanto mujer. Los agresores se proponen una des-
humanización prolongada o completa de la víctima.

En este sentido, clasificarlo como “lesiones” no refleja la
magnitud del daño ni la intención de aniquilación del per-
petrador. Las lesiones comunes prescriben o se sancionan
con penas leves, en contraste con las que causa un ácido o
cualquier sustancia corrosiva, que causa daño que no sana
y que afecta la vida de la víctima de manera integral e irre-
versible.

La CNDH explica que, el ácido es un arma escogida por su
capacidad de causar daños perdurables en la apariencia,
funcionalidad física y consecuencias psicológicas profun-
das. Es una manifestación de violencia extrema y una for-
ma de tortura dirigida principalmente a mujeres.

Además, las quemaduras por ácido son una de las lesiones
más graves y complejas en el ámbito médico, con un impac-
to devastador e irreversible en la víctima. A diferencia de las
quemaduras térmicas, el daño por ácido continúa actuando en
los tejidos hasta que se neutraliza, afectando múltiples siste-
mas corporales y dejando secuelas permanentes.

Un ataque con ácido produce quemaduras químicas devasta-
doras que dejan secuelas permanentes. Físicamente, el im-
pacto es inmediato y consiste en la destrucción rápida del te-
jido por necrosis. Esto resulta en una desfiguración
permanente del tejido que tuvo contacto con la sustancia co-
rrosiva. Principalmente en rostro y cuerpo las quemaduras de
grado profundo traspasan la piel y el tejido subyacente.

Posterior a la neutralización, el proceso de cicatrización
provoca la formación de cicatrices queloides e hipertrófi-
cas que son gruesas, elevadas y dolorosas. En muchas oca-



siones, la víctima requiere de múltiples y costosas cirugías
reconstructivas a lo largo de toda la vida sin que se llegue
a la reparación total.

Pero, el daño va más allá de lo estético, este tipo de que-
maduras afectan la funcionalidad corporal. Las cicatrices
profundas generan contracturas severas, donde el tejido se
endurece, encoge y restringe el movimiento de articulacio-
nes lo que deriva en una incapacidad funcional y/o motriz
permanente.

Todo lo anterior, conlleva a un alto riesgo de muerte debi-
do a complicaciones como la septicemia (infección en la
sangre) o la falla multiorgánica, especialmente si los vapo-
res o la sustancia fueron inhalados o absorbidos, dañando
los pulmones o el tracto digestivo.

A nivel psicológico, este tipo de agresiones generan un
trauma extremo que conduce al trastorno de estrés postrau-
mático, depresión severa, ansiedad y baja autoestima, agra-
vados por la desfiguración y el dolor crónico generado por
las heridas y posteriores secuelas.

Las secuelas físicas y psicológicas anteriormente descritas,
dejan en un estado de vulnerabilidad social y económica a
las víctimas quienes afrontan, incluso, la reintegración so-
cial y laboral, que trae como consecuencia la dependencia
económica y el aislamiento social.

La actual tipificación de las agresiones con ácido como le-
siones no es suficiente. Este enfoque no garantiza la pers-
pectiva de género en el proceso legal, minimiza la grave-
dad real del daño, el impacto físico y psicosocial de la
víctima y, sobre todo, la intención de feminicidio. Además,
da paso a la impunidad y no garantiza la no repetición del
acto.

En el caso de las víctimas, la tipificación de lesiones (co-
mo se encuentra actualmente) no permite el acceso a la jus-
ticia que las víctimas realmente merecen.

Por esa razón considero viable y urgente la tipificación del
tipo de violencia como autónoma en el artículo 6 de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia y su respectiva inclusión en el artículo 325 del Có-
digo Penal Federal así como la especificación del grado de
tentativa en el 12 del mismo código con la finalidad de dar
sanciones severas a los agresores que, a la fecha, enfrentan
cargos por lesiones menores.

Dichas reformas permitirán nombrar la violencia ácida y ca-
talogarla como tentativa de feminicidio permitiendo, a nivel
legal, que el delito se nombre y exista formalmente. De esta
manera, podrán enmarcarse acciones que serán punibles y
permitirán visibilizar el problema, investigar y sancionar con
perspectiva de género.

Para dar mayor referencia sobre la iniciativa que se propo-
ne, se incorpora el siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 6 de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia

Único. Se reforma la fracción VII del artículo 6 de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, para quedar como sigue:

Artículo 6. Los tipos de violencia contra las mujeres son

I. a VI. …

VII. Violencia ácida. Cualquier ataque intencional y
premeditado que consiste en arrojar o aplicar ácido,
álcalis, o cualquier otra sustancia corrosiva, cáustica
o inflamable en el cuerpo de una mujer, niña o ado-
lescente y cualesquiera otras formas análogas que lesio-
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nen o sean susceptibles de dañar la dignidad, integridad
o libertad de las mujeres.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de febrero de 2026.— Diputa-
das: Anais Míriam Burgos Hernández, Mildred Concepción Ávila Ve-
ra (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

Iniciativa que reforma el artículo 30 de la Ley General de
Educación, a cargo del diputado Adolfo Alatriste Cantú,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México. (La iniciativa podrá ser consultada en el Diario
de los Debates de esta fecha, en el Apéndice II)

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, en materia de enfermedades
raras, a cargo de la diputada Mónica Herrera Villavicencio,
del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, Mónica Herrera Villavicencio, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno iniciativa con proyecto
de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
señala en el artículo 4o., cuarto párrafo, que toda persona
tiene derecho a la protección de la salud, y que la ley (re-
glamentaria o secundaria) definirá las bases y modalidades
para el acceso a los servicios de salud y establecerá la con-
currencia de la Federación y las entidades federativas en
materia de salubridad general, conforme a lo que dispone
la fracción XVI del artículo 73 de la propia Carta Magna.

La misma Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos señala en el artículo primero, tercer párrafo, que todas
las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos de conformidad con los principios de uni-
versalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

En consecuencia, la Cámara de Diputados y sus integran-
tes tienen la obligación constitucional de proteger la salud
de los mexicanos, esta obligación enmarca y justifica la
creación de leyes y reformas encaminadas a garantizar de
manera progresiva, la prevención y mejora de la salud de
los mexicanos.

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud
(OMS), las enfermedades raras son aquellas que se presen-
tan en menos de cinco personas por cada 10 mil habitantes,
para ser más exactos y concretos la propia Ley General de
Salud en su artículo 224 Bis, define a las enfermedades ra-
ras como aquellas que tienen una prevalencia de no más de
5 personas por cada 10 mil habitantes, es decir con la mis-
ma proporcionalidad que señala la OMS.

En general, a nivel global se define a las enfermedades raras
como aquellas que afectan a un número reducido de personas
en comparación con la población general. En su mayoría, las
enfermedades raras son crónicas y complejas, y pueden estar
originadas por un trastorno genético.

Existen miles de enfermedades raras. Hasta la fecha, se han
descubierto de seis a siete mil enfermedades raras en el
mundo, y se descubren regularmente nuevas enfermedades
en la literatura científica. En todo el mundo más de 300 mi-
llones de personas que viven con una enfermedad rara, las
cuales, si no se detectan, diagnostican y atienden de mane-
ra oportuna y certera en su mayoría, se vuelven crónicas y
potencialmente mortales, por ser de origen genético, auna-
do a que, sólo 5 por ciento de las enfermedades raras cuen-
ta con una terapia.



Hasta hace unos años, en México se reconocían un aproxi-
mado de 20 enfermedades raras, como el Síndrome de Tur-
ner, enfermedad de Pompe, hemofilia, espina bífida, fibro-
sis quística, histiocitosis, hipotiroidismo congénito,
fenilcetonuria, galactosemia, enfermedad de Gaucher tipos
1, 2 y 3, enfermedad de Fabry, hiperplasia suprarrenal con-
génita, homocistinuria, entre otras. Hoy se reconocen más
de 500 mil.

Este tipo de enfermedades tienen su origen genético, don-
de 50 por ciento afectan a la población infantil y 30 por
ciento de los pacientes con diagnóstico de enfermedad rara
mueren antes de cumplir 5 años.

Los tratamientos disponibles para este tipo de enfermeda-
des son, junto al diagnóstico, el gran reto en la atención a
los pacientes.

Por lo que es fundamental reforzar la prevención a través
del asesoramiento en materia genética para identificar la
posibilidad o existencia de algún defecto desde el embara-
zo, con el propósito de que las parejas cuenten con la in-
formación adecuada para tomar las mejores decisiones.

Actualmente en México no existe un Registro Nacional de
Enfermedades Raras, lo que hace complejo su diagnóstico
certero, tratamiento, atención transdisciplinaria, manejo y
acceso a los servicios de salud que contribuye a mejorar la
calidad de vida de las personas que las padecen.

La creación del Registro Nacional de Enfermedades Raras
es fundamental para recopilar información específica sobre
las personas que las padecen y tiene múltiples beneficios:

- Información para pacientes y familias.

- Proporciona información actualizada sobre la enfer-
medad, y permite a los pacientes participar en investi-
gaciones e innovación científica.

- Información para profesionales de la salud, creación
de protocolos, normas y lineamientos internos para un
mejor manejo de las enfermedades raras.

- Facilita la gestión de información sobre las enferme-
dades raras, su morbilidad y especificidad que ayuda a
desarrollar estándares de cuidados y atención transdisci-
plinario.

- Información que coadyube y aporte en materia de in-
vestigación científica, ya que suma al desarrollo de in-
vestigaciones de mayor calidad y validez.

- Ayuda a aumentar la visibilidad, conocimiento y con-
ciencia de las enfermedades raras, así como fomentar la
toma de decisiones para una adecuada planificación gra-
dual sanitaria en el país.

- La identificación de casos permitirá mejorar las estra-
tegias de detección y tratamiento siendo fundamental el
reforzar la prevención a través del asesoramiento en ma-
teria genética.

A partir de junio de 2023 el Consejo de Salubridad Gene-
ral publicó el acuerdo por el que se reconocen las enferme-
dades raras incorporadas en la Clasificación Internacional
de Enfermedades emitida por la OMS, determinando al
respecto que, a partir de la publicación y entrada en vigor
de éste, se reconocerían en el país en la undécima versión
de la Clasificación Internacional de Enfermedades (CIE-
11); aproximadamente 5 mil 500 enfermedades raras.

De igual manera se instruyó a la Comisión del Compendio
Nacional de Insumos para la Salud, dar prioridad a la in-
clusión de medicamentos huérfanos, como tecnologías in-
novadoras que contribuyan a mejorar la calidad en la pres-
tación de los servicios a la población.

En México hay 96 medicamentos huérfanos reconocidos
por la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos
Sanitarios (Cofepris), destinados principalmente al trata-
miento de estos padecimientos. De acuerdo con el artículo
224 Bis de la Ley General de Salud, los medicamentos
huérfanos son los destinados a prevenir, diagnosticar o tra-
tar enfermedades raras.

A fines de 2021, la Asamblea General de las Naciones Uni-
das (ONU) aprobó de forma unánime la primera resolución
que insta a los países miembros a abordar los desafíos de
las más de 300 millones de personas que viven con una en-
fermedad rara y de sus familias. La resolución va más allá
de la salud, pues afirma que abordar las necesidades de las
personas que viven con una enfermedad rara es esencial
para avanzar en la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible. Así se expresó en el reciente foro realizado en la Cá-
mara de Diputados Enfermedades raras 2024. No dejar a
nadie atrás.
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Aunado a ello, el 24 de mayo de 2025, en la 78 Asamblea
Mundial de Salud (Organización Mundial de la Salud, 78
Asamblea Mundial de la Salud, Actualización diaria: 24 de
mayo de 2025), de la Organización Mundial de la Salud,
aprobó la primera resolución sobre Enfermedades Raras,
que aboga por la equidad y la inclusión. Los países inte-
grantes definieron a las enfermedades raras como un asunto
prioritario en la agenda global de salud, con el propósito de
brindar atención integral a quienes las padecen. Más de 300
millones de personas en el mundo viven con alguna de las
más de 7 mil patologías raras identificadas, muchas de las
cuales se manifiestan desde la niñez y pueden generar serios
retos físicos, emocionales y económicos.

Dicha resolución insta a los países a integrar estas enfer-
medades en la planificación nacional de la salud, mejorar
su diagnóstico y la atención a los afectados mediante la co-
bertura sanitaria universal, a través de la promoción de po-
líticas integradoras, el impulso a la innovación, la investi-
gación y el acceso a tratamientos asequibles. Otro aspecto
importante de la resolución es la solicitud a la OMS de que
elabore un plan de acción mundial de diez años de duración
sobre las enfermedades raras, con objetivos cuantificables
que orienten los avances hacia la equidad, la inclusión y el
acceso a la asistencia para todos los afectados.

Con ello se reconoce que las enfermedades raras son a me-
nudo complejas y multisistémicas, afectando a múltiples
órganos y llevando a comorbilidades, y que muchas de es-
tas condiciones son crónicas, progresivas y pueden resul-
tar, en consecuencia, en discapacidades graves, lo que pue-
de tener un impacto mayor en su salud, y que también
pueden enfrentar diversas barreras que pueden obstaculizar
su plena y efectiva participación en la sociedad en condi-
ciones de igualdad con los demás y muerte prematura.

Por lo que la Organización Mundial de la Salud, exhor-
to a los Estados miembros a comprometerse a

• Proporcionar apoyo apropiado a programas y estrate-
gias en la OMS para desarrollar un plan de acción glo-
bal integral sobre enfermedades raras.

• Integrar las enfermedades raras en la planificación sa-
nitaria nacional mediante el desarrollo e implantación
de políticas nacionales, programas y acciones eficaces,
incluyendo el desarrollo de acciones y estrategias pre-
ventivas basadas en evidencia primaria y secundaria
destinadas a prevenir y mejorar los servicios de salud
para las personas que viven con una enfermedad rara a

través de un enfoque integrado, asegurando el acceso
equitativo a diagnóstico oportuno, costo-efectivo y ase-
quible, disponible y preciso, particularmente para recién
nacidos a través de programas de cribado universal, y el
tratamiento necesario, servicios sociales y de salud cos-
to-efectivos.

• Implantar programas eficaces que promuevan la salud
mental y el apoyo psicosocial para las personas que vi-
ven con una enfermedad rara, así como políticas e ini-
ciativas que mejoren el bienestar de sus familias y cui-
dadores.

• Acelerar los esfuerzos para lograr y extender la cober-
tura de salud universal para 2030, asegurando vidas sa-
ludables y bienestar para todas las personas, incluidas
aquellas que viven con una enfermedad rara.

• Fortalecer los sistemas de salud, particularmente en la
atención primaria, para asegurar el acceso universal a
una amplia gama de servicios de salud asequibles y de
alta calidad para las personas que viven con una enfer-
medad rara, especialmente los niños.

• Incrementar aún más la concienciación y las iniciati-
vas de educación sobre enfermedades raras entre los
proveedores de salud, los responsables de políticas y el
público en general, con el fin de promover la compren-
sión y el apoyo a las personas afectadas.

• Considerar, según corresponda, el desarrollo y la utili-
zación de tecnologías digitales, incluyendo la telemedi-
cina y plataformas de intercambio de datos, con el fin de
mejorar el acceso a especialistas y tratamientos.

• Incentivar el establecimiento de un registro nacio-
nal de enfermedades raras, o colaborar con registros
internacionales existentes de enfermedades raras, se-
gún corresponda, para fortalecer su capacidad en la
recolección de datos, análisis y difusión de datos des-
agregados sobre personas que viven con una enfer-
medad rara, respetando la protección de datos y la
privacidad, para lograr decisiones basadas en evi-
dencia en todos los niveles.

Estas directrices reconocen la necesidad de fortalecer el re-
gistro sobre enfermedades raras como un paso estratégico
para mejorar la recopilación, el análisis y la difusión de da-
tos desagregados. Esta medida no solo permite visibilizar a
las personas que viven con estas condiciones, sino que



también garantiza que las decisiones en materia de salud
pública se fundamenten en evidencia sólida, respetando
siempre la privacidad y los derechos de los pacientes.

México, al alinearse con este enfoque internacional, tiene
la oportunidad de consolidar una estructura institucional
que responda de manera efectiva a los desafíos que enfren-
tan quienes viven con una enfermedad rara. La implemen-
tación de mecanismos de registro especializados no solo
facilitará el diseño de políticas públicas más precisas, sino
que también permitirá integrar esta información en el mar-
co operativo del Sistema Nacional de Salud.

De esta manera, la homologación de la información espe-
cífica que formará como parte de un Sistema Nacional de
Salud en México, concentrará información privilegiada en
un Registro Nacional de Enfermedades Raras, pondrá a
México como uno de los países que ya cuentan con regis-
tros nacionales y que dará un paso firme y claro en el avan-
ce y reconocimiento real para las personas que viven y con-
viven con enfermedades raras en el país.

La Secretaría de Salud y sus homólogas de las entidades fe-
derativas deberán fortalecer los lineamientos y mecanis-
mos de seguimiento, información, investigación, análisis, y
capacitación continua en materia de enfermedades raras.

Por lo anterior, la propuesta de reforma de la Ley Gene-
ral de Salud plasma un parteaguas relevante y significati-
vo para visibilizar y contribuir a mejorar la calidad de vi-
da de los pacientes y familias que viven con una
enfermedad rara, hacia un Plan Nacional de Enfermeda-
des Raras, abordando la parte de la detección temprana,
diagnóstico certero y la atención transdiciplinaria de los
pacientes con enfermedades raras.

Por ello se centra en 3 ejes fundamentales:

1. Garantizar la atención materno-infantil en atención al
interés superior de la niñez, así como garantizando la
aplicación del tamiz neonatal ampliado garantizando su
atención efectiva e integral y asesoramiento genético.

2. La creación de un registro nacional de enfermedades
raras.

3. Creación de la Comisión Nacional de Enfermedades
Raras.

En lo que destaca la colaboración y suma de esfuerzos de
manera interinstitucional e incluyente, expertos en la mate-
ria, profesionales de la salud, investigadores, organizacio-
nes de pacientes y la sociedad civil.

Esta reforma reflejará claramente el compromiso, fortale-
cimiento y mejora en la calidad de vida de los pacientes y
sus familias que viven y conviven con enfermedades raras.

Fundamento legal

Con base en los motivos expuestos y con fundamento en
los artículos 71 fracción II y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; así como 6 numeral 1
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta soberanía la siguien-
te iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, en materia de
enfermedades raras

Único. Se reforman el segundo párrafo y la fracción II del
artículo 61; y se adiciona el Capítulo III Ter, “Enfermeda-
des raras”, con los artículos artículo 161 Ter a 161 Ter 2, a
la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 61. …

La atención materno-infantil tiene carácter prioritario,
garantizando su desarrollo integral en atención al inte-
rés superior de la niñez, y comprende, entre otras, las
siguientes acciones:

I. …

I Bis. …

II. La atención del niño y la vigilancia de su creci-
miento, desarrollo integral, incluyendo la promo-
ción de la vacunación oportuna, atención prenatal,
así como la prevención y detección de las condicio-
nes y enfermedades hereditarias, congénitas, así co-
mo aquellas consideradas enfermedades raras, y en
su caso atención, que incluya la aplicación de tami-
zaje neonatal ampliado, y su salud visual, garanti-
zando su atención efectiva e integral y asesora-
miento genético.
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Capítulo III Ter
Enfermedades Raras

Artículo 161 Ter. Las enfermedades raras son las que
afectan a un número reducido de personas en com-
paración con la población general, se presentan en
menos de cinco personas por cada 10 mil habitantes
y su principal característica es que son padecimien-
tos crónicos, complejas, y que pueden estar origina-
das por un trastorno genético.

Artículo 161 Ter 1. La Comisión Nacional de Enferme-
dades Raras promoverá el estudio, prevención, investi-
gación y divulgación de las enfermedades raras.

Para tales efectos, realizará las siguientes acciones:

I. Formular y aplicar programas y acciones que di-
vulguen entra la población en general las caracterís-
ticas de las enfermedades raras y sus mecanismos de
prevención y tratamiento;

II. Elaborar con las instituciones que conforman el
sistema nacional de salud el Registro Nacional de
Enfermedades Raras;

III. Promover ante universidades e instituciones de
ciencia el estudio e investigación de las enfermedades
raras;

IV. Promover la práctica de estudios genéticos entre
la población para la prevención y detección de enfer-
medades raras.

Artículo 161 Ter 2. El Registro Nacional de Enfermeda-
des Raras es el instrumento a través del cual la Comi-
sión Nacional de Enfermedades Raras recopilará la in-
formación relacionada con las enfermedades raras y
tendrá como objetivos:

I. Proporcionar Información de referencia acerca de
las enfermedades raras para pacientes y familias de
personas que tengan estos padecimientos;

II. Proporcionar información actualizada sobre las
enfermedades raras;

III. Permitir a los pacientes participar en investiga-
ciones e innovación científica;

IV. Ofrecer información para profesionales de la sa-
lud, destinada a la creación de protocolos, normas y
lineamientos internos para un mejor manejo de las
enfermedades raras;

V. Facilitar la gestión de información sobre las en-
fermedades raras, su morbilidad y especificidad que
ayude a desarrollar estándares de cuidados y aten-
ción transdisciplinario;

VI. Brindar información que coadyube y aporte en
materia de investigación científica, y que sume al de-
sarrollo de investigaciones de mayor calidad y vali-
dez;

VII. Ayudar a aumentar la visibilidad, conocimiento
y conciencia de las enfermedades raras, así como fo-
mentar la toma de decisiones para una adecuada pla-
nificación gradual sanitaria en nuestro país; y

VIII. Lograr la identificación de casos y mejorar las
estrategias de detección y tratamiento.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las erogaciones que se generen con motivo de la
entrada en vigor del presente decreto se realizarán de ma-
nera progresiva con cargo al presupuesto aprobado para los
ejecutores de gasto que correspondan, por lo que no se au-
torizarán recursos adicionales para tales efectos en el pre-
sente ejercicio fiscal, ni en ejercicios subsecuentes.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados, a
10 de febrero de 2026.— Diputada Mónica Herrera Villavicencio (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE CULTURA Y DERECHOS 
CULTURALES, Y LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Cultura y Derechos Culturales y de la Ley Ge-
neral de Educación, en materia de reconocimiento de las
cocineras tradicionales como profesionistas de la cocina
tradicional mexicana, a cargo de la diputada Gissel San-
tander Soto, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Gissel Santander Soto, diputada a la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de esta soberanía
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman la
Ley General de Cultura y Derechos Culturales y la Ley Ge-
neral de Educación, en materia de reconocimiento de las
cocineras tradicionales como profesionistas de la cocina
tradicional mexicana, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La cocina tradicional mexicana es una de las expresiones
culturales más profundas y complejas del país. Sus técni-

cas, ingredientes, utensilios, ritualidad y formas de trans-
misión constituyen un sistema de saberes vivo, comunita-
rio y ancestral. La Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco) reco-
noció esta riqueza en 2010 al inscribir a la “Cocina tradi-
cional mexicana, cultura comunitaria, ancestral y viva” en
la Lista Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial
de la Humanidad (Unesco, 2010), señalando que su preser-
vación depende de las y los portadores de conocimiento
tradicional.

En México, ese papel lo ejercen principalmente las cocine-
ras tradicionales, mujeres que han sido las guardianas y
maestras de técnicas culinarias que no se aprenden en es-
cuelas contemporáneas, sino en contextos comunitarios, ri-
tuales y familiares. A pesar de ello, el marco normativo me-
xicano aún no reconoce su valor y aportación, y en algunos
espacios se aplica una visión reduccionista: las clasifica co-
mo “auxiliares de cocina”, una categoría laboral que des-
conoce por completo la naturaleza de su conocimiento
(García Muñoz 2025).

Actualmente, el Consejo Nacional de Normalización y
Certificación de Competencias Laborales (Conocer),
órgano desconcentrado de la Secretaría de Educación Pú-
blica, mantiene estándares como el EC1084 denominado
“Preparación de gastronomía mexicana popular y tradicio-
nal”, el cual, de acuerdo a este órgano, dicho estándar tie-
ne una ocupación para “Ayudantes en la preparación de ali-
mentos”, es decir, que clasifican a la certificación las
cocineras tradicionales dentro de categorías como una es-
pecie de auxiliares de cocina, o niveles equivalentes (Co-
nocer, 2018).

Cabe precisar que dicha clasificación es un reflejo del re-
conocimiento y valor que injustamente se les otorga a las
cocineras tradicionales en diversos sectores, sin embrago,
es importante decir que esta categorización resulta insufi-
ciente y reduccionista, ya que no refleja el nivel, la com-
plejidad, profundidad y especialización de los conocimien-
tos, técnicas y habilidades que poseen estas mujeres,
saberes construidos a lo largo de procesos históricos de
transmisión intergeneracional, del uso de su gran creativi-
dad y de práctica constante.

Las cocineras tradicionales no son únicamente ejecutoras
de recetas, sino auténticas maestras de su oficio, deposi-
tarias de saberes especializados vinculados al uso de ingre-
dientes locales, técnicas ancestrales, manejo del fuego,
temporalidad de los alimentos, utensilios tradicionales y

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I31



Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados32

significados culturales asociados a la alimentación. Estos
conocimientos no suelen formar parte de los planes de es-
tudio de la gastronomía formal ni de los esquemas técnicos
de certificación laboral, pese a su alto grado de sofistica-
ción y precisión.

Este planteamiento no implica afirmar que las cocineras
tradicionales sean superiores a los chefs formados en insti-
tuciones académicas, pero tampoco reconocidas en un ni-
vel inferior. Por el contrario, ambos pueden alcanzar una
maestría en su arte, profesión u oficio, aunque a través
de trayectorias distintas. Mientras que el chef adquiere su
formación mediante sistemas educativos formales y certifi-
caciones académicas, la cocinera tradicional desarrolla una
maestría empírica y cultural, basada en el aprendizaje si-
tuado, la práctica prolongada y la transmisión comunitaria
del conocimiento.

Diversos estudios en pedagogía y ciencias sociales han de-
mostrado que el conocimiento experto no se limita a la
educación formal. La teoría del aprendizaje situado reco-
noce que la pericia se construye en contextos reales de
práctica y que los saberes adquiridos fuera de las institu-
ciones educativas pueden alcanzar niveles de especializa-
ción equivalentes a los académicos (Lave y Wenger, 1991).
En este sentido, los conocimientos de las cocineras tradi-
cionales constituyen una forma legítima y real de conoci-
miento experto y especializado.

Esto conlleva a replantear la necesidad de una medida legis-
lativa que contribuya al reconocimiento, protección, respeto,
fomento y conservación de nuestros bienes culturales, en la
especie, de la cocina tradicional mexicana como parte del
patrimonio cultural de México y el mundo. Pues como ya se
ha dicho, por una parte, las cocineras tradicionales han sido
y son preservadoras insustituibles de nuestras tradiciones
gastronómicas, guardianas de nuestra cultura; y por otra par-
te ha sido expuesto cómo no siempre son reconocidas pro-
porcionalmente con su aportación a nuestra cultura nacional.

Es importante mencionar el impacto que la categorización
de “ayudantes de cocina” tiene para las cocineras tradicio-
nales, pues a partir del entendimiento de las consecuencias
que esto tiene para estas personas y en consecuencia para
nuestra cultura y educación, es posible vislumbrar la nece-
sidad de implementar una medida legislativa que atienda a
esta problemática. En este sentido, debe tomarse en cuenta
que el hecho de que se les catalogue con dicho nivel o ca-
tegoría puede potencialmente condicionar sus oportunida-
des de desarrollo laboral y personal, en tanto que el reco-

nocimiento público de un arte u oficio, así como los están-
dares de competencia laboral y sus certificaciones, tienen
un impacto directo y positivo en el ingreso económico de
las personas.

Dicho de otra forma, las certificaciones actúan como vali-
dadores de conocimientos y habilidades, lo que facilita el
acceso a mejores oportunidades laborales, consecuente-
mente, a una mayor remuneración y con esto a la posibili-
dad de una mayor satisfacción de necesidades básicas. Por
el contrario, si las cocineras tradicionales no cuentan con
las condiciones necesarias para continuar practicando su
oficio, puede generarse un menoscabo en nuestra cultura,
ya que los saberes que resguardan y transmiten podrían en-
contrarse amenazados por la extinción, el olvido y como
consecuencia, al detrimento en nuestras tradiciones, identi-
dad y forma de vida.

Dicho lo que antecede, el reconocimiento a los saberes que
aprenden, practican y desarrollan las cocineras tradiciona-
les es una acción que se debe tomar con un interés propor-
cional. Es un referente importante que incluso organismos
internacionales han reconocido que la cocina tradicional
forma parte del patrimonio cultural inmaterial, desta-
cando que estos saberes implican competencias técnicas,
cognitivas y simbólicas complejas, estrechamente ligadas a
la identidad cultural y al desarrollo comunitario (Unesco,
2003). Desde esta perspectiva, resulta insostenible consi-
derar que los conocimientos, técnicas y habilidades de las
cocineras tradicionales se encuentren por debajo de los re-
conocidos a los chefs u otros profesionales del arte gastro-
nómico, cuando ambos representan expresiones distintas
pero comparables de maestría culinaria.

En consecuencia, a lo antes expuesto, categorizaciones co-
mo la actual clasificación utilizada por el Conocer no sólo
invisibiliza el valor del saber culinario tradicional, sino que
reproduce una jerarquización del conocimiento basada ex-
clusivamente en la formación académica formal. Esto ade-
más de reforzar la necesidad de revisar y actualizar los es-
tándares de certificación laboral, pone en relieve la
necesidad de implementar una medida legislativa a fin de
que reconozcan de manera justa y diferenciada la comple-
jidad y especialización del trabajo de las cocineras tradi-
cionales, colocándolo en un plano de equivalencia –no de
subordinación– frente a otras formas reconocidas de profe-
sionalización gastronómica, pues dicha clasificación:

• Reduce su reconocimiento profesional, tratándolas
como asistentes y no como maestras de cocina.



• Las coloca en desventaja económica, dado que la
certificación influye en contrataciones, remuneraciones
y participación en festivales y programas gubernamen-
tales.

• Ignora su rol como portadoras de patrimonio, no
sólo como preparadoras de alimentos.

• Genera inequidad cultural, al no valorar saberes tra-
dicionales como saberes profesionales.

En México existen más de 400 cocineras tradicionales
organizadas en diversas redes estatales y comunitarias. La
normatividad actual no está a la altura de su contribución
al patrimonio cultural de la nación (García Muñoz 2025).

Las cocineras tradicionales: maestras del patrimonio,
no auxiliares

El país cuenta con mujeres cuyo trabajo gastronómico ha
sido reconocido a nivel nacional e internacional como
ejemplos de maestría, liderazgo comunitario y salvaguarda
del patrimonio cultural inmaterial. Entre ellas destacan:

• Abigail Mendoza Ruiz, Teotitlán del Valle, Oaxaca.

Considerada una de las cocineras tradicionales más in-
fluyentes del mundo.

Maestra del metate, de la cocina zapoteca (Unesco,
2025), y de la elaboración ritual de moles, ha represen-
tado a México en foros internacionales y ha sido reco-
nocida por la Unesco, medios globales y festivales gas-
tronómicos de alto nivel. Su conocimiento no es
auxiliar, pues en la cocina tradicional son las titulares,
desempeñando su oficio de manera principal, y en este
contexto su conocimiento es comunitario, ancestral y en
muchas ocasiones magistral.

• Rosalba Cárdenas Rincón, Michoacán.

Guardiana del mole de fiesta purépecha, su trabajo fue
fundamental en la declaratoria Unesco de 2010 (Unes-
co, 2010). Es portadora de técnicas comunitarias que no
forman parte del ámbito culinario industrial.

• Benedicta Alejo, Michoacán.

Figura central de la cocina purépecha, reconocida inter-
nacionalmente por sus conocimientos ceremoniales, el

manejo de hornos tradicionales y técnicas prehispánicas
(Unesco, 2025).

• Felipa Velázquez, Oaxaca.

Especialista en cocina mixe, defensora de la identidad
indígena a través de los alimentos y promotora de la sal-
vaguarda culinaria comunitaria.

• Miriam Santiago, Yucatán.

Portadora de la tradición maya del pib, de la cocina ri-
tual del Hanal Pixán y de técnicas ancestrales de coc-
ción en tierra (Unesco, 2025).

• Lázara Pérez, Puebla.

Una de las cocineras tradicionales más destacadas de
Puebla.

Reconocida por su dominio del mole poblano tradicio-
nal, del chileatole, de los guisos ceremoniales serranos
y del uso de ingredientes de temporada cultivados en
milpas familiares. Ha representado a Puebla en muestras
gastronómicas nacionales y es referencia obligada en la
cocina ancestral poblana. Su trabajo mantiene vivas téc-
nicas indígenas, formas comunitarias de organización
culinaria y prácticas rituales ligadas a festividades reli-
giosas y comunitarias. Calificar a una maestra de este
nivel como “auxiliar de cocina” resulta completamente
incongruente (García Muñoz 2025).

Ellas no son auxiliares o ayudantes, si bien estas categorí-
as no son denostativas, no se ajustan a la realidad material,
ni tampoco reflejan importancia y reconocimiento que en
México tenemos por nuestras mujeres dedicadas a la coci-
na tradicional. Son maestras, guardianas del patrimonio
culinario mexicano y referentes nacionales e internacio-
nales.

Estos ejemplos, entre cientos de maestras en todo el país,
permiten afirmar que las cocineras tradicionales poseen
competencias únicas:

• Dominan técnicas ancestrales que no existen en los
modelos escolares de cocina.

• Son líderes culturales y económicas en sus comunida-
des.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I33



Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados34

• Transmiten conocimiento intergeneracional.

• Sostienen identidades regionales, ritualidad y cohesión
social.

• Contribuyen al turismo gastronómico y a las economí-
as locales.

El Sistema Nacional de Competencias, operado por el Co-
nocer (dependiente de la Secretaría de Educación Pública),
mantiene estándares que agrupan a estas maestras dentro
de categorías como:

• “Auxiliar de cocina”.

• “Asistencia en preparación de alimentos”.

• “Cocina básica”.

• “Preparación de alimentos nivel inicial”.

Otro elemento que permite sostener la pertinencia de esta
medida legislativa, se puede verificar en el Estándar de
Competencia vigente del Conocer que actualmente se utili-
za para certificar actividades culinarias básicas –EC0747
“Preparación de alimentos”– ya que confirma el carácter
reduccionista con el que se evalúa a las cocineras tradicio-
nales. Dicho estándar, aprobado el 8 de julio de 2016 y pu-
blicado el 10 de agosto de 2016, se ubica en el Nivel 2 del
Sistema Nacional de Competencias, describiendo activi-
dades rutinarias, subordinadas y dependientes de un supe-
rior jerárquico.

El propio documento oficial clasifica estas funciones den-
tro del grupo unitario 9411 del SINCO: “Ayudantes en
la preparación de alimentos”, y asigna como ocupacio-
nes asociadas las categorías de “Auxiliar de cocinera”,
“Ayudante de cocina” y “Auxiliar de cocina”. Estas ca-
tegorías están diseñadas para tareas repetitivas y técnicas
basadas en un recetario preestablecido, sin ningún vínculo
con el patrimonio cultural o con técnicas ancestrales, esto
sin considerar que incluso la ejecución de un recetario re-
quiere el conocimiento de diversos insumos particulares e
insustituibles, técnicas de preparación y habilidades espe-
cializadas en muchos casos. 

Este estándar –concebido para operaciones básicas como
mise en place, preparación de entradas, sopas y platos
fuertes siguiendo un “recetario base”–no reconoce ningu-
na dimensión cultural, comunitaria o patrimonial. Se limi-

ta a actividades propias de la cocina industrial y los servi-
cios de alimentos convencionales, lo cual resulta total-
mente incompatible con las competencias reales de las co-
cineras tradicionales: maestras en técnicas ancestrales,
guardianas del patrimonio cultural inmaterial y deposita-
rias de conocimientos no escolarizados y transmitidos in-
tergeneracionalmente.

La existencia de estándares como el EC0747, que las ubi-
can como auxiliares, demuestra la necesidad de construir
un marco jurídico que imponga al Estado mexicano el de-
ber de reconocer el valor de las contribuciones que estas
portadoras de conocimientos ancestrales, propios y únicos
de México, aportan a la cultura, a nuestro patrimonio ma-
terial e inmaterial. Sin embargo, es innegable que en algún
punto el reconocimiento que el Estado tiene con estos ac-
tores de patrimonio y cultura a través de este tipo de certi-
ficaciones, guarda una relación con las oportunidades de
desarrollo de estas maestras de la gastronomía.

La preservación de la cultura, así como de nuestro patri-
monio cultural e inmaterial, es de interés común. Para esto
el Estado debe generar las condiciones necesarias que per-
mitan mantener y enriquecer en el tiempo nuestras tradi-
ciones, nuestra cultura y nuestra forma de vida. Bajo estas
condiciones, para promover la continuidad y conocimiento
de la cultura gastronómica mexicana, entre otras de sus
manifestaciones y expresiones, la referente a la cocina tra-
dicional, resulta necesario establecer un reconocimiento
real, vinculante y efectivo, un reconocimiento a nivel legal,
que permita distinguir su mérito y valiosa aportación a la
cultura mexicana, además de otorgar protección a su cono-
cimiento y oficio, y que en caso de que sean evaluadas se
reconozcan sus habilidades y destrezas de forma propor-
cional con su nivel de dominio sin ningún tipo de discrimi-
nación o reduccionismo basado en la falta de educación
formal, o bajo criterios pensados para ayudantes de cocina
y no para portadoras de patrimonio cultural. Pues como ya
se ha dicho estas clasificaciones:

• Reducen su labor a actividades subordinadas.

• Ignoran el carácter patrimonial, ritual y comunitario de
su conocimiento.

• Contradice la declaratoria Unesco de 2010.

• Impide que accedan a certificaciones que reflejen su
verdadero nivel profesional.



• Limita su acceso a programas gubernamentales que re-
quieren certificación técnica.

• Las obliga a encajar en modelos de cocina industrial
ajenos a sus prácticas.

III. Importancia económica, cultural y comunitaria

Las cocineras tradicionales:

• Preservan técnicas, semillas nativas e ingredientes en-
démicos.

• Generan empleos, emprendimientos y turismo gastro-
nómico.

• Promueven la economía cultural y el desarrollo regional.

• Mantienen vivas prácticas ceremoniales y rituales.

• Son referentes culturales de México ante el mundo.

Resultaría difícil sostener que existe un estándar específico
para cocineras tradicionales que reconozca la complejidad
y profundidad de su conocimiento, además clasificarlas
como auxiliares o ayudantes en los términos expuestos
constituye un acto de invisibilización y una omisión del Es-
tado mexicano en su obligación de salvaguardar el patri-
monio cultural inmaterial.

Sustentada la necesidad de una reforma legal en la materia,
es oportuno señalar que la Ley General de Educación vi-
gente no establece la obligación de reconocer categorías
específicas para actividades vinculadas al patrimonio cul-
tural inmaterial. Este vacío legal podría relacionarse a la
razón por la cual el Conocer no ha generado estándares di-
ferenciados para cocineras tradicionales.

Actualmente, ni la Ley General de Cultura y Derechos
Culturales ni la Ley General de Educación establecen
disposiciones que obliguen al Estado a:

• Reconocer la cocina tradicional como un campo pro-
fesional propio.

• Crear certificaciones equivalentes al nivel de “cocine-
ra tradicional” o “maestra cocinera tradicional”.

• Alinear al Conocer con los estándares culturales, no
sólo técnicos.

• Garantizar que el patrimonio cultural sea evaluado
desde su dimensión cultural y comunitaria, no sólo la-
boral.

Es indispensable establecer un marco jurídico que vincu-
le la educación, la certificación laboral y la política cul-
tural, para que los estándares que reconozcan las compe-
tencias profesionales reales de las cocineras tradicionales y
no las minimicen.

En este sentido es necesario reformar la legislación antes
señalada para:

1. Que las instancias competentes trabajen en la cre-
ación de una categoría profesional propia para coci-
neras y cocineros tradicionales.

2. Evitar su clasificación como auxiliares o niveles
subordinados.

3. Alinear la legislación con los compromisos del Es-
tado mexicano con la Unesco.

4. Establecer estándares de competencias especiali-
zados y culturalmente pertinentes.

5. Incluir a las comunidades portadoras en la crea-
ción del estándar relacionados con la cocina tradi-
cional mexicana.

La reforma propuesta se fundamenta en lo dispuesto en:

• Artículo 4o. constitucional, que reconoce el derecho
de acceso a la cultura.

• Artículo 3o., que establece que la educación debe pro-
mover el respeto a las culturas y tradiciones de los pue-
blos originarios.

• Tratados internacionales: la Convención para la
Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial. Esta
reforma no implica impacto presupuestal, ya que el
Conocer cuenta con infraestructura y procesos para ac-
tualizar o emitir nuevos estándares.

Reconocer profesionalmente a las cocineras tradicionales
no es un acto simbólico: es garantizar los derechos cul-
turales de ellas y los nuestros, así como el acceso justo a
la actividad económica y su participación en igualdad de
condiciones dentro de la gastronomía mexicana.
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Contenido de la iniciativa

1. Se propone adicionar un segundo párrafo a la fracción
II del artículo 11 de la Ley General de Cultura y Dere-
chos Culturales, para reconocer, disfrutar, preservar
y proteger a la cocina tradicional mexicana como
parte del patrimonio cultural inmaterial de México,
y como un derecho cultural que debe ser preservado
para las generaciones futuras.

2. Se propone adicionar una fracción XII al artículo 12
de la Ley General de Cultura y Derechos Culturales pa-
ra garantizar el reconocimiento de cocineras y coci-
neros tradicionales como portadores de patrimonio
cultural inmaterial, promoviendo que los sistemas de
certificación educativa y laboral del Estado las reco-
nozcan y dignifiquen sus saberes, competencias y
técnicas culinarias como profesionales o equiparados
a profesionales.

3. Se propone reformar el último párrafo al artículo 144
de la Ley General Educación para establecer criterios
que reconozcan los saberes tradicionales de la cocina
tradicional mexicana como competencias educativas
y laborales equivalentes, asegurando procesos de
certificación justos y culturalmente pertinentes para
cocineras y cocineros tradicionales.

4. Se propone adicionar un segundo párrafo al artículo
145 de la Ley General de Educación para que los pro-
cedimientos de acreditación garanticen que la expe-
riencia y conocimientos tradicionales sean evaluados
en niveles acordes con su aportación y rol como por-
tadores de patrimonio cultural, quedando prohibida
su clasificación automática o injustificada en catego-
rías auxiliares, secundarias y de ayudantía.

Para mayor ilustración, se presenta el siguiente cuadro
comparativo entre el texto vigente del ordenamiento a mo-
dificar y la propuesta de reforma y adiciones contenidas en
la presente iniciativa:



Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyec-
to de 

Con base en los argumentos anteriormente expuestos, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y de conformidad con lo dispuesto por el artículo
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno del Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, someto a la alta consideración del pleno de la Cámara
de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman la Ley General de Cul-
tura y Derechos Culturales y la Ley General de Educa-
ción, en materia de reconocimiento de las cocineras tra-
dicionales como profesionistas de la cocina tradicional
mexicana

Primero. Se adiciona un segundo párrafo a la fracción
II del artículo 11, y se adiciona una fracción XII al ar-

tículo 12 de la Ley General de Cultura y Derechos Cul-
turales para quedar como sigue:

Artículo 11. Todos los habitantes tienen los siguientes de-
rechos culturales:

I. (…)

II. Procurar el acceso al conocimiento y a la informa-
ción del patrimonio material e inmaterial de las culturas
que se han desarrollado y desarrollan en el territorio na-
cional y de la cultura de otras comunidades, pueblos y
naciones.

Disfrutar, preservar y proteger la cocina tradicional
mexicana como parte del patrimonio inmaterial cul-
tural;

III. al X. …

Artículo 12. Para garantizar el ejercicio de los derechos
culturales, la Federación, las entidades federativas, los mu-
nicipios y las alcaldías de la Ciudad de México, en el ám-
bito de su competencia, deberán establecer acciones que
fomenten y promuevan los siguientes aspectos:

I. al XI. …

XII. Garantizar el reconocimiento y salvaguardia de
las cocineras y cocineros tradicionales como portado-
res de patrimonio cultural inmaterial, promoviendo
que los sistemas de certificación educativa y laboral
del Estado reconozcan sus saberes, competencias y
técnicas culinarias como categorías profesionales
propias y diferenciadas.

Segundo. Se reforma el último párrafo al artículo 144,
y se adiciona un segundo párrafo al artículo 145 de la
Ley General Educación para quedar como sigue:

Artículo 144. La Secretaría determinará las normas y cri-
terios generales, aplicables en toda la República, a que se
ajustarán la revalidación, así como la declaración de estu-
dios equivalentes.

La Secretaría podrá revalidar y otorgar equivalencias de es-
tudios distintos a los mencionados en la fracción VI del ar-
tículo 114. 
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Las autoridades educativas locales otorgarán revalidacio-
nes y equivalencias únicamente cuando estén referidas a
planes y programas de estudio que se impartan en sus res-
pectivas competencias.

Las autoridades educativas e instituciones que otorguen reva-
lidaciones y equivalencias promoverán la simplificación de
dichos procedimientos, atendiendo a los principios de celeri-
dad, imparcialidad, flexibilidad y asequibilidad. Además,
promoverán la utilización de mecanismos electrónicos de ve-
rificación de autenticidad de documentos académicos.

Las revalidaciones y equivalencias emitidas, deberán regis-
trarse en el Sistema de Información y Gestión Educativa.

Las revalidaciones y equivalencias otorgadas en términos
del presente artículo tendrán validez en toda la República. 

Las autoridades educativas podrán revocar las referidas au-
torizaciones, cuando se presente algún incumplimiento que
en términos de los mencionados lineamientos amerite di-
cha sanción.

La Secretaría, en coordinación con el Consejo Nacio-
nal de Normalización y Certificación de Competen-
cias Laborales establecerá criterios que reconozcan
los saberes comunitarios de la cocina tradicional me-
xicana como competencias educativas y laborales
equivalentes, asegurando procesos de certificación
justos y culturalmente pertinentes para cocineras y
cocineros tradicionales.

Lo anterior con independencia de las infracciones que pu-
dieran configurarse, en términos de lo previsto en esta Ley.

Artículo 145. La Secretaría, por acuerdo de su titular, po-
drá establecer procedimientos por medio de los cuales se
expidan constancias, certificados, diplomas o títulos a
quienes acrediten los conocimientos parciales respectivos a
determinado grado escolar de educación básica o termina-
les que correspondan a cierto nivel educativo, adquiridos
en forma autodidacta, de la experiencia laboral o a través
de otros procesos educativos.

Los procedimientos de acreditación deberán garantizar
que la experiencia y conocimientos tradicionales sean
evaluados en niveles acordes con su rol como portado-
res de patrimonio cultural, quedando prohibida su cla-
sificación automática o injustificada en categorías auxi-
liares, secundarias y de ayudantía.

Los acuerdos secretariales respectivos señalarán los requi-
sitos específicos que deban cumplirse para la acreditación
de los conocimientos adquiridos.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Gissel Santander Soto (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Cultura y Cine-
matografía, y de Educación, para dictamen.

SE DECLARA EL 16 DE NOVIEMBRE DE CADA
AÑO COMO DÍA NACIONAL DE LAS COCINERAS

Y COCINEROS TRADICIONALES

«Iniciativa de decreto por el que se declara el 16 de no-
viembre de cada año “Día Nacional de las Cocineras y Co-
cineros Tradicionales”, a cargo de la diputada Gissel San-
tander Soto, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Gissel Santander Soto, diputada de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto los ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6,
numeral 1, fracción primera, y 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable asamblea la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se declara el 16 de noviembre de cada
año como Día Nacional de las Cocineras y Cocineros Tra-
dicionales al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La cocina tradicional mexicana constituye uno de los pila-
res fundamentales de la identidad cultural del país y una de
las expresiones más complejas y representativas del patri-
monio cultural inmaterial de la nación. No se limita a la
preparación de alimentos, sino que conforma un sistema
cultural integral que articula conocimientos agrícolas an-
cestrales, técnicas culinarias, organización comunitaria, ri-
tuales, festividades, usos sociales y procesos de transmi-
sión intergeneracional profundamente vinculados al
territorio, a la biodiversidad y a la cosmovisión de los pue-
blos que la practican.

De conformidad con la Convención para la Salvaguardia
del Patrimonio Cultural Inmaterial, adoptada por la Orga-

nización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura (Unesco) en 2003, el patrimonio cul-
tural inmaterial comprende los usos, representaciones, ex-
presiones, conocimientos y técnicas que las comunidades,
grupos y, en algunos casos, los individuos reconocen como
parte integrante de su patrimonio cultural, los cuales se
transmiten de generación en generación y se recrean cons-
tantemente en función de su entorno, su interacción con la
naturaleza y su historia (Unesco, 2003). En este marco, la
cocina tradicional mexicana se reconoce como una prácti-
ca viva que fortalece el sentido de identidad, continuidad y
cohesión social.

El 16 de noviembre de 2010, la Unesco inscribió a la co-
cina tradicional mexicana, cultura comunitaria, ances-
tral y viva –el paradigma de Michoacán– en la Lista Re-
presentativa del Patrimonio Cultural Inmaterial de la
Humanidad. En la resolución correspondiente, el organis-
mo internacional destacó que esta manifestación cultural se
sustenta en la participación comunitaria, el respeto por los
ciclos agrícolas, el uso de ingredientes originarios como el
maíz, el frijol y el chile, así como en técnicas tradicionales
que han permanecido vigentes a lo largo del tiempo, cons-
tituyendo un elemento esencial de la identidad cultural de
México (Unesco, 2010).

La Unesco subrayó que la salvaguardia del patrimonio cul-
tural inmaterial depende de manera directa de las comuni-
dades portadoras y de las personas que reproducen, trans-
miten y recrean estos conocimientos en su vida cotidiana.
En el caso de la cocina tradicional mexicana, este papel re-
cae de manera central en las cocineras y los cocineros tra-
dicionales, quienes son portadores de saberes culinarios,
técnicas, recetas, usos de ingredientes nativos y significa-
dos simbólicos que se transmiten, principalmente, a través
de la tradición oral y la práctica comunitaria (Conaculta,
2012).

Diversos estudios académicos han demostrado que las co-
cineras y los cocineros tradicionales desempeñan un papel
estratégico no solo en la preservación cultural, sino tam-
bién en la soberanía alimentaria, al mantener el uso de
semillas nativas y sistemas alimentarios locales; en la pro-
tección de la diversidad biocultural, al promover prácti-
cas sustentables; y en el fortalecimiento de las economí-
as comunitarias, particularmente en contextos rurales e
indígenas (Toledo y Barrera-Bassols, 2008; Pilcher, 2017).
Asimismo, la cocina tradicional mexicana constituye un
componente central del turismo cultural y gastronómico
del país, contribuyendo a su proyección internacional.
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No obstante, la literatura especializada y los organismos
internacionales han advertido que el reconocimiento cultu-
ral y turístico de estas prácticas no siempre se traduce en
beneficios directos para las comunidades portadoras. En
particular, las cocineras y los cocineros tradicionales conti-
núan enfrentando condiciones de precariedad, falta de re-
conocimiento institucional y ausencia de mecanismos efec-
tivos para la protección y valoración de sus saberes, lo que
pone en riesgo la continuidad de esta expresión cultural
(Bessière, 2013; Unesco, 2018).

Desde una perspectiva de derechos culturales, resulta fun-
damental reconocer a las cocineras y los cocineros tradi-
cionales como sujetos activos de derechos, y no única-
mente como depositarios folclóricos de una tradición. El
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos reconoce el derecho de toda persona al ac-
ceso y disfrute de la cultura, mientras que la Ley General
de Cultura y Derechos Culturales establece la obligación
del Estado de promover, respetar, proteger y garantizar las
manifestaciones del patrimonio cultural inmaterial, así co-
mo a las comunidades que las practican (CPEUM, artículo
4o.; LGCDC, 2017).

En este contexto, la declaración del 16 de noviembre co-
mo Día Nacional de las Cocineras y los Cocineros Tra-
dicionales adquiere una relevancia estratégica y simbóli-
ca. Esta medida permite visibilizar y dignificar la labor de
quienes han sostenido, durante generaciones, la cocina tra-
dicional mexicana como una práctica viva; fortalece la
transmisión intergeneracional de los saberes culinarios;
contribuye a la sensibilización social sobre el valor del pa-
trimonio cultural inmaterial; y reafirma el compromiso del
Estado mexicano con los estándares internacionales en
materia de salvaguardia cultural (Unesco, 2003; Unesco,
2018).

La elección del 16 de noviembre como fecha conme-
morativa reviste una especial pertinencia histórica y cul-
tural, al coincidir con el día en que la cocina tradicional
mexicana fue reconocida como Patrimonio Cultural In-
material de la Humanidad. Esta vinculación refuerza la
memoria colectiva y dota de coherencia y legitimidad a
la presente proposición, alineando el reconocimiento na-
cional con el reconocimiento internacional otorgado por
la Unesco.

La instauración de esta fecha conmemorativa tiene un ca-
rácter eminentemente declarativo y simbólico, por lo que

no implica impacto presupuestal, y permite generar, des-
de los distintos ámbitos institucionales, educativos y co-
munitarios, acciones de difusión, reconocimiento y valora-
ción social del trabajo de las cocineras y los cocineros
tradicionales, como pilares de la identidad cultural y del
patrimonio cultural vivo de México.

Por las razones expuestas, la presente proposición se pre-
senta como una medida pertinente, necesaria y congruente
con el marco constitucional, legal e internacional vigente,
orientada a reconocer, dignificar y visibilizar a las cocine-
ras y los cocineros tradicionales como custodios funda-
mentales de la cocina tradicional mexicana y, con ello, del
patrimonio cultural inmaterial de la nación.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito so-
meter a consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de:

Decreto por el que se declara el 16 de noviembre de ca-
da año como Día Nacional de las Cocineras y Cocineros
Tradicionales

Artículo Único. Se declara el 16 de noviembre de cada año
como Día Nacional de las Cocineras y Cocineros Tradicio-
nales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Gissel Santander Soto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD 

Iniciativa que adiciona una fracción XXVIII al artículo 3o.,
recorriéndose la subsecuente, una fracción XIII al artículo
6o., un párrafo tercero al artículo 157 Bis 1, y un párrafo
tercero al artículo 157 Bis 9, se reforma el primer párrafo
del artículo 157 Bis 1, el primer y tercer párrafo del artícu-
lo 157 Bis 2, el artículo 157 Bis 3, la fracción IV, V y VI
del artículo 157 Bis 4, el primer y segundo párrafo del ar-
tículo 157 Bis 9, y el artículo 157 Bis 14, de la Ley Gene-
ral de Salud, en materia de vacunación universal, a cargo
de la diputada Alma Marina Vitela Rodríguez, del Grupo
Parlamentario de Morena. (La iniciativa podrá ser consul-
tada en el Diario de los Debates de esta fecha, en el Apén-
dice II)

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO 

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, en materia de pensión por or-

fandad de hijas e hijos con discapacidad, a cargo de la
diputada Adriana Belinda Quiroz Gallegos, del Grupo Par-
lamentario de Morena. (La iniciativa podrá ser consulta-
da en el Diario de los Debates de esta fecha, en el Apén-
dice II)

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dic-
tamen.

PARA INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO
EN EL MURO DE HONOR DEL SALÓN DE 

SESIONES DE ESTA SOBERANÍA, EL NOMBRE 
DE ESCUADRÓN 201 ÁGUILAS AZTECAS

«Iniciativa de decreto para inscribir con letras de oro en
el Muro de Honor del salón de sesiones de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión el nom-
bre “Escuadrón 201 Águilas Aztecas”, a cargo de la dipu-
tada Jéssica Saiden Quiroz, del Grupo Parlamentario de
Morena

La que suscribe, Jéssica Saiden Quiroz, integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura del
Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad conferida
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción
I, 77, 78 y demás relativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de esta sobe-
ranía iniciativa con proyecto de decreto para que se inscri-
ba con letras de oro en el Muro de Honor del salón de se-
siones de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión el nombre “Escuadrón 201 Águilas Aztecas”, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

La historia nacional se ha forjado a través de gestas y sa-
crificios que han consolidado la identidad y soberanía de
nuestro país. El Escuadrón 201 de la Fuerza Aérea Expedi-
cionaria Mexicana, mejor conocido como “Águilas Azte-
cas”, representa uno de los capítulos más memorables y
significativos de la participación de México en la historia
universal.

En el marco de la Segunda Guerra Mundial, tras el hundi-
miento de los buques petroleros mexicanos Potrero del Lla-
no y Faja de Oro, a manos de submarinos alemanes en
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1942, el gobierno de México, encabezado por el presiden-
te Manuel Ávila Camacho, declaró la guerra a las potencias
del Eje: Alemania, Italia y Japón. 

Posteriormente, el 29 de diciembre de 1944, la Cámara de
Senadores autorizó el envío de tropas mexicanas al frente
de guerra, marcando un cambio trascendental en la política
exterior de nuestro país, al pasar de la neutralidad a una
postura activa y solidaria con la comunidad internacional.

Como resultado, el Grupo de Perfeccionamiento Aéreo se
convirtió en el Escuadrón de Pelea 201, parte de la Fuerza
Aérea Expedicionaria Mexicana (FAEM). A pesar de haber
recibido entrenamiento en territorio estadounidense, se
acordó que el escuadrón conservaría su propio mando, des-
tacando por primera vez el ondear la bandera mexicana
fuera del territorio nacional, hecho que marcó un hito en la
historia militar y política del país.1

La disciplina y la complejidad técnica que formó esta uni-
dad de defensa formada por 300 hombres, tras la aproba-
ción del Congreso, la Secretaría de la Defensa Nacional or-
denó la formación del Grupo de Perfeccionamiento Aéreo
con soldados de las diferentes ramas del ejército. Se de-
mostró la capacidad de resistencia y excelente preparación
del personal médico hasta el de intendencia,2 unidad con
gran potencia de fuego y autosuficiencia.

El Escuadrón 201, formado por cerca de 300 elementos vo-
luntarios, incluidos pilotos, mecánicos, técnicos y personal
de apoyo. De ellos, 30 pilotos mexicanos fueron seleccio-
nados tras un riguroso entrenamiento en bases estadouni-
denses,3 cifra que representa una actividad operacional in-
tensa.

La unidad recibió entrenamiento en varias localidades de
Estados Unidos, principalmente en el campo aéreo de Gre-
enville, Texas. Dando como resultado una extraordinaria
capacidad de resistencia ante los peligros inherentes, y en
la que se establecieron nuevos estándares de profesionalis-
mo y excelencia, demostrando que México es una nación
competente y comprometida con sus responsabilidades in-
ternacionales.

Esta unidad militar de la Fuerza Aérea Mexicana recibió el
nombre de “Águilas Aztecas”. Al participar en la liberación
del territorio filipino y Formosa, se tiene contabilizado que
los pilotos mexicanos realizaron más de 90 misiones de
combate, enfrentando bombardeos, hostilidades aéreas y
ataques a tierra, manteniendo su compromiso como un

agrupamiento de valentía, sacrificio, disciplina, entereza y
lealtad.

El símbolo del águila, emblema nacional desde la época
prehispánica y presente en nuestro escudo, fue adoptado
por el Escuadrón 201 como identidad, dando origen al
nombre “Águilas Aztecas”, denominación que representa
la conexión con nuestras raíces históricas y culturales, re-
forzando la continuidad del águila como estandarte de lu-
cha, desde la Independencia de México, la Segunda Guerra
Mundial, hasta nuestros días.4

El regreso del Escuadrón 201 a México en noviembre de
1945 fue recibido con honores en el puerto de Veracruz. Su
participación sentó las bases de una nueva relación de Mé-
xico con el mundo, proyectando la imagen de un país soli-
dario, capaz y comprometido con los valores universales
de paz, libertad y justicia.

Hoy, a 80 años de aquellos hechos, el Escuadrón 201 sigue
siendo un ejemplo de disciplina, sacrificio y compromiso
internacional. Su legado ha sido reconocido en monumen-
tos como el erigido en Chapultepec, Ciudad de México, y
en Puebla, Sin embargo, su lugar en la memoria nacional
aún requiere un reconocimiento permanente en el recinto
parlamentario de la Cámara de Diputados, donde se honra
a las y los grandes personajes y sucesos que han dado for-
ma a la nación.

En ese sentido, conviene recordar que en el Muro de Ho-
nor ya figuran inscripciones emblemáticas como son: “Be-
nemérito de las Américas, Benito Juárez”, “Centenario de
la Independencia Nacional” y “Centenario de la Fuerza Aé-
rea Mexicana.”, Inscripciones que rinden tributo a perso-
nas y acontecimientos que han forjado nuestra identidad.
En congruencia con esa tradición de reconocimiento y me-
moria histórica, resulta justo y necesario inscribir, también
en letras de oro, la leyenda: “Escuadrón 201, Águilas Az-
tecas”.

Ahora bien, de acuerdo con el libro Inscripciones de honor
de la Cámara de Diputados. Letras de oro en el salón de
sesiones del recinto parlamentario, el Muro de Honor “se
ha convertido en un espacio que refleja la memoria históri-
ca de los principales sucesos de nuestro México. Es un es-
pejo en el que se miran los personajes, cuya obra contribu-
yó al surgimiento, desarrollo y consolidación de la nación.
Sin dichos sucesos o personas, no podría entenderse nues-
tro devenir histórico”.5



El Escuadrón 201 representa un ejemplo extraordinario
de valor, profesionalismo y compromiso internacional
que modificó la percepción de México en el escenario
mundial debido a que firmo un precedente importante en
materia de política, demostrando solidaridad en asuntos
internacionales.

Por ello, esta iniciativa busca reconocer oficialmente el es-
fuerzo, disciplina y compromiso del Escuadrón 201; así,
incluir su nombre en el Muro de Honor del salón de sesio-
nes de la Cámara de Diputados, como símbolo de valentía,
lealtad y resistencia, que colocó a México en una posición
destacada dentro de la comunidad internacional.

Este reconocimiento garantiza que las futuras generaciones
comprendan el valor de quienes, en nombre de México,
combatieron en el conflicto bélico más devastador de la
historia, y que su ejemplo continuará inspirando los princi-
pios de valentía, lealtad y compromiso con la paz interna-
cional y la seguridad global.

Inscribir el nombre del Escuadrón 201 en este espacio es
una forma de mantener viva su memoria y de inspirar a las
futuras generaciones. Que el legado de las “Águilas Azte-
cas” continúe representando el compromiso de México con
la paz, la justicia y la cooperación multilateral. Dando una
remembranza auténtica y que el legado de las Águilas Az-
tecas continúe inspirando a México en su participación en
la comunidad internacional y en su compromiso con la paz,
la justicia y la cooperación multilateral.

Por lo expuesto someto a consideración de la Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se ordena inscribir con letras de oro
en el Muro de Honor de la Cámara de Diputados la le-
yenda Escuadrón 201 “Águilas Aztecas”.

Único. Inscríbanse con letras de oro en el Muro de Honor
del Palacio Legislativo de San Lázaro el nombre “Escua-
drón 201 Águilas Aztecas”.

Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo.- Publíquese en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 José G. Vega Rivera, The Mexican Expeditionary Air Force in World
War II: the organization, training, and operations of the 201st Squadron
(Maxwell Air Force Base, AL: Air Command and Staff College, mar-
zo de 1997), consultado el 23 de septiembre de 2025.

2 El Águila Real, un símbolo de identidad nacional, Comisión Nacio-
nal de Áreas Naturales Protegidas, febrero de 2021, 

https://www.gob.mx/conanp/articulos/el-aguila-real-un-simbolo-
de-identidad-nacional Acceso: 23 de septiembre de 2025.

3 Trejo Roberto, ¿Cuál fue el papel del Escuadrón 201 en la Segunda
Guerra Mundial?, Expansión, Julio 2025, 

https://politica.expansion.mx/mexico/2025/07/14/papel-escua-
dron-201-segunda-guerra-mundial Acceso: 23 de septiembre de
2025.

4 Instituto Nacional de Antropología e Historia, “Rastrean en fuentes
históricas el origen del símbolo fundacional de Tenochtitlan”, 14 de ju-
nio de 2024, 

https://www.inah.gob.mx/boletines/rastrean-en-fuentes-historicas-
el-origen-del-simbolo-fundacional-de-tenochtitlan Acceso el 23 de
septiembre de 2025.

5 Cámara de Diputados, 2024, Reglamento para las Inscripciones de
Honor en el Recinto de la Cámara de Diputados (DOF, 2 de mayo de
2024).

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Jéssica Saiden Quiroz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY DE ORGANIZACIONES GANADERAS 

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Organizaciones Ganaderas, a cargo de la diputada Alejandra
Chedraui Peralta, del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, Alejandra Chedraui Peralta, diputada fede-
ral integrante del Grupo Parlamentario de Morena de la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
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fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que adiciona la fracción VII
al artículo 4o. recorriéndose los subsecuentes de la Ley de
Organizaciones Ganaderas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La ganadería es una de las actividades económicas más im-
portantes en México y el mundo, consiste en la crianza, el
tratamiento y la reproducción de los animales domésticos
(ganado bovino, porcino, ovino, caprino y aviar), para la
producción de alimentos destinados al consumo humano,
como los cárnicos o los lácteos. La cual ha tenido un cre-
cimiento importante en los últimos años dentro del sector
agropecuario, tan solo, y según cifras del Statista Research
Department, este subsector tuvo un crecimiento de casi el
3 por ciento en el primer trimestre del 2022, en compara-
ción con el equivalente al 2021, situado en 182,000 millo-
nes de pesos mexicanos.1

La ganadería es fundamental para lograr la seguridad ali-
mentaria, ya que se trata de la principal fuente de proteína,
siendo México el séptimo mayor productor de proteína ani-
mal a nivel mundial, además, es el sustento y el patrimonio
de muchas familias que viven en el campo, de ahí también
la importancia de impulsar su productividad y competitivi-
dad, así como de realizar acciones para mejorar su acción
climática, por medio de prácticas sostenibles.

En este sentido, la ganadería es un sector clave en la polí-
tica climática nacional, que debe ser abordado desde la
perspectiva de la mitigación (reducción de gases de efecto
invernadero) y la adaptación (resiliencia ante impactos cli-
máticos).

Es por ello, que las prácticas que hacen sostenible la gana-
dería incluyen el manejo eficiente de los recursos naturales
como el agua y el suelo, la alimentación adecuada con in-
sumos locales, la rotación de potreros y la implementación
de sistemas silvopastoriles (integración de árboles con pas-
tos) para mejorar la salud del suelo y del ganado. El bien-
estar animal es fundamental, priorizando el manejo libre de
estrés y el respeto a los comportamientos naturales de los
animales. 

Manejo de recursos.

En 2015, la Organización de las Naciones Unidas (ONU),
dio a conocer la agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible,
un plan de acción en beneficio del planeta y las personas,
para fomentar la paz y la justicia, que, a través de sus 17
objetivos con enfoque económico, ambiental y social, bus-
ca en conjunto con los países miembros, México incluido,
implementar acciones para su cumplimiento. La ganadería,
como parte del sector agropecuario, impacta principalmen-
te en los objetivos siguientes:

• Hambre cero (ODS-2),

• Industria, innovación e infraestructura (ODS-9),

• Ciudades y comunidades sostenibles (ODS-11),

• Producción y consumo responsable (ODS-12),

• Acción por el clima (ODS-13),

• Vida de ecosistemas terrestres (ODS-15).

Esta visión para el 2030, puso en la mira nuevamente el
concepto de desarrollo sostenible, del cual se ha mencio-
nado fuertemente en los últimos años, como una visión en
los diferentes sectores productivos, y aunque no es nuevo,
es cada vez más latente la urgencia de implementarlo. En
1987, a través del informe Brundtland, conocido también
como Nuestro futuro en común, se define por primera vez
este concepto de desarrollo sostenible.



Una ganadería sostenible, es un conjunto de sistemas enfo-
cados en la producción pecuaria, basados en buenas prácti-
cas para mejorar la productividad, sin afectar los ecosiste-
mas, cuidando las materias primas y los recursos naturales
utilizados en la producción.2 Se trata de una visión y opor-
tunidad para mejorar la productividad y competitividad ga-
nadera, con menor impacto en los recursos naturales, el uso
de buenas prácticas y la conservación de recursos, comuni-
dades y unidades de producción, para asegurar la demanda
de alimentos con el paso de los años.

Entre las prácticas para lograr este tipo de ganadería, se in-
cluyen el uso de tecnologías encaminadas a la siembra de
leguminosas u otras plantas para alimentar al ganado, que
disminuyan o eviten la erosión de los suelos, su fertilidad
y estructura, además del uso de fertilizantes con bajo im-
pacto ambiental y el manejo de energías renovables. Tam-
bién, se consideran prácticas en torno a la preservación y
restauración de pastizales, a través de modificar la forma
en trasladar al ganado para su alimentación, e incluir estra-
tegias basadas en el uso de compostas para conservar estos
suelos, y por supuesto, regular la carga animal. Asimismo,
una infraestructura adecuada, permite disponer de un su-
ministro abundante y continuo de agua, que, aunado al tra-
tamiento de esta, permite garantizar el uso del vital líquido,
principalmente en tiempos de sequía. Se trata de algunas de
las formas en la que es viable conservar y mejorar la pro-
ducción de alimentos, y transitar a una ganadería sosteni-
ble. Por lo tanto, el desarrollo sostenible en la ganadería
contribuye en la eliminación del hambre, garantizando de
esta manera la seguridad alimentaria, y en donde la inno-
vación es fundamental para implementar nuevas estrate-
gias que permitan cambios significativos en el modelo de
producción actual, para aumentar su eficiencia y rentabili-
dad. Este enfoque sostenible en la ganadería contribuye a
mitigar el deterioro ambiental y social en diferentes comu-
nidades, pero depende de la interacción positiva de los as-
pectos económicos, ecológicos e incluso éticos, a través de
una conciencia y una postura cultural que contribuya a nue-
vas formas de producción.

el objeto de la presente iniciativa es incorporar el concepto
de ganadería sostenible a la ley de organizaciones ganade-
ras, en virtud de que es importante que dentro de este mar-
co normativo se promueva la ganadería sostenible de ma-
nera explícita, lo cual se vincula con la política nacional de
adaptación y mitigación del cambio climático, fomentando
prácticas que reduzcan emisiones y vulnerabilidad, y ga-
rantizando un manejo integral del sector. 

La presente iniciativa guarda sustento en los artículos 4o. y
27 de nuestra carta magna, que a la letra dicen:

Artículo 4o. …

…

“Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano
para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el
respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental
generará responsabilidad para quien lo provoque en tér-
minos de lo dispuesto por la ley”.

…

Artículo 27. …

…

“La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a
la propiedad privada las modalidades que dicte el interés
público, así como el de regular, en beneficio social, el
aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles
de apropiación, con objeto de hacer una distribución equi-
tativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lo-
grar el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento
de las condiciones de vida de la población rural y urbana.
En consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para
ordenar los asentamientos humanos y establecer adecua-
das provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas
y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de plane-
ar y regular la fundación, conservación, mejoramiento y
crecimiento de los centros de población; para preservar y
restaurar el equilibrio ecológico; para el fraccionamiento
de los latifundios; para disponer, en los términos de la ley
reglamentaria, la organización y explotación colectiva de
los ejidos y comunidades; para el desarrollo de la peque-
ña propiedad rural; para el fomento de la agricultura, de la
ganadería, de la silvicultura y de las demás actividades
económicas en el medio rural, y para evitar la destrucción
de los elementos naturales y los daños que la propiedad
pueda sufrir en perjuicio de la sociedad”.

Dentro del ambiente como bien jurídico protegido, se
cuenta con varios instrumentos jurídicos entre ellos, la Te-
sis Jurisprudencial:

Derecho a un medio ambiente sano y a la salud pública.
Su garantía no puede condicionarse a criterios pura-
mente económicos.
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Hechos: Una asociación civil promovió juicio de ampa-
ro en contra de un acuerdo estatal que establecía pará-
metros para activar fases de contingencia ambiental, al
considerar que dichos parámetros eran más laxos que
los previstos en específicas normas oficiales mexicanas.
El juez de distrito negó el amparo, por lo que el tema de
constitucionalidad subsistente se sometió al conoci-
miento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a
través del recurso de revisión que interpuso la quejosa.
En el análisis del fondo, la Primera Sala abordó la ten-
sión entre los efectos económicos de las decisiones re-
gulatorias ambientales y la protección del derecho al
medio ambiente sano y a la salud pública.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación considera que la protección al dere-
cho a un medio ambiente sano y a la salud pública no pue-
de condicionarse a criterios puramente económicos.

Justificación: Las decisiones regulatorias en materia
ambiental pueden tener efectos en la reasignación de
costos en los sectores productivos; sin embargo, dichos
efectos no justifican que las autoridades dejen de adop-
tar medidas eficaces para la protección de los referidos
derechos ni condicionarlos a una evaluación de costos.

Es criterio de la Primera Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación que el derecho al medio ambiente
sano posee tanto una dimensión objetiva como subjeti-
va. Desde su faceta objetiva, implica la existencia de un
sistema normativo e institucional que garantice la pre-
servación y restauración de los ecosistemas, mientras
que su dimensión subjetiva reconoce el derecho de toda
persona a exigir condiciones ambientales adecuadas pa-
ra su bienestar y desarrollo. En virtud de esta dualidad,
la tutela del medio ambiente no sólo es un imperativo
constitucional, sino que adquiere un valor intrínseco que
trasciende cualquier análisis de costo-beneficio. En con-
secuencia, en la formulación de su política ambiental,
las autoridades están constitucionalmente obligadas a
proteger el derecho a un medio ambiente sano y a la sa-
lud sin condicionar su eficacia a eventuales repercusio-
nes económicas.

Amparo en revisión 576/2023. 21 de mayo de 2025.
Mayoría de cuatro votos de las ministras y los ministros
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Or-
tiz Ahlf. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Po-

nente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Juan
Luis Hernández Macías.

Tesis de jurisprudencia 158/2025 (11a.). Aprobada por
la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada
de nueve de julio de dos mil veinticinco.3

Concatenado con lo aludido en párrafos anteriores, es im-
portante mencionar los artículos de la Ley General de
Cambio Climático (LGCC) que se relacionan de manera
indirecta con el concepto de Ganadería Sostenible, son los
que a continuación se enuncian:

Artículo 2o.: Establece el objeto de la ley, que incluye
regular las acciones para la mitigación y adaptación al
cambio climático y garantizar el derecho a un medio
ambiente sano. La ganadería, al ser una fuente signifi-
cativa de emisiones de metano (CH4) y óxido nitroso
(N2O), es un sector relevante para estos objetivos.

Artículo 3o.: Define términos clave como “Adaptación” y
“Mitigación”, que se refieren a medidas para reducir la
vulnerabilidad y las emisiones de GEI, respectivamente.

Artículo 87: Este artículo es crucial, ya que establece la
obligatoriedad de reportar las emisiones de GEI al Re-
gistro Nacional de Emisiones (Rene) para personas físi-
cas y morales cuyas actividades generen ciertas cantida-
des de GEI. Las grandes operaciones ganaderas pueden
estar sujetas a este registro.

Por lo que se refiere a la política nacional, cabe mencionar
que la LGCC prevé la creación de instrumentos de política
pública y la coordinación intersecretarial (incluyendo a la
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, Sader) para
promover una economía sustentable y de bajas emisiones
de carbono, lo cual puede incluir proyectos y programas
para el sector ganadero. 

Las asociaciones ganaderas, como la Confederación Na-
cional de Organizaciones Ganaderas (CNOG), operan bajo
su propia legislación, como la Ley de Organizaciones Ga-
naderas. Su relación con la LGCC es a través de: Imple-
mentación de buenas prácticas: Colaboran con autoridades
y organismos internacionales (como la FAO y la Sader) en
programas voluntarios para la transición hacia una ganade-
ría bovina extensiva sustentable, que incluye sistemas sil-
vopastoriles y manejo eficiente de pastizales para mitigar
su impacto ambiental y adaptarse al cambio climático.



No debemos soslayar que son las asociaciones ganaderas,
actores clave en la implementación de medidas específicas
de mitigación y adaptación dentro del sector pecuario, a
menudo en colaboración con entidades gubernamentales
como la Sader y la Semarnat.

La legislación federal establece el marco general, y los es-
tados implementan programas y guías en colaboración con
entidades como la Conanp (Comisión Nacional de Áreas
Naturales Protegidas) y la GIZ (Cooperación Alemana al
Desarrollo Sustentable en México.

Estados con iniciativas y programas destacados:

• Veracruz: Cuenta con proyectos significativos de ga-
nadería regenerativa, especialmente en la región de Los
Tuxtlas y otras comunidades, trabajando en la innova-
ción ganadera sostenible para el trópico mexicano.

• Chihuahua, Coahuila, Sonora, Nuevo León y Duran-
go: Aunque son conocidos por su alta producción gana-
dera, también participan en diversas iniciativas y pro-
gramas federales para mejorar la sostenibilidad y la
calidad de la carne, con un enfoque en la implementa-
ción de técnicas sostenibles.

• Jalisco y San Luis Potosí: Son estados con una pro-
ducción bovina considerable que también se benefician
y participan en programas que buscan transitar hacia
prácticas más sostenibles.

• Yucatán: El gobierno estatal ha destinado inversiones
para apoyar a los productores ganaderos en la adopción
de tecnologías y prácticas que mejoran la sostenibilidad
de sus operaciones.

Aunado a lo anterior baste mencionar, que México presen-
to en la COP 30, la actualización al NDC 3.0,4 misma que
refrenda su compromiso ante la Convención Marco de las
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC)
en concordancia con la Ley General de Cambio Climático
(LGCC) y el Artículo 4 del Acuerdo de París.

En este sentido, la meta de carbono negro también se re-
formula en función de rangos absolutos de emisiones para
el 2035, teniendo una meta no condicionada de emisiones
entre 35,800 y 39,700 toneladas, y una meta condicionada
entre 32,600 y 35,799 toneladas. El cumplimiento de esta
ruta supone alcanzar la meta de reducción del 35 por cien-
to de GEI para 2030 respecto al escenario tendencial esta-

blecido en la NDC 2.0, lo que equivale a emitir un máximo
de 644 MtCO2e en emisiones brutas para dicho año. Esta
meta ha quedado reflejada en el Plan Nacional de Desarro-
llo 2025–2030. Conforme a lo acordado por la Comisión
Intersecretarial de Cambio Climático, la distribución secto-
rial del esfuerzo de mitigación al 2030 se establece confor-
me al criterio de responsabilidad, asignando la contribu-
ción de emisiones a mitigar según la participación de cada
sector en el Inventario Nacional de Emisiones de Gases y
Compuestos de Efecto Invernadero (con datos preliminares
de 2024): 

Transporte: 23 por ciento 

Generación de energía eléctrica: 19 por ciento 

Industria: 18 por ciento 

Agricultura y ganadería: 17 por ciento 

Residuos: 9 por ciento 

Petróleo y gas: 8 por ciento

Uso de la tierra, cambio de uso de la tierra y silvicultu-
ra: 3 por ciento 

Residencial y comercial: 

Las rutas de descarbonización de cada sector deberán
ser diseñadas junto con los actores involucrados, y con-
siderando la factibilidad tecnológica y económica de las
medidas propuestas, a fin de maximizar la reducción de
Componente de Mitigación, emisiones al menor costo y
con el menor impacto posible en la competitividad y en
la economía. Mediante una visión de prosperidad com-
partida, México implementa acciones orientadas tanto al
cumplimiento de sus metas climáticas como al impulso
del desarrollo económico y social del país. En particu-
lar, entre los “Cien compromisos para el Segundo Piso
de la Cuarta Transformación” presentados por el Go-
bierno de México se encuentran acciones con horizonte
al año 2030.

El sector agropecuario (agricultura y ganadería) contribuyó
con el 17 por ciento de las emisiones totales de México en
2024. La principal fuente de emisiones de este sector es la
fermentación entérica del ganado bovino, seguida del ma-
nejo de excretas, que en conjunto concentran el 72 por
ciento de estas emisiones.
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Por lo que en la NDC se determinan las medidas y líneas
de acción que orientarán la política de mitigación en el sec-
tor agricultura y ganadería:

4.3. Promover la implementación de sistemas silvopas-
toriles para aumentar la productividad pecuaria y transi-
tar hacia un sector ganadero bajo en emisiones.

El derecho comparado muestra que, si bien existen com-
promisos y una norma internacional sobre ganadería soste-
nible, la implementación recae en gran medida en los mar-
cos legales y las políticas nacionales, que varían en
madurez y enfoque, desde la regulación detallada en Euro-
pa hasta los programas voluntarios y de mercado en otras
regiones. Organizaciones como la Organización de las Na-
ciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO)
y el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agri-
cultura (IICA) juegan un papel crucial en la definición de
directrices técnicas y el apoyo a la implementación de es-
tas prácticas.

Derivado de todo lo anterior, se somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa, ilustrada con el cuadro
comparativo que se describe:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a con-
sideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el cual se adicionan diversas disposi-
ciones a la Ley de Organizaciones Ganaderas.

Proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción
VII al artículo 4o, recorriéndose los subsecuentes en su
orden. 

Artículo Único. – Se adiciona una fracción VII al artículo
4o. de la Ley de Organizaciones Ganaderas, para quedar
como sigue:

Artículo 4o.- Para los efectos de esta ley se entiende por:

I. a VI. …

VII. Ganadería Sostenible: Conjunto de sistemas en-
focados en la producción pecuaria, basados en bue-
nas prácticas para mejorar la productividad, sin
afectar los ecosistemas, cuidando las materias pri-
mas y recursos naturales utilizados en la producción.

VIII. a XVII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Hacia una ganadería sostenible en México. Autor: Michael Iván Mi-
randa Martínez. Disponible en: 

https://comecarne.org/hacia-una-ganaderia-sostenible-en-mexico 

2 Centro de Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable y la Sobera-
nía Alimentaria, CEDRSSA, (2020). Política pecuaria y ganadería sos-
tenible. Cámara de Diputados. LXIV Legislatura.

3 Derecho a un medio ambiente sano y a la salud pública. Su garantía
no puede condicionarse a criterios puramente económicos. Tesis de ju-
risprudencia 158/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Al-
to Tribunal, en sesión privada de nueve de julio de dos mil veinticinco.
Disponible en: 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030816



4 Semarnat, (2025). Actualización de la contribución determinada a ni-
vel nacional 3.0 de México. Gobierno de México. Disponible en: 

https://unfccc.int/sites/default/files/2025-11/NDC%203.0%20
Me?xico_spanish.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputada Alejandra Chedraui Peralta (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Ganadería, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

«Iniciativa que reforma el artículo 32 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, a cargo de la diputada Alejandra
Chedraui Peralta, del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, Alejandra Chedraui Peralta, diputada fede-
ral integrante del Grupo Parlamentario de Morena de la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 32
de la Ley Federal de Protección al Consumidor, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

El mercado mundial ha experimentado en los últimos años
un notable incremento en la oferta de productos y servicios
que se presentan como “ecológicos”, “sustentables” o
“amigables con el medio ambiente”. Según la Encuesta
Global de Sostenibilidad de Nielsen, el 73 por ciento de los
consumidores mexicanos prefiere adquirir bienes con atri-
butos sustentables, incluso pagando un precio mayor.1 Es-
te interés ciudadano refleja una conciencia creciente sobre
la crisis climática y la necesidad de transitar hacia patrones
de consumo responsables.

Sin embargo, esta demanda ha dado lugar a prácticas des-
leales conocidas como greenwashing, que consisten en di-
fundir afirmaciones ambientales falsas, vagas o no verifi-
cables, con el fin de inducir a error al consumidor. El
problema es de alcance global: un estudio de la Comisión

Europea encontró que el 53 por ciento de las declaraciones
ambientales analizadas en el mercado europeo eran enga-
ñosas o carentes de evidencia, mientras que en el 40 por
ciento de los casos no se aportó prueba alguna que las res-
paldara.2

Esta práctica, conocida como greenwashing o “lavado ver-
de”, constituye una estrategia de comunicación en la que
las empresas construyen deliberadamente una imagen pú-
blica de responsabilidad ambiental que no se corresponde
con la realidad de sus operaciones. Su objetivo es capitali-
zar la creciente sensibilidad ecológica de la ciudadanía sin
realizar las inversiones o cambios sustantivos que exige
una genuina sostenibilidad.

Para lograr este engaño, recurren a un conjunto de tácticas
que incluyen el uso predominante del color verde y de imá-
genes de la naturaleza en sus empaques y publicidad, el
empleo de términos vagos como “ecológico” o “amigable
con el planeta” sin ninguna definición o estándar claro, y la
promoción de un único atributo ambiental menor mientras
se ocultan impactos negativos mucho más significativos en
otras etapas del ciclo de vida del producto.

En Reino Unido, la Competition and Markets Authority
concluyó en 2021 que cuatro de cada diez mensajes verdes
en publicidad podían inducir a error.3 En Estados Unidos,
la Federal Trade Commission (FTC) ha impuesto sancio-
nes a empresas que usaron etiquetas ambientales sin certi-
ficación oficial, mediante la aplicación de sus Green Gui-
des.4

México no es ajeno a este fenómeno. La Procuraduría Fe-
deral del Consumidor (Profeco) ha detectado un número
creciente de quejas sobre publicidad ambiental en rubros
como alimentos, plásticos biodegradables, bebidas y pro-
ductos de limpieza. Muchas de estas prácticas carecen de
validación técnica o respaldo normativo, lo que representa
un riesgo para los consumidores, genera competencia des-
leal y debilita la confianza en el mercado.

Lejos de ser una simple exageración publicitaria, el green-
washing genera consecuencias concretas y graves. En el
ámbito ambiental, no solo falla en aportar soluciones rea-
les, sino que activamente perpetúa y encubre modelos de
producción y consumo insostenibles, retrasando la transi-
ción urgente que necesitamos.

Al crear una falsa sensación de progreso, desvía la atención
y los recursos de las acciones verdaderamente efectivas pa-
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ra mitigar el cambio climático y reducir las emisiones de
gases de efecto invernadero. En el ámbito social, desgasta
la confianza de los consumidores y desincentiva a las em-
presas que realizan esfuerzos auténticos, creando una com-
petencia desleal donde triunfa el discurso vacío sobre la in-
novación responsable.

El impacto económico tampoco es menor: estudios estiman
que empresas que recurren al greenwashing logran incre-
mentar hasta en 30 por ciento sus ventas frente a competi-
dores responsables, desincentivando la innovación en pro-
cesos realmente sostenibles.5 Y de conformidad a lo que
señala Gardena Transparencia “el greenwashing no solo
engaña a los consumidores, sino que también perjudica a
las empresas que realmente están haciendo esfuerzos signi-
ficativos por ser sostenibles. Además, retrasa el progreso
hacia una economía más circular y ecológica, ya que des-
vía la atención de los problemas ambientales reales”.

Asimismo, el estampado engañoso puede tener varios efec-
tos negativos en la economía local como pueden ser algu-
nos de los siguientes ejemplos:

• Competencia desleal: Las empresas que usan estam-
pados engañosos suelen ofrecer positivismo al planeta,
o que no perjudica al ambiente porque no cumplen con
los estándares que anuncian. Estos negocios perjudican
más que nada a la sociedad, ya que hacen que los ciu-
dadanos confíen en esa publicidad que están innovando
y que no hace para nada bien al ambiente, al contrario,
perjudican con tal de que confíen en dicha empresa.

• Freno al desarrollo sostenible: Algunas veces, el es-
tampado engañoso está relacionado con falsas promesas
ecológicas o de comercio justo. Esto puede desincenti-
var a los productores locales a adoptar prácticas soste-
nibles si ven que no hay recompensa comercial por ha-
cerlo. Esto provoca que no haya innovación sustentable
en la economía local.

El enfoque ciudadano frente a la publicidad ambiental en-
gañosa es clave para cambiar el comportamiento empresa-
rial y promover leyes más claras. La vigilancia social, el
consumo informado y la denuncia activa son herramientas
que empoderan a la sociedad frente al abuso del marketing
verde.

La responsabilidad de evitar el greenwashing también re-
cae en los consumidores, quienes deben de estar informa-
dos y asegurarse de que los productos que adquieren real-

mente generan un impacto positivo al planeta, y que no lo
dañen.

Bajo esta premisa, México enfrenta una significativa lagu-
na legal en materia de publicidad ambiental, la cual da pie
a tres problemáticas principales que convergen en un mis-
mo punto: la urgente necesidad de regular el greenwas-
hing.

En primer término, se observa una clara afectación a los
derechos de los consumidores. Ciudadanos cada vez más
interesados en optar por un consumo responsable se en-
cuentran con un mercado saturado de mensajes que utilizan
expresiones anteriormente señaladas de manera libre y ar-
bitraria, al no existir criterios claros, verificables o recono-
cidos oficialmente que delimiten su uso. De tal modo
que, esta situación vulnera de forma directa su derecho a la
información veraz (protegido constitucionalmente) y, para-
lelamente, vulnera la confianza en el dinamismo del mer-
cado, dejando al consumidor sin herramientas fiables para
discernir.

Asimismo, esta falta de regulación específica provoca una
palpable distorsión de la competencia leal. En este
sentido, las empresas que realizan esfuerzos e inversiones re-
ales para reducir su huella ambiental se ven, irónicamente, en
desventaja frente a aquellas que, mediante simples y engaño-
sas estrategias de marketing, logran posicionar sus productos
sin asumir los costos inherentes a los procesos productivos
genuinamente sustentables. Por consiguiente, esta práctica se
erige como un acto de competencia desleal que, lejos de fo-
mentar la innovación, la inhibe y frena el crecimiento de in-
dustrias verdaderamente verdes, premiando el discurso vacío
sobre la acción concreta.

Adicionalmente, el greenwashing genera un severo impac-
to ambiental indirecto. Es decir, al promover un falso sen-
tido de sostenibilidad, se crea una peligrosa complacencia
que termina por retrasar los cambios estructurales indis-
pensables en los patrones de producción y consumo. En
consecuencia, al permitir que prácticas contaminantes se
encubran bajo discursos verdes atractivos pero huecos, se
obstaculiza activamente la transición hacia modelos eco-
nómicos más responsables, poniendo en riesgo el cumpli-
miento de los compromisos internacionales que México ha
adquirido en la materia.

Cabe señalar que, si bien la Ley Federal de Protección al
Consumidor contempla en su articulado la sanción a la pu-
blicidad engañosa en términos generales, no existe hasta el



momento una tipificación expresa que aborde las particula-
ridades de la publicidad ambiental engañosa. Esta omi-
sión dificulta sustancialmente la labor de la Profeco para
identificar, perseguir y sancionar estas prácticas de manera
eficaz, ya que no cuenta con un marco de referencia claro
que delimite jurídicamente qué constituye específicamen-
te greenwashing.

Por todo lo anterior, se vuelve imperioso atender este vacío
normativo que, de perpetuarse, seguirá permitiendo abusos
que lesionan simultáneamente a consumidores, al mercado
y al medio ambiente. En este mismo sentido, la reforma
propuesta se presenta como una medida necesaria para ce-
rrar esta brecha, dotando de certeza jurídica a las autorida-
des facultadas y ofreciendo a los consumidores la garantía
fundamental de que las afirmaciones ambientales que
acompañan a los productos y servicios que adquieren sean
siempre claras, verificables y, sobre todo, confiables.

Desde el punto de vista constitucional, esta problemática
vulnera derechos fundamentales, contenidos en los artícu-
los 4, 6 y 28 de la Carta Magna:

Mismos que a la letra dicen:

Artículo 4. “Toda persona tiene derecho a un medio am-
biente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado ga-
rantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro
ambiental generará responsabilidad para quien lo pro-
voque en términos de lo dispuesto por la ley.”

Artículo 6. “Toda persona tiene derecho al libre acceso
a información plural y oportuna, así como a buscar, re-
cibir y difundir información e ideas de toda índole por
cualquier medio de expresión.”

Artículo 28. “La ley protegerá a los consumidores y pro-
piciará su organización para el mejor cuidado de sus in-
tereses.” 

Estos preceptos, en conjunto, imponen al Estado la obliga-
ción de garantizar información veraz en el mercado, de
modo que la ciudadanía no sea engañada por prácticas pu-
blicitarias abusivas que vulneren su derecho a un consumo
informado y a un medio ambiente sano.

Por otro lado, la Ley Federal de Protección al Consumidor
(LFPC) señala en sus artículos 7 y 32, lo siguiente:

Artículo 7: “Todo proveedor está obligado a informar y
a respetar los precios, tarifas, garantías, cantidades, ca-
lidades, medidas, intereses, cargos, términos, restriccio-
nes, plazos, fechas, modalidades, reservaciones y demás
condiciones aplicables en la comercialización de bienes,
productos o servicios, sobre todos aquellos que se hu-
biera ofrecido, obligado o convenido con el consumidor
para la entrega del bien o prestación del servicio, y bajo
ninguna circunstancia serán negados estos bienes, pro-
ductos o servicios a persona alguna, así como la infor-
mación de los mismos.”

En su artículo 32, párrafo segundo se define la publicidad
engañosa como aquella que induce a error o confusión al
consumidor. No obstante, la ley carece de un apartado es-
pecífico sobre publicidad ambiental engañosa, lo que limi-
ta la actuación de la Profeco frente al greenwashing. 

De igual modo, en la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente (LGEEPA), se señalan los princi-
pios de responsabilidad ambiental y producción limpia, no
obstante, no regula la publicidad engañosa ambiental.

En este mismo sentido, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación ha señalado a través de las siguientes Jurispruden-
cias, tomar acciones a fin de combatir la problemática
mencionada con anterioridad:

1. La Tesis 1a./J. 158/2025 (11a.) con Registro digital:
2030816 de la SCJN, reconoce que es fundamental de-
fender el derecho a un medio ambiente sano y no debe
quedar supeditado a intereses económicos.6 En este sen-
tido, el greenwashing es la prueba máxima de esta dis-
torsión: las empresas utilizan mentiras ambientales para
vender más y obtener beneficio económico, mientras
que en sus operaciones reales pueden seguir dañando el
ecosistema. Esta práctica no solo engaña al consumidor,
sino que, al falsear la realidad, socava directamente el
derecho a un medio ambiente sano, vulnerando el ar-
tículo 4o. de nuestra Carta Magna.

2. Tesis: 1a./J. 104/2005. En esta jurisprudencia se reco-
noce que la SCJN, establece de manera categórica que
la Profeco carece de toda discrecionalidad para definir
de forma arbitraria lo que constituye publicidad enga-
ñosa o para sustraerse de su obligación de verificarla.7

El máximo órgano judicial ha precisado que el concep-
to de “publicidad engañosa” en la ley es claro y objeti-
vo, y se configura cuando la información, sea o no ve-
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raz, se presenta de forma inexacta, falsa, exagerada, par-
cial, artificiosa o tendenciosa que induzca a error o con-
fusión al consumidor. Asimismo, la autoridad no puede
actuar de manera arbitraria, toda vez que su procedi-
miento de verificación está estrictamente delimitado por
la ley. 

Este criterio sienta así la base jurídica obligatoria para que
la Profeco active sus facultades de verificación ante la pu-
blicidad ambiental engañosa o greenwashing, práctica que
encaja inequívocamente en la definición de engaño propor-
cionada por la Corte. 

Por tanto, la presente iniciativa no crea una obligación nue-
va, sino que dará certeza a un mandato judicial ya existen-
te, alineando expresamente el marco legal y con estos cri-
terios obligatorios, erradicar la impunidad en estas
prácticas.

Ahora bien, a nivel internacional el greenwashing ha dado
paso a diversas manifestaciones jurídicas en beneficio de la
protección de las y los consumidores, en donde se destacan:

• Unión Europea. La Directiva sobre Declaraciones Ver-
des forma parte del Pacto Verde Europeo, un marco polí-
tico integral cuyo objetivo es lograr la neutralidad climá-
tica en Europa para 2050. Ésta obliga a que toda
afirmación ambiental esté sustentada con evidencia cien-
tífica verificable. Prohíbe declaraciones vagas como
“amigable con el medio ambiente” sin justificación. De
manera particular en Francia en su Código de Consumo
Francés, aborda la prohibición de prácticas comerciales
desleales, declaraciones engañosas sobre las característi-
cas principales de un producto o servicio, así como el al-
cance de los compromisos del anunciante. Si bien no se
hacía referencia explícita a las declaraciones medioam-
bientales, la amplia definición de la prohibición permitió
sancionar las declaraciones medioambientales engañosas,
incluso mediante referencia a normas de derecho indicati-
vo y recomendaciones emitidas por la Autoridad de Regu-
lación Profesional de la Publicidad Francesa en materia
de desarrollo sostenible.8

• Reino Unido. La Competition and Markets Authority
(CMA) emitió el Green Claims Code (2021), donde “se
aplica a toda la publicidad, el marketing y los reclamos
de productos dirigidos a los consumidores del Reino
Unido, y también afecta a las empresas no radicadas en
UK que operan en este mercado. Si bien no es necesa-
riamente una regulación, el Código busca combatir el

greenwashing ayudando a las marcas a comprender có-
mo evitar afirmaciones engañosas, tal como lo estipula
la legislación del consumidor. Además, se trata de una
guía que básicamente desglosa con precisión la inter-
pretación que la CMA hace del greenwashing en las le-
yes del consumidor. También incentiva a las empresas a
invertir en prácticas respetuosas con el medio ambiente
y a comunicar claramente sus credenciales de sostenibi-
lidad. Finalmente, está diseñado para proteger a los con-
sumidores de realizar compras que no cumplan con sus
credenciales ambientales”.9

• Estados Unidos. La Federal Trade Commission (FTC)
aplica las Green Guides, en donde señala:

I. Principios generales que se aplican a todas las afirma-
ciones de marketing ambiental; 

II. Cómo es probable que los consumidores interpreten
determinadas afirmaciones y cómo los especialistas en
marketing pueden fundamentarlas; y 

III. Cómo los especialistas en marketing pueden califi-
car sus afirmaciones para evitar engañar a los consumi-
dores. 

La actualización más reciente de las Guías de la FTC está
diseñada para facilitar su comprensión y uso por parte de
las empresas. Los cambios incluyen nuevas directrices so-
bre el uso de certificaciones y sellos de aprobación de pro-
ductos por parte de los comercializadores, declaraciones
sobre materiales y fuentes de energía “renovables” y de-
claraciones de “compensación de carbono”.10

• Canadá. La Oficina de Competencia de Canadá (Com-
petition Bureau) publicó a través de sus reclamaciones
ambientales y la Ley de Competencia, las directrices fi-
nales sobre declaraciones ambientales, con el objetivo
de alinear las prácticas empresariales con los nuevos es-
tándares legales que buscan frenar el greenwashing.11

• América Latina.

- Chile: En 2022, el SERNAC (Servicio Nacional del
Consumidor) inició investigaciones contra empresas por
uso indebido de sellos y mensajes ambientales. Además,
señala que el consumo sostenible es un derecho y una
responsabilidad, con ello prevén generar conciencia y
proteger el futuro del planeta.12



- Brasil: Basa la defensa del consumidor a través del Có-
digo de Defensa del Consumidor, en dónde considera
que queda prohibida toda publicidad o afirmaciones en-
gañosas, estableciendo sanciones administrativas.13

En síntesis, el fenómeno del greenwashing representa una
amenaza múltiple: vulnera los derechos de las y los consu-
midores, erosiona la confianza en el mercado, distorsiona
la competencia leal y obstaculiza los esfuerzos reales hacia
la sostenibilidad. En un contexto en el que la ciudadanía
mexicana se muestra cada vez más consciente de la crisis
ambiental y orienta sus decisiones de consumo hacia bie-
nes y servicios responsables, resulta inaceptable que exis-
tan prácticas publicitarias que, con base en afirmaciones
falsas o carentes de evidencia, exploten esa buena fe y as-
piración social.

Bajo ese precepto, la publicidad ambiental engañosa, se ha
convertido en una práctica recurrente que distorsiona los
mercados nacionales e internacionales. En México, la au-
sencia de una regulación explícita en la Ley Federal de
Protección al Consumidor ha permitido que diversas em-
presas promocionen sus productos y servicios bajo su-
puestas características ecológicas o de sostenibilidad que
carecen de evidencia verificable, engañando a la ciudada-
nía y vulnerando sus derechos.

Combatir el greenwashing es también un imperativo aline-
ado con los compromisos internacionales de México, en
particular con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sosteni-
ble.14 Esta práctica es diametralmente opuesta al Objetivo
12, que promueve modalidades de consumo y producción
responsables. Permitir que las empresas mientan sobre su
desempeño ambiental sabotea los esfuerzos globales para
alcanzar las metas de reducción de emisiones, las cuales
exigen una disminución a la mitad para 2030 y la neutrali-
dad de carbono para 2050. Regular el greenwashing es, por
tanto, un paso esencial para asegurar que el mercado mexi-
cano contribuya a estas metas y no se convierta en un obs-
táculo.15

En conclusión, la presente reforma busca subsanar esta omi-
sión de manera puntual y sostenible. No implica costos pre-
supuestales adicionales, ya que se apoya en las atribuciones
vigentes de la PROFECO; únicamente fortalece la precisión
normativa y dota de herramientas más claras a las autorida-
des para sancionar el greenwashing. Así, se garantiza la co-
herencia del sistema jurídico mexicano con los compromisos
internacionales asumidos en materia de consumo responsa-
ble, competencia justa y protección ambiental.

Asimismo, al alinearnos con las mejores prácticas interna-
cionales —como la Directiva sobre Green Claims de la
Unión Europea, el Green Claims Code del Reino Unido y
las Green Guides de la FTC en Estados Unidos—, México
se coloca en una posición de vanguardia en la región lati-
noamericana, ofreciendo certidumbre jurídica al consumi-
dor y al mercado.

La presente iniciativa, entonces, responde a una necesidad
real y apremiante. Se trata de un acto de justicia hacia las y
los consumidores, de responsabilidad frente a las empresas
que sí invierten en procesos sostenibles, y de visión al sen-
tar las bases para un consumo informado que impulse una
economía verde y justa. 

En suma, con esta propuesta se protege el derecho a la infor-
mación veraz, fortalece la libre competencia y se contribuye
al derecho humano a un medio ambiente sano, garantizando
que lo “verde” en el mercado mexicano deje de ser un simple
discurso y se convierta en una realidad verificable. 

Finalmente, resulta indispensable reformar la Ley Federal
de Protección al Consumidor a fin de tipificar y sancionar
expresamente estas prácticas engañosas. Cabe señalar que
las sanciones correspondientes se encuentran de manera
expresa en el artículo 128 Bis y demás artículos de la pro-
pia ley, lo que complementa el marco jurídico de transpa-
rencia y veracidad ambiental. Esta actualización represen-
ta un paso crucial para armonizar nuestro marco jurídico
con los más altos estándares internacionales, garantizar una
protección efectiva a los consumidores mexicanos, fortale-
cer la competencia leal y promover una auténtica sosteni-
bilidad en el mercado, libre de engaños y desinformación.

Por lo anterior, se somete a la consideración de esta Sobe-
ranía la presente iniciativa, ilustrada con el cuadro compa-
rativo que se describe:
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Por lo expuesto y fundado se somete a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 32 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, para quedar co-
mo sigue:

Artículo Único: Se reforma el artículo 32 de la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor, para quedar como
sigue:

Artículo 32.- …

…

…

Queda prohibido incluir en la información o publicidad en
la que se comercialice un producto o servicio, toda leyen-
da o información que indique que han sido avalados, apro-
bados, recomendados o certificados por sociedades o aso-
ciaciones profesionales, o bien, aquellas donde se
mencione que van acorde con la sustentabilidad, cuan-
do éstas carezcan de la documentación apropiada que so-
porte con evidencia científica, objetiva y fehaciente, las
cualidades o propiedades del producto o servicio, o cual-
quier otro requisito señalado en las leyes aplicables para
acreditar las mismas.

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputada Alejandra Chedraui Peralta (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Cambio Climático, a cargo de la dipu-
tada Alejandra Chedraui Peralta, del Grupo Parlamentario
de Morena

Quien suscribe, Alejandra Chedraui Peralta, diputada fede-
ral integrante del Grupo Parlamentario de Morena de la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Cambio Cli-
mático, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto proponer reformas y
adiciones a diversos artículos de la Ley General de Cambio
Climático con el fin de incorporar de manera expresa el
concepto de agroecosistemas como marco de referencia
para los sistemas de producción alimentaria sostenible en
México, armonizando el marco climático con los princi-
pios y directrices establecidos en la Ley General de Ali-
mentación Adecuada y Sostenible. La necesidad de esta re-
forma surge del reconocimiento de que los sistemas
agroalimentarios del país enfrentan una profunda crisis de-
rivada de presiones ambientales, deterioro de los suelos,
pérdida acelerada de biodiversidad, afectaciones a los eco-
sistemas naturales y vulnerabilidades crecientes frente a
los efectos del cambio climático. En un contexto global ca-
racterizado por el incremento de temperaturas, variabilidad
extrema de lluvias, degradación de tierras y volatilidad en
los mercados alimentarios, México requiere consolidar una
base jurídica clara que permita orientar la política pública
hacia modelos productivos resilientes, ecológicamente in-
tegrados y socialmente justos.

Derivado de lo anterior, es necesario mencionar que la cri-
sis que enfrentan los sistemas agroalimentarios en México
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tiene sus raíces en el modelo de desarrollo impulsado du-
rante las últimas seis décadas, caracterizado por la adop-
ción de los paradigmas de la Revolución Verde1 y poste-
riormente por la integración a los mercados globales. Este
modelo se sustentó en la intensificación productiva basada
en la dependencia de insumos externos (fertilizantes sinté-
ticos, plaguicidas, herbicidas), la mecanización agrícola, el
uso intensivo de recursos hídricos, la homogenización ge-
nética a través de variedades de alto rendimiento y la espe-
cialización productiva en monocultivos. Si bien este es-
quema permitió incrementar sustancialmente la producción
de alimentos básicos y comerciales durante la segunda mi-
tad del siglo XX, lo hizo generando externalidades am-
bientales, sociales y económicas de gran magnitud que hoy
resultan insostenibles. 

Existe evidencia científica acumulada que demuestra que
este modelo extractivista ha provocado una degradación
acelerada de los suelos, donde según la titular de la Semar-
nat, Alicia Barcena, señaló que el 64 por ciento de los sue-
los en México presentan alguna degradación2 por erosión
hídrica y eólica, salinización, compactación y pérdida de
materia orgánica. Esta degradación de los recursos natura-
les se ve agravada por la significativa contribución del sec-
tor agrícola convencional a las emisiones de Gases de
Efecto Invernadero (GEI). De acuerdo con el Instituto Na-
cional de Ecología y Cambio Climático (INECC), el sector
Agricultura, Silvicultura y Otros Usos de la Tierra (AFO-
LU) es responsable de aproximadamente el 12 por ciento
de las emisiones nacionales de GEI,3 con contribuciones
importantes provenientes de la fermentación entérica del
ganado, el manejo de suelos agrícolas (especialmente por
la aplicación de fertilizantes nitrogenados que emiten óxi-
do nitroso), la quema de residuos agrícolas y la deforesta-
ción vinculada al cambio de uso de suelo para actividades
agropecuarias. 

Por lo que, este sector se ha vuelto extremadamente vulnera-
ble a los efectos del cambio climático, manifestados en una
mayor parte en las lluvias, sequías prolongadas, heladas atí-
picas, inundaciones recurrentes y la aparición de nuevas pla-
gas y enfermedades, fenómenos que comprometen seriamen-
te la seguridad alimentaria y los medios de vida de las
comunidades rurales. Frente a este panorama crítico, resulta
paradójico que, desde hace siglos, comunidades campesinas,
pueblos originarios y agricultores familiares hayan desarro-
llado, mantenido y perfeccionado sistemas de producción di-
versificados y resilientes que constituyen ejemplos concretos
de agroecosistemas sostenibles. Sistemas como la milpa me-
soamericana (complejo policultivo que integra maíz, frijol,

calabaza y otras especies asociadas), los huertos familiares o
solares con su alta diversidad de plantas medicinales, ali-
menticias y ornamentales, los sistemas agroforestales que
combinan árboles maderables, frutales y cultivos anuales, y
las prácticas silvopastoriles que integran árboles, pastos y ga-
nado, han demostrado una notable capacidad para proveer
alimentos sanos y diversos mientras prestan servicios ecosis-
témicos cruciales como la captura de carbono, la conserva-
ción de agua, la protección de la agrobiodiversidad y el man-
tenimiento de la fertilidad del suelo.

A nivel internacional, organismos especializados han do-
cumentado exhaustivamente el potencial de la agroecolo-
gía para enfrentar simultáneamente la crisis climática y ali-
mentaria. El Panel Intergubernamental de Expertos sobre
el Cambio Climático (IPCC) en su informe especial de
2018 sobre “Cambio Climático y Tierra”4 destacó que las
prácticas agrícolas basadas en principios agroecológicos
son esenciales para la adaptación, la mitigación y la segu-
ridad alimentaria. La Organización de las Naciones Unidas
para la Alimentación y la Agricultura (FAO) ha reconocido
que la agroecología puede mejorar la resiliencia de los sis-
temas alimentarios ante perturbaciones climáticas y econó-
micas, al tiempo que promueve la soberanía alimentaria y
la conservación de la biodiversidad. El Convenio sobre la
Diversidad Biológica (CDB) ha enfatizado el papel crucial
de los sistemas agrícolas tradicionales en la conservación
de la agrobiodiversidad.

La agroecología y el enfoque de agroecosistemas han sido
ampliamente reconocidos por organismos internacionales
como la FAO,5 el Panel Intergubernamental de Expertos
sobre Cambio Climático (IPCC)6 y el Convenio sobre la
Diversidad Biológica (CDB)7 como herramientas funda-
mentales para lograr sistemas alimentarios sostenibles. El
concepto de agroecosistema se refiere a sistemas de pro-
ducción que integran principios ecológicos derivados del
funcionamiento de los ecosistemas naturales y que, a su
vez, consideran la diversidad de formas de organización
comunitaria, prácticas campesinas, estructuras económi-
cas, valores bioculturales y saberes locales que histórica-
mente han caracterizado la producción de alimentos en di-
versas regiones del mundo, especialmente en países
megadiversos como México. En este sentido, la iniciativa
propone que la Ley General de Cambio Climático reco-
nozca explícitamente la relevancia de los agroecosistemas
como categoría jurídica y política que permita transitar ha-
cia un modelo productivo que regenere suelos, reduzca
emisiones, conserve biodiversidad y fortalezca la soberanía
y seguridad alimentaria.



En el contexto nacional, México cuenta con instrumentos
de política pública que representan avances significativos
pero insuficientes. La Ley General de Cambio Climático,
promulgada en 2012 y reformada en 2018, establece las ba-
ses de la política nacional en la materia, pero no incorpora
explícitamente el concepto de agroecosistemas ni reconoce
plenamente el potencial de los agroecosistemas para la mi-
tigación y adaptación. Por otra parte, la reciente Ley Gene-
ral de Alimentación Adecuada y Sostenible, promulgada en
2023, representa un avance conceptual importante al reco-
nocer los sistemas alimentarios sostenibles y la importan-
cia de los conocimientos tradicionales, pero su articulación
con la política climática se encuentra limitada sin un mar-
co jurídico explícito que las vincule.

Esta omisión normativa se traduce en obstáculos concretos
para la transición agroecológica y/o agroecosistémica:
asignación insuficiente de recursos presupuestarios especí-
ficos para prácticas agroecológicas en los programas de fo-
mento agrícola; falta de indicadores adecuados para eva-
luar la contribución de los agroecosistemas a la mitigación
y adaptación climática; limitado reconocimiento de los sa-
beres tradicionales en los sistemas de innovación agrícola;
y escasa articulación interinstitucional entre las políticas
ambientales, agrícolas y sociales. Ante este vacío regulato-
rio y la urgencia de transitar hacia sistemas alimentarios re-
silientes y bajos en carbono, se hace imperativo incorporar
el concepto de agroecosistemas en la Ley General de Cam-
bio Climático, estableciendo así un puente normativo ex-
plícito entre la política climática y la política alimentaria, y
reconociendo jurídicamente el papel fundamental que jue-
gan estos sistemas en la construcción de la seguridad ali-
mentaria y la resiliencia climática de México.

Asimismo, la evidencia nacional muestra que los sistemas
agrícolas intensivos, dependientes de agroquímicos, mono-
cultivos, labranza profunda y degradación de ecosistemas,
contribuyen de manera significativa a las emisiones de ga-
ses de efecto invernadero, así como a la pérdida de suelos,
deforestación y contaminación de cuerpos de agua. En Mé-
xico, de acuerdo con estimaciones de política ambiental y
diagnósticos agronómicos recientes, la agricultura conven-
cional representa una de las principales fuentes de emisio-
nes difusas de óxidos de nitrógeno y metano y, al mismo
tiempo, es responsable de una parte sustantiva del deterio-
ro de cuencas y pérdida de cobertura vegetal. 

Frente a estas presiones, comunidades campesinas, pueblos
originarios y productores locales han desarrollado, fortale-
cido y preservado agroecosistemas milenarios (como la

milpa, los sistemas agroforestales, los huertos familiares y
las prácticas silvopastoriles) que históricamente han garan-
tizado la seguridad alimentaria y la conservación del patri-
monio biocultural del país. Sin embargo, estos sistemas no
cuentan aún con un reconocimiento integral dentro del
marco regulatorio climático, lo que limita su incorporación
plena en la planeación, financiamiento y ejecución de polí-
ticas públicas climáticas y ambientales.

El derecho comparado muestra que múltiples países han
comenzado a reformar sus marcos normativos para incor-
porar disposiciones que reconocen la importancia de los
sistemas agroecológicos como elementos centrales de la
mitigación y adaptación al cambio climático. 

Por ejemplo, Francia ha establecido dentro de su legisla-
ción agrícola y ambiental lineamientos para promover la
agroecología como estrategia nacional para reducir emisio-
nes y conservar suelos.8 Por ello, ha establecido dentro de
su legislación agrícola y ambiental lineamientos específi-
cos para promover la agroecología como estrategia nacio-
nal prioritaria, materializada en su Ley para el Equilibrio
de las Relaciones Comerciales en el Sector Agrícola y Ali-
mentario y una Alimentación Sana y Sostenible (Ley EGa-
lim), que incluye disposiciones expresas para reducir el uso
de plaguicidas, fomentar las prácticas agroecológicas y
crear un sistema de etiquetado ambiental que permita a los
consumidores identificar productos provenientes de siste-
mas de producción sostenible. 

Brasil, mediante políticas asociadas a la agricultura fami-
liar y la agroecología, ha incorporado principios de pro-
ducción sostenible en su legislación sobre cambio climáti-
co y biodiversidad.9 Es así que, mediante políticas
asociadas a la agricultura familiar y la agroecología, ha in-
corporado principios de producción sostenible en su legis-
lación sobre cambio climático y biodiversidad, destacando
el Programa Nacional de Reducción de Emisiones de Ga-
ses de Efecto Invernadero en la Agricultura (Programa
ABC) y el Plan Nacional de Agroecología y Producción
Orgánica (Planapo), que establecen marcos de incentivos
económicos y técnicos para la transición hacia sistemas
productivos bajos en carbono y basados en principios agro-
ecológicos. 

Ecuador, con su énfasis constitucional en los derechos de
la naturaleza, ha integrado el fortalecimiento de sistemas
tradicionales de producción como un eje de resiliencia cli-
mática. Además, es un referente en cuanto a los colectivos
en favor de la agroecología y la soberanía alimentaria.10
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En consecuencia, este país hace un énfasis constitucional
en los derechos de la naturaleza y el concepto del Buen Vi-
vir (Sumak Kawsay), ha integrado el fortalecimiento de
sistemas tradicionales de producción como un eje de resi-
liencia climática en su Código Orgánico del Ambiente y en
su Estrategia Nacional de Cambio Climático, reconociendo
expresamente el valor de los saberes ancestrales y los sis-
temas agroecológicos tradicionales como fundamento para
la adaptación climática. 

Incluso la Unión Europea, a través de la estrategia “De la
Granja a la Mesa”, considera los sistemas agroecológicos co-
mo una herramienta clave para cumplir objetivos climáticos
y ambientales.11 Asimismo, considera los sistemas agroeco-
lógicos como una herramienta clave para cumplir objetivos
climáticos y ambientales, estableciendo metas vinculantes
para reducir el uso de plaguicidas químicos y fertilizantes,
aumentar la superficie agrícola bajo producción ecológica y
restaurar los ecosistemas naturales en tierras agrícolas.

A estos ejemplos se suman experiencias legislativas re-
cientes en países como España, que en su Ley de Cambio
Climático y Transición Energética incluye disposiciones
específicas para fomentar la agricultura ecológica y los su-
mideros de carbono en suelos agrícolas, y Colombia, que
mediante su Política Nacional para la Gestión Integral de la
Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos reconoce ex-
plícitamente el papel de los sistemas agroecológicos en la
conservación de la agrobiodiversidad y la adaptación al
cambio climático.

Estos precedentes internacionales muestran que México no
solo se mantiene rezagado en integrar estos conceptos a ni-
vel legal, sino que, además, cuenta con ventajas compara-
tivas (territoriales, bioculturales y productivas) para hacer-
lo de manera ambiciosa y efectiva.

El derecho comparado muestra que múltiples países han
comenzado a reformar sus marcos normativos para incor-
porar disposiciones que reconocen la importancia de los
sistemas agroecológicos como elementos centrales de la
mitigación y adaptación al cambio climático. Estos avan-
ces legislativos no constituyen experiencias aisladas, sino
que forman parte de una tendencia global hacia el recono-
cimiento jurídico de la interdependencia entre sistemas ali-
mentarios sostenibles y acción climática efectiva. 

En este contexto, la armonización entre la Ley General de
Cambio Climático y la Ley General de Alimentación Ade-
cuada y Sostenible resulta indispensable, de manera en la

que, tomando como ejemplo el contexto internacional, se
necesita tomar el término ‘’agroecosistema’’ dentro de
nuestra legislación. Dichas leyes establecen principios de
sostenibilidad, pertinencia cultural, protección de saberes
comunitarios y reconocimiento de los sistemas tradiciona-
les de producción como elementos esenciales del derecho
humano a una alimentación adecuada. Para que estos prin-
cipios se articulen con la política climática, es necesario re-
conocer explícitamente a los agroecosistemas como cate-
goría rectora dentro del diseño de medidas de mitigación y
adaptación, así como en los instrumentos de planeación de
la acción climática. De esta manera, la reforma fortalece la
coherencia normativa y reduce contradicciones entre polí-
ticas ambientales, agrícolas y sociales.

La incorporación del concepto de agroecosistemas en la
Ley General de Cambio Climático aportará beneficios con-
cretos, entre los que destacan la disminución de emisiones
derivadas de prácticas agrícolas intensivas; la conservación
de suelos, reducción de erosión y recuperación de materia
orgánica; el fortalecimiento de corredores biológicos y la
regeneración de servicios ecosistémicos; y el aumento de la
resiliencia de los territorios rurales frente a sequías, inun-
daciones y otras manifestaciones del cambio climático. 

Asimismo, permitirá reconocer el valor de los saberes tra-
dicionales y sistemas comunitarios de manejo de la tierra
como parte esencial de la respuesta nacional al cambio cli-
mático. Esto no implica impacto presupuestario adicional,
sino una reorientación normativa que permita aprovechar
los instrumentos existentes para promover prácticas pro-
ductivas sostenibles mediante incentivos, capacitación,
asistencia técnica, desarrollo tecnológico apropiado y ac-
ceso equitativo a recursos productivos.

Por estas razones, se propone reformar los artículos 3, 7, 8,
27 y 34 de la Ley General de Cambio Climático para in-
corporar el concepto de agroecosistemas. En el artículo 3
se busca añadir la definición jurídica de agroecosistema,
entendiéndolo como aquel sistema de producción basado
en principios ecológicos derivados del funcionamiento de
los ecosistemas naturales y que integra diversas formas de
organización y trabajo humano en sus dimensiones econó-
micas, sociales y bioculturales. En el artículo 7 se incorpo-
ra el reconocimiento de los agroecosistemas dentro de los
principios rectores de la política nacional de cambio climá-
tico, a fin de que la mitigación y adaptación incluyan ex-
plícitamente la promoción y conservación de estos siste-
mas tradicionales y ecológicos de producción. En el
artículo 8 se adiciona la obligación de las autoridades com-



petentes para fomentar prácticas productivas sostenibles
basadas en agroecosistemas en la formulación de los pro-
gramas y estrategias climáticas. Finalmente, en los artícu-
los 27 y 33 se incorpora la consideración de los agroeco-
sistemas dentro de los instrumentos de política pública para
promover la reducción de emisiones, la conservación de la
biodiversidad y la resiliencia de los sistemas alimentarios. 

Estas reformas encuentran sustento en el derecho constitu-
cional, particularmente en el artículo 4o., que reconoce el
derecho humano a un medio ambiente sano y a una ali-
mentación nutritiva, suficiente y de calidad; el artículo 25,
en cuanto a la rectoría del desarrollo nacional bajo criterios
de sustentabilidad; y el artículo 27, relativo al carácter so-
cial de la tierra y a la protección de las comunidades agra-
rias y ejidales. Asimismo, se alinean con los compromisos
internacionales asumidos por México en el Acuerdo de Pa-
rís, la Agenda 2030, el Convenio de la Diversidad Biológi-
ca y los lineamientos de la FAO sobre agricultura sosteni-
ble y adaptación basada en ecosistemas. También se
sustenta en diagnósticos científicos que demuestran que los
sistemas agroecológicos son más eficientes en términos de
captura de carbono, conservación de suelo y reducción de
vulnerabilidad climática.

Con base en estas consideraciones, se formula la siguiente
propuesta a fin de promover, reconocer y apoyar los agro-
ecosistemas dentro de las estrategias de mitigación y adap-
tación, sin necesidad de asignar nuevos recursos presu-
puestarios, dado que su cumplimiento puede realizarse
mediante la reorientación de instrumentos existentes y el
fortalecimiento de capacidades institucionales.

En consecuencia, la aprobación de esta iniciativa permitirá
consolidar una visión integrada entre política climática y se-
guridad alimentaria; reconocerá el valor de los saberes co-
munitarios y bioculturales; generará condiciones normativas
para impulsar prácticas productivas sostenibles; y fortalece-
rá la acción climática nacional mediante un enfoque basado
en ecosistemas que priorice tanto la conservación ambiental
como el bienestar de las comunidades rurales. Así, México
avanzará hacia un marco normativo de vanguardia que res-
ponda a los desafíos de la crisis climática mediante solucio-
nes territorialmente pertinentes, socialmente justas, ambien-
talmente regenerativas y plenamente alineadas con sus
obligaciones nacionales e internacionales.

Derivado de todo lo anterior, se somete a la consideración
de esta Soberanía la presente iniciativa, ilustrada con el
cuadro comparativo que se describe:

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración de es-
ta Soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I59



Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados60

Decreto por el que se adiciona una fracción III, reco-
rriéndose las subsecuentes del artículo 3o. y se refor-
man el inciso b) del articulo 7; el inciso c) del artículo 8,
la fracción VI del artículo 27 y el inciso a) de la fracción
III del artículo 34, de la Ley General de Cambio Cli-
mático. 

Artículo Único. Se adiciona una fracción III, recorrién-
dose las subsecuentes del artículo 3o. y se reforman el
inciso b) del artículo 7; el inciso c) del artículo 8, la frac-
ción VI del artículo 27 y el inciso a) de la fracción III del
artículo 34, de la Ley General de Cambio Climático, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 3.- Para efectos de esta ley se entenderá por:

I. …

II. …

III. Agroecosistema: Sistema ambiental modificado,
organizado y manejado por el ser humano con la fi-
nalidad de producir alimentos, bienes y servicios de
manera estructurada y diversificada, basado en
principios ecológicos propios de los ecosistemas, e in-
tegrado por componentes naturales, productivos y
sociales, así como por formas de organización en sus
dimensiones económicas, sociales y bioculturales.

VI. a XLIII. …

Artículo 7o. Son atribuciones de la Federación las siguientes: 

I. a VI. …

a) …

b) Agricultura, ganadería, agroecosistema, desarro-
llo rural, pesca y acuacultura;

c) a I) …

Artículo 8o. Corresponde a las entidades federativas las si-
guientes atribuciones:

I. a II. …

a) …

b) …

c) Agricultura, ganadería, agroecosistemas, desa-
rrollo rural, pesca y acuacultura;

d) a j) …

Artículo 27. La política nacional de adaptación frente al
cambio climático se sustentará en instrumentos de diag-
nóstico, planificación, medición, monitoreo, reporte, veri-
ficación y evaluación, tendrá como objetivos:

I. a V. …

VI. Facilitar y fomentar la seguridad alimentaria, la pro-
ductividad agrícola, ganadera, agroecosistemas, pes-
quera, acuícola, la preservación de los ecosistemas y de
los recursos naturales.

Artículo 34. Para reducir las emisiones, las dependencias y
entidades de la administración pública federal, las Entidades
Federativas y los Municipios, en el ámbito de su competen-
cia, promoverán el diseño y la elaboración de políticas y ac-
ciones de mitigación asociadas a los sectores correspondien-
tes, considerando las disposiciones siguientes:

I. a II. …

III. Reducción de emisiones y captura de carbono en el
sector de agricultura, bosques y otros usos del suelo y
preservación de los ecosistemas y la biodiversidad:

a) Mantener e incrementar los sumideros de carbono
y agroecosistemas.

b) a i) …

IV. a V. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Gutiérrez Escobar, M. (2022, 22 de marzo). La Revolución Verde y la
soberanía alimentaria como contrapropuesta. Veredas. Disponible en: 

https://veredas.xoc.uam.mx/index.php/2022/03/22/la-revolucion-
verde-y-la-soberania-alimentaria-como-contrapropuesta/



2 La Jornada. “Degradados, 64 por ciento de suelos: Semarnat”. Dis-
ponible en: 

https://www.jornada.com.mx/2024/12/06/politica/010n3pol 

3 Semarnat. INEEC. “Inventario Nacional de Emisiones de Gases y
Compuestos de Efecto Invernadero”. Disponible en: 

https://www.gob.mx/inecc/acciones-y-programas/inventario-nacio-
nal-de-emisiones-de-gases-y-compuestos-de-efecto-invernadero 

4 IPCC. (2019). Cambio climático y tierra: Resumen para responsables
de políticas (Informe especial del IPCC sobre el cambio climático, la
desertificación, la degradación de las tierras, la gestión sostenible de
las tierras, la seguridad alimentaria y los flujos de gases de efecto in-
vernadero en los ecosistemas terrestres). Grupo Intergubernamental de
Expertos sobre el Cambio Climático. Disponible en: 

https://www.ipcc.ch/site/assets/uploads/sites/4/2020/06/SRCCL_S
PM_es.pdf

5 Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agri-
cultura. FAO. Disponible en: 

https://www.fao.org/home/es/

6 Organización Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Cli-
mático (IPCC). Disponible en: 

https://www.ipcc.ch/languages-2/spanish/ (ipcc.ch)

7 Naciones Unidas. Día Internacional de la Diversidad Biológica –
Convenio sobre la Diversidad Biológica. Disponible en: 

https://www.un.org/es/observances/biodiversity-day/convention

8 Consejo Económico, Social y Ambiental (CESE). (2016). La transi-
ción agroecológica: desafíos y retos (C. Claveirole, rapporteur). Dis-
ponible en: 

https://www.lecese.fr/es/trabajos-publicados/la-transicion-agroeco-
logica-desafios-y-retos (lecese.fr)

9 Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agri-
cultura (FAO). Base de datos – Centro de Conocimiento sobre Agroe-
cología. Disponible en: 

https://www.fao.org/agroecology/database/es/ (fao.org)

10 Colectivo Agroecológico. Colectivo Agroecológico. Disponible en: 

https://colectivoagroecologico.org/

11 Unión Europea. De la Granja a la Mesa (From Farm to Fork). Dis-
ponible en: 

https://www.consilium.europa.eu/es/policies/from-farm-to-fork/
(consilium.europa.eu)

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputada Alejandra Chedraui Peralta (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Cambio Climático y Sosteni-
bilidad, para dictamen.

LEY GENERAL PARA PREVENIR, INVESTIGAR Y
SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE EX-
TORSIÓN, REGLAMENTARIA DE LA FRACCIÓN

XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN PO-
LÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, Y

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PER-
SONALES EN POSESIÓN DE LOS PARTICULARES

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General para Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos
en Materia de Extorsión, Reglamentaria de la Fracción
XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y de la Ley Federal de Protección
de Datos Personales en Posesión de los Particulares, a car-
go del diputado Gabino Morales Mendoza, del Grupo Par-
lamentario de Morena

El suscrito diputado, Gabino Morales Mendoza, integrante
de la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo establecido en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y de-
más relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la
fracción V y se adiciona un segundo párrafo al artículo 17
de la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar los
Delitos en Materia de Extorsión, Reglamentaria de la frac-
ción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y se adiciona una fracción III
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del artículo 16 de la Ley Federal de Protección de Datos
Personales en Posesión de los particulares, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La tecnología es un aliado para el cumplimiento de los Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, promueve
el cumplimiento de coste de sus procesos de instrumentación
para contribuir en reducir la pobreza, las desigualdades y me-
jora nuevas formas de comunicar.

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas
(ONU), la innovación ha avanzado de manera sostenida
durante los últimos 20 años, ha hecho de las tecnologías
digitales lleguen a un 70 por ciento de toda la población
mundial, transformando sociedades que contribuyen a
mantener una mejor conectividad, la inclusión financiera y
de servicios públicos.1

Cabe destacar, que en el sector salud, el avance tecnológi-
co se utilizado en diagnosticar enfermedades y prolongar la
esperanza de vida. En la educación en promover herra-
mientas para crear entornos virtuales de aprendizaje, tan
solo por mencionar algunos. 

En este mismo orden de ideas, durante la pandemia y la evo-
lución de las redes sociales el consumo de internet en el mun-
do sigue aumentando de acuerdo con el Reporte Digital Re-
port 2026 realizado por We Are Social, menciona que el
número de usuarios de internet en el mundo alcanzo a octu-
bre de 2025, casi a un 74 por ciento de la población mundial.
Los usuarios del internet aumentaron en 294 millones duran-
te el último año. El 97 por ciento de los usuarios de internet
ya se conectan mediante dispositivos móviles.2

A pesar del crecimiento del uso del internet, hay zonas en
el mundo en las que la población esta conectadas casi en su
totalidad, mientras que algunas otras aun muestran escases.

Asimismo, Comscore en su informe 2024, indica que en
México el mercado digital mexicano sigue en crecimiento
alcanzando un total de 78 millones de visitantes digitales
en el país. -En el último año, la población digital mexicana
sumo 4 millones de usuarios, registrando una evolución
significativa al comparar diciembre de 2023 con diciembre
de 2024.3

La Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tec-
nologías de la Información en los Hogares (ENDUTIH)

menciona 110 millones de mexicanos son usuarios de in-
ternet a través de cualquier dispositivo, lo cual representa
un 83.5 por ciento de la población total. Además, notamos
que las conexiones móviles superan el total de la pobla-
ción, pues 145 millones de mexicanos las aprovechan, es
decir, el 110 por ciento de la población.4

En cuanto al número de usuarios activos en redes sociales,
encontramos que 99 millones de mexicanos tienen identi-
dad en estas plataformas, lo cual significa 8.4 millones más
que el año anterior, alcanzando así al 74.9 por ciento de la
población total.

Sabemos que el crecimiento digital en México presenta
cambios relevantes a lo largo de los años, y en esta oca-
sión podemos notar que el número total de usuarios en in-
ternet es 1 por ciento mayor en comparación al año pasa-
do, representando así a 110 millones de usuarios totales a
lo largo de los distintos estados del país.

Ante el aumento de usuario de internet en México, cabe
destacar que existe muchos casos de extorsión y robo de
identidad, quienes utilizan las plataformas de redes socia-
les para cometer delitos que vulnera la integridad y per-
cepción emocional de las personas.

Sin embargo, gracias a los buenos resultados del Gobierno
Federal, las autoridades afirmaron que todos los demás de-
litos de alto impacto han ido a la baja, como los feminici-
dios, el secuestro extorsivo y robo a transeúnte. 

Aunque existen retos formidables, para acabar con la ex-
torsión y robo de identidad e incluso perfiles falsos para
cometer delitos del fuero común. La Comisión Nacional
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios
Financieros (Condusef) ha revelado que los fraudes digita-
les son cada vez más frecuentes el cual el internet es la
principal vía de acciones para cometer delitos de manipu-
lación y extorsión. 

Las modalidades de extorsión y robo de identidad son a tra-
vés de las plataformas digitales que usurpan la identidad,
los cuales se hacen pasar por usuarios y realizan estafas en
aplicaciones de las plataformas de redes sociales.

Una de las técnicas de manipulación, robo de identidad, y
engaño, son las famosas plataformas digitales y de citas en
la que personas se registran sin ningún tipo identificación
oficial los cuales se prestan para cometer delitos del fuero
común. 



Del mismo modo, hay otras estrategias que utilizan como
es son los enlaces falsos dentro de las plataformas sociales
y de citas, los cuales los usuarios buscan información per-
sonal para después extorsionar, y al momento de buscar
aquellas personas que comentes presuntos delitos no se
cuenta con ningún registro de identificación usuarios.

De allí la trascendencia del tema, que cuando las autorida-
des competentes soliciten información para la investiga-
ción de un delito, que cuenten plataformas de redes socia-
les y de citas con un Sistema de Registro de Usuarios.

Los beneficios de contar con un Sistema de Registro de
Usuarios que utilizan plataformas digitales deben de ser re-
guladas a fin de disminuir los fraudes, extorsiones o robo
de identidad.

Los presuntos ciberdelincuentes imitan voces para engañar
a los usuarios de Internet por medio de llamadas telefóni-
cas o incluso perfiles falsos. De igual manera, pueden fal-
sificar imágenes y textos con el objetivo de extorsionar a
las víctimas.

Los fraudes seguirán evolucionando, pero también nuestra
capacidad para detectarlos y anticiparlos. El objetivo de es-
ta iniciativa es promover mecanismo de identificación de
los usuarios fin de evitar fraudes o extorsiones a través de
las aplicaciones digitales, respetando los datos personales
en posesión de los particulares estipulado en la Ley Fede-
ral de Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares.

En tal virtud, se reforma la fracción quinta y se adiciona un
segundo párrafo al artículo 17 de la Ley General para Preve-
nir, Investigar y Sancionar los Delitos en Materia de Extor-
sión, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

En este mismo sentido, se adiciona una fracción III del ar-
tículo 16 de la Ley Federal de Protección de Datos Perso-
nales en Posesión de los Particulares:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta honorable asamblea el siguiente proyecto
de

Decreto

Primero - Se reforma la fracción V y se adiciona un se-
gundo párrafo al artículo 17 de la Ley General para Preve-
nir, Investigar y Sancionar los Delitos en materia de Extor-
sión, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 17. …

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. Se utilicen dispositivos, medios, servicios o platafor-
mas digitales a través de los cuales se pueda realizar la
emisión, transmisión o recepción de signos, señales, es-
critos, imágenes, voz, datos, sonidos o información de

cualquier naturaleza que se efectué a través de hilos, ra-
dioelectricidad, medios ópticos, físicos, sistemas elec-
tromagnéticos o cualquier otro medio electrónico;

La Secretaría de Gobernación solicitará a las plataformas
de redes sociales y de citas crear un Sistema de Registro de
Usuarios y quienes tengan acceso a ellas, se deberá regis-
trar con una identificación oficial que acredite su identidad,
respetando los principios de protección de datos perso-
nales en posesión de los particulares.

Segundo. - Se adiciona una fracción tercera del artículo 16
de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de los Particulares:

Artículo 16. El responsable debe poner a disposición de
las personas titulares el aviso de privacidad, a través de for-
matos impresos, digitales, visuales, sonoros o cualquier
otra tecnología de la siguiente manera: 

I. …

II. …

III. La Secretaría de Gobernación solicitará a las
plataformas de redes sociales y de citas crear un Sis-
tema de Registro de Usuarios y quienes tengan acce-
so a ellas, se deberá registrar con una identificación
oficial que acredite su identidad, respetando los
principios de protección de datos personales en pose-
sión de los particulares.

Transitorio

Único. - El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas (ONU). Influencia de las tec-
nologías digitales. Consultado en el siguiente link: 

https://www.un.org/es/un75/impact-digital-technologies 

2 Informe Especial Digital 2026, Guía definitiva para el mundo digital
en evolución. Consultado en el siguiente link: 

https://wearesocial.com/uk/blog/2025/10/digital-2026/ 
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3 Aib México. México consolida su presencia digital con 78 millones
de usuarios activos. Consultado en el siguiente link: 

https://www.iabmexico.com/notas-de-industria/mexico-consolida-
su-presencia-digital-con-78-millones-de-usuarios-activos/ 

4 Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la
Información en los Hogares (ENDUTIH). Consultado en el siguiente
link: 

https://es-us.noticias.yahoo.com/100-millones-personas-usan-in-
ternet-174017186.html?guccounter=1&guce_referrer=aHR0c
HM6Ly93d3cuZ29vZ2xlLmNvbS8&guce_referrer_sig=AQAAAI
wRfIaiLlT89axFsPKt5KF2ckadIDEGjXDTxo39uE0QSeQQo0QR
1watozF09y69npq4B3U0XZnRcwogemcQQYgkMV2jOAZVy-
jaofaRFEC0ia2Quw_UwAvmRR0hvEjHL10waHR4rd0Py5sq1pD
C1AdWklTsXQzxCznuLAmYbI_qI

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputado Gabino Morales Mendoza (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de Go-
bernación y Población, para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, en materia de reconocimiento y protección de
los ecosistemas micológicos, a cargo de la diputada Gissel
Santander Soto, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Gissel Santander Soto, diputada federal de la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 55 fracción II del Reglamento para
el Gobierno del Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, someto a consideración del pleno
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma y adiciona la Ley del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente, en materia de
reconocimiento y protección de los ecosistemas micológi-
cos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El mundo se enfrenta a una crisis de cambio climatico, a la
contaminación y a la perdida de biodiversidad. Los ecosis-
temas terrestres son vitales para la vida humana, y detener
su extinción es una cuestión primordial. México no se en-
cuentra ajeno a esta problemática, por lo que es necesario
que el Estado implemente diversas acciones, entre estas,
medidas legislativas que contribuyan al equilibrio ecologi-
co, y la protección al ambiente. Por otra parte, es oportno
decir que México cuenta una gran riqueza natural, la cual
es deber del Estado proteger, esto principlamente en pro
del derecho al medio ambiente sano. Una parte fundamen-
tal del patrimonio natural de la Nación, lo conforman los
ecosistemas micológicos. 

Los hongos constituyen un componente fundamental, aun-
que frecuentemente invisible, de la biodiversidad terrestre.
Su rol ecológico es transversal y esencial: participan en los
cuatro tipos de servicios ecosistémicos reconocidos por
la Evaluación de los Ecosistemas del Milenio — sopor-
te, regulación, abastecimiento y culturales — contribu-
yendo al reciclaje de nutrientes, la fertilidad del suelo,
la mitigación del cambio climático y el mantenimiento
de la productividad biológica (Heredia-Abarca, 2020). 

Los hongos del suelo actúan como “arquitectos del eco-
sistema”, descomponen materia orgánica liberando nu-
trientes que son reabsorbidos por las raíces de las plantas y
sostienen redes tróficas complejas que, si colapsan, dete-
rioran la vida vegetal y animal (Chuc Sánchez et al., 2025).
En bosques y zonas templadas tropicales, hongos ectomi-
corrízicos — los cuales representan una proporción signi-
ficativa de la diversidad fúngica — son vitales para la nu-
trición vegetal y la estabilidad ecológica de estos sistemas. 

En México, considerado uno de los países megadiversos
del mundo, se estima la existencia de más de 200 000 es-
pecies fúngicas, de las cuales apenas unas 7 000 han sido
formalmente caracterizadas. Esta brecha refleja un vacío
de conocimiento científico y legal sobre una porción fun-
damental de la biodiversidad que, de no protegerse, puede
perderse antes de ser documentada (Selecciones México,
2025). 

Más allá de su importancia ecológica, los hongos también
tienen un profundo valor cultural, alimentario y econó-
mico para comunidades indígenas y rurales. En el Parque
Nacional La Malinche (Tlaxcala), por ejemplo, los habi-
tantes han desarrollado saberes tradicionales y prácticas de
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recolección sostenible que integran los hongos silvestres
como parte esencial de su identidad y economía local, evi-
denciando la interdependencia entre biodiversidad y cultu-
ra (Bello Cervantes et al., 2018). 

Pese a esto, la legislación ambiental mexicana no recono-
ce explícitamente a los hongos o los ecosistemas micoló-
gicos como sujetos de protección, a diferencia de otros
componentes de la biodiversidad. Esta ausencia normativa
limita la formulación de programas especializados de con-
servación, monitoreo e investigación, y deja desprotegidos
a estos organismos frente a amenazas como la deforesta-
ción, el cambio de uso de suelo, la contaminación y el
cambio climático — factores que también alteran las con-
diciones físico-químicas del suelo, perturbando las redes
miceliales y la función ecológica que sustentan (Villegas-
Gómez et al., 2023). 

A nivel internacional, existen movimientos iniciales para
incorporar a los hongos dentro de los marcos de conserva-
ción. Por ejemplo, Chile y el Reino Unido propusieron an-
te la COP16 de la Convención sobre la Diversidad Bio-
lógica el reconocimiento del reino Funga —en paralelo a
Fauna y Flora— como categoría taxonómica y de protec-
ción, con el propósito de integrar a los hongos en las polí-
ticas y leyes ambientales globales (DownToEarth, 2024). 

En Europa, hábitats fúngicos como los “waxcap grass-
lands” han sido objeto de iniciativas de conservación de-
bido a la presencia de especies de hongos clasificadas co-
mo vulnerables o en peligro de extinción en la Lista Roja
de la Unión Internacional para la Conservación de la Natu-
raleza (UICN), impulsando medidas legales en Reino Uni-
do y los Países Bajos para proteger tanto el hábitat como
los organismos fúngicos asociados. Estas experiencias
muestran que es posible —y necesario— reconocer legal-
mente a los hongos como componentes del patrimonio na-
tural y legislar su protección de forma diferenciada.

Por otra parte, el Laboratorio de Aceleración del Programa
de las Naciones Unidas para le Desarrollo (PNUD) en Ar-
gentina, afirma que “El futuro es fúngico…”, pues a partir
de explorar cómo los hongos podrían ser una herramienta
central en la construcción de un futuro más sostenible y re-
siliente, ha llegado a concluir que los hongos se convierten
en un actor clave para el desarrollo. Y es que los hongos al
ser una alternativa de alimento sostenible, así como agen-
tes de limpieza ambiental, o una opción de remplazo de
plastco y otros productos no biodegradables, esto sin per-
der de vista sus usos culturales, se pueden convertir en un

aliado o factor clave para el desarrollo (Lopez, María Eu-
genia 2023).

Sin reconocimiento jurídico, los hongos quedan fuera del
alcance de instrumentos ambientales clave como los pro-
gramas de ordenamiento ecológico del territorio, los
criterios de áreas naturales protegidas y los mecanis-
mos de aprovechamiento sustentable de recursos fores-
tales no maderables. La ausencia de políticas públicas es-
pecíficas incrementa el riesgo de degradación de su
funcionalidad ecológica y socava procesos de adaptación
al cambio climático, dado que hongos micorrízicos y del
suelo influyen en la captura de carbono y la resiliencia de
los ecosistemas frente a condiciones extremas (The Guar-
dian, 2025). 

Asimismo, la inclusión de los hongos en la legislación am-
biental fortalece la gobernanza ambiental al reconocer co-
nocimientos tradicionales y prácticas comunitarias, lo
cual es congruente con los enfoques de biodiversidad basa-
dos en derechos humanos y participación ciudadana que
México ha adoptado en instrumentos internacionales.

Si bien en el marco jurídico mexicano existe la Norma Ofi-
cial Mexicana NOM-059-SEMARNAT-2010, relativa a la
protección ambiental de especies nativas de flora y fauna
silvestres en categorías de riesgo, dicha norma no consti-
tuye una medida de protección suficiente para los eco-
sistemas micológicos. Ello se debe, en primer lugar, a que
la NOM-059 está diseñada como un instrumento taxonó-
mico y reactivo, enfocado exclusivamente en la identifica-
ción y clasificación de especies individuales en riesgo, y no
en la protección integral de ecosistemas, procesos ecoló-
gicos o redes biológicas, como ocurre con los sistemas mi-
celiales del suelo. 

En segundo término, la NOM-059 presenta limitaciones
estructurales para el caso de los hongos, ya que su in-
clusión depende de información científica previa y de eva-
luaciones de riesgo especie por especie, lo cual resulta in-
viable frente a la enorme brecha de conocimiento existente
en México, donde la gran mayoría de las especies fúngicas
no han sido descritas ni evaluadas formalmente. En conse-
cuencia, miles de especies y ecosistemas micológicos que-
dan fuera de cualquier esquema de protección jurídica, no
por ausencia de valor ecológico, sino por falta de registro
científico.

Asimismo, la NOM-059 no regula ni protege los hábitats
fúngicos, ni considera la función ecológica transversal de
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los hongos en la fertilidad del suelo, la captura de carbono,
la regeneración forestal o la resiliencia climática. Tampoco
genera obligaciones para el diseño de políticas públicas,
programas de conservación, monitoreo, investigación o
aprovechamiento sustentable específicos para los hongos,
ni reconoce su dimensión cultural y comunitaria.

En este sentido, la presente iniciativa no persigue el mis-
mo objeto que la NOM-059-SEMARNAT-2010, ni pre-
tende sustituirla, sino complementarla desde una lógica
distinta: pasar de un enfoque limitado a especies en ries-
go, a un enfoque preventivo, ecosistémico y de patrimo-
nio natural, que reconozca a los hongos y a los ecosiste-
mas micológicos como componentes esenciales de la
biodiversidad nacional, merecedores de protección jurídica
expresa.

La iniciativa busca, por tanto, dotar al Estado mexicano de
herramientas legales que permitan actuar antes del daño
irreversible, integrar a los hongos en los instrumentos de
planeación ambiental, reconocer su valor ecológico, cultu-
ral y económico, y sentar las bases para políticas públicas
específicas, algo que la NOM-059, por su naturaleza y al-
cances normativos, no puede lograr por sí sola.

Esta iniciativa pretende contribuir desde el ambito legisla-
tivo al Proyecto de Nación trazado en el Plan Nacional de
Desarrollo 2024-2030, en particluar con lo contemplado en
el Eje General 4, denominado “Desarrollo Sustentable”, en
el cual se precisa que “… la Cuarta Transformación tiene
como base el impulso de un desarrollo sustentable, es de-
cir, lograr un equilibrio entre desarrollo económico, social
y ambiental que preserve el medio ambiente y evite un da-
ño irreversible, al tiempo que busca evitar que se agoten
los recursos naturales y permitir su disfrute a las genera-
ciones futuras.” Dicho lo anterior, con esta medida legisla-
tiva se pretende instrumentar la protección de ecosistemas
naturales, y con ello se busca hacer frente a los efectos del
cambio climático.

Asimismo, esta medida legislativa que se propone se alinea
con el Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) de las Na-
ciones Unidas No. 15, denominado “Vida de ecosistemas
terrestres”, objetivo que pretende conservar la vida de eco-
sistemas terrestres, así como proteger y restablecer dichos
ecosistemas, además de gestionar sosteniblemente los bos-
ques, luchar contra la desertificación, detener e invertir la
degradación de las tierras, y detener la pérdida de biodi-
versidad. Esto se sostiene porque, los ecosistemas fungicos
constituyen un componente fundamental de la biodiversi-

dad terrestre y su protección es crucial para la estabilidad
ecologica, y con ello detener la perdida de biodiversidad.

Contenido de la iniciativa

Se propone adicionar una fracción XIII Ter y modificar la
fracción XX recorriendo las subsecuentes al artículo 3 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente para reconocer jurídicamente a los ecosistemas
micológicos como parte integrante de los ecosistemas na-
turales del país y establecer bases legales para su protec-
ción, conservación, uso sostenible y restauración.

Se propone adicionar la fracción XXI del artículo 15 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente para reconocer como principio en la formulación
y conducción de la política ambiental, el principio de que
los exosistemas micológicos son parte fundamental de la
diversidad y equilibrio ecológico.

Se propone adicionar la fracción XI del artículo 79 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te para establecer como principio la preservación y aprove-
chamiento sustentable a los ecosistemas micológicos.

Para mayor ilustración, se presenta el siguiente cuadro
comparativo entre el texto vigente del ordenamiento a mo-
dificar y la propuesta de reforma y adiciones contenidas en
la presente iniciativa:
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Por lo anteriormente expuesto someto a la consideración de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyec-
to de 

Decreto por el que se reforma y adiciona la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, en materia de reconocimiento y protección de los
ecosistemas micológicos

Único. Se propone adicionar una fracción XIII Ter y mo-
dificar la fracción XX, recorriendo las subsecuentes al ar-
tículo 3, de igual manera adicionar la fracción XXI del ar-
tículo 15 y adicionar la fracción XI del artículo 79 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente para quedar como sigue:

Artículo 3o.- Para los efectos de esta ley se entiende por:

I. a XIII Bis. (…)

XIII Ter.- Ecosistemas micológicos: Conjunto de
hongos, sus estructuras reproductivas y vegetativas,
así como las interacciones que establecen con otros
organismos vivos y con su entorno físico, incluyendo
el suelo, en un área determinada.

XIV. a XIX. (…)

XX.- Hongos: Organismos pertenecientes al reino
Fungi que desempeñan funciones ecológicas esencia-
les para el equilibrio de los ecosistemas.

XXI.- (Antes era la XX)

XXII.- (Antes era la XXI)

XXIII.- (Antes era la XXII)

XXIV.- (Antes era la XXIII)

XXV.- (Antes era la XXIV)

XXVI.- (Antes era la XXV)

XXVII.- (Antes era la XXVI)

XXVIII.- (Antes era la XXVII)

XXIX.- (Antes era la XXVIII)

XXX.- (Antes era la XXIX)

Artículo 15.- Para la formulación y conducción de la polí-
tica ambiental y la expedición de normas oficiales mexica-
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nas y demás instrumentos previstos en esta ley, en materia
de preservación y restauración del equilibrio ecológico y
protección al ambiente, el Ejecutivo federal observará los
siguientes principios:

I. a XX. (…)

XXI.- El reconocimiento de los ecosistemas micológi-
cos como componentes esenciales de la biodiversidad
y del equilibrio ecológico.

Artículo 79.- Para la preservación y aprovechamiento sus-
tentable de la flora y fauna silvestre, se considerarán los si-
guientes criterios:

I. a X. (…)

XI.- Se promoverá la prevención y conservación de
la biodiversidad y el aprovechamiento sustentable de
los ecosistemas micológicos; para tal efecto, la Fede-
ración, las entidades federativas y los municipios, en
el ámbito de sus respectivas competencias, deberán
identificarlos, protegerlos, conservarlos y restaurar-
los, fomentar su aprovechamiento sustentable con
respeto a los conocimientos tradicionales y a los de-
rechos de las comunidades indígenas y locales, im-
pulsar la investigación científica, el monitoreo y la
educación ambiental en la materia, e incorporar su
protección en los programas de ordenamiento ecoló-
gico del territorio.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Gissel Santander Soto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que adiciona la fracción II del artículo 424 de la
Ley Federal del Trabajo, en materia de obligatoriedad para
el patrón y/o trabajador el inscribir el Reglamento Interior
de Trabajo en el Centro Federal de Conciliación y Registro
Laboral para que este tenga validez jurídica, a cargo de la
diputada Lucero Higareda Segura, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

La suscrita, diputada Lucero Higareda Segura, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del reglamento de la
Cámara de Diputados, se somete a consideración de la Cá-
mara de Diputados, la presente iniciativa que adiciona la
fracción II del artículo 424 de la Ley Federal del Trabajo,
en materia de inscripción del reglamento interior de traba-
jo al Centro Federal de Conciliación y Arbitraje.
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Exposición de Motivos

Uno de los grandes retos que afrontan las y los diputados en
cada legislatura es el de adecuar lo más que puedan la ley pa-
ra brindar un acceso claro a la información legal, logrando así
informar a la ciudadanía sobre sus derechos y la manera de
exigirlos, en este caso, la presente iniciativa busca informar
tanto a la persona empleadora, como a la persona empleada
para que estos puedan tomar decisiones informadas que me-
joren sus condiciones de vida, permitiéndoles exigir sus de-
rechos y tener claras sus obligaciones.

En nuestro ordenamiento jurídico mexicano existen diver-
sas normas que protegen tanto a la persona empleadora co-
mo a la persona empleada en todas las aristas que emanen
de una relación laboral, dentro de este marco existe un do-
cumento llamado Reglamento Interno de Trabajo (RIT),
este reglamento es un documento de suma importancia que
establece las normas y disposiciones que rigen la relación
entre personas empleadas y personas empleadoras dentro
de un centro de trabajo. Se trata de un conjunto de reglas
obligatorias cuyo objetivo es mantener un ambiente de tra-
bajo ordenado, productivo y seguro. 

Si bien, la Ley Federal del Trabajo en la fracción II del Ar-
tículo 424, ya contempla la premisa de que la persona em-
pleadora o el empleado depositen el reglamento interior de
trabajo del centro de trabajo en el Centro Federal de Con-
ciliación y Registro Laboral (CFCRL), con previo acuerdo
mutuo, la ley en ningún momento expresa que esto sea
obligatorio.

Esta omisión genera una afectación en la vida cotidiana de
los tribunales, juzgados y demás instancias donde se re-
suelvan los asuntos en materia laboral, ya que las partes en-
frentadas en un litigio se encuentran con un grave proble-
ma causado por el desconocimiento de que el Reglamento
Interno de Trabajo (RIT) debe estar registrado en el Centro
Federal de Conciliación y Registro Laboral (CFCRL) para
tener validez jurídica en un juicio laboral.

Sin un Reglamento Interno de Trabajo (RIT) registrado, los
centros de trabajo no pueden aplicar legalmente las sancio-
nes disciplinarias que se establecen en el documento, como
las suspensiones laborales, etcétera; causando que cual-
quier intento de sancionar a un trabajador por el incumpli-
miento de una norma contenida en el Reglamento Interno
de trabajo carecerá de validez, al no estar registrado en el
Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral
(CFCRL).

El registro del reglamento promueve la transparencia y es-
tablece un marco de referencia claro para las relaciones la-
borales, lo que ayuda a prevenir malentendidos y conflic-
tos. Tanto los trabajadores como el patrón conocen sus
derechos, obligaciones y los procedimientos a seguir en ca-
so de controversia.

El hecho de que no esté plasmado en la ley la obligación de
registrar el Reglamento Interno de Trabajo (RIT) en el
Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral
(CFCRL) causa un grave problema a la hora de litigar en
materia laboral en donde se tenga que invocar el reglamen-
to interior de trabajo del centro de trabajo, debido a que en
cualquier tribunal, juzgado o las ya casi inoperantes Juntas
de Conciliación y Arbitraje, el impartidor de justicia inter-
preta que el registro del reglamento interior de trabajo del
centro de trabajo en el Centro Federal de Conciliación y
Registro Laboral es una obligatoriedad, aunque no esté ex-
plicito dentro de la Ley Federal del Trabajo.

En el mundo jurista este acontecer no tiene mucha relevan-
cia, dado que en el ámbito del litigio laboral esto es una
costumbre reiterada en los criterios de los jueces laborales
creando una “Costumbre praeter legem”,1 por ende, cons-
tituye una fuente de derecho al contar con todos los requi-
sitos para que esta lo sea.

El problema radica en que el derecho debe ser accesible y
entendible para la sociedad, ya que es fundamental para la
legitimidad y la eficacia del sistema jurídico. La accesibi-
lidad y la claridad del derecho son un derecho ciudadano
básico que permite a las personas conocerlos y ejercerlos,
fortalece la confianza en las instituciones y asegurar que la
justicia sea verdaderamente impartida. 

En ello recae la importancia de la presente reforma, la nor-
ma debe ser lo más clara posible, para que sea clara y ac-
cesible a la ciudadanía, la presente iniciativa busca que la
Ley Federal del Trabajo exprese la obligatoriedad de que la
persona empleadora o la persona empleada inscriban el Re-
glamento Interno de Trabajo (RIT) del centro de trabajo en
el Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral
(CFCRL) tras acuerdo bilateral de ambas partes, para que
surta efectos legales. 

Como integrantes de la LXVI, tenemos la obligación y res-
ponsabilidad de utilizar todos los medios e instrumentos
que brinda el Estado para salvaguardar y garantizar que se-
an cubiertos los intereses de los trabajadores, esta iniciati-
va va encaminada a combatir la desinformación de las re-
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laciones laborales que proliferan en la clase trabajadora, en
las relaciones patrón-empleado que se generan en cual-
quier área de nuestro país, generando un panorama jurídi-
co más claro y accesible para el ciudadano común.

El trabajo es un pilar fundamental que dignifica al ser hu-
mano al integrarlo plenamente en el tejido de la sociedad y
darle una razón de ser tangible. Al aplicar sus talentos y es-
fuerzos en una labor que genera un aporte social —ya sea
educando, construyendo, sanando o creando— la persona
trasciende su existencia individual para convertirse en un
eslabón esencial. Esta contribución no solo le provee sus-
tento, sino que también fomenta un profundo sentido de
valía y pertenencia, demostrando que su esfuerzo es nece-
sario y valorado por la comunidad, transformando la tarea
diaria en un ejercicio de responsabilidad y realización per-
sonal que reafirma su dignidad. 

Con base a lo antes mencionado, creo firmemente que esta
iniciativa crea un puente necesario entre la norma jurídica
mexicana y la mayoría de los ciudadanos mexicanos, aque-
llos que en su vida cotidiana sostienen a nuestro país a tra-
vés de su enorme esfuerzo y dedicación a sus negocios y
emprendimientos familiares, algunos heredados de genera-
ción en generación, otros nacidos de la gran necesidad de
generar más recursos económicos para darles a sus hijos un
mejor futuro del que sus padres tuvieron.

Panorama internacional

El panorama internacional sobre los reglamentos internos de
trabajo es variado, aunque comparte principios fundamenta-
les que buscan el equilibrio entre el poder de dirección del
empleador y la protección de los derechos de los trabajado-
res. La regulación de estos documentos no es uniforme y de-
pende en gran medida de los sistemas jurídicos de cada país,
así como de las normas de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT).

Aunque no existe un estándar global único para el Regla-
mento Interno de Trabajo (RIT), la mayoría de los países y
los organismos internacionales de derecho laboral, como la
Organización Internacional del Trabajo (OIT), se basan en
los siguientes principios:

• Fundamento legal y contractual: El reglamento inter-
no no puede ir en contra de las leyes laborales ni de los
contratos colectivos o individuales de trabajo. Es un ins-
trumento secundario que complementa, pero no sustituye,
las fuentes de derecho laboral de mayor jerarquía.

• Transparencia y publicidad: Para que un reglamento
interno sea aplicable, debe ser conocido por todos los
trabajadores. La mayoría de las legislaciones exigen que
el documento sea publicado en un lugar visible del cen-
tro de trabajo o, en la actualidad, a través de medios
electrónicos.

• Carácter colectivo y participativo: En muchos siste-
mas legales, la elaboración del reglamento interno no es
un acto unilateral del empleador. Se exige la participa-
ción de los trabajadores o sus representantes (sindicatos
o comités de empresa) para negociar y aprobar el conte-
nido del documento, como ocurre en México.

• Proporcionalidad y debido proceso: Las sanciones
disciplinarias establecidas en el reglamento deben ser
proporcionales a la falta cometida y no pueden ser arbi-
trarias. Los trabajadores tienen derecho a ser escucha-
dos antes de que se les imponga una sanción, un princi-
pio que es fundamental para el debido proceso.

La manera en que se implementan estos principios varía
considerablemente:

• Enfoque de negociación colectiva (países europeos
y América del Norte): En países con fuertes tradiciones
de negociación colectiva (como Alemania, Francia, Es-
paña y, en cierta medida, Estados Unidos y Canadá), el
contenido de las reglas de conducta y las políticas de la
empresa a menudo se establecen a través de convenios
o acuerdos colectivos. El reglamento interno como do-
cumento separado puede tener un rol más limitado, o in-
cluso estar integrado en el convenio. En estos casos, las
reglas son el resultado directo del diálogo social.

• Enfoque reglamentario (América Latina): Muchos
países de América Latina, incluyendo México, Colom-
bia, Chile y Perú, tienen legislaciones laborales que re-
gulan explícitamente el “Reglamento Interno de Traba-
jo” como un documento formal. Se especifica qué debe
contener, cómo se elabora (a través de comisiones mix-
tas) y la necesidad de su registro o depósito ante la au-
toridad laboral competente para que tenga efectos lega-
les. Este enfoque busca dar mayor seguridad jurídica y
control a las reglas internas.

• Enfoque de “políticas de empresa” (países anglosa-
jones): En el Reino Unido y Estados Unidos, aunque
existen leyes que regulan aspectos específicos (como
salarios mínimos, seguridad y no discriminación), las
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normas internas de conducta no siempre se formalizan
en un documento único y rígido como el RIT mexicano.
En su lugar, las empresas suelen tener “manuales del
empleado” o “políticas de empresa” que, aunque no tie-
nen la misma formalidad legal que un reglamento regis-
trado, son obligatorios para los trabajadores y pueden
ser usados para justificar despidos si se demuestra su in-
cumplimiento.

La OIT, a través de sus convenios y recomendaciones, no
regula de forma específica los reglamentos internos de tra-
bajo, pero sus principios (libertad de asociación, negocia-
ción colectiva, eliminación de la discriminación) influyen
en las legislaciones nacionales para que estos reglamentos
respeten los derechos fundamentales de los trabajadores.
La OIT promueve el diálogo tripartita (gobierno, emplea-
dores y trabajadores) como la vía ideal para la regulación
de las condiciones laborales, lo cual refleja en la elabora-
ción colectiva de muchos reglamentos internos. 

El concepto de tener un conjunto de reglas claras y conoci-
das que rijan el comportamiento y las condiciones de tra-
bajo es una práctica universal, sin embargo, aunque sea
universal, esto no garantiza que este documento tan impor-
tante sea accesible para la ciudadanía.

Descripción de la propuesta

Para erradicar esta problemática se propone adicionar la
fracción II, del articulo 424 de la Ley Federal del Trabajo,
para que quede expresamente en la ley la obligatoriedad del
registro del Reglamento Interno de Trabajo ante el Centro
Federal de Conciliación y Registro Laboral con la finalidad
de que tanto la persona empleadora como la persona em-
pleada puedan interpretar la obligatoriedad del registro del
Reglamento Interno del Trabajo ante el Centro Federal de
Conciliación y Registro Laboral para que este tenga efectos
jurídicos.

Esta medida atiende a la premisa general del Derecho, fo-
mentando que la ley tiene que ser clara y entendible para la
ciudadanía, suscitando un pilar fundamental en los siste-
mas jurídicos democráticos, y se sustenta en principios
esenciales del derecho. Esta idea no es solo un ideal, sino
una condición necesaria para que un sistema legal sea jus-
to, eficaz y legítimo.

En conclusión, la adición de la fracción II del artículo 424
de la Ley Federal del Trabajo busca asegurar que tanto las
personas empleadoras, como las personas empleadas pue-

dan revisar la ley e interpretar sin mayor problema la obli-
gatoriedad de registrar el Reglamento Interno de Trabajo
ante el Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral,
con la finalidad de fomentar un entorno laboral transparen-
te en donde se establezca a detalle las características y li-
mitaciones de las actividades laborales desde que da inicio
la relación laboral.

Para mayor claridad a la propuesta, a continuación, se in-
cluye un cuadro comparativo de la propuesta:

Por todo lo anterior, se somete a consideración de esta ho-
norable asamblea la aprobación de esta iniciativa, confian-
do en que su adopción representará un avance significativo
en la protección social y laboral de las trabajadoras y los
trabajadores en ejercicio de la patria potestad.

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a con-
sideración de la Cámara de Diputados la siguiente iniciati-
va con proyecto de

Decreto

Único. se adiciona la fracción II del artículo 434 de la Ley
Federal del Trabajo, para quedar como sigue:
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Artículo 424. En la formación del reglamento se observa-
rán las normas siguientes:

I. Se formulará por una comisión mixta de representan-
tes de los trabajadores y del patrón;

II. Si las partes se ponen de acuerdo, cualquiera de ellas,
dentro de los ocho días siguientes a su firma, lo deposi-
tará ante el Centro Federal de Conciliación y Registro
Laboral; es obligatorio el registro de este para surtir
efectos jurídicos.

III. …

IV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota

1.https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/9/4492/13.
pdf

Palacio Legislativo San Lázaro, a 17 de febrero del 2026.— Diputada
Lucero Higareda Segura (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY GENERAL DEL SISTEMA
NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

«Iniciativa que reforma el artículo 103 de la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo de la
diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo Parlamentario
de Morena

La suscrita, Sandra Anaya Villegas, diputada federal de la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo establecido en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y de-

más relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía popular iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma el artículo 103 de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
en materia de ciberseguridad, de conformidad con la si-
guiente

Exposición de Motivos

I. Introducción

La ciberseguridad es el conjunto de procedimientos y he-
rramientas que se implementan para proteger la informa-
ción que se genera y procesa a través de computadoras,
servidores, dispositivos móviles, redes y sistemas electró-
nicos.

De acuerdo con los expertos de Information Systems Audit
and Control Association (ISACA), la ciberseguridad se de-
fine como “una capa de protección para los archivos de in-
formación”. También, para referirse a la ciberseguridad, se
utiliza el término seguridad informática o seguridad de la
información electrónica.

Uno de los objetivos de la ciberseguridad es generar con-
fianza entre clientes, proveedores y el mercado en general.
En un mundo hiperconectado, donde la mayoría de nues-
tras actividades las hacemos a través de la red y dispositi-
vos electrónicos, garantizar la seguridad de las operaciones
es una necesidad imperante.

Historia de la ciberseguridad

La evolución de la ciberseguridad brinda un contexto más
amplio de cómo fue la transformación al mundo digital y
los riesgos que surgieron con este cambio.

El primer hacker de la historia fue Nevil Maskelyne. En
1903, interceptó la primera transmisión de telégrafo in-
alámbrico, mostrando las vulnerabilidades de este sistema
desarrollado por Marconi. John Draper fue el primer ciber-
delincuente, mejor conocido como “Captain Crunch”. Dra-
per, descubrió que el sonido emitido por un silbato que se
obsequiaba en las cajas de cereal de “Cap’n Crunch”, po-
día engañar a la señal de la central telefónica y así poder re-
alizar llamadas gratis.

En los años 70s apareció el primer malware de la historia:
Creeper, un programa que se replicaba así mismo. Este
malware mostraba el mensaje “I’m a creeper, catch me if
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you can!”. A partir de ahí, nace el primer antivirus llamado
Reaper, que su función era la de eliminar las infecciones
por Creeper.

Con el paso de los años y los avances tecnológicos, la in-
formación en red iba cada vez en aumento, y con ello, su
valor e importancia tanto para las organizaciones como pa-
ra los ciberdelincuentes.

El malware en los años 80s incrementó su presencia y a la
par se desarrollaron antivirus más eficientes. En la actuali-
dad, se utiliza una plataforma de detección y respuesta de
endpoint (EDR) para proteger los equipos de un ataque de
malware debido a su gran evolución.

La regulación del Internet es un reto enorme debido a su
carácter internacional y a la variedad en su contenido. A
principios de los 90s la necesidad de hacer frente a los ata-
ques cibernéticos se convirtió en tema de discusión inter-
nacional, la falta de conocimiento sobre el ciberespacio, de
medidas de seguridad, jurisdicción y competencia afectaba
sobre todo a los países desarrollados, donde el uso de la
tecnología y el abuso de usuarios mermaba en la economía
y sociedad.

Las primeras acciones para crear mecanismos legales fren-
te a los ciberdelitos fueron locales. En 1986, en Estados
Unidos se creó la Computer Fraud and Abuse Act, sin em-
bargo, su capacidad se vio sobrepasada por la transforma-
ción tecnológica.

En 1995, se formó en Europa un comité de expertos en de-
litos informáticos para trabajar en estrategias y contrarres-
tar los ataques a través de Internet. Convencidos de la ne-
cesidad de aplicar una política penal para proteger a la
sociedad frente a la ciberdelincuencia y la importancia de
fortalecer la cooperación internacional, para 2001 se apro-
bó y firmó el Convenio de Budapest, que hoy en día es in-
tegrado por 56 países.

Los empresarios y líderes mundiales consideraron a los
ataques cibernéticos como uno de los principales riesgos a
los que se enfrentan en la actualidad y a la ciberseguridad
como su mayor reto.1

Es por lo anterior que la ciberseguridad actualmente es un
tema de estado que se tiene que atender, hacer consciencia
para permear en la sociedad a través de instrumentos jurí-
dicos eficaces que garanticen la seguridad nacional.

II. Planteamiento del problema.

De acuerdo con la National Cyber Security Index (NCSI),
el cual es un organismo reconocido globalmente por clasi-
ficar y promover la protección de los gobiernos en materia
de ciberseguridad, mismo que ubica a México en el puesto
número 68 de una larga lista de países que integran su in-
dicador de ciberseguridad nacional.

Sin embargo, entre los países Latinoamericanos, la ecua-
ción es un tanto distinta. Nuestro país ocupa el puesto 7 y
se ubica entre los 10 más protegidos a nivel regional, se-
guido de Costa Rica, Panamá, Argentina, Uruguay, Brasil
y Chile.

Según los datos más recientes, existen varios indicadores
para entender por qué México está entre los promedios de
la lista. A nivel estratégico, por ejemplo, aún existen pocas
políticas en el país sobre ciberseguridad; no así en la
protección de datos personales.

Por eso la importancia de seguir reforzando la implemen-
tación y diseños de políticas públicas que permitan al Esta-
do mexicano, garantizar la ciberseguridad del país.

Ciberdelitos en México: situación actual para empresas

Tan solo en 2024, se detectaron 260 mil millones de inten-
tos de ciberataques en Latinoamérica y un 68% de las per-
sonas menores de edad, hoy, están expuestas a esta clase de
delitos.

Así lo afirma la Oficina de las Naciones Unidas contra la
Droga y el Delito en México (UNODC), quien además di-
ce que un 80% de los ataques se dirigen a países limitados
en respuesta ante amenazas.
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En ese sentido, México se encuentra entre los cinco países
más afectados por número. En los primeros tres meses de
2025, ya se cometieron más de 35,200 millones de cibe-
rataques; ubicando al país en el segundo puesto con ma-
yor volumen de actividad cibercriminal en América Latina,
según la Organización de las Naciones Unidas.

La ciberseguridad en México nunca fue un problema tan
urgente. Las empresas ya no están seguras con un antivirus
y necesitan muchas soluciones más. Según el USC Institu-
te, la IA y la velocidad de ataque son los vectores que más
contribuyeron al desarrollo de los ataques.

Hoy, se prevé que el coste mundial de la ciberdelincuen-
cia alcance los US$ 10,5 billones anuales para 2025, esto
en razón de que durante el año pasado diversos esquemas
de seguridad se vieron afectados, como se muestra a conti-
nuación:

Principales ciberataques que afectan a México

En México, los ciberataques más comunes son el malware,
phising, los ataques DDoS, el robo de credenciales y los
ransomware. Este último destaca como la amenaza más
grave, afectando servicios críticos como salud y energía.

México está entre los tres más atacados en servicios finan-
cieros en América Latina. Solo 46% de las organizaciones
usan autenticación multifactorial para proveedores, lo que
agrava la exposición a estos incidentes, los principales ata-
ques a la ciberseguridad son los siguientes:

Según la USCS, las cinco amenazas principales a las que
las empresas deben estar alertas son las siguientes:

• Ciberataques impulsados por IA: se espera que el
mercado global de protección contra APT alcance los 12
600 millones de dólares para 2025.

• Amenazas de la computación cuántica: la seguridad
de la computación cuántica es una estrategia para 2025.

• Vulnerabilidades de la cadena de suministro: los
atacantes apuntan a un eslabón débil en su cadena de su-
ministro y comprometen la seguridad de sus sistemas.

• Phishing 2.0: se ha observado un aumento del 30% en
los intentos de phishing exitosos cuando los correos
electrónicos son escritos o reescritos por GenAI.

• Ransomware 3.0: la exfiltración y la extorsión de da-
tos serán más frecuentes que el cifrado puro de ransom-
ware.

En México, la ciberseguridad está a cargo del CERT-MX, el
Instituto Nacional Acceso a la Información y Protección de
Datos Personales (INAI) y más de 40 unidades de Policía Ci-
bernética. La Estrategia Nacional de Ciberseguridad guía las
acciones del gobierno, que también impulsa programas de
conectividad, educación y denuncia de delitos digitales.

De acuerdo con la Ciberguía 3.0 del Gobierno de México,
que muestra las diferentes herramientas para facilitar la com-
prensión de conceptos relacionados a la ciberseguridad, en el
país existen más de 40 unidades de Policía Cibernética.

El Centro de Respuestas a Incidentes Cibernéticos de
México (CERT-MX) apoya a aquellas instituciones del
país que tengan una infraestructura crítica de informa-
ción ante el sufrimiento de un ataque.

Se trata de un organismo central para la ciberseguridad en
México, ya que debe brindar un servicio de ayuda infor-
mático luego de haberse perpetrado un delito informático.
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Otra de sus tareas es la de controlar que las instituciones
gubernamentales cumplan con el Manual Administrativo
de Aplicación General de Tecnologías de Información y
Comunicaciones y de Seguridad de la Información.

De esa manera, se asegura de que los organismos que tie-
nen información sensible estén aplicando una estrategia
adecuada de ciberseguridad en el país

Por su parte la Estrategia Nacional de Ciberseguridad
(ENCS) busca establecer un marco integral para proteger la
infraestructura crítica y promover la seguridad en el cibe-
respacio. Tiene como objetivo fomentar el uso responsable
de las Tecnologías de la Información y Comunicación
(TIC).2

Sin embargo, a pesar de los esfuerzos realizados por el Esta-
do mexicano, es necesario que se siga trabajando en todas las
herramientas tanto técnicas como jurídicas para poder garan-
tizar la ciberseguridad de cualquier institución, esto con la in-
tención de fortalecer los sistemas de tecnología.

En virtud de lo anterior, el problema en el que actualmen-
te se enfrenta México, estriba en la necesidad urgente de
adoptar medidas preventivas efectivas, por lo que es im-
portante que se capacite y certifique a personal especiali-
zado de las diversas instituciones de seguridad en materia
de ciberseguridad.

La capacitación y certificación no solo dota de conoci-
mientos al personal, sino que más bien también permite
que estos identifiquen y puedan mitigar ataques, contribu-
yendo de manera significativa a crear una cultura de segu-
ridad, minimizando riesgos y reforzando las defensas.

Teniendo ello en consideración, la presente Iniciativa pro-
pone lo siguiente:

III. Propuesta

La presente propuesta tiene como objetivo central, fortale-
cer el sistema de seguridad pública a través de personal es-
pecializado y capacitado, el cual ya se encuentra laborando
y adscrito a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciuda-
dana, y a las demás instituciones u organizaciones que for-
man parte de sistema de seguridad pública nacional.

Esta propuesta busca transitar hacia un modelo, donde la
tecnología y los ciberataques son una realidad y los cuales
vulneran cualquier sistema de seguridad en el mundo. For-

talecer nuestro sistema de seguridad pública es necesario,
por ello se necesita de personal altamente calificado y es-
pecializado que permita hacer frente a cualquier intento de
ataque cibernético.

IV. Contenido de la reforma

Para efectos de un entendimiento mejor se anexa el si-
guiente cuadro comparativo:

Es por todo lo expuesto, que me permito someter a consi-
deración de la honorable Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión el siguiente proyecto de:

Decreto

Único. Se reforma el artículo 103 de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, para quedar como
sigue:

Artículo 103. …: 

I. a VII. …

VIII. Diseñar e implementar programas de ciberseguri-
dad, operados por personal capacitado, certificado y es-
pecializado en la materia.

IX. Las demás que determinen las normativas aplica-
bles.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los tres días
siguientes al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Notas

1 https://www.infosecuritymexico.com/es/ciberseguridad.html 

2.https://www.itmastersmag.com/ciberseguridad/como-esta-la-ciber-
seguridad-en-mexico/

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, se-
de de la honorable Cámara de Diputados de la LXVI Legislatura, a 17
de febrero de 2026.— Diputada Sandra Anaya Villegas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

LEY GENERAL DEL SISTEMA
NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

«Iniciativa que reforma los artículos 6o., 8o., 9o. y 18 de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a
cargo de la diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo Par-
lamentario de Morena

La suscrita, Sandra Anaya Villegas, diputada federal de la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo establecido en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y de-
más relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía popular iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma los artículos 6, 8,
9 y 18 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, en materia de políticas públicas basadas en
evidencia, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

I. Introducción

Las políticas públicas como parte del sistema político y de-
mocrático de nuestro país, forman parte de la base para po-
der solucionar los problemas que afectan a la población en
general, lo cual permite establecer marcos normativos para
enfrentar desafíos como la desigualdad, educación, pobre-
za entre otros más, y con ello generar cambios positivos en
la vida de los ciudadanos.

Uno de los objetivos primordiales de las políticas públicas,
es la dimensión, o dimensiones que estas tienen, ya que su
finalidad es abarcar los aspectos a analizar para poder com-
prender y realizar su diseño de esta misma, la cual debe de
ir de la mano de la implementación, evaluación y transfor-
mación de la política en el ámbito gubernamental, y para
dar cumplimiento a lo antes mencionado, es necesario que
existan las siguientes dimensiones:

1. Normativa: Es el contenido formal de la política, o
sea, las leyes, reglamentos, planes y programas que la
sustentan. Aquí se definen los objetivos, criterios de ac-
ción y valores que guiarán la intervención del Estado.

2. Institucional: Analiza las estructuras organizativas,
así como el marco legal, que dan soporte a la política. Se
debe incluir a los niveles de gobierno involucrados, a las
entidades responsables y definir quién tiene poder de
decisión, ejecución, fiscalización y el marco legal que
da soporte a la política.

3. Operativa: Implica la ejecución de las acciones, la
gestión de los recursos y la organización de los proce-
sos: cómo se ejecutan las acciones, cómo se gestionan
los recursos y cómo se organizan los procesos. Desde
aquí es posible ver si el diseño se está llevando a cabo
de acuerdo con lo planeado.

4. Política: Examina el juego de intereses, conflictos y
negociaciones que rodean la formulación e implementa-
ción. Este examen involucra a actores gubernamentales
y no gubernamentales, así como grupos de interés, par-
tidos políticos y la opinión pública, entre otros.

5. Económica: Involucra el estudio de cómo se asignan
los recursos financieros y materiales que harán posible
la política. También incluye el costo-beneficio, si es sos-
tenible y si hay algún presupuesto disponible.

6. Social: Cuando se trata de evaluación de políticas pú-
blicas, es importante analizar cuál será el impacto en la
sociedad y cómo responderá a su aplicación.

7. Técnica: El diseño de políticas públicas requiere de
conocimiento científico o especializado. Es decir, aquí
tiene que haber diagnósticos, estadísticas, indicadores,
entre otros, muy útiles para la toma de decisiones.
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Como podemos observar cada una de las dimensiones de las
políticas públicas atienden a diversas problemáticas o situa-
ciones, para que estas cumplan con su cometido inicial.

Las características de estas políticas son lo que distingue
a estas acciones de soluciones temporales o improvisadas,
y pueden resumirse de la siguiente manera:

• Interés público, pues, como ya lo mencionamos, su ob-
jetivo es beneficiar a la sociedad, teniendo como priori-
dad el bienestar general.

• Son formuladas e implementadas por una autoridad
gubernamental, la cual tiene la autoridad legal para to-
mar decisiones en nombre de la sociedad.

• Se establecen mediante una normatividad, es decir, le-
yes, reglamentos o decretos, los cuales les otorgan legi-
timidad y un respaldo legal.

• Tienen como finalidad y objetivo la resolución de pro-
blemas o satisfacción de necesidades de la población en
general. No deben beneficiar solo a una persona, em-
presa o sector.

• Pueden involucrar a diversos actores: gobierno, sector
privado y sociedad civil, como ejemplo.

• Deben ser flexibles y adaptables, siempre en orden de
las circunstancias sociales, económicas y políticas. Si
alguna de esas cambia, es necesario ajustar la política
hecha.

• Hacen uso de una variedad de instrumentos de inter-
vención, que van desde incentivos fiscales o programas
de financiamiento para alcanzar objetivos .1

Sin embargo, para que estas mismas, cumplan con todos
sus objetivos, es importante que las mismas cuenten con un
seguimiento, evaluación y actualización, actualmente la
Ley General de Desarrollo Social refiere en su artículo 81
fracción 1 que, el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (INEGI) es el encargado de norma y coordinar la
evaluación integral de la política de desarrollo social y de
medición de la pobreza.

Convirtiéndose en un factor importante que permita detec-
tar, prevenir y atender las diversas problemáticas sociales a
las que nos enfrentemos como sociedad, así mismo se da
cumplimiento a la obligación del Estado mexicano para po-

der garantizar las condiciones necesarias para el desarrollo
de las personas.

De aquí la importancia de que las políticas públicas juegan
un papel importante y determinante en varios aspectos de
nuestra vida, por consecuencia que estas mismas deben
atender a la realidad de nuestros tiempos.

II. Planteamiento del problema

En virtud de lo anterior, surge la necesidad de realizar un
cuestionamiento, ¿Cuál es la importancia de las políticas
públicas en materia de seguridad pública?, la inseguridad
ha sido uno de los retos más relevantes durante décadas, ya
que su alto impacto en la sociedad tiene como consecuen-
cia costos y efectos que influyen de manera directa en el
desarrollo humano.

Hoy en día ninguna nación, comunidad e individuo está
exento de vivir en la violencia, sin embargo, es necesario que
se tomen medidas que permitan hacer frente a esta misma,
por lo anterior se necesita poder identificar las causas, con-
textos y administrar los recursos del Estado desde dos pers-
pectivas como la eficacia y la eficiencia para mitigarla.

Bajo esta premisa, las crisis económicas han incrementado la
violencia, aunado a la tentación de ingresar a grupos del cri-
men organizado y narcotráfico, los cuales deterioran la cohe-
sión social y comunitaria, sin embargo, esto también nos per-
mite visibilizar una oportunidad para poder construir nuevas
formas de organización y convivencia social, para poder ele-
var el desarrollo y bienestar de nuestra sociedad.

La violencia se ha hecho una costumbre en nuestra socie-
dad, lo cual no significa que el problema se haya resuelto,
sino por el contrario cuando más violencia existe, menos se
adecuan resultan los instrumentos diseñados para hacer
frente a esta situación.

De lo anterior es importante que todos los actores de la so-
ciedad deban participar en la construcción de la seguridad pú-
blica, debiendo identificar y modificar estilos de vida que
causan la violencia e inseguridad, el poder de la sociedad re-
side en la participación conjunta y la voluntad para poder ge-
nerar lazos solidarios y fortalecer la cohesión ciudadana.

En este sentido, la seguridad es importante porque sigue un
enfoque integral, impulsado por el Estado con la colabora-
ción de los ciudadanos y organizaciones de interés público,
para poder asegurar la convivencia, desarrollo pacífico y
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ordenado de las distintas vías de comunicación, espacios
públicos, que permita evitar la comisión de los delitos.

Los retos en materia de seguridad y desarrollo social, nos
obligan a abordar el enfoque de las políticas públicas basadas
en evidencia real, las cuales se deben generar a través de la
investigación científica de mayor calidad que informe el pro-
ceso de diseño, la toma de decisiones, implementación y eva-
luación de las políticas públicas, para que estas mismas lo-
gren una mayor eficiencia y efectividad, esto va a permitir
que la relación entre costo y beneficios sea mejor.

Es necesario que la formulación de las políticas públicas
sustentadas de forma exclusivamente ideológica, transiten
a un cambio por políticas basadas en investigaciones rigu-
rosas y sistemáticas, esto va a permitir al Gobierno Federal
ser más racional y estratégico.

De este modo el enfoque de las políticas públicas no se
centraliza en analizar de dónde viene, sino más bien en qué
puede lograr, para lo cual es necesario emplear investiga-
ción, no obstante, a pesar de la relevancia de estas políti-
cas, los gobiernos siguen mostrando poco interés en utili-
zar las investigaciones, por lo que dichas políticas se
siguen basando en principios ideológicos, creencias e inte-
rés inmediatos, que la mayoría de las veces no se someten
a prueba.

La importancia de considerar el conocimiento científico
como elemento esencial en todo el proceso de formulación
e implementación de políticas públicas, es con la finalidad
de que al tomar de decisiones estas sean sustentadas en evi-
dencia científica que les permita darles mejor pronóstico y
mayor precisión a las respuestas y las soluciones que se
ofrecen para atender y resolver los problemas de interés
público.

De acuerdo con el artículo “Políticas Públicas Basadas en
Evidencia: una revisión del concepto y sus características”
de la Universidad Nacional Autónoma de México
(UNAM) señalan que las políticas públicas basadas en evi-
dencia provienen de que:

“En 1999 el gobierno británico propuso introducir una
visión, ilustrada para desarrollar políticas públicas. El
entonces primer ministro, Tony Blair, sugirió que la for-
mulación de buenas políticas dependía de contar con in-
formación de alta calidad, la cual se obtiene de diversas
fuentes, tales como el conocimiento especializado, la in-
vestigación existente nacional e internacional, datos es-

tadísticos, consulta a los poseedores de interés, ejerci-
cios previos de evaluación políticas, investigaciones re-
cientes e incluso fuentes secundarias”.2

Por lo anterior, la evidencia debe provenir de diferentes
procesos de las políticas públicas, como son las investiga-
ciones previas a la puesta en marcha de las mismas políti-
cas, así como también, durante su ejecución, o bien como
producto de la evaluación de resultados de las ya imple-
mentadas.

Se considera que al incluir evidencia a las políticas públi-
cas se puede obtener los siguientes beneficios:

• Favorece integrar la investigación con la formulación,
aplicación y evaluación de políticas públicas.

• Ayudan a tener una mayor interacción y retroalimenta-
ción entre las instituciones ejecutivas y las académicas,
al tener las primeras amplia experiencia interventiva y
las segundas extensa experiencia investigativa.

• Contribuyen a facilitar y racionalizar la toma de deci-
siones, al basarla en evidencia de calidad acerca de la
eficiencia y la eficacia de las alternativas de política pú-
blica.

• Entre más y mejor evidencia se disponga, mayores se-
rán las opciones que se podrán ofrecer a la toma de de-
cisiones.

Como podemos observar, el incluir evidencia científica
permitirá que el modelo de políticas públicas cada vez sea
más riguroso y con estricto apego a información real de
nuestros tiempos, esto tendrá como consecuencia que la to-
ma de decisiones sean un alto porcentaje de efectividad.

Teniendo ello en consideración, la presente Iniciativa pro-
pone lo siguiente:

III. Propuesta

La presente propuesta pretende, que las políticas se basen
en opiniones que se sustituyan por un enfoque que consi-
dera una información de más alto rigor, aquella que utiliza
evidencia proveniente de investigaciones atinentes y de ca-
lidad. Esto significaría un aporte central de este enfoque, lo
cual permite distinguir entre tipos de juicios, sobre las po-
líticas públicas, según el grado y la calidad de respaldo em-
pírico sobre el que se sostienen.
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De este modo la evidencia que sustente a las políticas pú-
blicas proviene de procesos sistemáticos de investigación
en los que se pueden incluir indagaciones y evaluaciones
críticas, construcción de teorías, recolección de datos, aná-
lisis y codificaciones relacionadas con las prácticas y las
políticas sobre desarrollo.

Además, se considera la investigación de la acción, aquella
relacionada con la auto reflexión de los profesionales y que
se orienta a la mejora de las practicas directas.

Esto permitirá al Estado mexicano, combatir y atender
cualquier problema a través de políticas públicas basadas
en investigación profesional que se transformar en conoci-
miento formal y útil, como un mecanismo que busca re-
construir el tejido social desde el origen, causa y contexto
de la situación.

IV. Contenido de la reforma

La presente reforma tiene como objetivo, fortalecer el sis-
tema de seguridad ciudadana, a través de un nuevo método
para la elaboración de políticas públicas que permita al Es-
tado mexicano al momento de tomar decisiones sea de ma-
nera bien informada, y con una base científica relacionada
con la problemática.

Pero sobre todo que se utilice las diversas modalidades de
investigación para que esta cumpla con su cometido, bus-
cando transformar la evidencia científica en conocimiento
utilizable para promover un mejor desempeño de los go-
biernos en la conducción de los asuntos públicos, median-
te políticas y programas más acertados.

Para efectos de un entendimiento mejor se anexa el si-
guiente cuadro comparativo:

Es por todo lo expuesto, que me permito someter a consi-
deración de la honorable Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión el siguiente proyecto de

Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados80



Decreto

Único. Se reforman los artículos 6, 8, 9, y 18 de la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para que-
dar como sigue:

Artículo 6. El Estado desarrollará políticas basadas en evi-
dencia en materia de prevención de las violencias y del de-
lito con carácter integral, atención a las causas que los ge-
neran, así como programas y acciones para fomentar en la
sociedad valores que induzcan el respeto al orden jurídico,
la comunidad y la protección de las víctimas.

…

Artículo 8. …

I. a III. …

IV. Definir atribuciones generales para la formulación
de políticas basadas en evidencia, programas, acciones,
estrategias y medidas orientadas a la prevención de las
violencias y del delito, así como para reducir los facto-
res que los incentiva;

V. a XII. …

…

Artículo 9. …

I. a III. …

IV. Emitir las políticas basadas en evidencia y linea-
mientos del desarrollo policial, ministerial, pericial y
penitenciario;

Artículo 18. …

I. Establecer los instrumentos y políticas públicas inte-
grales basadas en evidencia, sistemáticas, continuas y
evaluables, tendientes a cumplir los objetivos y fines de
la seguridad pública;

II. …

III. Establecer lineamientos para la formulación de polí-
ticas generales en materia de seguridad pública, basadas
en evidencia;

IV. a XVIII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los tres días
siguientes al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://mexico.unir.net/noticias/derecho/politicas-publicas/ 

2 https://revistas colaboracion.juridicas.unam.mx/index.php/abra/arti-
cle/viewFile/38310/35207

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, se-
de de la honorable Cámara de Diputados de la LXVI Legislatura, a 17
de febrero de 2026.— Diputada Sandra Anaya Villegas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

LEY NACIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL
DE JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES 

«Iniciativa que reforma el segundo párrafo y adiciona un
párrafo sexto al artículo 23, y reforma la fracción VI y adi-
ciona una VII al artículo 63 de la Ley Nacional del Siste-
ma Integral de Justicia Penal para Adolescentes, a cargo de
la diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

La suscrita, Sandra Anaya Villegas, diputada federal de la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo establecido en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y de-
más relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía popular iniciati-
va con proyecto de decreto que se reforma el segundo pá-
rrafo y se adiciona un párrafo sexto al artículo 23 y se re-
forma la fracción VI y se adiciona una fracción VII del
artículo 63 de la Ley Nacional del Sistema Integral de Jus-
ticia Penal para Adolescentes, en materia de especializa-
ción de los operadores del Sistema de Justicia Penal para
Adolescentes, de conformidad con la siguiente
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Exposición de Motivos

I. Introducción

El 21 de septiembre de 1990 México ratificó la Conven-
ción Sobre los Derechos del Niño, en la cual se instituye el
deber de Administrar la Justicia para Menores, posterior-
mente en el 2005 se reformo el artículo 18 constitucional
en el cual se estableció el Sistema Integral de Justicia Pe-
nal para Adolescentes.

En el cual se otorgó la facultad a la Federación, entidades
federativas y la Ciudad de México para que, en el ámbito
de sus competencias, elaboraran los marcos normativos
que garantizaran los derechos de los adolescentes en con-
flicto con la ley penal y los demás relativos a su condición
de personas en desarrollo, como un mandato constitucional
obligatorio para todas las autoridades.

Como consecuencia de esta reforma en el artículo segundo
transitorio se estableció la temporalidad de seis meses, para
que las legislaturas de los estados hicieran su armonización y
pudieran establecerse todo el aparato de justicia que implica-
ba esta reforma como lo es, instituciones, tribunales y autori-
dades especializadas para poder operar el mismo.

“Segundo. Los estados de la Federación y el Distrito
Federal contarán con seis meses a partir de la entra-
da en vigor del decreto, para crear las leyes, institu-
ciones y órganos que se requieran para la aplicación
del presente decreto.”1

Sin embargo, a pesar de los esfuerzos realizados por los es-
tados, y como consecuencia de no existir una normatividad
única para todos, el sistema se fue conceptualizando de dis-
tinta manera, ya que en algunos estados aun predominaba
un sistema mixto, y en otros aun restos del sistema tutelar
ya superado.

Por lo que en 2015 se reformo el artículo 73 constitucional
en su fracción XXI, en la cual se le otorga la facultad al
Congreso de la Unión para poder legislar una Ley Nacio-
nal del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescen-
tes, entrando en vigor en junio de 2016 derogando las le-
gislaciones locales de la materia.

La Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal pa-
ra Adolescentes, tiene como finalidades, consolidar y ho-
mologar un sistema de justicia especializado a nivel nacio-
nal, el cual requiere de un régimen con un enfoque

interdisciplinario incorporando disciplinas como psicolo-
gía, trabajo social, sociología y pedagogía, entre otras.

El objeto de esta Ley Nacional, radica en lo siguiente:

• Establecer el sistema integral de justicia penal para
adolescentes en la República.

• Garantizar los derechos humanos de las personas ado-
lescentes a quienes se les impute o resulten responsables
de la comisión de hechos tipificados como delitos.

• Establecer los principios rectores del Sistema Integral
de Justicia Penal para Adolescentes de la República.

• Establecer las bases, requisitos y condiciones de los me-
canismos alternativos de solución de controversias del
Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes.

• Determinar las medidas de sanción correspondientes a
quienes se les compruebe la comisión de un hecho se-
ñalado como delito por las leyes penales durante su ado-
lescencia según su grupo etario.

• Definir las instituciones, órganos y autoridades especia-
lizados, así como delimitar y distribuir sus atribuciones y
funciones para la aplicación de las normas del Sistema.

• Establecer los procedimientos de ejecución de medi-
das de sanción y los relativos para resolver las contro-
versias que surjan con motivo de la ejecución de las me-
didas.

• Determinar los mecanismos de cumplimiento, sustitu-
ción y terminación de las medidas de sanción.

Sin embargo, con el paso del tiempo se ha observado que
este mismo se ha interpretado y aplicado de distintas ma-
neras, en la práctica se ha podido evidenciar que, al mo-
mento de tomar decisiones tanto de las autoridades de
procuración de justicia como de las personas juzgadoras,
no se realizan con estricto apego a lo que requiere, de-
manda y exige el propio sistema.

En 2019 la Convención sobre los Derechos del Niño emi-
tió la observación general 24, en la que se privilegia a los
tribunales de justicia juvenil separados de los de adultos y
prohíbe medidas regresivas, es necesario destacar lo que
refiere el Apartado V “Organización del sistema de justicia
juvenil”, en su numeral 106, que a la letra dice:
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106. Un sistema integral de justicia juvenil requiere el
establecimiento de unidades especializadas en la poli-
cía, la judicatura, el sistema judicial y la fiscalía, y la
disponibilidad de defensores especializados u otros re-
presentantes encargados de prestar al niño asistencia
letrada u otro tipo de asistencia adecuada.2

Como podemos observar la Convención es clara en su
mandato para los Estados que ratificaron la misma, por lo
que es obligación en este caso del Estado mexicano, esta-
blecer un sistema integral de justicia juvenil con unidades
y personal operativo capacitado, apto y especializado, si-
tuación que hasta el momento no se ha podido cumplir y
consolidar en materia de justicia juvenil penal.

II. Planteamiento del problema

En virtud de lo anterior, surge la necesidad de realizar dos
cuestionamientos, ¿El sistema de justicia penal para ado-
lescentes cuenta con el personal operativo especializado?
¿Qué se necesita para cumplir con el mandado constitucio-
nal de justicia especializada para adolescentes?, actual-
mente el sistema de justicia penal para adolescentes es un
sistema que no se ha podido consolidar, a pesar de los es-
fuerzos tanto gubernamentales como de las instituciones de
procuración de justicia, estatales y federales, el mismo ha
demostrado solamente ser un sistema que subsiste bajo el
nuevo modelo de justicia penal adversarial.

Los retos y obstáculos a los que se enfrenta este sistema de
justicia penal juvenil, radican principalmente en la operati-
vidad del mismo, en primer término, la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, establece y obliga
de manera clara que dicho sistema tiene que ser especiali-
zado para el personal operativo, jueces, ministerios públi-
cos, policías, peritos entre otros, tal y como lo señala el ar-
tículo 18 párrafo quinto de la carta magna que a la letra
dice:

Artículo 18.

La operación del sistema en cada orden de gobierno
estará a cargo de instituciones, tribunales y autori-
dades especializados en la procuración e impartición
de justicia para adolescentes. Se podrán aplicar las
medidas de orientación, protección y tratamiento que
amerite cada caso, atendiendo a la protección integral y
el interés superior del adolescente.

Aun y cuando existe el mandato constitucional, la realidad
es que la justicia penal juvenil en nuestro país no se aplica
de manera especializada, muestra de ello es que las institu-
ciones encargadas de operar el sistema reciben poca o nula
capacitación, formación, certificación y especialización
necesaria para poder desempeñar sus funciones.

Por lo que, en la práctica los ministerios públicos, auxilia-
res de agentes del Ministerio Público, peritos, policías,
abogados litigantes acreditan su especialización ya sea con
un curso, diplomado y en algunos casos más extremos a
través de un oficio firmado por el superior jerárquico.

De lo anterior es necesario hacer énfasis que la especiali-
zación profesional, permite a las personas perfeccionar sus
conocimientos y desarrollar habilidades avanzadas en un
área específica, convirtiéndolas en expertos para poder
atender y abordar situaciones en particular y responder a
cualquier exigencia en el ámbito profesional.

La Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal pa-
ra Adolescentes diseña un modelo diferenciado y escalona-
do de profesionalización de los operadores del Sistema, en
el que no todos los intervinientes están sujetos al mismo ni-
vel de exigencia, sino que éste se define conforme a la na-
turaleza de sus funciones, el grado de intervención directa
con personas adolescentes y el impacto de sus decisiones
en el ejercicio de derechos fundamentales. 

En ese marco, la Ley distingue tres niveles normativos de
profesionalización: especialización, capacitación y certifi-
cación, los cuales no son conceptos intercambiables, sino
categorías jurídicas autónomas, con destinatarios y finali-
dades distintas.

El artículo 23 de la Ley de la materia establece un manda-
to transversal: todas las autoridades del Sistema deben es-
tar formadas, capacitadas y especializadas en justicia para
adolescentes, en el ámbito de sus atribuciones. Sin embar-
go, este precepto debe interpretarse de manera armónica y
sistemática con los artículos 63, 64 y 65, que precisan quié-
nes son los destinatarios directos de la especialización y en
qué consiste. 

En términos de los artículos 63 y 64, la especialización es
una condición estructural del Sistema y recae, de manera
directa, en los órganos y operadores centrales, a saber:

• Ministerio Público especializado; 
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• Órganos jurisdiccionales (jueces y magistrados); 

• Defensa pública especializada; 

• Facilitadores de mecanismos alternativos; 

• Autoridad administrativa de ejecución de medidas; 

• Policías de investigación.

Estos operadores deben acreditar un perfil especializado e
idóneo, que comprende conocimientos interdisciplinarios en
derechos de niñas, niños y adolescentes, comprensión del sis-
tema penal acusatorio especializado, medidas de sanción di-
ferenciadas, prevención del delito juvenil y habilidades espe-
cíficas para el trabajo con personas adolescentes. 

La especialización, por tanto, no se agota en cursos aisla-
dos, sino que supone una formación profesional estructura-
da, vinculada al servicio profesional de carrera (artículo
65) y susceptible de desarrollarse mediante convenios con
instituciones académicas públicas, lo que refuerza su ca-
rácter técnico, continuo y evaluable. 

Asimismo, el artículo 41 refuerza esta exigencia al recono-
cer el derecho de toda persona adolescente a contar con una
defensa técnica especializada, lo que confirma que la espe-
cialización es un requisito cualificado, indispensable para
garantizar el debido proceso en este sistema diferenciado.

El artículo 75 establece que los consultores técnicos deben
contar con certificación, lo cual responde a la naturaleza de
su intervención: aportan conocimientos técnicos o científi-
cos especializados que inciden directamente en la valora-
ción probatoria y en la toma de decisiones judiciales. 

A diferencia de la especialización —que es estructural y
sistémica—, la certificación tiene un carácter habilitante,
verificable y generalmente sujeta a estándares externos,
emitidos por instancias competentes conforme a la norma-
tiva aplicable.

De acuerdo con nuestro máximo tribunal, en su tesis juris-
prudencial P./J. 65/2008, La acreditación de la especializa-
ción en el Sistema Integral de Justicia para Adolescentes,
refiere lo siguiente:

La jurisprudencia P./J. 65/20081 del Pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación constituye un criterio inter-
pretativo fundamental para comprender el alcance y conte-

nido del concepto de especialización en el Sistema Integral
de Justicia para Adolescentes. Lejos de concebirla como un
requisito meramente formal o académico, la Corte la defi-
ne como una cualidad específica exigible al funcionario,
cuya acreditación debe atender a la naturaleza diferenciada
del sistema y a la especial protección que merecen las per-
sonas adolescentes. 

En primer término, la tesis establece que la especialización
es un requisito jurídico exigible, equiparable a otros requi-
sitos legales para el ejercicio de cargos o funciones públi-
cas. Esto implica que la especialización no puede presu-
mirse, sino que debe acreditarse de manera objetiva,
verificable y razonable por parte de la autoridad corres-
pondiente. Con ello, la Corte introduce un estándar de con-
trol que impide que la especialización se reduzca a una
simple designación administrativa o a un reconocimiento
informal. 

En segundo lugar, el núcleo del criterio jurisprudencial
radica en que la Suprema Corte reconoce expresamente
dos vías principales y válidas para acreditar la especiali-
zación, sin establecer una jerarquía excluyente entre
ellas. La primera es la certificación expedida por una ins-
titución educativa con reconocimiento oficial, entendida
como el medio más común para demostrar la adquisición
de conocimientos específicos en una materia. Esta vía
responde a un esquema formal de formación académica,
en el que una institución certifica que el funcionario ha
cursado y acreditado estudios especializados. 

La segunda vía reconocida por la Corte es la práctica pro-
fesional en la materia, siempre que ésta se haya desarrolla-
do por un plazo razonablemente prolongado y esté acom-
pañada de un prestigio o reconocimiento profesional que
respalde la existencia de un conocimiento amplio y actua-
lizado. Con ello, la jurisprudencia rompe con una visión
formalista del derecho, al admitir que la experiencia profe-
sional y la práctica sostenida pueden constituir una fuente
legítima y suficiente de especialización, siempre que sea
demostrable y verificable.

Este punto resulta especialmente relevante, pues la Corte
afirma que no puede desconocerse que existen otras formas
de adquirir conocimiento especializado, distintas de la ins-
trucción académica formal, como la práctica cotidiana, la
experiencia profesional y la trayectoria en la materia. Estas
formas, combinadas con estándares adecuados de acredita-
ción, son aptas para demostrar que una persona cuenta con
el conocimiento específico requerido para integrar el Siste-
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ma de Justicia para Adolescentes. De esta manera, la juris-
prudencia adopta un enfoque abierto, funcional y no exclu-
yente del concepto de especialización.

En conjunto, el criterio P./J. 65/2008 construye un modelo
constitucional de especialización complejo y multidimen-
sional, caracterizado por los siguientes elementos: la espe-
cialización es una cualidad exigible y verificable; puede
acreditarse tanto por certificación académica como por ex-
periencia profesional prolongada y reconocida; no admite
un único mecanismo excluyente de acreditación. 

Este entendimiento jurisprudencial tiene implicaciones di-
rectas para el legislador y para las autoridades del Sistema,
en la medida en que impide diseñar esquemas normativos
rígidos o formalistas que reduzcan la especialización a la
sola obtención de títulos académicos, y obliga a adoptar
modelos flexibles, razonables y orientados a la idoneidad
real del operador, en congruencia con el interés superior de
la niñez y adolescencia.

Teniendo ello en consideración, la presente iniciativa pro-
pone lo siguiente:

III. Propuesta

La presente propuesta tiene como objetivo central, otorgar
certeza jurídica a niñas, niños y adolescentes de que el Es-
tado mexicano a través de sus instituciones encargadas de
salvaguardar y garantizar los derechos de estos mismos,
cumplan con la especialización y conocimiento en materia
de justicia penal juvenil, con la única finalidad de poder
cumplir a un verdadero sistema de justicia penal especiali-
zado y certificado en la materia.

A pesar de los esfuerzos del Estado mexicano, como a ni-
vel internacional y el impacto que genera tomar decisiones
para los operadores del sistema de justicia penal, es impor-
tante seguir realizando los esfuerzos necesarios en materia
legislativa, administrativa y gubernamental para garantizar
los derechos de los adolescentes en conflicto con la Ley.

Es por lo anterior que resulta necesario reconocer de manera
expresa que la Ley Nacional adopta un modelo diferenciado
de profesionalización, en el que la especialización, la capaci-
tación y la certificación constituyen categorías jurídicas dis-
tintas, con destinatarios y alcances específicos. 

En ese sentido, la reforma al artículo 23 debe precisarse co-
mo un mandato dirigido primordialmente a los órganos y

operadores centrales del Sistema, con funciones decisorias
directas, conforme a lo dispuesto en los artículos 23, 41,
63, 64 y 65 de la propia Ley, sin extenderse de manera au-
tomática a operadores auxiliares o fuerzas de seguridad cu-
ya obligación legal se circunscribe a la capacitación pre-
vista en los artículos 73 y 74.

Dentro de este núcleo de operadores centrales debe in-
corporarse expresamente al asesor jurídico, en tanto su
intervención incide directamente en la garantía del derecho
de acceso a la justicia, el acompañamiento procesal de la
víctima u ofendido y la efectividad del debido proceso en
el Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes. 

En consecuencia, la especialización debe exigirse también
a quienes desempeñen funciones de asesoría jurídica, al
tratarse de una actividad que requiere conocimientos espe-
cializados en justicia penal para adolescentes, enfoque de
derechos y trato diferenciado.

Finalmente, la presente reforma reafirma que la capacita-
ción y la certificación previstas en otros artículos de la Ley
en particular los artículos 73, 74 y 75 no se confunden ni se
sustituyen por la especialización regulada en el artículo 23,
sino que constituyen obligaciones complementarias, ajus-
tadas a la función que desempeña cada operador dentro del
Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes.

Bajo estos ajustes, la iniciativa permitirá fortalecer el prin-
cipio de especialización sin desarticular el modelo norma-
tivo vigente ni contravenir el criterio jurisprudencial obli-
gatorio, asegurando que la profesionalización de los
operadores del Sistema incluido el asesor jurídico se funde
en la idoneidad real, la experiencia acreditable, la forma-
ción especializada y el respeto pleno al interés superior de
la niñez y adolescencia.

Por último, se busca que el sistema de justicia penal para
adolescentes a través de sus operadores se siga capacitan-
do, actualizando, certificando y especializando para poder
consolidar un sistema eficiente.

IV. Contenido de la reforma

La presente reforma tiene como objetivo, fortalecer el
sistema de justicia penal en materia de especialización de
los operadores del sistema de justicia penal, sentar las
bases para que esta misma sea a través de instituciones
educativas con reconocimiento oficial del sistema educa-
tivo mexicano.
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Para efectos de un entendimiento mejor se anexa el si-
guiente cuadro comparativo:

Es por todo lo expuesto, que me permito someter a con-
sideración de la honorable Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el segundo párrafo y se adiciona un pá-
rrafo sexto al artículo 23 y se reforma la fracción VI y se
adiciona una fracción VII al artículo 63 de la Ley Nacional
del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes,
para quedar como sigue:

Artículo 23. Especialización

Todas las autoridades del Sistema deberán estar formadas,
capacitadas, certificadas y especializadas en materia de
justicia para adolescentes en el ámbito de sus atribuciones.

…

…

…

La especialización deberá acreditarse mediante certifi-
cación o formación académica especializada expedida
por instituciones educativas con reconocimiento oficial,
así como mediante una práctica profesional prolongada
en la materia, acompañada de criterios objetivos de
evaluación, reconocimiento y actualización que respal-
den un conocimiento amplio y vigente en justicia penal
para adolescentes, en términos de lo que establece el ar-
tículo 65 de la presente Ley.

Artículo 63. ...

…:

I. a V. …

VI. Policías de Investigación, y

VII. Asesores jurídicos 

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los tres días
siguientes al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Transitorio Segundo de la reforma al artículo 18 constitucional 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 

2 https://www.plataformadeinfancia.org/wp-content/uploads/2021/09/
observacion-general-24-relativa-a-los-derechos-del-nino-en-el-siste-
ma-de-justicia-juvenil.pdf
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Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, se-
de de la honorable Cámara de Diputados de la LXVI Legislatura, a 17
de febrero de 2026.— Diputada Sandra Anaya Villegas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DEL SISTEMA
NACIONAL ANTICORRUPCIÓN 

Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional Anticorrupción, en materia de
armonización y participación ciudadana, a cargo del dipu-
tado César Agustín Hernández Pérez, del Grupo Parlamen-
tario de Morena. (La iniciativa podrá ser consultada en el
Diario de los Debates de esta fecha, en el Apéndice II)

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVI-
CIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL APAR-

TADO B DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL

Iniciativa que adiciona el artículo 77 Bis a la Ley Federal
de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria
del Apartado B del Artículo 123 Constitucional, a cargo de
la diputada Beatriz Andrea Navarro Pérez, del Grupo Par-
lamentario de Morena. (La iniciativa podrá ser consulta-
da en el Diario de los Debates de esta fecha, en el Apén-
dice II)

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES Y LEY EN MATERIA DE

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes y de la Ley en Materia de Telecomunicaciones y

Radiodifusión, en materia de protección de niñas, niños y
adolescentes en entornos digitales y redes sociales, suscri-
ta por el diputado César Augusto Rendón García y las y los
legisladores integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, César Augusto Rendón García, y los inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal (PAN) en la LXVI Legislatura, con fundamento en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someten a consideración de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de las leyes
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes;
y Federal en materia de Telecomunicaciones y Radiodifu-
sión, respecto a protección de niñas, niños y adolescentes
en entornos digitales y redes sociales, al tenor de lo si-
guiente

Exposición de Motivos

I. Las redes sociales, ¿un problema y peligro?

El avance tecnológico y la proliferación de plataformas di-
gitales han modificado de manera sustancial la forma en
que niñas, niños y adolescentes se comunican, obtienen in-
formación, expresan sus ideas y establecen relaciones so-
ciales. No obstante, este entorno digital, especialmente el
de las redes sociales, ha generado riesgos estructurales que
exceden la capacidad de supervisión familiar y han supera-
do el alcance del marco normativo vigente en México.

Diversos estudios, tanto nacionales como internacionales,
han evidenciado que la exposición temprana y sin regula-
ción a redes sociales se asocia con:

• Aumento de casos de ansiedad, depresión y alteracio-
nes en los patrones de sueño

En México existe evidencia oficial de un deterioro rele-
vante en salud mental en población infantil y adolescente,
con manifestaciones que incluyen ansiedad, depresión y
síntomas asociados como trastornos del sueño. La Ensanut
Continua de 2022 estimó que, en adolescentes, 31.1 por
ciento presentó al menos un síntoma depresivo y 7.1 pre-
sentó dos síntomas depresivos, lo que evidencia una carga
significativa de malestar emocional en este grupo etario.

Adicionalmente, con base en Ensanut Continua 2022, en
niñas, niños y adolescentes de 5 a 17 años, los dominios
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con afectación más frecuente fueron ansiedad (8.8 por
ciento) y depresión (4.3), lo cual constituye un piso míni-
mo documentado de afectaciones emocionales relevantes
desde edades tempranas.

En el plano institucional, el IMSS ha advertido que el uso
desmedido de redes sociales, internet y videojuegos incre-
menta la vulnerabilidad de niñas, niños y adolescentes an-
te aislamiento social y trastornos del sueño, entre otros
efectos, reforzando la necesidad de intervención preventi-
va y regulatoria.

Implicación normativa: el Estado no puede limitarse a reco-
mendaciones; se requiere un marco que reduzca exposición
temprana no supervisada y obligue a medidas razonables de
prevención por parte de plataformas.

• Incidencia de fenómenos como ciberacoso, sextorsión
y grooming, que ponen en riesgo la integridad física y
emocional de los menores

México cuenta con medición oficial robusta de ciberacoso.
El Inegi, en el Módulo sobre Ciberacoso (Mociba) 2024,
estimó que 21.0 por ciento de la población de 12 años y
más usuaria de internet vivió alguna situación de ciberaco-
so en 2024, equivalente a 18.9 millones de personas.

Más aún, Mociba documenta medios específicos por don-
de ocurre el acoso: WhatsApp (39.8 por ciento), Facebook
(39.7) y llamadas al celular (29.3) entre quienes reportaron
ciberacoso; y también registra efectos emocionales fre-
cuentes (enojo 58.6, desconfianza 36.7, inseguridad 30.1).

Respecto de sextorsión y delitos sexuales en línea, una
fuente sistematizada y altamente usada por autoridades lo-
cales y organizaciones de apoyo (con reporte público) es el
Consejo Ciudadano para la Seguridad y Justicia de Ciudad
de México, el cual documenta la sextorsión contra NNA
como fenómeno recurrente a través de redes sociales, men-
sajería y videojuegos, describiendo patrones de coerción
que impactan salud mental y bienestar emocional.

En cuanto a riesgos de explotación sexual infantil en línea
(vinculado a grooming y distribución de material), un re-
porte regional de la OEA/IIN cita datos de la Guardia Na-
cional (División Científica) señalando que entre 2020 y
2024 se identificaron más de 38,000 casos de material de
abuso sexual infantil en redes y plataformas digitales. 

Implicación normativa: la magnitud y recurrencia del ries-
go justifican obligaciones directas a plataformas (verifica-
ción razonable de edad, controles parentales y deber de
cuidado reforzado para menores).

• Normalización de conductas violentas y de contenido
sexual en el entorno digital

La “normalización” se expresa en dos vías: (i) exposición
constante de menores a contenidos sexuales/violentos; y
(ii) reproducción y difusión entre pares (incluida violencia
digital). En México, los casos documentados por medios
nacionales han evidenciado cómo herramientas digitales y
redes facilitan violencia sexual digital incluso entre adoles-
centes (por ejemplo, difusión de imágenes íntimas manipu-
ladas).

Además, se han documentado fenómenos de captación y
reclutamiento de jóvenes mediante redes sociales a través
de ofertas falsas y manipulación, lo que confirma que el
entorno digital no es neutro: se usa como mecanismo de
daño y control sobre adolescentes vulnerables.

Implicación normativa: no basta la sanción penal posterior;
urge prevención estructural: límites por edad, reducción de
exposición y obligaciones de diseño seguro.

• Explotación comercial intensiva de los datos persona-
les de menores, sin mecanismos efectivos de protección

El modelo de negocio de muchas redes sociales depende de
perfilamiento y publicidad basada en datos, lo cual, tratán-
dose de menores, incrementa riesgos (hipersegmentación,
manipulación conductual, exposición a contenido nocivo).
En México, el contexto de uso masivo de redes amplifica
el problema: en 2023 el internet se utilizó de forma muy
frecuente para acceder a redes sociales (91.5 por ciento),
según la comunicación institucional basada en ENDUTIH.

Y de forma general, el país registra altísima penetración de
internet en edades adolescentes: el Inegi ENDUTIH mues-
tra crecimiento sostenido de conectividad y usuarios; este
volumen hace que cualquier práctica de recolección/perfi-
lamiento tenga efectos a gran escala.

Implicación normativa: se justifica prohibir publicidad per-
sonalizada dirigida a menores y exigir límites al tratamien-
to de datos, especialmente cuando se combina con algorit-
mos de recomendación.
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• Implantación de algoritmos que incentivan conductas
adictivas y dificultan el autocontrol en el uso de estas
plataformas

Las redes sociales modernas operan con sistemas algorít-
micos de recomendación diseñados para maximizar tiempo
de permanencia (scroll infinito, autoplay, notificaciones,
recomendaciones personalizadas). Para menores, esto pue-
de traducirse en uso prolongado, compulsivo, exposición
acumulativa y alteraciones del sueño. Institucionalmente,
el IMSS ha advertido la vulnerabilidad de NNA a trastor-
nos del sueño y afectaciones por uso desmedido, recomen-
dando equilibrio y supervisión.

Asimismo, desde el ámbito universitario, se ha advertido
que la adicción a redes sociales puede asociarse con baja
autoestima, aislamiento y deterioro de habilidades sociales,
reforzando la pertinencia de un enfoque preventivo y de
corresponsabilidad empresarial.

Implicación normativa: es viable y proporcional imponer
“deberes de diseño seguro” para menores: desactivar por
defecto funciones adictivas en cuentas supervisadas, trans-
parencia algorítmica mínima y herramientas efectivas de
control parental.

• Base fáctica clave para tu frase final (uso diario sin
verificación robusta)

México tiene una combinación especialmente riesgosa:

a) Uso intensivo de redes: ENDUTIH/IFT reporta que el
internet se usa masivamente para redes sociales (91.5
por ciento en 2023).1

b) Ciberacoso extendido y medible: 21 por ciento de
usuarios de 12+ vivió ciberacoso en 2024 (18.9 millo-
nes).2

c) Canales de contacto directo con menores (What-
sApp/Facebook) y efectos emocionales documentados. 

d) Riesgo sexual en línea con escala relevante
(OEA/IIN citando GN: 38 mil 000+ casos 2020-2024 de
material de abuso sexual infantil en plataformas).3

En México, datos oficiales indican que la mayoría de los
adolescentes accede diariamente a redes sociales sin que
existan mecanismos efectivos de verificación de edad ni

controles parentales robustos, lo que incrementa su vulne-
rabilidad frente a los riesgos mencionados.

La verificación de edad y los controles parentales hoy de-
penden principalmente de la autodeclaración y de reglas
privadas de cada plataforma, lo que es insuficiente frente a
la magnitud del fenómeno; por eso, el enfoque de la inicia-
tiva (obligaciones legales directas, verificación razonable y
régimen diferenciado por edad) es técnicamente defendible
y normativamente proporcional.

II. Insuficiencia del marco jurídico actual

Aunque la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes (LGDNNA) reconoce el derecho a una vi-
da libre de violencia y a la protección de la intimidad, no
contempla de manera específica ni operativa el acceso de
menores a redes sociales, ni establece obligaciones direc-
tas para las plataformas digitales.

• Artículo 13, fracciones VIII; XII; XIV; XVII y XX:
enumeran como derechos de niñas, niños y adolescentes
(Nnya) el “derecho a una vida libre de violencia y a la
integridad personal”; “… al esparcimiento”; “… y de
acceso al a información”; “el derecho a la intimidad co-
mo derecho reconocido” y “de acceso a las tecnologías
de la información y comunicación”.

• Artículo 46: lo desarrolla de forma expresa (“vivir una
vida libre de toda forma de violencia… libre desarrollo
de su personalidad”).

• Artículo 47: ordena a autoridades prevenir/atender/san-
cionar supuestos de violencia (incluye abuso psicológi-
co/sexual, trata, explotación, etcétera).

• Artículo 76: establece el derecho a la intimidad perso-
nal y familiar y a la protección de datos personales, y
prohíbe injerencias/divulgaciones ilícitas que permitan
identificarlos.

• Artículos 77 a 80: detallan supuestos de violación a la
intimidad (imagen/nombre/datos), especialmente en
medios de comunicación concesionados y reglas sobre
entrevistas/imágenes/identificación y establece la obli-
gación de la autoridad a garantizar la protección de la
identidad de los sujetos (Nnya) víctima de cualquier su-
puesto violatorio de tal derecho.
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Aunque este ordenamiento sí contiene herramientas gene-
rales relacionadas con entorno digital, no operativiza un ré-
gimen de obligaciones a plataformas, es decir, queda en un
“deber de cuidado”:

• Capítulo vigésimo (TIC): reconoce acceso universal a
TIC e internet (artículo 101 Bis) y el derecho al “acceso
y uso seguro del Internet” (artículo 101 Bis 2), pero for-
mulado como derechos y mandatos de política pública,
no como obligaciones técnicas exigibles a “redes socia-
les” (por ejemplo, verificación de edad).

• Artículo 81: permite pedir como medida cautelar la
“suspensión o bloqueo de cuentas de usuarios en medios
electrónicos” para evitar difusión de contenidos que
contravengan el interés superior; es una medida judi-
cial caso por caso, no un sistema preventivo de acce-
so/edad.

Por otro lado, el 16 de julio de 2025, se expidió la Ley en
materia de Telecomunicaciones y Radiodifusión (Lmtr),
que abrogó la anterior Ley Federal de Telecomunicaciones
y Radiodifusión.

Si bien el Estado mexicano cuenta con un marco normati-
vo relevante en materia de telecomunicaciones y radiodifu-
sión, particularmente a través de la Lmtr, dicho ordena-
miento no fue diseñado ni estructurado como un régimen
integral de protección de niñas, niños y adolescentes fren-
te a los riesgos específicos derivados del uso de redes so-
ciales y plataformas digitales con interacción social y reco-
mendación algorítmica.

Así, el alcance principal de la Lmtr se centra en la provi-
sión de servicios y contenidos; primordialmente en:

• La regulación del espectro radioeléctrico,

• La prestación de servicios públicos de telecomunica-
ciones y radiodifusión,

• Los derechos de usuarios y audiencias, y

• La supervisión de contenidos transmitidos por conce-
sionarios.

Dicho enfoque responde a una lógica histórica vinculada a
medios tradicionales y a la infraestructura de comunicacio-
nes, no a la arquitectura, diseño ni funcionamiento interno
de plataformas digitales de redes sociales, las cuales ope-

ran bajo modelos de interacción social, generación de con-
tenido por usuarios y sistemas automatizados de recomen-
dación, situaciones que en la actualidad se han vuelto prio-
ritarias.

Si bien en la Lmtr se mencionan y reconocen las “platafor-
mas digitales” como una categoría jurídica, y prevé que
puedan ser sujetos de obligaciones y sanciones en determi-
nados supuestos; dicho reconocimiento es sectorial y aco-
tado, principalmente en los siguientes ámbitos:

• Publicidad y propaganda, incluyendo facultades de la
Secretaría de Gobernación para vigilar y sancionar la di-
fusión de publicidad o propaganda ilícita en plataformas
digitales;

• Prohibiciones específicas, como la comercialización
de propaganda política o ideológica extranjera en plata-
formas digitales;

• Vigilancia de transmisiones y contenidos en contextos
concretos.

Lo que nos confirma que este tratamiento normativo no
considera ni configura un régimen integral de protección
de niñas, niños y adolescentes en redes sociales, ni aborda
de manera directa aspectos como:

• El acceso por edad,

• La verificación o aseguramiento de edad,

• El diseño algorítmico,

• La personalización de contenidos,

• La explotación de datos personales con fines comer-
ciales tratándose de menores.

En consecuencia, la regulación vigente atiende fenómenos
puntuales, pero no enfrenta el problema estructural del en-
torno digital social en el que participan niñas, niños y ado-
lescentes.

Es decir, la actual y nueva Lmtr sigue considerando el te-
ma bajo un enfoque tradicional de contenidos en donde la
protección de la población infantil se manifiesta principal-
mente en el ámbito de la radiodifusión, a través de disposi-
ciones relativas a la clasificación de contenidos audiovi-
suales; la supervisión de programación dirigida al público
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infantil y los lineamientos sobre publicidad pautada desti-
nada a niñas y niños en radio y televisión.

Este enfoque responde a un modelo de audiencia pasiva,
propio de medios tradicionales, y no se traduce en obliga-
ciones equivalentes para las plataformas digitales de redes
sociales, donde los menores todos los días crean perfiles,
interactúan directamente, consumen contenidos personali-
zados y están expuestos a recomendaciones algorítmicas
dinámicas, las cuales no siempre son las mejores.

Y la Lmtr no impone obligaciones necesarias como la ve-
rificación de edad para abrir cuentas; ni establece restric-
ciones por defecto en configuraciones de privacidad; o de-
beres de cuidado algorítmico y controles parentales
internos dentro de las plataformas.

Ahora bien tras una revisión puntual del texto vigente de la
Lmtr, no se identifican disposiciones que establezcan de
manera expresa y operativa:

• Mecanismos de verificación o aseguramiento de edad
aplicables a plataformas de redes sociales;

• Estándares mínimos de diseño seguro para usuarios
menores de edad;

• Obligaciones específicas relativas al uso de algoritmos
cuando estos inciden directamente en el desarrollo emo-
cional, cognitivo o social de niñas, niños y adolescentes.

La inexistencia de estas herramientas normativas resulta par-
ticularmente relevante si se considera que las plataformas di-
gitales de redes sociales no son simples intermediarias técni-
cas, sino actores que estructuran la experiencia digital a través
de decisiones de diseño, priorización de contenidos y seg-
mentación de audiencias.

Esta insuficiencia del marco jurídico vigente genera, en la
práctica, al menos tres efectos problemáticos:

1. Que las plataformas digitales operen conforme a re-
glas privadas y términos de servicio, definidos unilate-
ralmente, sin estar sujetas a estándares públicos obliga-
torios de protección de la niñez en materia de acceso,
diseño y funcionamiento.

2. Que la responsabilidad de protección recaiga casi ex-
clusivamente en madres, padres y tutores, quienes care-
cen de herramientas efectivas para supervisar entornos

digitales complejos, dinámicos y algorítmicamente di-
señados.

3. Y que el Estado mexicano carece de facultades claras
y específicas para supervisar, prevenir y sancionar de
manera oportuna conductas y prácticas de las platafor-
mas que puedan poner en riesgo la integridad física,
emocional y psicológica de niñas, niños y adolescentes
en el entorno digital.

Es de consideración la necesidad de una actualización le-
gislativa, ya que resulta evidente que la Lmtr, si bien cons-
tituye un pilar fundamental del ecosistema regulatorio, no
responde de forma suficiente ni actualizada a los desafíos
que plantea el uso intensivo de redes sociales por menores
de edad.

Esa que la ausencia de un régimen específico de obligaciones
para plataformas de redes sociales justifica el presente pro-
yecto a fin de dotar de coherencia y actualidad al marco jurí-
dico; establecer responsabilidades claras y proporcionales y
garantizar que el interés superior de la niñez sea protegido
también en los entornos digitales contemporáneos.

III. Desde el ámbito del derecho comparado e interna-
cional

En los últimos años, diversas democracias han reconocido
que la autorregulación de las plataformas digitales resulta
insuficiente para proteger a la niñez.

• Australia implantó en 2024-2025 un modelo legal que
prohíbe el acceso a redes sociales a menores de 16 años,
imponiendo obligaciones directas y verificables a las
plataformas.

• La Unión Europea, a través del Digital Services Act,
estableció obligaciones de evaluación de riesgos, pro-
tección reforzada para menores y prohibición de publi-
cidad conductual dirigida a este grupo.

• Reino Unido, mediante el Online Safety Act, instituyó
el deber de cuidado digital y la verificación de edad co-
mo requisitos obligatorios.

De manera particular, el modelo más actual es el de Austra-
lia, y de éste podemos señalar la importancia de que

• No criminaliza a menores ni a familias; impone una
obligación regulatoria a las plataformas.
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• La enmienda a la Online Safety Act 2021 mediante la
Online Safety Amendment (Social Media Minimum
Age) del pasado 2024 considera:

• Las plataformas age-restricted deben tomar “pasos ra-
zonables” para impedir que personas menores de 16
creen o mantengan cuentas (10 de diciembre de 2025).

• No es un “ban”(prohibición, bloqueo o exclusión ofi-
cial impuesta a un usuario, cuenta o acción, limitando
su acceso a plataformas de internet, foros o juegos) to-
tal de internet; el propio gobierno lo llama un delay (“re-
traso”) para tener cuentas, y no hay sanciones para me-
nores o padres.

• Autoridad técnica-regulatoria: la eSafety Commissio-
ner, que emite guías sobre qué son “pasos razonables” y
cómo se espera que cumplan.

• Establece sanciones: incumplir puede implicar multas
de hasta 49.5 millones de dólares australianos.

• Su soporte técnico pretende el aseguramiento de edad
como sustento técnico: Age Assurance Technology Trial
(ensayo gubernamental de tecnologías de aseguramien-
to de edad).

• La OAIC (autoridad de privacidad) publicó orienta-
ción complementaria, precisamente porque el esquema
empuja a soluciones de age assurance con tratamiento
de datos sensibles.

• El modelo tiene como objeto pasar de “la plataforma
dice que no es para menores, y el menor se autodeclara
mayor” a un esquema donde la carga de diligencia se
mueve a las plataformas (“ustedes deben demostrar pa-
sos razonables”).

Su argumento principal es el “Daño verificable” en una
etapa crítica del desarrollo en función de ello el gobierno
australiano justificó la medida como protección en una eta-
pa “crítica del desarrollo” y por “daño a los niños”, defen-
diendo que el estándar debía ser más alto cuando el usua-
rio es menor. Además Razonamiento regulatorio: aun si la
evidencia científica sobre causalidad varía por plataforma
y uso, el legislador opta por un principio preventivo ante
riesgos altos (salud mental, acoso, grooming, exposición a
contenido dañino).

Asume que el modelo de negocio de redes (atención, per-
manencia, recomendación algorítmica) genera un incentivo
a maximizar engagement, lo que puede chocar con el bien-
estar infantil. Por eso el eje fue crear obligaciones legales
y multas disuasivas.

Controlando bajo la responsabilidad de “diseño y opera-
ción” (no sólo de contenido)

Su argumento no fue únicamente “hay contenido malo”, si-
no que el problema es el sistema: insuficiente para impedir
acceso infantil. La guía regulatoria de eSafety aterriza esto
en expectativas: detección/desactivación de cuentas; políti-
cas y reglas no punibles para los menores, más bien con un
enfoque en el deber empresarial, lo que sostiene su legiti-
midad al no sancionar a menores ni a padres, sino a em-
presas que no cumplen “pasos razonables”, evitando “cri-
minalizar adolescencia” y centrar la discusión en
responsabilidad corporativa.

Este modelo considera obtener un beneficio social espera-
do: reducir exposición a riesgos de alto impacto; disminuir
la exposición a riesgos graves (acoso, predación, contenido
autolesivo/sexual, dinámicas compulsivas) en edades don-
de el autocontrol y la madurez aún están en desarrollo y
considerando ser un modelo replicable por otros países, co-
mo un world-first con potencial de influencia internacio-
nal, precisamente porque convierte el age gate en un re-
quisito exigible, es así que el aseguramiento de edad (age
assurance)

Finalmente en relación con otros modelos podemos con-
cluir que estos comparten el principio de que la protección
de la niñez en entornos digitales no puede depender única-
mente del consentimiento parental ni de la autorregulación
privada de las plataformas.

México, como Estado parte de la Convención sobre los De-
rechos del Niño, está obligado internacionalmente a adop-
tar medidas legislativas específicas que protejan a niñas,
niños y adolescentes frente a riesgos digitales previsibles y
emergentes.

IV. Principios rectores

La iniciativa se fundamenta en cinco principios rectores:

1. Interés superior de la niñez: Como criterio preva-
lente en la regulación digital, priorizando la protección
y el desarrollo integral de los menores.
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2. Proporcionalidad: Evita establecer prohibiciones
absolutas, proponiendo un esquema diferenciado por
rangos de edad y niveles de supervisión.

3. Corresponsabilidad: Distribuye las obligaciones en-
tre el Estado, las plataformas digitales y las familias,
promoviendo una protección integral.

4. Prevención: Prioriza la anticipación y mitigación de
riesgos, en lugar de limitarse a respuestas reactivas o
sancionadoras.

5. Viabilidad jurídica y técnica: Se apoya en leyes y
autoridades existentes, asegurando la factibilidad de im-
plementación sin generar estructuras paralelas ni gastos
adicionales inmediatos.

V. Qué se propone

La iniciativa considera los siguientes aspectos:

• Prohibición del acceso a redes sociales para menores
de 13 años.

• Establecimiento de un régimen de acceso condiciona-
do y supervisado para adolescentes de 13 a 17 años, re-
quiriendo el consentimiento verificable de madres, pa-
dres o tutores.

• Imposición a las plataformas digitales de la obligación
de verificar la edad de los usuarios, implementar contro-
les parentales efectivos y prevenir el diseño de mecanis-
mos adictivos dirigidos a menores.

• Reconocimiento expreso de la seguridad digital como
un derecho fundamental de la niñez.

• Otorgamiento de facultades claras a la autoridad regu-
ladora para supervisar, prevenir y sancionar incumpli-
mientos.

Finalmente esta propuesta no genera gastos estructurales
inmediatos resulta compatible con estándares internaciona-
les de derechos humanos y responde a una problemática
pública documentada y en crecimiento, atendiendo la ur-
gencia de proteger a la niñez en el entorno digital.

Por lo expuesto el que suscribe y los diputados del Grupo
Parlamentario del PAN someten a consideración de esta
asamblea el siguiente el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de las Leyes General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes; y Federal en materia de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, respecto a protec-
ción de niñas, niños y adolescentes en entornos digitales
y redes sociales

Primero. Se reforma y adiciona el artículo 76 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
para quedar como sigue:

Artículo 76. …

…

Las autoridades federales, de las entidades federativas
y municipales deberán garantizar la protección de la in-
timidad, seguridad digital y desarrollo integral de ni-
ñas, niños y adolescentes en entornos digitales, inclu-
yendo redes sociales y plataformas digitales.

En este contexto se reconoce el derecho de niñas, niños
y adolescentes a un entorno digital seguro, libre de vio-
lencia, explotación, abuso y diseño digital que fomente
conductas adictivas.

Quienes ejerzan la patria potestad…

Queda prohibido el acceso a plataformas de redes so-
ciales a personas menores de trece años, salvo los casos
en que las personas adolescentes de trece a quince años
accedan únicamente mediante mecanismos de consenti-
miento verificable de madre, padre o tutor.

Segundo. Se reforma el artículo 3o.; y se adicionan la
fracción LVII, recorriéndose las subsecuentes, por lo que la
actual LVIII será una nueva fracción LIX, y el artículo 232
Bis de la Ley Federal en materia de Telecomunicaciones y
Radiodifusión, para quedar como sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá por

I. a L. …

L Bis. Plataforma digital de redes sociales: Servicio
digital que, a través de aplicaciones, sitios web o sis-
temas informáticos, permite a las personas usuarias
crear perfiles o cuentas personales, interactuar entre
sí, generar, compartir, difundir o consumir conteni-
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dos generados por otros usuarios, y que emplea sis-
temas automatizados o algoritmos de recomendación
para ordenar, priorizar o sugerir dichos contenidos.

…

Artículo 10. …

I. a LVI. …

LVII. Corresponde a la comisión supervisar y, en su
caso, sancionar el cumplimiento por parte de las pla-
taformas digitales de redes sociales de las obligacio-
nes de verificación y aseguramiento de edad, así co-
mo las medidas de protección reforzada de derechos
de niñas, niños y adolescentes.

LVIII. Interpretar esta ley, en el ámbito de su compe-
tencia; y

LIX. Las demás que le confieran esta ley y otras dispo-
siciones legales o administrativas.

Artículo 232 Bis. Las plataformas digitales de redes so-
ciales deberán adoptar medidas razonables, proporcio-
nales y efectivas para la protección reforzada de los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes, conforme a lo
siguiente:

I. Verificación y aseguramiento de edad: Implemen-
tar mecanismos razonables de verificación o asegu-
ramiento de edad que permitan identificar si una
persona usuaria es menor de edad, sin recabar más
datos personales de los estrictamente necesarios y
conforme a la legislación en materia de protección de
datos personales.

II. Edad mínima de acceso: Impedir la creación y
mantenimiento de cuentas a personas menores de
trece años.

III. Acceso supervisado para adolescentes: Garanti-
zar que las personas adolescentes cuenten con herra-
mientas efectivas de control y supervisión parental
dentro de la plataforma, incluyendo la gestión de
privacidad, interacción, contenidos y tiempo de uso.

IV. Publicidad personalizada: Abstenerse de dirigir
publicidad personalizada o basada en perfilamiento

a personas usuarias identificadas como menores de
edad, entendiéndose por publicidad personalizada
aquella que utilice datos personales, comportamien-
to en línea o inferencias para segmentar, priorizar o
adaptar contenidos comerciales.

V. Diseño y configuración segura: Configurar por
defecto las cuentas de personas menores de edad ba-
jo estándares de privacidad y seguridad reforzados.

El cumplimiento de estas obligaciones se realizará sin
perjuicio de lo dispuesto en la legislación en materia de
protección de datos personales y de los derechos huma-
nos reconocidos en el orden jurídico mexicano.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los 180 dí-
as naturales siguientes a su publicación.

Segundo. La comisión emitirá los lineamientos técnicos
correspondientes dentro de los 120 días siguientes a la pu-
blicación del decreto.

Notas

1 https://www.ift.org.mx/comunicacion-y-medios/comunicados-ift/es/
encuesta-nacional-sobre-disponibilidad-y-uso-de-tecnologias-de-la-in-
formacion-en-los-hogares-endutih-1?utm_source=chatgpt.com

2 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2025/
mociba/MOCIBA2024_RR.pdf?utm_source=chatgpt.com

3 https://scm.oas.org/pdfs/2025/ReportIINS.pdf?utm_source=chatgpt.
com

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado César Augusto Rendón García (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Derechos de la Ni-
ñez y Adolescencia, y de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.
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LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 94 de la Ley del Segu-
ro Social, en materia de salud mental durante el embarazo,
suscrita por el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las y
los legisladores integrantes del Grupo Parlamentario del
PAN

El que suscribe, Éctor Jaime Ramírez Barba, e integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXVI Legislatura, con fundamento en lo establecido en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 6, numeral 1,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
ten a consideración de esta soberanía iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona la fracción V al artículo 94
de la Ley del Seguro Social, en materia de salud mental du-
rante el embarazo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La salud de las mujeres durante el embarazo y el puerperio
ha sido tradicionalmente entendida en términos de indica-
dores físicos: control prenatal, atención del parto y segui-
miento médico posnatal. No obstante, la salud mental de
las mujeres en estas etapas constituye un componente esen-
cial del bienestar integral que influye directamente en su
calidad de vida, en la vinculación con sus hijos y en la es-
tabilidad familiar.

La salud mental materna se refiere a la experiencia emo-
cional, psicológica y social que una mujer enfrenta desde la
gestación hasta el primer año posterior al nacimiento, con
manifestaciones como depresión, ansiedad y estrés que
pueden tener efectos significativos en la madre y la familia
si no se atienden de forma temprana y adecuada (Instituto
Mexicano del Seguro Social, 2025).

Estudios epidemiológicos han documentado que la depre-
sión y la ansiedad posparto son condiciones prevalentes en
México. En un estudio con mujeres mexicanas en periodo
posparto, 39.2 por ciento presentó síntomas de depresión y
46.1 síntomas de ansiedad durante las primeras semanas
después del nacimiento, con porcentajes relevantes de es-
trés percibido (Becerra et al., 2021). Una investigación clí-
nica realizada con mujeres mexicanas encontró prevalen-
cias similares de depresión perinatal: 9.0 por ciento durante
el embarazo, 13.8 y 13.3 a las 6 y 12 semanas posparto,
respectivamente, con incidencia de síntomas depresivos re-
levantes. Estos datos sugieren que una proporción signifi-

cativa de mujeres enfrenta síntomas clínicos que pueden
afectar su desempeño funcional y su calidad de vida (Gar-
cía; y otros, 2015).

Datos periodísticos y encuestas nacionales estiman que
aproximadamente 30 por ciento de las mujeres puede sufrir
depresión durante el embarazo o en el primer año después
del parto, con efectos documentados en el desarrollo del fe-
to y del recién nacido (El Popular, 2023).

Además, con base en el millón 672 mil 227 nacimientos re-
gistrados en México durante 2024 (Inegi, 2025), y consi-
derando las prevalencias documentadas de entre 13 y 39
por ciento, se estima que entre 217 mil y 652 mil mujeres
mexicanas podrían presentar síntomas de depresión o an-
siedad perinatal cada año, lo que convierte esta problemá-
tica en una crisis de salud pública de gran escala que no
puede ser ignorada por la seguridad social: la salud mental
materna no es una manifestación aislada o marginal, sino
una problemática sanitaria que afecta a cientos de miles de
mujeres mexicanas anualmente y que tiene consecuencias
trascendentes en la salud pública y familiar.

El Instituto Mexicano del Seguro Social ha reconocido la
necesidad de atender la salud mental perinatal de sus dere-
chohabientes y ha desplegado programas especializados en
algunas unidades médicas. Por ejemplo, se registra que el
IMSS reforzó la atención a la salud mental de mujeres em-
barazadas y en puerperio, abordando trastornos como: de-
presión, ansiedad y trastornos psicóticos mediante atención
multidisciplinaria, promoción del autocuidado y tratamien-
tos adecuados (IMSS, 2025).

Durante las consultas prenatales en las unidades de medi-
cina familiar, el IMSS identifica y atiende a mujeres con
depresión posparto, considerando los síntomas que afectan
la convivencia familiar y la calidad de vida de la madre
(IMSS, 2025).

Estas acciones demuestran que ya existen prácticas institu-
cionales para atender la salud mental materna. Sin embar-
go, estas no están explícitamente contempladas ni garanti-
zadas por la Ley del Seguro Social, lo que genera
incertidumbre y desigualdad en el acceso a la atención, de-
pendiendo de la unidad de medicina familiar o el hospital
donde esté inscrita la derechohabiente. Un estudio nacional
que evaluó 211 unidades obstétricas de segundo y tercer ni-
vel en México encontró que, si bien el 64 por ciento brin-
da algún tipo de atención a la salud mental, sólo 37 por
ciento cuenta con protocolos de detección de trastornos

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I95



mentales perinatales y únicamente 40 por ciento ofrece
atención primaria especializada, evidenciando además una
importante brecha regional entre el Sur y el Norte del país
(De Castro; y otros, 2016). Esto confirma que la ausencia
de un marco legal que garantice este derecho limita su uni-
versalidad e impacto, generando desigualdad territorial y
dependencia de la capacidad instalada a nivel local.

Se reconoce en la Ley General de Salud, en el artículo 72,
que el bienestar emocional y social, la capacidad de pensar,
sentir y actuar ante el estrés, constituye la salud mental, un
pilar esencial de la salud.

Impactos sociales y económicos

No solo se trata de una dimensión clínica o emocional. La
falta de atención adecuada a los trastornos mentales peri-
natales tiene costos significativos para el sistema de salud
y la economía familiar. Aunque no existen datos específi-
cos, nacionalmente publicados, que cuantifiquen estos cos-
tos en México a gran escala, experiencias internacionales
muestran que el tratamiento oportuno y adecuado de la sa-
lud mental perinatal puede reducir costos asociados a com-
plicaciones médicas y sociales, mejorar la productividad y
disminuir gastos a largo plazo por atención hospitalaria y
servicios asociados (Howard{; y otros., 2022; Mumford; y
otros, 2022).

Además, la falta de atención adecuada en México se tradu-
ce en que millones de mujeres y niños conviven con sínto-
mas de depresión y ansiedad, lo que repercute en la diná-
mica familiar y en la capacidad de las madres para
incorporarse plenamente al mercado laboral o mantener
una vida familiar estable (Oxman, 2023). El contexto pre-
supuestario actual hace aún más urgente la adición de la
fracción V al artículo 94 de la Ley del Seguro Social: el
presupuesto federal para salud mental tuvo un recorte de
13.1 por ciento en 2025, equivalente a 521.7 millones de
pesos menos. Ello afectó a instituciones como el Instituto
Nacional de Psiquiatría, la Comisión Nacional de Salud
Mental y Adicciones y los Centros de Integración Juvenil
(2024). En un escenario donde México destina apenas 2.5
por ciento del PIB a salud, muy por debajo del 6 por cien-
to recomendado por la Organización Mundial de la Salud,
establecer la garantía legal de atención a la salud mental
materna protege esta prestación esencial frente a restriccio-
nes presupuestarias futuras y asegura su implantación pro-
gresiva y ordenada.

La protección a la maternidad prevista en el artículo 94
de la Ley del Seguro Social ha permitido garantizar aten-
ción obstétrica, apoyos para la lactancia y condiciones
mínimas de cuidado durante el embarazo y el puerperio.
Sin embargo, el marco normativo vigente no incorpora
de manera explícita la atención a la salud mental mater-
na, a pesar de que esta dimensión es determinante para el
bienestar integral de las mujeres y el desarrollo tempra-
no de niñas y niños.

La ausencia de un sustento legal específico genera una
brecha entre la práctica institucional y los derechos garan-
tizados a las derechohabientes. Por ello, la adición de la
fracción V al artículo 94 tiene como objetivo reconocer ju-
rídicamente la atención a la salud mental materna como
parte de las prestaciones de maternidad, fortaleciendo el
marco jurídico y permitiendo su implementación progresi-
va y ordenada a nivel nacional.

Esta adición se alinea con estándares internacionales en
materia de salud. La Organización Mundial de la Salud ha
señalado que los trastornos mentales perinatales afectan
aproximadamente a 13 por ciento de las mujeres a nivel
global, con prevalencias mayores en países de ingresos me-
dios, y ha recomendado su detección e intervención tem-
prana como parte de los servicios de salud materna (World
Health Organization, 2025). En este mismo sentido, países
con sistemas de protección social consolidados han incor-
porado la salud mental perinatal dentro de sus políticas pú-
blicas de maternidad, con resultados positivos.

Por ejemplo, en países de la OCDE, como el Reino Unido,
la salud mental perinatal es una prioridad gubernamental
desde hace años. Entre 2009 y 2013, más de 100 mujeres
se suicidaron durante el periodo perinatal en Inglaterra, y el
40 por ciento de ellas no recibió atención específica en sa-
lud mental (MBRRACE-UK, 2015). Esta evidencia impul-
só el desarrollo de guías clínicas nacionales (NICE, 2018)
y rutas de atención perinatal específicas implementadas en
Inglaterra, Escocia, Gales e Irlanda del Norte, integrando
servicios de maternidad y salud mental. Australia se en-
cuentra a la vanguardia en el desarrollo de prácticas de ta-
mizaje, intervenciones y política pública nacional para mu-
jeres perinatales con depresión y ansiedad, incluyendo la
iniciativa gubernamental MumSpace para tratamiento digi-
tal escalonado (Australian Government, 2025). Estos pro-
gramas han permitido mejorar la detección temprana de la
depresión posparto y reducir la necesidad de intervencio-
nes médicas de mayor complejidad, sin comprometer la
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sostenibilidad del sistema (European Journal of Public
Health, 2024).

La propuesta de adición privilegia la detección oportuna, la
prevención, la orientación y la referencia a atención espe-
cializada, conforme a los lineamientos que emita el Institu-
to, lo que permite una implementación gradual y acorde
con la disponibilidad presupuestaria y operativa. La incor-
poración de la salud mental materna en el artículo 94 con-
tribuye a una concepción más integral de la maternidad,
fortalece el enfoque preventivo de la seguridad social y
permite consolidar a nivel nacional prácticas que ya han
demostrado ser viables y necesarias.

La evidencia disponible demuestra que la salud mental ma-
terna es una cuestión de salud pública urgente en México,
con tasas significativas de depresión y ansiedad perinatal
que afectan anualmente a cientos de miles de mujeres,
efectos sociales y económicos relevantes, y prácticas insti-
tucionales tempranas que deben traducirse en derechos ga-
rantizados por ley. Incluir esta dimensión en la Ley del Se-
guro Social fortalece la protección integral de la
maternidad y la familia, y responde a recomendaciones in-
ternacionales emitidas por la Organización Mundial de la
Salud, que en 2022 publicó una guía específica para la in-
tegración de la salud mental perinatal en los servicios de
salud materno-infantil.

A continuación se presenta una tabla ilustrativa de modifi-
cación de la Ley del Seguro Social:

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración de es-
ta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción V al artículo
94 de la Ley del Seguro Social, en materia de salud
mental durante la etapa de embarazo

Único. Se adiciona la fracción V al artículo 94 de la Ley
del Seguro Social, para quedar como sigue:

Artículo 94. …

I. y II. …

III. Durante el periodo de lactancia tendrán derecho a
decidir entre contar con dos reposos extraordinarios por
día, de media hora cada uno, o bien, un descanso ex-
traordinario por día, de una hora para amamantar a sus
hijos o para efectuar la extracción manual de leche, en
lugar adecuado e higiénico que designe la institución o
dependencia;

IV. Una canastilla al nacer el hijo, cuyo importe será se-
ñalado por el consejo técnico; y

V. Atención y orientación en salud mental materna
durante el embarazo y el puerperio, que incluya
acciones de detección oportuna, prevención, acom-
pañamiento psicológico y, en su caso, referencia
para atención especializada, conforme a los linea-
mientos que emita el instituto.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La implementación de la fracción V del artículo
94 de la Ley del Seguro Social se realizará de manera pro-
gresiva, conforme a la disponibilidad presupuestaria del
Instituto Mexicano del Seguro Social, sin afectar el finan-
ciamiento de las prestaciones vigentes.

Para tal efecto, el Instituto podrá utilizar los recursos asig-
nados a programas de prevención, atención primaria y sa-
lud mental, así como aquellos destinados a acciones de
promoción y protección a la salud, debiendo priorizar la
detección oportuna y la atención preventiva en el primer
nivel de atención.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO 

«Iniciativa que reforma el artículo 141 de la Ley del Insti-
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado, en materia de portabilidad de derechos, suscri-
ta por el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las y los le-
gisladores integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Éctor Jaime Ramírez Barba, e integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
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mara de Diputados, someten a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto, que re-
forma el artículo 141 de la Ley del Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en ma-
teria de portabilidad de derechos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El sistema de portabilidad de derechos pensionarios entre
el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Insti-
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado (ISSSTE), regulado en los artículos 141 a 148
de la Ley del ISSSTE, representa un avance normativo di-
rigido a proteger a trabajadores que transitan entre el sec-
tor público y privado. Sin embargo, su aplicación enfrenta
restricciones estructurales que lo tornan ineficaz para una
generación completa de trabajadores, tal como lo evidenció
la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) en el
amparo en revisión 388/2020.1

La limitación más grave radica en la interpretación restric-
tiva que excluye a quienes cotizaron bajo la Ley del ISS-
STE de 1983,2 el régimen de reparto que operó hasta el 1
de abril de 2007. El ISSSTE ha sostenido que la portabili-
dad solo aplica a quienes cotizaron en el sistema de cuen-
tas individuales después de 2007, arguyendo que el régi-
men anterior “no se regía conforme a sistemas de cuentas
individuales”. Esta interpretación genera una paradoja jurí-
dica: los derechos adquiridos legítimamente bajo la Ley de
1983 no se pierden constitucionalmente, pero tampoco se
reconocen para efectos de portabilidad, quedando congela-
dos en un vacío normativo.3, 4

El impacto social es grave; entre 85 mil y 120 mil trabaja-
dores que causaron baja del servicio público antes de 2007
y posteriormente se incorporaron al IMSS enfrentan la pér-
dida total de años de cotización. Un trabajador que acumu-
ló 15 años al ISSSTE, causó baja en 1995, y después coti-
zó 25 años al IMSS, descubre hoy que carece de semanas
suficientes para pensionarse por el IMSS y no puede regre-
sar al ISSSTE, perdiendo completamente el valor de sus
aportaciones. Esta situación viola el derecho a la igualdad,
al contrastar la portabilidad plena de quienes ingresaron
luego de 2007 con la exclusión arbitraria de quienes coti-
zaron en el antiguo régimen.

En la sentencia de la SCJN del Amparo en revisión 388/2020,
se examinó el artículo 141 de la Ley del ISSSTE y su aplica-
ción práctica a través del Convenio Interinstitucional de Por-

tabilidad IMSS-ISSSTE, firmado el 17 de febrero de 2009,
concluyendo que la interpretación administrativa que excluía
a quienes cotizaron bajo la Ley del ISSSTE de 1983 confi-
guraba una violación a derechos fundamentales, al impedir-
les sumar sus periodos de cotización cuando migraban poste-
riormente al régimen del IMSS.

La sentencia de la SCJN es clara: el artículo 141 debe inter-
pretarse conforme al principio pro persona y al mandato
constitucional de seguridad social; el ISSSTE debe reconocer
portabilidad a todos los trabajadores, independientemente del
régimen bajo el cual cotizaron, siempre que hayan cumplido
obligaciones contributivas. Esta reforma es una obligación
constitucional pendiente de cumplimiento, que exige una en-
mienda legislativa para eliminar la distinción arbitraria y ga-
rantizar que la movilidad laboral no signifique desprotección
en la vejez.

El sistema de portabilidad de derechos pensionarios entre
el IMSS y el ISSSTE enfrenta una grave restricción in-
constitucional declarada por la SCJN en el Amparo en Re-
visión 388/2020, resuelto por la Segunda Sala el 10 de fe-
brero de 2021.

La sentencia establece que el artículo 141 de la Ley del
ISSSTE, en la interpretación restrictiva aplicada por las au-
toridades del ISSSTE y plasmada en el Convenio Interins-
titucional de Portabilidad IMSS-ISSSTE del 17 de febrero
de 2009,5 viola derechos fundamentales al excluir de ma-
nera discriminatoria a los trabajadores que cotizaron bajo
el régimen de la Ley del ISSSTE de 1983 en el sistema de
reparto/beneficio definido, y que causaron baja del servicio
público antes del 1 de abril de 2007, impidiéndoles acceder
a la portabilidad de sus derechos pensionarios cuando pos-
teriormente se incorporan al régimen del IMSS.

Para ilustrar se señala el caso de Juan José, quien trabajó
para el sector público federal durante 10 años, 1 mes y 22
días, cotizando al ISSSTE bajo la Ley de 1983 y causó ba-
ja el 28 de febrero de 1995. Posteriormente, se incorporó al
sector privado y cotizó al IMSS; en septiembre de 2017 so-
licitó la transferencia de sus derechos del ISSSTE al IMSS
conforme al artículo 141 de la LISSSTE vigente. Sin em-
bargo, el ISSSTE negó su solicitud argumentando que “el
régimen pensionario del trabajador no se regía conforme al
sistema de cuentas individuales”, interpretando que el ar-
tículo 141 aplica sólo a trabajadores del sistema de cuentas
individuales (Ley ISSSTE 2007),6 excluyendo a quienes
cotizaron en el esquema de reparto de la ley de 1983.
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Ante ello, la Segunda Sala de la SCJN, en el AR 388/2020,
estableció criterios fundamentales que obligan a reformar
el artículo 141:

1. Reconocimiento de la finalidad de la portabilidad. La
Corte determinó que el sistema de transferencia regula-
do en los artículos 141 a 148 de la Ley del ISSSTE tie-
ne por objeto que los trabajadores que migren del sector
público al privado, o viceversa, no pierdan los derechos
de sus periodos de cotización para el otorgamiento de
una pensión y la prestación de los servicios de salud en
su carácter de pensionados.

2. Obligación de interpretar conforme a derechos huma-
nos.

Un elemento central del fallo consiste en la reafirma-
ción de la obligación de interpretar las normas en mate-
ria de seguridad social conforme al parámetro de regu-
laridad constitucional y convencional en derechos
humanos. La Corte sostuvo que el texto del artículo 141,
por sí mismo, no es inconstitucional; lo que vulnera de-
rechos es la lectura restrictiva que excluye a las perso-
nas trabajadoras sujetas a la Ley del ISSSTE de 1983,
aun cuando hayan cumplido con sus obligaciones de co-
tización y requieran sumar esos periodos a los registra-
dos ante el IMSS. Esta interpretación administrativa en-
tra en tensión directa con el derecho a la igualdad y no
discriminación y con el principio pro persona previstos
en el artículo 1 constitucional, así como con el derecho
a la seguridad social reconocido en el artículo 123,
Apartado B, fracción XI, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.7

Esta restricción inconstitucional afecta a un universo signi-
ficativo de trabajadores que cotizaron bajo Ley ISSSTE
1983 y causaron baja antes del 1 de abril de 2007; trabaja-
dores que no reingresaron al servicio público después de
2007 para migrar al sistema de cuentas individuales y tra-
bajadores que transitaron al sector privado (IMSS) y re-
quieren acumular sus cotizaciones.

Se estima que en estos casos se encuentran aproximada-
mente entre 85 mil y 120 mil trabajadores que se quedaron
sin acceso a portabilidad de sus derechos pese a haber co-
tizado legítimamente durante años al ISSSTE.

Lo anterior es una clara violación del derecho a la igualdad
y no discriminación; la interpretación restrictiva del artícu-
lo 141 crea una distinción arbitraria e injustificada entre:

trabajadores que cotizaron al ISSSTE en el sistema de
cuentas individuales (después de 2007) quienes sí tienen
derecho a portabilidad; y los trabajadores que cotizaron al
ISSSTE bajo la Ley de 1983 (antes de 2007) y quienes no
tienen derecho a portabilidad.

Esta distinción carece de justificación constitucional válida
por las siguientes razones:

1. Ambos grupos cotizaron legítimamente al ISSSTE
durante su vida laboral activa.

2. Ambos grupos tienen derechos pensionarios recono-
cidos por las leyes bajo las cuales cotizaron.

3. Ambos grupos enfrentan la misma situación: migra-
ción al sector privado y necesidad de acumular cotiza-
ciones.

4. La finalidad de la portabilidad es idéntica para ambos
grupos: evitar pérdida de derechos por movilidad laboral.

La SCJN ha establecido en jurisprudencia reiterada que las
diferenciaciones legislativas solo son constitucionales
cuando: a) Persiguen una finalidad constitucionalmente vá-
lida; b) Son adecuadas y proporcionales para alcanzar di-
cha finalidad; y c) No generan efectos discriminatorios.

En este caso, la exclusión de trabajadores de la Ley 1983,
no persigue ninguna finalidad constitucionalmente váli-
da, la portabilidad busca proteger a todos los trabajado-
res en transición; es inadecuada, excluye precisamente a
quienes más necesitan protección, trabajadores con tra-
yectorias laborales largas y genera efectos discriminato-
rios evidentes, trabajadores con derechos adquiridos se
quedan sin protección.

También es una violación del derecho a la seguridad social,
ya que el artículo 123, Apartado B, fracción XI de la Cons-
titución establece que la seguridad social se organizará
conforme a bases mínimas que incluyan seguros de invali-
dez, de vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo,
de enfermedades y accidentes, de servicios de guardería y
cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de
los trabajadores y otros sectores sociales y sus familiares.

La interpretación restrictiva del artículo 141 desconoce pe-
riodos de cotización legítimos, lo que implica la pérdida
efectiva de derechos adquiridos bajo la Ley del ISSSTE
1983; la imposibilidad de acumular cotizaciones para al-
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canzar requisitos mínimos de pensión; y una desprotección
económica de trabajadores que cotizaron durante años al
sistema de seguridad social. 

Viola al principio pro persona, el artículo 1o. constitucio-
nal establece la obligación de interpretar las normas favo-
reciendo en todo momento la protección más amplia a las
personas; la interpretación restrictiva del artículo 141, res-
tringe indebidamente un derecho reconocido por ley, igno-
ra la interpretación más favorable al trabajador y contradi-
ce la finalidad protectora del sistema de seguridad social.

Otros precedentes vinculantes establecidos por la SCJN en
criterios aplicables en casos análogos son

• La jurisprudencia P./J. 108/2008 establece que la Ley
del ISSSTE en cuanto establece un nuevo régimen de
seguridad social sustancialmente diverso al regulado en
la Ley de 1983, no viola la garantía de irretroactividad
de la ley que consagra el artículo 14 de la Constitución
General de la República (Legislación vigente a partir
del 1 de abril de 2007).8

• La jurisprudencia P./J. 112/2008 determina que los tra-
bajadores que al entrar en vigor la Ley del ISSSTE no
estuviesen cotizando al Instituto, no pierden el derecho
al reconocimiento de los periodos cotizados con ante-
rioridad ni su antigüedad (Legislación vigente a partir
del 1 de abril de 2007).9

Estas jurisprudencias establecen claramente que los traba-
jadores que cotizaron con la ley de 1983, no pierden sus de-
rechos adquiridos y que sus periodos de cotización deben
ser reconocidos. Además, la nueva ley no puede operar re-
troactivamente para desconocer derechos, la interpretación
restrictiva del artículo 141 contradice directamente estos
precedentes al negar el reconocimiento de periodos cotiza-
dos bajo la Ley 1983 para efectos de portabilidad.

Por otro lado, la exclusión de trabajadores de la Ley 1983
genera consecuencias graves en pérdida de cotizaciones:
trabajadores con 10, 15, 20 o más años de cotización al
ISSSTE ven anulado completamente el valor de sus apor-
taciones para efectos de pensión cuando migran al IMSS.

También genera una desprotección de adultos mayores; la
imposibilidad de acumular cotizaciones deja a miles de
trabajadores sin acceso a pensión a pesar de 30 o más años
de vida laboral activa, los orilla a una situación de pobreza
al llegar a la vejez, los convierte en dependientes de pen-

sión mínima garantizada (limitada) o de familiares. Gene-
ra una inequidad intergeneracional arbitraria entre la gene-
ración que trabajó antes de 2007, sin portabilidad ; y la ge-
neración que trabajó después de 2007, con portabilidad.
Esta distinción castiga a quienes más tiempo cotizaron al
sistema antiguo, precisamente la generación que sostuvo el
sistema durante décadas.

La doctrina constitucional consolidada por la SCJN ha pre-
cisado que las diferencias de trato solo son admisibles
cuando persiguen una finalidad constitucionalmente legíti-
ma, resultan adecuadas y proporcionales para alcanzarla y
no producen efectos discriminatorios desproporcionados,
señaladas en las sentencias de la SCJN, 2008a y 2008b. En
el caso de la portabilidad entre ISSSTE e IMSS, la exclu-
sión de las personas trabajadoras de la Ley de 1983 no se
orienta a proteger el equilibrio financiero del sistema ni a
asegurar su sostenibilidad en términos compatibles con los
derechos humanos, sino que opera como una barrera for-
mal que castiga la movilidad laboral y desconoce trayecto-
rias de cotización largas y complejas. En el prisma del prin-
cipio pro persona, esta interpretación resulta abiertamente
regresiva, al optar por la interpretación menos favorable
para la persona trabajadora cuando el propio texto legal ad-
mite una comprensión amplia e incluyente.

Más allá del caso individual, la problemática tiene una di-
mensión estructural; la restricción impugnada afecta a
quienes cotizaron en la Ley del ISSSTE de 1983 y causa-
ron baja antes del 1 de abril de 2007, sin reingresar al ser-
vicio público para migrar al sistema de cuentas individua-
les, y que posteriormente se incorporaron al sector privado,
donde comenzaron a cotizar al IMSS.

Estas trayectorias laborales mixtas son frecuentes en un
mercado de trabajo caracterizado por la movilidad entre
empleo público y privado, y la falta de portabilidad efecti-
va transforma años de cotización en aportaciones sin reco-
nocimiento para efectos de pensión, a pesar de haber sido
realizadas conforme a derecho. El universo de personas en
esta situación se cuenta en decenas de miles, conformando
por un grupo de adultos mayores que, habiendo contribui-
do durante largos periodos al sistema de seguridad social,
enfrenta el riesgo real de llegar a la vejez sin pensión o con
una protección mínima claramente insuficiente.

Esta dinámica produce, además, una clara desprotección de
personas adultas mayores, que después de más de tres dé-
cadas de vida laboral activa pueden quedar sin pensión y
depender de apoyos familiares o de prestaciones asisten-
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ciales mínimas, lo que contradice el mandato constitucio-
nal de organizar la seguridad social como un mecanismo de
protección suficiente frente a los riesgos de la vejez y la
pérdida de ingresos.

La omisión de reconocer la portabilidad a quienes cotiza-
ron bajo la Ley de 1983 también introduce una fuerte in-
equidad intergeneracional, al tratar de manera más favora-
ble a quienes se incorporaron al sistema a partir de 2007,
con acceso pleno a la portabilidad, y castigar a la genera-
ción que sostuvo durante años el régimen anterior. En su-
ma, el problema no es solo técnico, sino de justicia social
y de coherencia del sistema nacional de seguridad social, y
el Amparo en Revisión 388/2020 abre un camino claro pa-
ra corregir legislativamente esta situación en armonía con
la Constitución y con la jurisprudencia consolidada de la
SCJN

Por tanto, es importante destacar que la presente reforma
no implica impacto presupuestario adiciona para el erario
público mexicano, toda vez que: los derechos que se reco-
nocen ya fueron financiados mediante las cuotas y aporta-
ciones realizadas por los trabajadores y el Estado durante
los periodos de cotización bajo la Ley del ISSSTE de 1983;
la portabilidad opera mediante transferencia de recursos
acumulados en las cuentas de los trabajadores, no median-
te creación de nuevas prestaciones; el reconocimiento de
periodos cotizados permite que trabajadores que de otra
manera no alcanzarían requisitos mínimos de pensión sí
puedan acceder a una pensión, reduciendo la carga futura
sobre programas asistenciales no contributivos (Pensión
para el Bienestar de las Personas Adultas Mayores).

Pero además, su eventual aprobación detona beneficios
claros y contundentes tales como: la protección de dere-
chos adquiridos, la garantía que ningún trabajador pierda el
valor de sus cotizaciones por el simple hecho de haber
transitado entre sectores público y privado; y se genera cer-
teza jurídica e igualdad efectiva, al eliminar la discrimina-
ción arbitraria entre trabajadores según el momento en que
cotizaron al ISSSTE; además se fortalece el sistema de
pensiones al permitir la acumulación de cotizaciones, más
trabajadores alcanzan requisitos mínimos de pensión, se re-
duce dependencia de programas asistenciales y se recono-
ce el esfuerzo contributivo de décadas de trabajo.

Por tanto, la reforma propuesta respecto al artículo 141 de
la Ley del ISSSTE es urgente, necesaria y constitucional-
mente obligatoria ya que cumple con el mandato de la
SCJN establecido en el Amparo en Revisión 388/2020; co-

rrige una violación sistemática de derechos fundamentales
de igualdad, no discriminación, seguridad social; protege a
trabajadores vulnerables que cotizaron durante años al sis-
tema de seguridad social, no genera costos adicionales al
Estado, solo reconoce derechos ya financiados y fortalece
el sistema de pensiones al evitar pérdida de cotizaciones
legítimas.

Para una mejor ilustración de las propuestas de reforma al
artículo 141 de la Ley del ISSSTE se integra el siguiente
cuadro comparativo.
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Por lo expuesto y fundado someto a consideración de esta
soberanía el siguiente proyecto de

Decreto que reforma y adiciona el artículo 141 de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, en materia de portabilidad de
derechos

Único. Se reforma el artículo y se adiciona el 141 de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, para quedar como sigue:

Artículo 141. Los trabajadores que hayan cotizado al ins-
tituto bajo cualquier régimen legal, incluyendo el régi-
men establecido en la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado abro-
gada, así como aquellos sujetos al régimen del décimo
transitorio del decreto por el que se expide esta ley, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de
marzo de 2007, y que por virtud de una nueva relación la-
boral se inscribe al Instituto Mexicano del Seguro Social,
podrán transferir a este último los derechos correspondien-
tes a los años de cotización acumulados en el instituto.

De la misma manera, los trabajadores inscritos en el Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social que inicien una relación
laboral que los sujete al régimen de esta ley, podrán trans-
ferir al instituto los derechos correspondientes a sus se-
manas de cotización acumuladas en el Instituto Mexica-
no del Seguro Social.

La transferencia de derechos prevista en este artículo
procederá para efectos de cumplir con los requisitos de
años o semanas de cotización necesarios para tener de-
recho a una pensión en cualquiera de los seguros de re-
tiro, cesantía en edad avanzada, vejez, invalidez o ries-
gos del trabajo, en los términos de las leyes respectivas.

Para efectos de la transferencia de derechos prevista en es-
te artículo:

I. Se considerará que un año de cotización al institu-
to equivale a cincuenta y dos semanas de cotización
del régimen de la Ley del Seguro Social;

II. Tratándose de Trabajadores que hayan cotizado
bajo regímenes de beneficio definidos o de reparto, el
Instituto y el Instituto Mexicano del Seguro Social
reconocerán los períodos correspondientes cotizados
mediante la transferencia de las reservas actuariales,
o en su defecto, mediante el reconocimiento adminis-
trativo de dichos períodos, conforme a los mecanis-
mos que establecen el convenio interinstitucional a
que se refiere el artículo 148 de esta ley;

III. En caso de que la fracción de año cotizado sea equi-
valente a más de seis meses, se considerará cotizado el
año completo; y

IV. El instituto deberá señalar en las constancias de ba-
ja que expida a los trabajadores el número de años de
cotización acumulados, incluyendo, en su caso, la últi-
ma fracción de año cotizado, así como el régimen legal
bajo el cual se realizaron dichas cotizaciones.

El instituto no podrá negar la transferencia de derechos
con base en el régimen pensionario bajo el cual el tra-
bajador realizó sus cotizaciones. Toda interpretación
administrativa o reglamentaria que limite o restrinja el
derecho a la portabilidad con base en la naturaleza del
régimen de cotización se deberá considerar contraria a
los principios de progresividad, pro persona y universa-
lidad de los derechos humanos consagrados en el ar-
tículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Las controversias que surjan sobre la interpretación o
aplicación de este artículo serán resueltas por la autori-
dad jurisdiccional competente, privilegiando en todo
momento la interpretación más favorable al trabajador.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado y el Instituto Mexicano del Se-
guro Social contarán con un plazo de 180 días naturales,
contados a partir de la entrada en vigor del presente, de-
creto para

I. Actualizar el convenio de colaboración interinstitu-
cional suscrito el 17 de febrero de 2009, incorporando

• El reconocimiento expreso de periodos cotizados
bajo la Ley del ISSSTE de 1983 y el régimen del dé-
cimo transitorio;

• Los mecanismos técnicos y actuariales para trans-
ferir o reconocer periodos cotizados bajo regímenes
de beneficio definidos;

• Los procedimientos administrativos para la expe-
dición de constancias de baja y la resolución de so-
licitudes de portabilidad;

II. Emitir los lineamientos técnicos y operativos nece-
sarios para la aplicación del artículo 141 reformado; y

III. Adecuar sus sistemas de información para registrar
y reconocer periodos cotizados bajo cualquier régimen
legal.

Tercero. Los trabajadores o pensionados a quienes se
haya negado la portabilidad de derechos pensionarios
entre el 1 de enero de 2015 y la fecha de entrada en vi-
gor del presente decreto por

I. No encontrarse bajo el sistema de cuentas individua-
les previsto en la Ley del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado publica-
da el 31 de marzo de 2007;

II. Haber cotizado bajo la Ley del Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
abrogada (publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 27 de diciembre de 1983 y abrogada el 31 de
marzo de 2007);

III. Encontrarse sujetos al régimen del artículo décimo
transitorio del decreto por el que se amplía la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, publicada en el Diario Oficial de
la Federación el 31 de marzo de 2007; o

IV. Cualquier interpretación administrativa o convenio
interinstitucional que condicione la portabilidad al régi-
men pensionario bajo el cual se efectuarán las cotiza-
ciones.

Podrán solicitar nuevamente ante el Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado o el
Instituto Mexicano del Seguro Social, según corresponda,
la transferencia de derechos prevista en el artículo 141 de
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado reformado, dentro de los 365
días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente
decreto, sin necesidad de agotar medios de defensa previos.

Las solicitudes presentadas conforme a este artículo debe-
rán resolverse por los institutos en un plazo máximo de 90
días hábiles, aplicando las disposiciones del artículo 141
reformado y el convenio interinstitucional actualizado con-
forme al artículo segundo transitorio.

La negativa a reconocer la portabilidad de derechos con
fundamento exclusivo en el régimen pensionario en que se
efectuaron las cotizaciones, se considerará contraria a los
principios de progresividad, pro persona y universalidad de
los derechos humanos consagrados en el artículo 1o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
deberá resolverse favorablemente conforme a la interpreta-
ción más amplia del derecho a la seguridad social estable-
cida en el artículo 123, Apartado B, fracción XI, constitu-
cional.

Cuarto. El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado deberá emitir dentro de los 90
días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente
decreto un programa de difusión dirigido a

• Trabajadores sujetos al régimen del décimo transitorio;

• Trabajadores que cotizaron conforme a la Ley del ISS-
STE de 1983 y causaron baja antes del 1 de abril de
2007; y

• Organizaciones sindicales representativas de los traba-
jadores al servicio del Estado.
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Para informar sobre los derechos de portabilidad reconoci-
dos en el artículo 141 reformado y los procedimientos pa-
ra ejercerlos.

Quinto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en
coordinación con el Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado y el Instituto Mexica-
no del Seguro Social, deberá realizar un estudio actuarial
de impacto fiscal derivado de la presente reforma, mismo
que deberá ser remitido a las Comisiones de Seguridad So-
cial, y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados dentro de los 365 días naturales siguientes a la
entrada en vigor del presente decreto.

Dicho estudio deberá incluir

• Número estimado de beneficiarios potenciales;

• Costo fiscal estimado para ambos institutos;

• Mecanismos de financiamiento y distribución de obli-
gaciones actuariales;

• Impacto en reservas técnicas y sustentabilidad de los
sistemas de pensiones.

Notas

1 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda Sala (2021, 10 de
febrero). Amparo en revisión 388/2020. Quejoso: Juan José Sánchez
López. Autoridades responsables: director general del ISSSTE y direc-
tor general del IMSS. Ministro Ponente: José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas. Secretaria de estudio y cuenta: Gabriela Zambrano Morales.
Ciudad de México. Recuperado de 

h t t p s : / / w w w 2 . s c j n . g o b . m x / j u r i d i c a / e n g r o -
ses/2/2020/2/2_274074_5387_firmado.pdf Fecha de resolución: 10
de febrero de 2021 Fecha de engrose: 25 de febrero de 2021 Publi-
cación en lista oficial SCJN: 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_dos/
2021-01/388.pdf

2 Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado (1983, 27 de diciembre). Decreto por el que se expi-
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado. Diario Oficial de la Federación. Abrogada por
decreto publicado en el DOF el 31 de marzo de 2007. Última reforma
publicada en el DOF, 2 de enero de 2006. Recuperado de 

https://www.diariooficial.gob.mx/nota_detalle.php?codi-
go=4841500&fecha=27/12/1983 

3 Suprema Corte de Justicia de la Nación, pleno (2008a). Tesis de ju-
risprudencia P./J. 108/2008. ISSSTE. La ley relativa en cuanto estable-
ce un nuevo régimen de seguridad social sustancialmente diverso al re-
gulado en la ley de 1983 no transgrede la garantía de irretroactividad
de la ley que consagra el artículo 14 de la Constitución General de la
República (legislación vigente a partir del 1 de abril de 2007). Sema-
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVIII, septiembre
de 2008, novena época, página 28. Registro digital 166387. Recupera-
do de 

https://sjf2.scjn.gob.mx/ Tipo de precedente: Jurisprudencia por
contradicción de tesis. Aprobación: sesión del pleno de la SCJN, 1
de septiembre de 2008.

4 Suprema Corte de Justicia de la Nación, pleno (2008b). Tesis de ju-
risprudencia P./J. 112/2008. ISSSTE. Los trabajadores que al entrar en
vigor la ley relativa no estuviesen cotizando al instituto no pierden el
derecho al reconocimiento de los periodos cotizados con anterioridad
ni su antigüedad (legislación vigente a partir del 1 de abril de 2007).
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVIII, octu-
bre 2008, novena época, página 35. Registro digital 166382. Recupe-
rado de 

https://sjf2.scjn.gob.mx/ Tipo de precedente: Jurisprudencia por
contradicción de tesis Aprobación: Sesión del pleno de la SCJN, 1
de septiembre de 2008.

5 Instituto Mexicano del Seguro Social e Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado (2009, 17 de febrero).
Convenio de colaboración interinstitucional para dar cumplimiento a
las obligaciones previstas en el Título Segundo, Capítulo VIII, Sección
1, de la Ley del ISSSTE [convenio de portabilidad de derechos pen-
sionarios IMSS-ISSSTE]. Ciudad de México. Cláusulas segunda (Su-
jetos) y tercera (Transferencia de derechos). Firmado por los directores
generales del IMSS y del ISSSTE. Recuperado de 

http://www.shcp.gob.mx/comunicados_principal/comunicado_shc
p_salud_imss_issste_17022008.pdf Texto completo del Convenio: 

https://seguridadsocialmx.files.wordpress.com/2015/02/convenio-
portabilidad-imss-issste-2009.pdf Comunicado oficial SHCP:

http://www.shcp.gob.mx/comunicados_principal/comunicado_shc
p_salud_imss_issste_17022008.pdf (fecha de publicación: 17 de
febrero de 2009) Depositario institucional ISSSTE: 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I105



http://www.issste.gob.mx/transparencia/pot/otra/2009_convenio-
portabilidad.html

6 Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado (2007, 31 de marzo). Decreto por el que se expide la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado. Diario Oficial de la Federación. Entrada en vigor: 1 de
abril de 2007. Artículos 141-148 (Título Segundo, Capítulo VIII, Sec-
ción 1: De la transferencia de derechos). Artículo décimo sexto transi-
torio. Recuperado de 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LISSSTE.pdf

7 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (1917). Artí-
culos 1o. y 123, Apartado B, fracción XI. Diario Oficial de la Federa-
ción. Texto vigente. Última reforma publicada en el DOF, 15 de octu-
bre de 2025. Recuperado de 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

8 https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/166387

9 http://issstelex.juridicas.unam.mx/jurisprudencia/detalle/196-issste-
los-trabajadores-que-al-entrar-en-vigor-la-ley-relativa-no-estuviesen-
cotizando-al-instituto-

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dic-
tamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

«Iniciativa que reforma los artículos 685 Ter y 899-C de la
Ley Federal del Trabajo, en materia de conciliación preju-
dicial en pensiones, suscrita por el diputado Éctor Jaime
Ramírez Barba y las y los legisladores integrantes del Gru-
po Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado federal Éctor Jaime Ramírez Bar-
ba y diputadas y diputados del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional de la LXVI Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a

consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforman los artículos 685 Ter y
899-c de la Ley Federal del Trabajo, en materia de conci-
liación prejudicial en pensiones, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

La seguridad social es un derecho humano irrenunciable
que garantiza protección integral durante la vejez, enfer-
medad y desempleo. Su importancia radica en que preser-
var la dignidad de las personas, especialmente en la vejez,
cuando el trabajo ya no es posible. 

La pensión constituye el pilar central de este sistema, es el
ingreso que permite a adultos mayores subsistir con auto-
nomía y sin dependencia económica. Sin acceso efectivo a
pensiones, millones de mexicanos enfrentan pobreza extre-
ma, falta de atención médica y marginación social. Por
ello, garantizar que las personas accedan pronta, efectiva y
sin obstáculos a sus derechos pensionarios no es solo una
obligación legal, sino un imperativo de justicia social. 

Cuando un trabajador llega a los 60 o 65 años, después de
haber cotizado durante décadas al Instituto Mexicano del
Seguro Social, debería poder reclamar su pensión de ma-
nera directa y sin obstáculos innecesarios; sin embargo,
desde 2019, una disposición legal bien intencionada, pero
mal aplicada, ha creado un laberinto burocrático que obli-
ga a nuestros adultos mayores a esperar hasta dos años y
medio para acceder al dinero que les pertenece por dere-
cho. Esta iniciativa busca corregir ese error y devolver la
dignidad a quienes dedicaron su vida al trabajo. 

En 2019, México emprendió una reforma laboral histórica;
el objetivo era noble: transformar un sistema de justicia la-
boral que había acumulado millones de expedientes sin re-
solver y que demoraba años en dar respuestas a los traba-
jadores. Para lograrlo, el Congreso creó tribunales
especializados y estableció que, antes de demandar, las
partes debían intentar resolver sus diferencias mediante
conciliación, un mecanismo donde un tercero neutral ayu-
da a patrono y trabajador a llegar a un acuerdo.1

La conciliación tiene sentido cuando hablamos de conflic-
tos negociables: cuánto debe pagarse por despido injustifi-
cado, si corresponde o no cierta prima, cómo calcular una
indemnización. En esos casos, ambas partes pueden ceder
un poco para llegar a un arreglo. Pero el legislador también
previó excepciones: conflictos que, por su naturaleza, no
pueden conciliarse porque no hay margen de negociación.
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Por ejemplo, derechos sindicales, conflictos colectivos y
prestaciones de seguridad social como riesgos de trabajo o
maternidad.2

Aquí es donde comenzó el problema. La versión original
de la reforma, presentada el 3 de enero de 2019,3 incluía
expresamente “las pensiones por vejez y cesantía en edad
avanzada” entre las excepciones a la conciliación obliga-
toria. Sin embargo, cuando el texto llegó al Pleno de la
Cámara de Diputados el 11 de abril de 2019,4 esas pala-
bras, “retiro, cesantía en edad avanzada y vejez”, fueron
eliminadas en el dictamen sin explicación en el mismo, ni
en los debates parlamentarios.5 El Senado confirmó esa su-
presión y desde el 1 de mayo de 2019,6 aproximadamente
85,000 trabajadores cada año se ven obligados a pasar por
un proceso de conciliación antes de poder demandar su
pensión.7

Imaginemos a un trabajador de 65 años que cotizó 28 años
al Seguro Social; después de jubilarse, el trabajador solici-
ta su pensión, pero el IMSS le responde que no reconoce
todos sus años de cotización; el trabajador necesita ese di-
nero para vivir, la pensión no es un lujo, es su único sus-
tento. Pero antes de poder demandar, debe ir a un Centro de
Conciliación y esperar tres o cuatro meses para una au-
diencia donde, probablemente, no se llegará a ningún
acuerdo, porque el IMSS no tiene facultad legal para “ne-
gociar” cuántas semanas cotizó el trabajador: eso es un da-
to objetivo que debe verificarse con documentos, no con
concesiones mutuas.8

Las estadísticas son contundentes, de cada 100 casos de
pensiones que pasan por conciliación, solo 8 a 12 terminan
en acuerdo; los otros 88 a 92 casos fracasan, y el trabaja-
dor debe entonces presentar demanda formal ante un tri-
bunal laboral, donde el proceso puede durar otros 18 a 24
meses.9 En total, el adulto mayor espera entre 24 y 30 me-
ses—más de dos años—para obtener una resolución sobre
su pensión. Para ponerlo en perspectiva: un hombre de 65
años en México tiene una expectativa de vida de 72 años,
según el INEGI. Esos dos años y medio de espera repre-
sentan hasta el 17 por ciento del tiempo que le queda de
vida, tiempo que pasa con incertidumbre económica y an-
gustia.10

Para entender la gravedad del error legislativo, debemos
comprender qué es realmente una pensión; no es una pres-
tación que el patrón puede decidir pagar o no. Es un dere-
cho que surge automáticamente cuando el trabajador cum-

ple dos requisitos establecidos por ley: tener la edad míni-
ma de 60 años para cesantía o 65 para vejez, además haber
cotizado el número de semanas requerido 1,250 semanas,
equivalentes a 24 años aproximadamente, según la Ley del
Seguro Social.

Una vez que se cumplen esos requisitos, el monto de la
pensión no es negociable, la ley establece fórmulas preci-
sas: el trabajador puede elegir entre Renta Vitalicia, un pa-
go mensual fijo de por vida, o Retiro Programado, retiros
graduales de su cuenta de ahorro, pero en ambos casos el
cálculo es matemático, no discrecional según los artículos
154 a 170 de la Ley del Seguro Social. El IMSS no tiene
autoridad para ofrecer “un poco menos” o “un poco más”
en una mesa de conciliación, su función es verificar si el
trabajador cumple los requisitos y, si es así, otorgar la pen-
sión conforme a lo que establece la ley. 

Además, la pensión tiene carácter alimentario: es el dinero
con el que el adulto mayor compra comida, paga medici-
nas, cubre su renta, la Constitución la reconoce como un
derecho humano fundamental, no como un simple crédito
comercial; por eso, la pensión es inembargable, salvo por
deudas de alimentos familiares, y tiene prioridad sobre
cualquier otro crédito. 

En resumen, obligar a un adulto mayor a conciliar su pensión
es como pedirle que negocie si tiene derecho a respirar; no
hay nada que negociar, porque el derecho ya está determina-
do por ley. La conciliación se convierte, entonces, en un trá-
mite vacío que solo retrasa el acceso a la justicia. 

En marzo de 2022, la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación debatió precisamente este problema:
dos posturas chocaron en la Contradicción de Tesis
360/2021.11 La mayoría de los ministros concluyó que, da-
do que la ley no exceptúa expresamente las pensiones, los
tribunales deben interpretarla de manera estricta: si no está
en la lista de excepciones, entonces sí es obligatorio conci-
liar. Este criterio se formalizó en la Jurisprudencia
2a./J.19/2022 (11a.),12 que ahora obliga a todos los jueces
del país a exigir conciliación previa en casos de pensiones. 

Sin embargo, dos magistradas disidentes, las ministras
Yasmín Esquivel Mossa y Loretta Ortiz Ahlf, advirtieron
sobre las consecuencias de esta interpretación; en su voto
particular, señalaron que obligar a adultos mayores a pasar
por conciliación viola varios derechos constitucionales
fundamentales:13
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El derecho de acceso a la justicia de artículo 17 constitu-
cional, que garantiza que toda persona pueda acudir a tri-
bunales de manera pronta y expedita. La conciliación obli-
gatoria cuando es inútil, como en el caso de las pensiones,
se convierte en una barrera de acceso, especialmente grave
para personas de edad avanzada que no cuentan con recur-
sos para litigar durante años. 

El principio pro persona de acuerdo con el artículo 1o.
constitucional, obliga a todas las autoridades a interpretar
las leyes de la manera más favorable para los derechos hu-
manos; si existen dos lecturas posibles de una norma, debe
elegirse la que amplíe los derechos, no la que los restrinja;
en este caso, la mayoría de la Corte eligió la interpretación
más limitativa. 

El principio de progresividad, también del artículo 1o.
constitucional, que prohíbe retrocesos en la protección de
derechos humanos sin justificación suficiente. Antes de
2019, los trabajadores podían demandar su pensión direc-
tamente ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje, en un
procedimiento especial que duraba entre 60 y 90 días en
primera instancia de acuerdo con los artículos 899-A a 899-
G de Ley Federal del Trabajo, texto anterior a 2019. Con la
reforma de 2019, al exigir conciliación previa, alargó ese
plazo a más de dos años, sin que exista justificación que
explique por qué era necesario retroceder en la protección
de los adultos mayores.14

Las magistradas disidentes concluyeron que, aunque la ley
no menciona explícitamente las pensiones en la excepción,
los jueces tienen el deber constitucional de no aplicar esa
omisión cuando vulnera derechos fundamentales; sin em-
bargo, su voto fue minoritario, y hoy la jurisprudencia vi-
gente obliga a conciliar. 

Por otro lado, México ha firmado tratados internacionales
que garantizan el derecho a la seguridad social sin obstá-
culos injustificados; así el Protocolo de San Salvador parte
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, es-
tablece en su artículo 9 que toda persona tiene derecho a la
seguridad social y que los Estados deben garantizar su exi-
gibilidad judicial efectiva.15

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso
Acevedo Buendía y otros vs. Perú (2009), condenó a ese
país por imponer barreras procedimentales que impedían a
pensionados reclamar sus derechos. La Corte fue clara: las
pensiones son derechos humanos exigibles, y los Estados

no pueden escudarse en formalismos procesales para negar
o retrasar su pago.15

En el mismo sentido, el Comité de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, en su Obser-
vación General No. 19 (2008), advirtió que los requisitos
administrativos o judiciales para acceder a seguridad social
deben ser razonables y no deben convertirse, “de facto”, en
obstáculos que hagan inaccesible el derecho.17

Cuando entre 88 y 92 de cada 100 trabajadores fracasan en
la conciliación y deben esperar más de dos años para obte-
ner resolución judicial, el sistema mexicano está incum-
pliendo esos estándares internacionales; no basta con que
el derecho exista en el papel; debe ser exigible de manera
efectiva, sin dilaciones irrazonables. 

El dictamen de la Cámara de Diputados y del Senado no re-
gistran ninguna justificación sobre las razones para excluir
las pensiones de las excepciones de la instancia conciliato-
ria; aunque la iniciativa original del 3 de enero de 2019 las
incluía; en el dictamen de la Comisión de Trabajo desapa-
recieron del texto sin explicación. Se podría argumentar
que fue una decisión consciente del legislador para consi-
derar las pensiones como “conciliables”, pero esa hipótesis
no resiste análisis si el legislador hubiera querido que las
pensiones se conciliaran, habría dejado constancia en los
debates de por qué consideraba que el IMSS puede nego-
ciar cuántas semanas cotizó un trabajador, o por qué es ra-
zonable pedirle a un adulto de 65 años que espere 30 me-
ses para obtener su sustento; esa discusión nunca ocurrió. 

Lo más probable es que haya sido una omisión o un error
de técnica legislativa en el proceso de dictaminación, al-
guien eliminó la frase pensando quizá que era redundante
con “prestaciones de seguridad social”, sin advertir que la
fracción III solo mencionaba algunas prestaciones de se-
guridad social, riesgos de trabajo, maternidad, enfermeda-
des, invalidez, vida, guarderías, pero no todas; fue un error
comprensible en un proceso legislativo complejo, pero si-
gue siendo un error, y uno que miles de adultos mayores
están pagando con su tiempo y su angustia. 

Por ello, esta iniciativa es simple en su propósito y justa en
su resultado: propone restablecer la redacción que original-
mente contemplaba el legislador de 2019, el artículo 685
Ter, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo quedaría re-
formado para incluir expresamente: 
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• Las pensiones por retiro, cesantía en edad avanzada y
vejez. 

• La devolución, reconocimiento y pago de aportaciones
al IMSS, Infonavit y Sistema de Ahorro para el Retiro
(Afore).

• Los conflictos sobre semanas de servicio, reconoci-
miento de periodos y cualquier otro aspecto vinculado a
derechos pensionarios.

Con esta modificación, los adultos mayores podrían de-
mandar directamente ante los tribunales laborales, sin pa-
sar por una etapa de conciliación que sabemos, con datos
evidentes, es inútil en el 90% de los casos. No se trata de
eliminar la conciliación para todos los conflictos laborales,
eso sigue siendo valioso en disputas sobre salarios, despi-
dos o prestaciones ordinarias, sino de reconocer que las
pensiones tienen una naturaleza jurídica distinta que las ha-
ce no conciliables. 

La propuesta no elimina la conciliación como regla gene-
ral; solo la excluye para un universo claramente delimita-
do: conflictos donde la ley ya determinó el derecho y su
cuantía, donde no hay margen de negociación, y donde una
de las partes (el IMSS, Infonavit o Afore) es una institución
pública que no puede disponer libremente de recursos que
pertenecen a los trabajadores. 

Tampoco se trata de “favorecer” a los trabajadores sobre
las instituciones; el IMSS, Infonavit y las Afore no son
enemigos; son instituciones que cumplen una función so-
cial importantísima, pero cuando un trabajador cumplió
con su obligación de cotizar durante 25 años, y la institu-
ción niega su derecho alegando que le faltan semanas, esa
controversia debe resolverse en un tribunal con base en
pruebas, no en una mesa de conciliación donde no hay na-
da que conciliar.

Esta iniciativa no es sobre tecnicismos legales, sino sobre
reconocer que cuando alguien dedicó tres décadas de su vi-
da a trabajar y cotizar, merece que su país le responda con
prontitud y dignidad. También, sobre coherencia, si como
sociedad reconocemos que la seguridad social es un dere-
cho humano fundamental, si firmamos tratados internacio-
nales que nos obligan a garantizar su exigibilidad efectiva,
si nuestra Constitución proclama que toda persona tiene
derecho a una justicia pronta y expedita, entonces no se
puede tolerar que nuestros adultos mayores esperen dos

años y medio en trámites inútiles para obtener lo que les
pertenece por ley. 

Para una mejor ilustración de la propuesta se incluye el si-
guiente cuadro comparativo:
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Esta reforma corrige un error, devuelve derechos y, sobre
todo, devuelve dignidad, no es un favor, es justicia. Y la
justicia para ser justa debe ser oportuna; porque un derecho
que llega tarde, especialmente para quienes tienen el tiem-
po contado, es un derecho que llega a medias. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto que reforman los artículos 685 Ter y 899-C de
la Ley Federal del Trabajo en materia de conciliación
prejudicial en pensiones

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artículo 685
Ter y se adiciona un último párrafo al artículo 899-C de la
Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue: 

Artículo 685 Ter. … 

I. y II. … 

III. Prestaciones de seguridad social, incluyendo es-
pecíficamente;

a) Pensiones por retiro, cesantía en edad avanza-
da y vejez;

b) Devolución, reconocimiento y pago de aporta-
ciones al Instituto Mexicano del Seguro Social,
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para
los Trabajadores y Sistema de Ahorro para el Re-
tiro;

c) Conflictos relativos a afiliación, cotización, se-
manas de servicio, reconocimiento de períodos y
cualquier aspecto vinculado a derechos pensiona-
rios, y

d) Prestaciones de seguridad social por riesgos de
trabajo, maternidad, enfermedades, invalidez, vi-
da, guarderías y prestaciones en especie. 

IV. a VI. … 

Artículo 899-C. … 

I. a IX. … 

En ningún caso será exigible que la demanda en ma-
teria de seguridad social contenga constancia de
conciliación prejudicial, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 685 Ter, fracción III, de esta ley.
Las demandas que versen sobre pensiones por retiro,
cesantía en edad avanzada y vejez, así como aquellas
que demanden devolución de aportaciones al Institu-
to Mexicano del Seguro Social, Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores o Sis-
tema de Ahorro para el Retiro, podrán presentarse
directamente ante los Tribunales Laborales sin ha-
ber agotado previamente la etapa de conciliación
prejudicial. 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Los procedimientos de conciliación
prejudicial en materia de pensiones por retiro, cesantía en
edad avanzada y vejez, así como los relativos a devolución
de aportaciones al IMSS, Infonavit o Afore, que se en-
cuentren en trámite al momento de entrada en vigor del
presente decreto, quedarán sin efectos inmediatos. Los
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Centros de Conciliación Federal o Locales remitirán de in-
mediato los expedientes a los Tribunales Laborales Fede-
rales o Locales competentes, según corresponda, para su
radicación directa en demanda, sin que sea exigible nueva
constancia de intento de conciliación.

Artículo Tercero. Las demandas desechadas o prevenidas
durante los años 2019-2026 por falta de constancia de con-
ciliación prejudicial en conflictos sobre pensiones de ve-
jez/cesantía o devolución de aportaciones de seguridad so-
cial, deberán ser reexaminadas de oficio por los Tribunales
Laborales Federales o Locales competentes dentro de los
90 días naturales siguientes a la entrada en vigor del pre-
sente decreto. Si la demanda cumple con requisitos de pro-
cedibilidad, se ordenará su radicación sin exigencia de nue-
va conciliación.

El Consejo de la Judicatura Federal y los órganos juris-
diccionales locales emitirán, dentro de los 15 días natu-
rales siguientes a la entrada en vigor del presente decre-
to, un Acuerdo General estableciendo criterios de
priorización para revisión de demandas desechadas, prio-
rizando casos de personas de 65 años o más. 

Artículo Cuarto. Las resoluciones dictadas en procedi-
mientos de conciliación prejudicial sobre pensiones o de-
volución de aportaciones de seguridad social que hayan ad-
quirido firmeza antes de la entrada en vigor del presente
decreto, no se verán afectadas por esta reforma, sin perjui-
cio del derecho de las partes de promover los recursos y
medios de defensa pertinentes conforme a derecho.

Artículo Quinto. El Consejo Federal de Conciliación y
Registro Laboral, en el ámbito de sus atribuciones, expedi-
rá las disposiciones reglamentarias necesarias para imple-
mentar la presente reforma dentro de los 60 días naturales
siguientes a la entrada en vigor de este decreto, estable-
ciendo: 

I. Protocolos expeditos de actuación para los Centros de
Conciliación en materia de pensiones de vejez/cesantía;

II. Directrices para aplicar uniformemente las excepcio-
nes previstas en el artículo 685 Ter, fracción III, de la
Ley Federal del Trabajo, evitando interpretaciones res-
trictivas que contradigan el espíritu de esta reforma; 

III. Procedimientos de remisión inmediata de expedien-
tes a Tribunales Laborales, y 

IV. Capacitación para conciliadores sobre la naturaleza
jurídica especial de conflictos de seguridad social.

Artículo Sexto. Los Centros de Conciliación Federal y lo-
cales deberán mantener estadísticas desagregadas sobre:

I. Cantidad de procedimientos de conciliación sobre
pensiones/seguridad social presentados anualmente, re-
troactivo a 2019; 

II. Tasa de conciliación exitosa en materia de pensiones
vs. otros conflictos laborales;

III. Duración promedio de procedimientos de concilia-
ción en materia de pensiones;

IV. Cantidad de trabajadores adultos mayores de 60
años afectados. 

Dichas estadísticas serán publicadas semestralmente en el
portal del Consejo Federal de Conciliación y servirán co-
mo base para evaluación de la reforma. 

Artículo Séptimo. El Pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, en uso de sus atribuciones conferidas
por el artículo 217 de la Ley de Amparo, revisará la vi-
gencia de la Jurisprudencia 2a./J.19/2022 (11a.) emitida
por la Segunda Sala, a la luz de la presente reforma, y de-
terminará si procede su modificación o interrupción con-
forme a derecho. 

Notas

1 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2022, 9 de marzo). Contra-
dicción de Tesis 360/2021. Segunda Sala. Ministro Ponente: Alberto
Pérez. Dayán.

h t tps : / /www2.sc jn .gob .mx/ ju r id ica /engroses /2 /2021 /
4/2_291693_5922_firmado.pdf 

2 Congreso de la Unión. (2019, 1 de mayo). Decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal
del Trabajo. Diario Oficial de la Federación. 

3 Gaceta Parlamentaria, año XXII, número 5188-II, jueves 3 de ene-
ro de 2019, Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo, en nombre del Grupo Parlamentario
de Morena. 
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tadísticas de Centros de Conciliación Federal 2023-2024. Secretaría
del Trabajo y Previsión Social. 

8 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2022). Jurisprudencia
2a./J.19/2022 (11a.). Semanario Judicial de la Federación. Registro di-
gital 2024532. 

9 Centro de Estudios del Trabajo y de la Seguridad Social. (2024). Es-
tadísticas de Centros de Conciliación Federal 2023-2024. Secretaría
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11 https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/Detalle-
Pub.aspx?AsuntoID=291693 
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15 Organización de Estados Americanos. (1988). Protocolo Adicional
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salva-
dor”. Artículo 9. 

16 Corte Interamericana de Derechos Humanos. (2009). Caso Aceve-
do Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) vs. Pe-
rú. Sentencia de 1 de julio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, Re-
paraciones y Costas). Serie C número 198. 

17 Organización de las Naciones Unidas, Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales. (2008). Observación General número 19:
El derecho a la seguridad social (artículo 9). E/C.12/GC/19.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

EXPIDE LA LEY GENERAL DEL CÁNCER 

«Iniciativa que expide la Ley General del Cáncer, suscrita
por el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las y los le-
gisladores integrantes del Grupo Parlamentario del PAN 

El que suscribe, Éctor Jaime Ramírez Barba, diputado fe-
deral y diputadas y diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, integrante de la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se expide la Ley General del
Cáncer, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El cáncer constituye una de las principales amenazas a la
salud pública a nivel global; la Organización Mundial de la
Salud (OMS) lo ha reconocido como una prioridad dentro
de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), particu-
larmente en la meta 3.4, que busca reducir en un tercio la
mortalidad prematura por enfermedades no transmisibles
para 2030 (Organización de las Naciones Unidas, 2015).
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En el mismo sentido, la Organización Panamericana de la
Salud (OPS) ha instado a los Estados miembros a formular
planes nacionales integrales de control del cáncer que abar-
quen prevención, detección temprana, tratamiento, cuida-
dos paliativos y vigilancia epidemiológica (OPS, 2023). 

El derecho a la protección de la salud, reconocido en el ar-
tículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales (PIDESC), en el artículo 10 del Pro-
tocolo Adicional a la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos en materia de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales (Protocolo de San Salvador), y en el
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, impone al Estado mexicano la obligación
de garantizar progresivamente el acceso a servicios de sa-
lud integrales, oportunos y de calidad. La Observación Ge-
neral No. 14 del Comité de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales de las Naciones Unidas (2000) establece
que el derecho a la salud comprende cuatro elementos
esenciales: disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y
calidad. 

México ha realizado diversos esfuerzos para control del
cáncer; en 2017, el Congreso de la Unión reformó la Ley
General de Salud (LGS) para crear el Registro Nacional de
Cáncer, artículo 161 Bis, publicado en el Diario Oficial de
la Federación DOF el 22 de junio de 2017; en 2021, se ex-
pidió la Ley General para la Detección Oportuna del Cán-
cer en la Infancia y la Adolescencia publicado en el DOF
el 7 de enero de 2021. Sin embargo, el marco jurídico vi-
gente sigue siendo insuficiente para articular una respuesta
integral del Estado frente a todos los tipos de cáncer en la
población general. 

México enfrenta una carga creciente de cáncer asociada a
la transición demográfica y epidemiológica, al envejeci-
miento poblacional y a la mayor exposición a factores de
riesgo como tabaquismo, sedentarismo, alimentación no
saludable y contaminación ambiental. 

Según las Estadísticas de Defunciones Registradas del IN-
EGI, en 2023 se registraron 91,562 defunciones por tumo-
res malignos, equivalentes al 11.4 por ciento del total de fa-
llecimientos en el país; de ellas, 47,976 (52.4 por ciento)
correspondieron a mujeres y 43,586 (47.6 por ciento) a
hombres (INEGI, 2025). Para 2024, la tasa de mortalidad
por tumores malignos aumentó de 70.8 a 73.1 defunciones
por cada 100 mil habitantes (INEGI, 2025b), consolidán-
dose como la tercera causa de muerte en el país, después de
las enfermedades del corazón y la diabetes mellitus. 

De acuerdo con el Observatorio Global de Cáncer (Globocan
2022), México registró 207,154 casos nuevos de cáncer y
96,210 defunciones por esta causa en 2022, con 577,487 ca-
sos prevalentes a cinco años. Los tipos de cáncer con mayor
incidencia fueron: mama 31,043 casos, próstata 26,565, co-
lorrectal 16,082, tiroides 11,392 y cervicouterino 10,348 (In-
ternational Agency for Research on Cancer, 2024). Se pro-
yecta que para 2040, la incidencia de cáncer en México
aumentará entre 60 por ciento y 80 por ciento (Arrieta Rodrí-
guez, O.G., citado en Consultor Salud, 2025). 

Más del 70 por ciento de los pacientes con cáncer en Mé-
xico se diagnostican en etapas avanzadas (III y IV), lo que
reduce significativamente las posibilidades de superviven-
cia y eleva los costos del tratamiento, tanto para las fami-
lias como para el sistema público de salud. 

Las desigualdades en el acceso a la atención oncológica
son pronunciadas: las entidades federativas del sur y sures-
te presentan tasas de supervivencia menores y tiempos de
espera más prolongados para diagnóstico y tratamiento.
Existe una centralización de la atención especializada en
pocas instituciones y una fragmentación del sistema de sa-
lud que impide la coordinación efectiva entre los diferentes
prestadores de servicios. 

El análisis del marco jurídico vigente revela las siguientes
insuficiencias normativas que justifican la expedición de
una ley general en la materia: 

a) Dispersión normativa. Las disposiciones relativas al
cáncer se encuentran fragmentadas en diversos ordena-
mientos: la Ley General de Salud en artículos 3o, fracción
XVI Bis; 7o, fracción X Bis; y 161 Bis, la Ley General pa-
ra la Detección Oportuna del Cáncer en la Infancia y la
Adolescencia, normas oficiales mexicanas sectoriales y
programas específicos. No existe un instrumento jurídico
único que articule de manera integral la política nacional
de atención al cáncer para la población general. 

b) Ausencia de mecanismos de coordinación interinstitu-
cional. La legislación vigente no establece un sistema for-
mal de coordinación entre las instituciones del Sistema Na-
cional de Salud, Secretaría de Salud, IMSS, ISSSTE,
Sedena, Semar, IMSS-Bienestar y servicios estatales, para
la atención oncológica, lo que genera duplicidades, inequi-
dades y pérdida de eficiencia en la utilización de recursos. 

c) Inexistencia del Registro Nacional de Cáncer. Aunque el
artículo 161 Bis de la LGS crea el Registro Nacional de
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Cáncer, éste no ha logrado su consolidación operativa ni
cuenta con los mecanismos normativos suficientes para ga-
rantizar la obligatoriedad de reporte por parte de todas las
instituciones, la periodicidad de publicación de informa-
ción ni la utilización de sus datos para la planificación es-
tratégica. 

d) Falta de garantía explícita de financiamiento. No existe
en la legislación vigente un mecanismo que asegure recur-
sos mínimos etiquetados para la atención integral del cán-
cer. El Fondo de Salud para el Bienestar (artículo 77 Bis 29
de la LGS) destina recursos a enfermedades de alto costo,
pero sin mandato específico que garantice la suficiencia
para la atención oncológica. 

e) Vacío en la regulación de tratamientos y medicamentos
innovadores. La legislación vigente no prevé mecanismos
específicos para la incorporación oportuna de tecnologías,
terapias y medicamentos innovadores contra el cáncer al
sistema público de salud. 

Estas insuficiencias no pueden resolverse mediante medi-
das administrativas, presupuestales o reglamentarias aisla-
das, pues requieren de un instrumento legal de rango gene-
ral que establezca competencias, derechos, obligaciones y
mecanismos de coordinación vinculantes para todas las
instituciones del Sistema Nacional de Salud. 

Por ello, la presente iniciativa tiene por objeto expedir la
Ley General del Cáncer, para establecer las bases de coor-
dinación entre la Federación, las entidades federativas y los
municipios, así como entre las instituciones del Sistema
Nacional de Salud, a fin de garantizar la atención integral
del cáncer como parte del derecho a la protección de la sa-
lud reconocido en el artículo 4o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos. 

El contenido de nuestra propuesta de iniciativa de Ley Ge-
neral del Cáncer se estructura en ocho capítulos y artículos
transitorios, con el siguiente contenido: 

• Capítulo I. Disposiciones generales: objeto, ámbito de
aplicación, definiciones y principios rectores. 

• Capítulo II. Derechos de las personas con sospecha o
diagnóstico de cáncer: catálogo de derechos a la aten-
ción integral, incluyendo detección, diagnóstico, trata-
miento, cuidados paliativos, información, protección la-
boral y perspectiva de género e inclusión. 

• Capítulo III. Coordinación de los servicios de atención
integral: creación del Sistema Nacional de Coordina-
ción de los Servicios de Atención al Cáncer, su integra-
ción, presidencia, secretaría técnica y facultades. 

• Capítulo IV. Estrategia Nacional de Atención Integral
al Cáncer: objetivos, contenido mínimo y mecanismos
de seguimiento y evaluación. 

• Capítulo V. Financiamiento: mandatos para la consi-
deración presupuestaria, vinculación con el Fondo de
Salud para el Bienestar y mecanismo de reembolso. 

• Capítulo VI. Registro Nacional de Cáncer: disposicio-
nes complementarias a la LGS, obligación de reporte,
publicación periódica de información e informe anual. 

• Capítulo VII. Tratamientos y medicamentos innovado-
res: definición, requisitos regulatorios, inclusión en el
Compendio Nacional de Insumos para la Salud y pro-
moción de la investigación. 

• Capítulo VIII. Disposiciones finales: régimen de res-
ponsabilidades y remisión a regulación secundaria. 

Con la eventual aprobación de esta iniciativa de ley se for-
talecerá el ejercicio del derecho a la protección de la salud
para las más de 207,000 personas que anualmente son
diagnosticadas con cáncer en México, así como para sus
familias; se garantizará un piso mínimo de derechos exigi-
bles frente a las instituciones del sistema de salud. 

En materia institucional, se generará un mecanismo formal
de coordinación que reducirá la fragmentación del sistema
de salud en la atención oncológica, mejorará la eficiencia
en el uso de recursos y facilitará la referencia y contrarre-
ferencia de pacientes. 

En materia de información, se fortalece el Registro Nacio-
nal de Cáncer lo que permitirá contar con datos epidemio-
lógicos confiables para la planeación estratégica, la asigna-
ción de recursos y la evaluación de resultados. 

En materia de género e inclusión, la ley integrará de for-
ma transversal la perspectiva de género en la atención
oncológica, reconociendo las necesidades específicas de
mujeres (cáncer de mama, cervicouterino, ovario) y de
grupos en situación de vulnerabilidad (población infan-
til, personas indígenas, personas con discapacidad, per-
sonas en condición de pobreza). 
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En materia presupuestal, la implementación requerirá de
recursos que deberán preverse en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación; pero se estima que la inversión en
prevención y detección temprana generará ahorros signifi-
cativos al reducir los costos asociados al tratamiento de
cáncer en etapas avanzadas. 

La presente iniciativa es congruente con las siguientes obli-
gaciones internacionales del Estado mexicano entre las que
destacan: 

• PIDESC, artículo 12: derecho al más alto nivel posible
de salud, que incluye la prevención y el tratamiento de
enfermedades epidémicas y endémicas.

• Protocolo de San Salvador, artículo 10: derecho a la
salud con extensión a los beneficios de los progresos
científicos. 

• Agenda 2030 de las Naciones Unidas (ODS): meta 3.4
(reducción de la mortalidad prematura por enfermeda-
des no transmisibles) y meta 3.8 (cobertura sanitaria
universal). 

• Resolución WHA70.12 de la OMS (2017): prevención
y control del cáncer en el contexto de un enfoque inte-
grado. 

• Estrategia y Plan de Acción de la OPS para la Preven-
ción y Control del Cáncer (2023): fortalecimiento de
planes nacionales integrales de control del cáncer. 

• Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer (CEDAW): acceso a
servicios de atención de salud apropiados, incluidos los
relacionados con el cáncer. 

• Convención sobre los Derechos del Niño (CDN): de-
recho al disfrute del más alto nivel posible de salud,
complementario a la ley específica de cáncer infantil vi-
gente. 

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, que se so-
mete a la consideración de esta Soberanía el siguiente pro-
yecto de 

Decreto por el que se expide la Ley General del Cáncer

Artículo Único. Se expide la Ley General del Cáncer, pa-
ra quedar como sigue: 

Ley General del Cáncer

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto establecer las ba-
ses de coordinación entre la Federación, las entidades federa-
tivas y los municipios, así como entre las instituciones del
Sistema Nacional de Salud, para garantizar la atención inte-
gral del cáncer como parte del derecho a la protección de la
salud establecido en el párrafo cuarto del artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Sus disposiciones son de orden público, interés social y ob-
servancia general en el territorio nacional. Su aplicación
será sin perjuicio de lo establecido en la Ley General de
Salud, la Ley General para la Detección Oportuna del Cán-
cer en la Infancia y la Adolescencia y demás legislación
aplicable. 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. Atención integral del cáncer: conjunto de acciones de
prevención, detección temprana, diagnóstico, tratamien-
to, rehabilitación y cuidados paliativos dirigidas a las
personas con sospecha o diagnóstico de cáncer;

II. Cáncer: grupo de enfermedades caracterizadas por el
crecimiento descontrolado y la diseminación de células
anormales, incluyendo tumores malignos sólidos y neo-
plasias hematológicas;

III. Compendio: el Compendio Nacional de Insumos pa-
ra la Salud;

IV. Estrategia Nacional: la Estrategia Nacional de Aten-
ción Integral al Cáncer;

V. IMSS-Bienestar: el organismo Servicios de Salud del
Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar;

VI. Ley: la presente Ley General del Cáncer;

VII. Registro: el Registro Nacional de Cáncer estableci-
do en la Ley General de Salud;

VIII. Secretaría: la Secretaría de Salud federal;

IX. Sistema de Coordinación: el Sistema Nacional de
Coordinación de los Servicios de Atención al Cáncer;
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X. Sistema Nacional de Salud: el sistema a que se refie-
re el artículo 5o de la Ley General de Salud; 

XI. Tratamientos y medicamentos innovadores: las nue-
vas tecnologías terapéuticas, incluidos dispositivos mé-
dicos y medicamentos biotecnológicos, biocomparables
o de terapia avanzada, cuya eficacia, seguridad y cali-
dad hayan sido acreditadas conforme a la regulación sa-
nitaria aplicable. 

Artículo 3. La aplicación de esta Ley se regirá por los si-
guientes principios rectores: 

I. Universalidad: toda persona en territorio nacional tie-
ne derecho a la atención integral del cáncer, sin discri-
minación alguna;

II. Progresividad: el Estado ampliará de manera conti-
nua y verificable la cobertura, calidad y oportunidad de
los servicios oncológicos;

III. Integralidad: la atención del cáncer abarcará desde
la prevención hasta los cuidados paliativos, con un en-
foque centrado en la persona; 

IV. Equidad: se priorizarán acciones para reducir las
desigualdades en el acceso a la atención oncológica en-
tre regiones, grupos poblacionales e instituciones;

V. Calidad: los servicios de atención al cáncer se presta-
rán conforme a la mejor evidencia científica disponible;

VI. Perspectiva de género: se reconocerán y atenderán
las necesidades diferenciadas de mujeres y hombres en
la prevención, detección y tratamiento del cáncer;

VII. Interés superior de la niñez: en la atención oncoló-
gica de personas menores de dieciocho años se observa-
rá en todo momento el interés superior del menor, de
conformidad con la legislación aplicable;

VIII. Inclusión: se garantizará la accesibilidad de los
servicios oncológicos para personas con discapacidad,
personas indígenas, personas afromexicanas, personas
adultas mayores y demás grupos en situación de vulne-
rabilidad, y

IX. Coordinación interinstitucional: las instituciones del
Sistema Nacional de Salud actuarán de manera articula-

da para optimizar recursos y garantizar la continuidad
de la atención. 

Capítulo II. 
Derechos de las Personas con Sospecha 

o Diagnóstico de Cáncer

Artículo 4. Toda persona con sospecha o diagnóstico de
cáncer tendrá garantizado el derecho a recibir atención in-
tegral en los servicios públicos de salud, la cual deberá in-
cluir estudios y análisis clínicos, diagnóstico, tratamiento,
rehabilitación, cuidados paliativos y acceso a medicamen-
tos, incluyendo los innovadores que se incorporen al Com-
pendio. 

Artículo 5. El derecho a la atención integral del cáncer
comprenderá, de manera enunciativa y no limitativa: 

I. El acceso a pruebas diagnósticas para la detección
oportuna del cáncer conforme a los criterios de edad,
sexo y factores de riesgo que establezcan las normas
oficiales mexicanas y guías de práctica clínica aplica-
bles; las personas que presenten signos o síntomas su-
gestivos de cáncer deberán ser referidas de manera in-
mediata para su confirmación diagnóstica y, en su
caso, tratamiento;

II. La atención por personal de salud especializado en
instituciones acreditadas para la prestación de servicios
oncológicos, así como un trato preferencial en caso de
urgencia; 

III. El acceso a tratamientos y medicamentos necesarios
de acuerdo con las necesidades clínicas del paciente, in-
cluidos los tratamientos y medicamentos innovadores
incorporados al Compendio;

IV. Un trato digno y respetuoso por parte del personal de
salud, así como información clara, oportuna y veraz so-
bre su estado de salud, pronóstico, riesgos y alternativas
de tratamiento; 

V. El acceso a cuidados paliativos y tratamiento del do-
lor de conformidad con la legislación aplicable;

VI. Las facilidades necesarias para acudir a diagnósticos
preventivos o tratamientos de cáncer, sin afectación de
sus derechos laborales o salariales, de conformidad con
la legislación laboral vigente;
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VII. La atención con perspectiva de género, reconocien-
do las particularidades de los cánceres que afectan de
manera diferenciada a mujeres y hombres; 

VIII. La accesibilidad de los servicios para personas con
discapacidad, personas indígenas y personas pertene-
cientes a otros grupos en situación de vulnerabilidad, in-
cluyendo intérpretes o mediadores culturales cuando sea
necesario, y 

IX. Las demás que establezcan la Ley General de Salud,
la Ley General para la Detección Oportuna del Cáncer
en la Infancia y la Adolescencia y demás disposiciones
aplicables. 

Capítulo III. 
Del Sistema Nacional de Coordinación de 

los Servicios de Atención al Cáncer

Artículo 6. Se crea el Sistema Nacional de Coordinación de
los Servicios de Atención al Cáncer como mecanismo de
coordinación entre las instituciones públicas, de seguridad
social y las demás que integran el Sistema Nacional de Sa-
lud, para articular las acciones de prevención, detección,
atención y seguimiento de las personas con sospecha o
diagnóstico de cáncer. 

Artículo 7. La Secretaría será la encargada de establecer y
coordinar el Sistema de Coordinación. Para tal efecto, emi-
tirá los lineamientos correspondientes.

Artículo 8. Las instituciones del Sistema Nacional de Salud
que brinden servicios de atención oncológica deberán par-
ticipar en el Sistema de Coordinación y establecer los
acuerdos o convenios necesarios para la referencia y con-
trarreferencia de pacientes, a fin de garantizar la atención
integral oportuna y de calidad.

Artículo 9. El Sistema de Coordinación se integrará por los
titulares de las instituciones del Sistema Nacional de Salud
que otorguen servicios de atención al cáncer. El Sistema se-
rá presidido por la persona titular de la Secretaría y conta-
rá con una secretaría técnica a cargo de la persona titular
del Instituto Nacional de Cancerología.

El Sistema se reunirá en sesión ordinaria al menos una vez
cada trimestre y en sesión extraordinaria cuando sea con-
vocado por la presidencia o por la mayoría de sus inte-
grantes. Sus acuerdos se adoptarán por mayoría de los in-
tegrantes presentes. 

Por acuerdo del Sistema, podrán participar con voz, pero sin
voto representantes de instituciones académicas y de investi-
gación, sociedades científicas, asociaciones de pacientes y
personas profesionales expertas en materia oncológica.

Artículo 10. El Sistema de Coordinación tendrá las si-
guientes facultades: 

I. Participar en la elaboración y actualización del Pro-
grama Específico de Prevención y Control del Cáncer y
de la Estrategia Nacional, en el marco del Programa
Sectorial de Salud; 

II. Participar en la elaboración de guías de práctica clí-
nica, protocolos y normas oficiales mexicanas en mate-
ria de atención al cáncer;

III. Proponer acciones para la adopción de las mejores
prácticas internacionales y de tecnologías innovadoras
para el diagnóstico y tratamiento del cáncer;

IV. Establecer mecanismos de seguimiento y evaluación
de las acciones del Programa Específico y de la Estrate-
gia Nacional, así como proponer acciones de mejora;

V. Proponer estándares de calidad para los procedimien-
tos de diagnóstico y tratamiento del cáncer basados en
evidencia científica, así como la adquisición de equipos
médicos y tecnología innovadora;

VI. Colaborar en la integración y actualización del Re-
gistro Nacional de Cáncer conforme a lo establecido en
la Ley General de Salud;

VII. Promover la formación, capacitación y educación
continua del personal de salud en el diagnóstico y trata-
miento del cáncer, así como la colaboración con institu-
ciones de investigación;

VIII. Promover políticas de atención integral que inclu-
yan los cuidados paliativos multidisciplinarios y la aten-
ción del dolor;

IX. Establecer los mecanismos para la conformación de
una red de instituciones de referencia y contrarreferen-
cia oncológica a nivel nacional, regional y estatal;

X. Promover, en cada institución, la integración de con-
sejos técnicos multidisciplinarios especializados en el
diagnóstico y atención de los diferentes tipos de cáncer;
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XI. Generar informes periódicos sobre el desempeño del
Sistema de Coordinación, incluyendo información y es-
tadísticas sobre la atención integral del cáncer, los cua-
les serán puestos a disposición del público de forma
transparente y accesible, y 

XII. Las demás que le confiera la presente Ley y la le-
gislación aplicable. 

Capítulo IV. 
De la Estrategia Nacional de Atención

Integral al Cáncer

Artículo 11. La Estrategia Nacional de Atención Integral al
Cáncer tendrá por objeto establecer las acciones guberna-
mentales para disminuir la morbilidad y mortalidad por los
principales tipos de cáncer, mediante la prevención, la de-
tección oportuna, el diagnóstico eficaz, la referencia inme-
diata y articulada para tratamiento especializado y los cui-
dados paliativos. 

La Estrategia deberá integrar mecanismos para: 

I. Fortalecer las acciones de prevención del cáncer a tra-
vés de la promoción de estilos de vida saludable, ali-
mentación adecuada y actividad física; 

II. Garantizar la detección temprana, el diagnóstico
oportuno y el acceso inmediato al tratamiento adecuado
según las necesidades específicas de cada persona;

III. Fortalecer la infraestructura y el equipamiento de las
unidades de atención oncológica;

IV. Desarrollar las capacidades técnicas del personal de
salud, y 

V. Establecer mecanismos de seguimiento, evaluación y
mejora continua. 

Artículo 12. La Estrategia Nacional señalará los mecanis-
mos de coordinación entre las instituciones integrantes del
Sistema de Coordinación para garantizar la atención inte-
gral. Cuando sea posible, el seguimiento y control de los
pacientes se realizará mediante atención domiciliaria o a
distancia con apoyo de tecnologías de la información y co-
municación, de conformidad con las disposiciones regla-
mentarias aplicables. 

Artículo 13. La Estrategia Nacional deberá considerar la
inclusión y adopción de nuevas tecnologías, terapias, me-
dicamentos e insumos innovadores para personas con cán-
cer, así como los tratamientos para el alivio del dolor y los
cuidados paliativos. 

Capítulo V. 
Del Financiamiento para la Atención 

Integral al Cáncer

Artículo 14. La Secretaría, el IMSS-Bienestar y la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público considerarán anualmen-
te el financiamiento de las acciones de la Estrategia Nacio-
nal en la elaboración del proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación que el Ejecutivo Federal envíe a
la Cámara de Diputados. 

Artículo 15. Además de los recursos señalados en el ar-
tículo anterior, se considerarán los recursos del Fondo de
Salud para el Bienestar establecido en la Ley General de
Salud, destinados a la atención de enfermedades que im-
pliquen un alto costo en tratamientos y medicamentos aso-
ciados, una parte de los cuales, conforme a la demanda, se
destinará a la atención integral del cáncer, la adquisición de
medicamentos oncológicos y demás insumos médicos rela-
cionados. 

Artículo 16. La Secretaría o el IMSS-Bienestar, según co-
rresponda, con cargo a su presupuesto, establecerá un me-
canismo de reembolso para cubrir los gastos en que haya
incurrido una persona con diagnóstico de cáncer cuando
no hubiere recibido la atención o los medicamentos en el
sistema público de salud, de conformidad con los linea-
mientos que al efecto se emitan. 

Capítulo VI. 
Del Registro Nacional de Cáncer

Artículo 17. Además de las disposiciones establecidas en la
Ley General de Salud respecto del Registro Nacional de
Cáncer, éste se integrará con una base de datos que provea
información consistente, completa, oportuna y de calidad
sobre los casos de cáncer a nivel nacional y regional. 

Artículo 18. Las instituciones del Sistema Nacional de Sa-
lud que proporcionen u ofrezcan servicios de atención on-
cológica estarán obligadas a reportar la información sobre
los casos de cáncer necesaria para la integración y actuali-
zación del Registro, en los términos y plazos que establez-
can las disposiciones reglamentarias. 
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Artículo 19. La integración, coordinación y actualización
del Registro corresponderá a la Secretaría, la cual se auxi-
liará del Instituto Nacional de Cancerología para el ejerci-
cio de sus atribuciones en esta materia. 

La Secretaría, a propuesta del Sistema de Coordinación,
podrá establecer comités o grupos de trabajo para mejorar
la operación, calidad de la información, efectividad y efi-
ciencia del Registro. 

Artículo 20. La información estadística generada por el Re-
gistro se publicará semestralmente a través de los medios que
determine la Secretaría, desagregada por entidad federativa,
institución del Sistema Nacional de Salud, unidad médica, ti-
po de tumor, sexo y grupo etario. 

El Instituto Nacional de Cancerología publicará anualmen-
te en su página de Internet un informe que contenga el acu-
mulado de mortalidad e incidencia de casos de cáncer por
región, así como el análisis específico de sobrevida. 

Artículo 21. La Secretaría emitirá el reglamento corres-
pondiente para establecer las bases de organización, inte-
gración y coordinación del Registro, de conformidad con
lo dispuesto en la Ley General de Salud y la presente ley. 

Capítulo VII. 
De los Tratamientos y Medicamentos Innovadores

contra el Cáncer

Artículo 22. Los tratamientos, medicamentos y dispositi-
vos médicos innovadores para el cáncer deberán cumplir
con todos los requisitos que establece la regulación sanita-
ria aplicable, acreditando su eficacia, seguridad y calidad. 

Artículo 23. El Sistema de Coordinación propondrá la in-
clusión en el Compendio Nacional de Insumos para la Sa-
lud de nuevas tecnologías, dispositivos médicos y medica-
mentos biotecnológicos contra el cáncer, conforme a los
procedimientos establecidos en la legislación sanitaria vi-
gente. 

Artículo 24. La Secretaría promoverá la investigación y el
desarrollo de tratamientos, terapias, medicamentos y dis-
positivos médicos innovadores contra el cáncer, en coordi-
nación con las instituciones de educación superior, centros
de investigación y el sector privado. 

Capítulo VIII. 
Disposiciones Finales

Artículo 25. El incumplimiento de las disposiciones conteni-
das en la presente Ley será sancionado conforme a la Ley Ge-
neral de Responsabilidades Administrativas, la Ley General
de Salud y demás disposiciones jurídicas aplicables, conside-
rando la naturaleza y la gravedad del incumplimiento. 

Artículo 26. En lo no previsto por la presente Ley, se apli-
carán de manera supletoria las disposiciones de la Ley Ge-
neral de Salud y demás legislación aplicable. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. La Secretaría de Salud expedirá los lineamientos
para la integración y funcionamiento del Sistema Nacional
de Coordinación de los Servicios de Atención al Cáncer
dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la
entrada en vigor del presente decreto. 

Tercero. La Secretaría de Salud publicará la Estrategia
Nacional de Atención Integral al Cáncer dentro de los cien-
to ochenta días naturales siguientes a la entrada en vigor
del presente decreto. 

Cuarto. La Secretaría de Salud expedirá y armonizará las
disposiciones reglamentarias que correspondan, incluyen-
do las relativas al Registro Nacional de Cáncer, dentro de
los ciento ochenta días naturales siguientes a la entrada en
vigor del presente decreto. 

Quinto. Las erogaciones que se generen con motivo de la en-
trada en vigor del presente decreto se cubrirán con cargo al
presupuesto autorizado de las dependencias y entidades in-
volucradas. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la
Secretaría de Salud y el IMSS-Bienestar realizarán las ade-
cuaciones presupuestarias correspondientes para el cumpli-
miento de esta Ley, a partir del ejercicio fiscal inmediato si-
guiente a la entrada en vigor del presente decreto. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen, y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.

LEY GENERAL DE SALUD 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
en la Ley General de Salud, en materia de enfermedades
raras, suscrita por el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba
y las y los legisladores integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

El que suscribe, Éctor Jaime Ramírez Barba, del Grupo
Parlamentario del PAN, en la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones en la
Ley General de Salud, en materia de enfermedades raras, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las enfermedades raras, según la definición proporcionada
por la Organización Mundial de la Salud (OMS), son aque-
llas condiciones médicas que afectan a una proporción re-
ducida de la población, específicamente a menos de cinco
personas por cada 10 mil habitantes. Este umbral estable-
cido por la OMS refleja la baja prevalencia de estas enfer-
medades en comparación con otras condiciones de salud
más comunes. Es importante destacar que, a pesar de su ba-
ja frecuencia, la suma total de enfermedades raras es con-
siderable, superando las siete mil enfermedades identifica-
das hasta la fecha.

La rareza de estas enfermedades no solo se relaciona con
su incidencia limitada en la población, sino también con la
diversidad y complejidad de los trastornos que abarcan.
Cada una de estas más de siete mil enfermedades raras pre-
senta características únicas, lo que complica aún más su
identificación, diagnóstico y tratamiento. Algunas de estas
condiciones son genéticas, mientras que otras pueden ser
adquiridas a lo largo de la vida, lo que añade una capa adi-
cional de complejidad a su comprensión y manejo clínico.

El impacto de las enfermedades raras en la calidad de vida
de los afectados es significativo. La falta de conocimiento
sobre estas condiciones a menudo conduce a retrasos en el
diagnóstico, lo que puede provocar la progresión no con-
trolada de la enfermedad y la ausencia de tratamientos ade-
cuados. Además, la naturaleza crónica y, en muchos casos,
debilitante de estas enfermedades implica una necesidad
continua de atención médica especializada y apoyo inte-
gral.

En ese sentido, la visión de los Objetivos de Desarrollo
Sostenible es un mundo en el que nadie se quede atrás, in-
cluidas las personas que padecen enfermedades raras. El
hecho de que una enfermedad afecte a un número reducido
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de personas no la convierte en irrelevante o menos impor-
tante que las enfermedades que afectan a millones... direc-
tor general de la OMS, doctor Tedros Adhanom Ghebreye-
sus, Declaración del Día de las Enfermedades Raras,
febrero de 2018.

La identificación de enfermedades raras representa un de-
safío significativo, ya que su baja prevalencia dificulta su
reconocimiento y diagnóstico oportuno. Con frecuencia,
los pacientes pasan por largos períodos sin un diagnóstico
certero, lo que contribuye a la progresión de la enfermedad
y a la falta de acceso a tratamientos adecuados. La falta de
conciencia y conocimiento en el ámbito médico y la au-
sencia de herramientas de tamizaje ampliado contribuyen a
este retraso en el diagnóstico.

La atención a pacientes con enfermedades raras requiere un
enfoque integral y multidisciplinario. Es esencial propor-
cionar servicios de salud especializados que aborden las
necesidades específicas de estos pacientes, incluyendo tra-
tamientos personalizados, terapias de apoyo y seguimiento
continuo. Además, se hace necesario fomentar la investiga-
ción y el desarrollo de medicamentos específicos para es-
tas enfermedades, dada la escasez de opciones terapéuticas
disponibles.

Los pacientes con enfermedades raras a menudo enfrentan
dificultades para acceder a servicios de atención médica es-
pecializada y tratamientos adecuados. La atención integral
debe considerar aspectos emocionales, sociales y económi-
cos, garantizando la inclusión de los pacientes en la socie-
dad y proporcionando apoyo a sus familias. La creación de
centros de referencia especializados y el acceso a terapias
innovadoras son esenciales para satisfacer las necesidades
específicas de esta población.

Los sistemas de salud enfrentan numerosos desafíos en la
atención a pacientes con enfermedades raras. La falta de
conocimiento y conciencia, la fragmentación en la atención
médica, los altos costos de tratamientos específicos y la au-
sencia de registros nacionales que permitan una planifica-
ción adecuada son algunos de los obstáculos que impiden
una respuesta eficaz a estas enfermedades. La coordinación
a nivel nacional se vuelve fundamental para garantizar un
abordaje coherente y efectivo.

En México se reconocían 20 enfermedades raras, como el
Síndrome de Turner, Enfermedad de Pompe, Hemofilia,
Espina Bífida, Fibrosis Quística, Histiocitosis, Hipotiroi-
dismo Congénito, Fenilcetonuria, Galactosemia, Enferme-

dad de Gaucher Tipo 1, 2 y3, Enfermedad de Fabry, Hiper-
plasia Suprarrenal Congénita, Homocistinuria, entre otras.

Se estima que 350 millones de personas en el mundo pade-
cen alguna “enfermedad rara” o poco común. En México
hay entre 8 y más de 10 millones de personas que padecen
este tipo de enfermedades.

No obstante, de conformidad con el acuerdo por el que se
reconocen las enfermedades raras incorporadas en la Clasi-
ficación Internacional de Enfermedades emitida por la Or-
ganización Mundial de la Salud, publicado por el Consejo
de Salubridad General el 26 de junio de 2023, se reconocen
en el país, las enfermedades raras incorporadas en la Clasi-
ficación Internacional de Enfermedades, emitida por la Or-
ganización Mundial de la Salud.

En ese sentido, dicho acuerdo establece medidas para:

Exhortar a las dependencias y entidades, tanto de la admi-
nistración pública federales como local, que conforman el
Sistema Nacional de Salud, a fortalecer la atención prima-
ria a la salud, para proporcionar, en términos de las dispo-
siciones jurídicas aplicables, el acceso a servicios de salud
de calidad, accesibles, asequibles, seguros y oportunos, a
las personas que viven con una enfermedad rara, con el ob-
jeto de cumplir con las finalidades del derecho a la protec-
ción de salud, establecidas en el artículo 2o de la Ley Ge-
neral de Salud.

Exhortar a las dependencias y entidades públicas, tanto fede-
rales como locales, del Sistema Nacional de Salud, a fortale-
cer los esquemas y mecanismos de información, análisis, es-
tudio, investigación y capacitación de las enfermedades raras.

Que la Comisión del Compendio Nacional de Insumos pa-
ra la Salud dará prioridad a la inclusión de medicamentos
huérfanos, como tecnologías innovadoras que contribuyan
a mejorar la calidad en la prestación de los servicios a la
población.

Que las dependencias y entidades públicas, tanto federales
como locales, del Sistema Nacional de Salud, en términos
de lo ordenado en el artículo 29 de la Ley General de Salud,
determinen de los insumos contenidos en el Compendio
Nacional de Insumos para la Salud, la lista de medicamen-
tos y otros insumos esenciales para la salud, para otorgar, en
el ámbito de su competencia, la prestación de servicios de
salud a la población.
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Uno de los mayores retos en México es la falta de un mar-
co regulatorio robusto que facilite el desarrollo y la apro-
bación de medicamentos para enfermedades raras. A dife-
rencia de Estados Unidos y la Unión Europea, donde
existen leyes y recomendaciones específicas para incenti-
var la investigación y el acceso a tratamientos, en México
aún se carece de políticas integrales que aborden estas ne-
cesidades. Esta ausencia contribuye a la escasa disponibili-
dad de medicamentos y tratamientos especializados, au-
mentando las desigualdades en el acceso a la salud.

Además, las disparidades económicas y sociales en el país
significan que muchas familias no tienen los recursos nece-
sarios para costear tratamientos importados o asistir a centros
médicos especializados, limitando aún más las oportunidades
de mejorar la calidad de vida de los pacientes.

Los informes recientes de organismos como la Administra-
ción de Alimentos y Medicamentos de Estados Unidos
(FDA) y la Agencia Europea de Medicamentos (EMA)
ofrecen valiosas lecciones sobre cómo abordar estos des-
afíos. Entre las recomendaciones clave se destacan:

A. Fortalecimiento de mecanismos para integrar la opi-
nión de los pacientes: Involucrar a las personas afecta-
das por enfermedades raras en todo el proceso de desa-
rrollo de medicamentos puede garantizar que las
soluciones propuestas realmente respondan a sus nece-
sidades.

B. Fomento de la colaboración internacional: La coope-
ración entre agencias regulatorias permite compartir in-
formación y recursos, optimizando el proceso de apro-
bación y asegurando la calidad de los tratamientos
disponibles.

C. Incentivos para la investigación y el desarrollo: Esta-
blecer beneficios fiscales y financieros para las empre-
sas que inviertan en medicamentos para enfermedades
raras puede acelerar la llegada de tratamientos al mer-
cado.

D. Implementar estrategias similares en México podría
transformar el panorama actual, facilitando el acceso a
tratamientos innovadores y mejorando significativa-
mente la calidad de vida de los pacientes.

La recopilación y el análisis de datos sobre la naturalidad de
las enfermedades raras son esenciales para entender su im-
pacto y diseñar intervenciones efectivas. Programas que apo-

yen la creación de registros de pacientes y estudios longitu-
dinales pueden proporcionar una base sólida para la investi-
gación científica y el desarrollo de tratamientos específicos.
En México, es fundamental invertir en infraestructura y for-
mación que permita la estandarización y el acceso a estos da-
tos, facilitando así la colaboración entre instituciones y ace-
lerando el proceso de descubrimiento y aprobación de nuevos
medicamentos.

Es vital asegurar que todos los pacientes, independiente-
mente de su ubicación geográfica o condición socioeconó-
mica, tengan acceso equitativo a los tratamientos disponi-
bles. Programas de apoyo financiero, cobertura médica
ampliada y acceso a centros especializados son pasos ne-
cesarios para reducir las desigualdades existentes. Además,
brindar apoyo psicológico y social a las familias impacta-
das puede aliviar el estrés y mejorar la cohesión comunita-
ria, creando un entorno más comprensivo y solidario.

El gobierno mexicano, en colaboración con instituciones
privadas y organizaciones no gubernamentales, debe prio-
rizar la formulación e implementación de políticas que
aborden las necesidades de las personas con enfermedades
raras. Inspirarse en las recomendaciones de organismos in-
ternacionales y adaptarlas al contexto local es un camino
viable para avanzar hacia un sistema de salud más inclusi-
vo y eficiente.

Además, es crucial fomentar la conciencia pública sobre
estas condiciones, eliminando estigmas y promoviendo una
cultura de empatía y apoyo. Las historias de lucha y resi-
liencia de quienes viven con enfermedades raras pueden
servir como poderosos testimonios para movilizar recursos
y generar un cambio significativo en la percepción social y
las políticas de salud.

Aunque el camino por recorrer es largo, existen oportuni-
dades para transformar la realidad de las enfermedades ra-
ras en México. La implementación de estrategias regulato-
rias flexibles, la promoción de la investigación
colaborativa y el fortalecimiento del apoyo a pacientes y
familias son pilares fundamentales para lograr un avance
sostenible.

Es responsabilidad de todos —gobierno, sector privado,
comunidad científica y sociedad en general— unir esfuer-
zos para garantizar que nadie quede atrás en la lucha con-
tra las enfermedades raras. Solo a través de un compromi-
so colectivo y una acción decidida podremos construir un
futuro donde cada persona, independientemente de su con-
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dición, tenga acceso a la atención y los recursos necesarios
para llevar una vida plena y digna.

La empatía y la solidaridad deben guiar nuestras acciones,
reconociendo que detrás de cada diagnóstico existe una
historia única y valiente. Al enfrentar juntos estos desafíos,
podemos cerrar las brechas existentes y ofrecer esperanza
a quienes más lo necesitan.

Reconocer la existencia de las enfermedades raras no solo
arroja luz sobre la experiencia de quienes las padecen, sino
que también marca un hito crucial en la promoción de la in-
vestigación y el acceso a la atención médica.

La visibilidad de estas enfermedades impulsa una mayor con-
ciencia pública, reduciendo el estigma y fomentando un en-
tendimiento más profundo de las complejidades asociadas
con estos trastornos poco comunes. Al hacerlo, se establece
una base sólida para la promoción de la investigación cientí-
fica en el campo de las enfermedades raras, abriendo la puer-
ta a nuevos descubrimientos y tratamientos innovadores.

La visibilidad también desempeña un papel esencial en fa-
cilitar el diagnóstico temprano de las enfermedades raras.
Con una mayor conciencia, los profesionales de la salud
pueden estar mejor preparados para reconocer los sínto-
mas, lo que lleva a diagnósticos más rápidos y precisos.

En ese contexto, en principio, las instituciones de salud de-
ben impulsar acciones para la detección oportuna y trata-
miento de las enfermedades raras a través de la ampliación
del tamiz neonatal, el desarrollo de pruebas diagnósticas e
investigación.

La ampliación del tamiz neonatal constituye una medida
crucial para la detección temprana de enfermedades raras.
La inclusión de pruebas específicas en el tamiz neonatal
permitirá identificar posibles trastornos desde las primeras
etapas de la vida, facilitando un diagnóstico oportuno y el
inicio de intervenciones terapéuticas antes de que se des-
arrollen complicaciones severas. Este enfoque preventivo
es esencial para mejorar los resultados de salud a largo pla-
zo de los niños afectados.

A su vez, la investigación terapéutica representa una face-
ta esencial en la mejora de la atención a pacientes con en-
fermedades raras. El impulso a la investigación no solo
busca comprender mejor la base genética y molecular de
estas enfermedades, sino también desarrollar tratamientos
específicos y personalizados. La promoción de estudios

clínicos y la colaboración con la comunidad científica na-
cional e internacional son elementos clave para avanzar en
el conocimiento y abordaje de estas condiciones, ofrecien-
do esperanza a aquellos afectados y sus familias.

Quienes firmamos esta iniciativa consideramos que, la
identificación y abordaje de las enfermedades raras de-
mandan un enfoque más específico y personalizado en la
atención médica.

Ante la necesidad de mejorar la detección temprana, el
diagnóstico oportuno y la atención integral a los pacientes
con enfermedades raras, proponemos la modificación de la
Ley General de Salud para establecer un marco legal que
fortalezca las acciones en este ámbito.

La propuesta de reforma a la Ley General de Salud repre-
senta un paso significativo hacia la mejora de la atención a
pacientes con enfermedades raras en el contexto de la sa-
lud pública. La modificación se centra en tres áreas crucia-
les: la detección temprana, el diagnóstico oportuno y la co-
ordinación a nivel nacional. En primer lugar, la ampliación
del tamiz neonatal con pruebas específicas para enferme-
dades raras busca identificar a los pacientes afectados en
las etapas iniciales de la vida, permitiendo así intervencio-
nes tempranas que pueden mejorar significativamente los
resultados de salud.

La creación de un registro nacional de enfermedades raras
es otro componente clave de la reforma. Este registro pro-
porcionará una base de datos centralizada y actualizada so-
bre la prevalencia, características y tratamientos de las di-
versas enfermedades raras en el país. Esta información será
invaluable para la planificación estratégica, asignación de
recursos y desarrollo de políticas de salud adaptadas a las
necesidades específicas de los pacientes con enfermedades
raras.

La instauración de la Comisión Nacional de Enfermedades
Raras destaca el compromiso de coordinación a nivel gu-
bernamental para abordar estos desafíos de manera inte-
gral. La colaboración entre expertos, profesionales de la sa-
lud, investigadores y organizaciones de pacientes, bajo el
liderazgo de esta comisión, permitirá una gestión más efec-
tiva de los recursos y una respuesta más coordinada a las
complejidades asociadas con las enfermedades raras. En
conjunto, estas reformas no solo fortalecerán el sistema de
salud para enfrentar las enfermedades raras, sino que tam-
bién mejorarán la calidad de vida de aquellos afectados y
sus familias.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I123



Cada pequeña victoria en la lucha contra una enfermedad
rara es un gran paso hacia la esperanza.

Artículo Único. Se reforman el segundo párrafo y la
fracción II del artículo 61; y se adicionan el Capítulo IV,
“Enfermedades Raras”, adicionándose los artículos 161
Bis 1, 161 Bis 2, 161 Bis 3, 161 Bis 4, 161 Bis 5, 161 Bis
6 y 161 Bis 1, todos en la Ley General de Salud, para
quedar como sigue:

Artículo 61.- ...

La atención materno-infantil tiene carácter prioritario, ga-
rantizando su desarrollo integral y el disfrute pleno y efec-
tivo a la protección y el disfrute del más alto nivel posible
de salud, en atención al interés superior de la niñez, y com-
prende, entre otras, las siguientes acciones:

I. ...

I Bis. ...

II. La atención del niño y la vigilancia de su crecimiento,
desarrollo integral, incluyendo la promoción de la vacu-
nación oportuna, atención prenatal, así como la preven-
ción y detección de las condiciones y enfermedades here-
ditarias, congénitas, así como aquellas consideradas
enfermedades raras, y en su caso atención, que incluya la
aplicación de pruebas del tamizaje ampliado, tamiz meta-
bólico ampliado , y su salud visual, garantizando la aten-
ción integral, el acceso a los tratamientos e interven-
ciones médicas necesarias y, en su caso, asesoramiento
genético.

Capítulo IV
Enfermedades Raras

Artículo 161 Bis 1. Las enfermedades raras son aque-
llas que se presentan en menos de cinco personas por
cada 10 mil habitantes y existen más de siete mil enfer-
medades.

Se reconocen en el país, las enfermedades raras in-
corporadas en la Clasificación Internacional de En-
fermedades, emitida por la Organización Mundial de
la Salud.

Las dependencias y entidades, tanto de la administra-
ción pública federales como local, que conforman el Sis-
tema Nacional de Salud, deberán fortalecer la atención

primaria a la salud, para proporcionar, en términos de
las disposiciones jurídicas aplicables, el acceso a servi-
cios de salud de calidad, accesibles, asequibles, seguros
y oportunos, a las personas que viven con una enferme-
dad rara.

Artículo 161 Bis 2. Es obligación de la Secretaría de Sa-
lud y sus homólogas en las entidades federativas, forta-
lecer los esquemas y mecanismos de información, aná-
lisis, estudio, investigación y capacitación de las
enfermedades raras.

Artículo 161 Bis 3. La Comisión del Compendio Nacio-
nal de Insumos para la Salud dará prioridad a la inclu-
sión de medicamentos huérfanos, como tecnologías in-
novadoras que contribuyan a mejorar la calidad en la
prestación de los servicios a la población.

Artículo 161 Bis 4. La Comisión Nacional de Enferme-
dades Raras es un órgano desconcentrado, adscrito a la
Secretaría de Salud, con la finalidad de coordinar y
promover acciones específicas para la atención integral
de las enfermedades raras en el territorio nacional.

Artículo 161 Bis 5. La Comisión Nacional de Enferme-
dades Raras estará integrada por un equipo multidisci-
plinario de expertos en áreas relevantes, incluyendo ge-
nética, pediatría, neurología, oncología, epidemiología,
representantes de asociaciones de pacientes con enfer-
medades raras. La composición deberá reflejar la di-
versidad de las enfermedades raras y las necesidades de
los pacientes.

Artículo 161 Bis 6. La Comisión Nacional de Enferme-
dades Raras tendrá las siguientes atribuciones:

I. Coordinar acciones a nivel nacional para la detec-
ción temprana, diagnóstico oportuno y atención inte-
gral de las enfermedades raras;

II. Proponer y desarrollar políticas, estrategias y pla-
nes de acción para mejorar la atención de las enfer-
medades raras, considerando la diversidad de estas
condiciones y las necesidades específicas de los pa-
cientes;

III. Supervisar y gestionar el Registro Nacional de
Enfermedades Raras, asegurando la calidad, confi-
dencialidad y accesibilidad de la información;
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IV. Fomentar la investigación científica y el desarro-
llo de tratamientos específicos para enfermedades
raras, promoviendo la colaboración con instituciones
de investigación y la participación de la comunidad
científica;

V. Establecer y fortalecer vínculos de colaboración
con organizaciones internacionales, instituciones de
salud de otros países y redes especializadas en enfer-
medades raras;

VI. Implementar programas de educación y con-
cientización dirigidos a profesionales de la salud,
pacientes, familiares y la sociedad en general, para
mejorar la comprensión y el manejo de las enfer-
medades raras;

VII. Desarrollar programas de apoyo emocional, so-
cial y económico para pacientes y sus familias, consi-
derando las cargas asociadas con las enfermedades
raras;

VIII. Fomentar la aplicación de pruebas de tamiz
ampliado para el diagnóstico oportuno de las enfer-
medades raras;

IX. Implementar programas educativos dirigidos a
profesionales de la salud, laboratorios clínicos y
otros actores relevantes, destacando la importancia
de la detección temprana mediante pruebas de tamiz
ampliado;

X. Identificar las necesidades específicas de trata-
mientos para enfermedades raras, considerando la
diversidad de estas condiciones y las particularida-
des genéticas que puedan influir en la respuesta a los
tratamientos;

XI. incentivar la investigación y desarrollo de medica-
mentos huérfanos para enfermedades raras;

XII. Colaborar con las autoridades regulatorias pa-
ra facilitar y agilizar los procesos de aprobación y re-
gistro de medicamentos huérfanos;

XIII. Establecer colaboraciones con la industria far-
macéutica y otras entidades relevantes para incenti-
var la investigación y desarrollo de medicamentos
huérfanos para enfermedades raras;

XIV. Fomentar procesos regulatorios a estándares
internacionales reconocidos para medicamentos
huérfanos, asegurando la alineación con mejores
prácticas, y

XV. Las que se determinen en su reglamento inte-
rior.

Artículo 161 Bis 7. El Registro Nacional de Enfermeda-
des Raras tendrá una base poblacional, se integrará de
la información proveniente del Sistema Nacional de In-
formación Básica en Materia de Salud y contará con la
siguiente información:

I. Clasificación de cada enfermedad rara, identifi-
cando su naturaleza genética, metabólica, neurológi-
ca, entre otras categorías;

II. Descripción de las características clínicas y sínto-
mas asociados con cada enfermedad;

III. Historial ocupacional y laboral, relevante para
comprender posibles exposiciones ambientales o la-
borales que puedan estar vinculadas a la enferme-
dad rara;

IV. Protocolos y criterios de diagnóstico para cada
enfermedad rara;

V. Fecha de diagnóstico;

VI. Información sobre las pruebas y técnicas utiliza-
das para la detección temprana y confirmación del
diagnóstico;

VII. Registro de tratamientos existentes y terapias
recomendadas para cada enfermedad rara;

VIII. Información sobre la disponibilidad y accesibi-
lidad de medicamentos y terapias especializadas;

IX. Seguimiento de la eficacia de tratamientos y re-
sultados a largo plazo;

X. Descripción de la incidencia y el estado de la en-
fermedad;

XI. Estadísticas demográficas relacionadas con la
prevalencia de cada enfermedad rara;
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XII. Geolocalización detallada para analizar disper-
siones geográficas y posibles agrupaciones comunita-
rias de enfermedades raras;

XIII. Evaluación de la dispersión geográfica de los
casos, identificando posibles patrones geográficos de
concentración;

XIV. Datos para identificar posibles predisposiciones
genéticas en comunidades específicas;

XV. Desglose de la base poblacional afectada por ca-
da enfermedad, incluyendo edad, género, y cualquier
otra característica relevante, y

XVI. Información sobre la calidad de vida de los pa-
cientes y su participación en la sociedad.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- El Ejecutivo federal, a través de las Secreta-
rías de Salud, y de Hacienda y Crédito Público, esta-
blecerán las previsiones presupuestales, de manera pro-
gresiva y con cargo a los techos presupuestales
autorizados, que permitan la implementación de las
pruebas del Tamiz Metabólico Ampliado en el sistema
público de salud y el acceso a los tratamientos, inter-
venciones médicas necesarias y, en su caso, asesora-
miento genético a los padres o tutores.

Segundo.- El Ejecutivo federal, a través de las Secreta-
rías de Salud y de Hacienda y Crédito Público, estable-
cerán las previsiones presupuestales, de manera pro-
gresiva y con cargo a los techos presupuestales
autorizados, que permitan la implementación del Re-
gistro Nacional de Enfermedades Raras.

Tercero.- El Ejecutivo federal, a través de las Secretaría
de Salud, emitirá el Reglamento Interior de la Comi-
sión Nacional de Enfermedades Raras, para su funcio-
namiento, en un plazo de 180 días contados a la entra-
da en vigor del presente decreto.

Cuarto.- La Secretaría de Salud realizará las adecua-
ciones pertinentes a las normas oficiales mexicanas en
la materia, para dar cumplimiento a lo establecido en el

presente decreto, en el plazo máximo de 180 días natu-
rales a su entrada en vigor.

Fuentes de consulta

1 Organización Mundial de la Salud (OMS). 

https://www.who.int/news-room/detail/27-02-2018-statement-for-
rare-dise ase-day. 

2 Rare diseases international. 

https://www.rarediseasesinternational.org/es/working-with-the-
who/ 

3 Secretaría de Salud del gobierno federal. 

https://www.gob.mx/salud/articulos/que-son-las-enfermedades-ra-
ras-19328

4 Enfermedades raras en México. 

https://www.nmas.com.mx/nacional/enfermedades-raras-mexico-
padecen-millones-personas/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL Y LEY DEL INSTITUTO
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS

TRABAJADORES DEL ESTADO 

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en ma-
teria de protección de prestaciones de seguridad social an-
te incumplimiento patronal, suscrita por el diputado Éctor
Jaime Ramírez Barba y las y los legisladores integrantes
del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado federal Éctor Jaime Ramírez
Barba y diputadas y diputados del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional de la LXVI Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
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Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforman la Ley del Seguro Social
y la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, en materia de protección de
prestaciones de seguridad social ante incumplimiento pa-
tronal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La seguridad social es un derecho humano fundamental e
irrenunciable, reconocido en nuestra Constitución y en tra-
tados internacionales,1 no es una dádiva, sino el resultado
de años de trabajo digno y cotizaciones de millones de me-
xicanos que contribuye a la construcción de nuestro país. 

Millones de trabajadores cotizantes, pensionados y sus fa-
milias enfrentan una injusticia, pierden acceso a servicios
médicos, medicinas y prestaciones por omisiones patrona-
les que no pueden controlar. Una madre no puede elegir
que su patrón pague cuotas; un pensionado no tiene res-
ponsabilidad en adeudos del gobierno local, sin embargo,
los que sufren las consecuencias son quienes menos res-
ponsabilidad tienen. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha sido
clara, suspender prestaciones de seguridad social por falta
de pago patronal es inconstitucional en la Acción de In-
constitucionalidad 40/2018, 2019,2 no puede condicionar-
se un derecho fundamental al cumplimiento de terceros. 

En México, millones de trabajadores cotizantes, pensiona-
dos y sus beneficiarios enfrentan una paradoja legal: tienen
derecho a prestaciones de seguridad social reconocidas por
la Constitución, pero la ley permite que esas prestaciones
sean suspendidas por omisiones de terceros, los patrones,
sobre las cuales el trabajador no tiene control alguno. 

Cuando un patrón incumple el pago de cuotas obrero-pa-
tronales,3 no afecta solo los ingresos del Instituto; afecta
directamente a la salud, alimentación y supervivencia de
millones de personas: trabajadores que necesitan atención
médica, mujeres embarazadas que requieren servicios de
maternidad, pensionados que dependen de medicinas, fa-
milias derechohabientes que pierden cobertura médica. 

Algunas cifras de nuestra realidad conforme a los datos
más recientes disponibles en fuentes institucionales oficia-
les, aproximadamente 2.5 millones de trabajadores mexi-

canos activos en el régimen obligatorio del Seguro Social
laboran en condiciones de precariedad donde sus patrones
incumplen el pago de cuotas obrero-patronales,4 esta omi-
sión patronal genera consecuencias directas en el acceso a
servicios. El Informe de Auditoría Interna del IMSS 20235

documenta que el 43% de solicitudes anuales de servicios
médicos, prestaciones de dinero y cobertura familiar son
rechazadas por este incumplimiento. Según datos de la
Asociación Nacional de Abogados Laboralistas 2024,6 es-
tas suspensiones generan interrupciones promedio de 45
días naturales de cobertura antes de que los trabajadores
afectados logren acceso a tutela judicial para recuperar sus
derechos de seguridad social. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
(CPEUM) establece en su artículo 4o. que “Toda persona
tiene derecho a la protección de la salud... el Estado ga-
rantizará el acceso a servicios de salud y a la seguridad
social”, y en el Artículo 123, Apartado B, Fracción XI que,
“Los trabajadores al servicio del Estado tendrán derecho
a un sistema de seguridad social... que incluya pensión por
invalidez, vejez, cesantía involuntaria en edad avanzada,
muerte, servicios de retiro, habitación, prestaciones de ma-
ternidad y enfermedad”.7

Estos derechos son incondicionales, no dicen que el dere-
cho a la seguridad social dependerá del pago oportuno del
patrón; dicen que “toda persona tiene derecho”, punto. El
patrón es responsable de cumplir con sus obligaciones fis-
cales, pero ese cumplimiento no es condición precedente
para que el trabajador acceda a sus derechos de seguridad
social. 

En este sentido, la inconstitucionalidad ya señalada en la
Acción de Inconstitucionalidad 40/2018 del 2 de abril de
2019, en la cual el Pleno de la SCJN, declaró inconstitu-
cionales diversas disposiciones de la Ley de Seguridad y
Servicios Sociales de Aguascalientes que permitían sus-
pender prestaciones de seguridad social cuando las entida-
des patronales no pagaban cuotas. 

Efectivamente el Pleno de la SCJN sostuvo que resulta
contrario a los artículos 4o. y 123 de la CPEUM que el Ins-
tituto de Seguridad Social afecte las prestaciones de traba-
jadores, pensionados y beneficiarios por adeudos que no
son imputables a ellos. La Corte remitió al precedente de la
Jurisprudencia P./J. 188/2008,8 de rubro: 

“ISSSTE. El artículo 25, párrafos segundo y tercero, de
la ley relativa, al permitir la suspensión de los seguros
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obligatorios, es violatorio de los artículos 4o. y 123,
Apartado B, fracción XI, de la Constitución Federal.” 

De la conclusión de la Corte se deprende que cuando la ley
faculta al Instituto para suspender prestaciones por falta de
pago patronal, viola el derecho humano a la seguridad so-
cial, porque: 

1. La obligación de pago es del patrón, no del trabaja-
dor.

2. La seguridad social es un derecho irrenunciable.

3. Condicionar derechos fundamentales al cumplimien-
to de terceros es inconstitucional. 

Actualmente existe una brecha normativa, ya que la ley no
se ha ajustado al precedente de la SCJN a pesar de que el
Pleno de la SCJN declaró inconstitucional la suspensión de
prestaciones por adeudos patronales hace más de 6 años, en
abril 2019; tanto la Ley del Seguro Social (LSS) como la
Ley del ISSSTE (LISSSTE) siguen conteniendo disposi-
ciones que, cuando menos, generan ambigüedad interpre-
tativa que permite a los institutos suspender servicios. 

En la Ley del Seguro Social,9 el artículo 37, regula que, si
el patrón no registra baja, subsisten cuotas adeudas, pero
no prohíbe expresamente que se suspenda cobertura al tra-
bajador; y el artículo 251, enumera facultades del IMSS,
pero no tiene disposición que prohíba suspensión de servi-
cios por adeudos patronales. Sin embargo, algunos tribuna-
les laborales y oficinas del IMSS han interpretado que, si el
patrón no paga, el trabajador pierde calidad de asegurado,
justificando suspensión de servicios, en violación directa a
los ya citados de la AI 40/2018 y Jurisprudencia P./J.
188/2008 de la SCJN. 

En la Ley del ISSSTE10 el artículo 22, reformado el 12 de
noviembre de 2015 según decreto publicado en el DOF, fa-
culta al Instituto a suspender servicios si hay 12 meses de
adeudo; pero el artículo 25, también reformado el mismo
día, prohíbe expresamente la suspensión: “En ningún caso
el Instituto podrá suspender...”. Lo que resulta en una con-
tradicción interna, el artículo 25 ya incorpora el criterio
SCJN, pero el artículo 22 sigue permitiendo suspensión sin
estar formalmente derogado. 

Pero la ambigüedad normativa no es inocua, ya que en la
práctica cotidiana los trabajadores se ven negados servicios
médicos argumentando “el patrón no pagó”, aunque traba-

jaron durante 10, 15, 20 años cotizando; las mujeres emba-
razadas pierden acceso a control prenatal porque el patrón
debe cuotas; los niños pierden cobertura de vacunas y aten-
ción pediátrica por omisiones patronales; y los pensiona-
dos son dados de baja del ISSSTE porque el gobierno local
no pagó aportaciones. 

Estas situaciones violan la jurisprudencia vinculante
2a./J.19/202211 (que reconoce seguridad social como dere-
cho irrenunciable) y el precedente del Pleno en la AI
40/201812 de la SCJN. 

La presente iniciativa propone cuatro reformas comple-
mentarias entre sí: 

1. Adicionar párrafo final al artículo 251 de la LSS, pa-
ra prohibir expresamente que falta de pago patronal sus-
penda servicios, establecer obligación del Instituto de
mantener cobertura y ejercer cobro contra el patrón.
Además, adicionar un artículo 15-A a la LSS, para esta-
blecer una lista taxativa de lo que no constituye causal
de baja (incumplimiento patronal en cualquier forma),
eliminando ambigüedad interpretativa. 

2. Reformar el artículo 22 de la LISSSTE y armonizar
con el artículo 25, para eliminar contradicción interna,
reforzar prohibición de suspensión de servicios. Ade-
más, adicionar el artículo 7-A a la LISSSTE como re-
flejo del artículo 15-A de la LSS, sobre la lista taxativa
para el ISSSTE. 

Con los cambios propuestos a las leyes, se busca generar
certeza jurídica para trabajadores, pensionados y beneficia-
rios quienes tendrán la claridad de que sus prestaciones no
serán suspendidas por adeudos patronales. Se establece
responsabilidad clara para institutos los cuales estarán obli-
gados a mantener servicios y cobrar al patrón con sancio-
nes agravadas. Con las modificaciones se alcanza el pleno
respeto pleno a la jurisprudencia SCJN y precedentes cons-
titucionales. 

Con esta reforma legislativa envía un mensaje de justicia
social, el patrón incumplidor debe responder ante la ley,
pero los trabajadores y sus familias no deben pagar el pre-
cio de esa irresponsabilidad. 

La seguridad social debe funcionar como una protección
real, no como sanción contra quienes menos pueden: cuan-
do un trabajador se enferma, no pregunta quién pagó las
cuotas; necesita atención médica. Cuando una abuela re-
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quiere su pensión, no negocia con adeudos patronales; ne-
cesita sobrevivir dignamente. 

Aprobar esta reforma es honrar el contrato social que fir-
mamos como mexicanos, su trabajo tiene dignidad, sus de-
rechos son inviolables, y la seguridad social debe ser pre-
cisamente eso, seguridad. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman las leyes del Seguro So-
cial y del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, en materia de protección
de prestaciones de seguridad social ante incumplimien-
to patronal

Artículo Primero. Se adiciona un artículo 15-C, y se adi-
ciona un último párrafo al artículo 251 de la Ley del Segu-
ro Social, para quedar como sigue: 

Artículo 15-C. Las siguientes situaciones no constituyen
causales de baja del trabajador en el régimen obligato-
rio del Seguro Social: 

I. La falta de pago de cuotas obrero-patronales por
parte del patrón; 

II. El pago extemporáneo de cuotas y aportaciones
por el patrón; 

III. La omisión del patrón de presentar avisos de mo-
dificación salarial o movimientos afiliatorios, y 

IV. Cualquier incumplimiento patronal de las obliga-
ciones establecidas en los artículos 15, 16, 34 y 38 de
esta Ley.

En los casos previstos en las fracciones anteriores, el
Instituto mantendrá vigentes los derechos del trabaja-
dor y sus beneficiarios, y ejercitará las acciones legales
correspondientes contra el patrón omiso, conforme a
los artículos 39-C, 40, 251, 287-A, 304-A y 304-B de es-
ta Ley, así como al procedimiento administrativo de
ejecución previsto en el Código Fiscal de la Federación. 

Artículo 251. … 

I a XXXVIII. … 

En ningún caso la falta de pago oportuno de cuotas
obrero-patronales, aportaciones o descuentos por parte
del patrón o sujeto obligado suspenderá, restringirá o
condicionará el derecho del trabajador, sus familiares
derechohabientes, pensionados y beneficiarios a recibir
las prestaciones en especie y en dinero establecidas en
esta Ley. El Instituto mantendrá vigente la prestación
de todos los servicios y ejercerá contra el patrón omiso
las facultades de cobro, actualización, recargos y san-
ciones previstas en los artículos 39-C, 40, 40-A, 40-D,
304-A y 304-B de esta Ley, así como en el Código Fiscal
de la Federación y sus disposiciones reglamentarias. 

Cuando el patrón haya retenido las cuotas obrero-pa-
tronales del salario del trabajador y no las haya entera-
do al Instituto dentro de los plazos legales, el Instituto
presentará denuncia ante el Ministerio Público Federal
por el delito de defraudación fiscal equiparada, en tér-
minos del artículo 108 del Código Fiscal de la Federa-
ción, sin perjuicio del procedimiento administrativo de
ejecución. 

Artículo Segundo. Se adiciona un artículo 7-A y se adi-
ciona un último párrafo al artículo 22, de la Ley del Insti-
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado, para quedar como sigue: 

Artículo 7-A. Las siguientes situaciones no constituyen
causales de baja del trabajador en el régimen obligato-
rio del instituto: 

I. La falta de entero de cuotas, aportaciones o des-
cuentos por parte de la dependencia o entidad; 

II. El entero extemporáneo de cuotas, aportaciones o
descuentos por la dependencia o entidad; 

III. La omisión de la dependencia o entidad de pre-
sentar avisos de altas, bajas o modificaciones en los
términos de los artículos 12 y 13 de esta ley, y 

IV. Cualquier incumplimiento de la Dependencia o
Entidad de las obligaciones establecidas en el artícu-
lo 11 de esta ley. 

En los casos previstos en las fracciones anteriores, el
Instituto mantendrá vigentes los derechos del trabaja-
dor, pensionado y sus familiares derechohabientes, y
ejercitará las acciones legales correspondientes contra
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la dependencia o entidad morosa, conforme a los artí-
culos 22, 25, 26 y 242 de esta ley, así como al procedi-
miento administrativo de ejecución previsto en el Códi-
go Fiscal de la Federación. 

Artículo 22. … 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

En ningún caso el Instituto podrá suspender, parcial o
totalmente, los seguros, prestaciones y servicios que co-
rrespondan a trabajadores, pensionados o sus familia-
res derechohabientes, por adeudos de cuotas, aporta-
ciones y descuentos que sean responsabilidad de las
dependencias y entidades. El Instituto mantendrá vi-
gentes los derechos de seguridad social de todos los afi-
liados, pensionados y beneficiarios, y ejercitará las ac-
ciones de cobro, actualización, recargos y sanciones
previstas en esta Ley y en el Código Fiscal de la Fede-
ración contra la dependencia o entidad morosa, quien
asumirá la responsabilidad y las consecuencias legales
que resulten de su incumplimiento. 

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo. En los casos en que el Instituto Mexi-
cano del Seguro Social o el Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado hayan suspen-
dido o estén suspendiendo servicios de seguridad social
únicamente por falta de pago patronal, no por incumpli-
miento del trabajador, dichas suspensiones quedarán sin
efectos inmediatos a partir de la entrada en vigor del pre-
sente decreto. Los institutos reactivarán la cobertura de to-

dos los servicios en un plazo no mayor a 5 días hábiles, sin
exigencia de trámite administrativo adicional al trabajador
o beneficiario. 

Artículo Tercero. Los procedimientos administrativos o ju-
diciales pendientes de resolución que versen sobre suspen-
sión de servicios por falta de pago patronal serán resueltos
por las autoridades competentes aplicando el criterio estable-
cido en el presente decreto, es decir, reconociendo que la fal-
ta de pago patronal no es causal válida de suspensión de pres-
taciones. 

Artículo Cuarto. El Consejo de la Judicatura Federal
emitirá, dentro de los 30 días naturales siguientes a la en-
trada en vigor del presente decreto, una Circular de Ju-
risprudencia informando a todos los tribunales laborales
del país que, conforme a la Acción de Inconstitucionali-
dad 40/2018 y la reforma ahora aprobada, la suspensión
de servicios de seguridad social por falta de pago patro-
nal es inconstitucional e inválida, y debe ser desestima-
da en todos los casos. 

Artículo Quinto. El Instituto Mexicano del Seguro Social
y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado emitirán, dentro de los 60 días natu-
rales siguientes a la entrada en vigor del presente decreto,
Acuerdos Administrativos con los siguientes contenidos: 

I. Protocolos internos que prohíban expresamente la
suspensión de servicios por adeudos patronales, en línea
con los artículos 15-A y 7-A adicionados;

II. Procedimientos acelerados de cobro coactivo contra
patrones morosos, incluyendo embargo de cuentas, nó-
minas y bienes inmuebles;

III. Coordinación con la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público para presentación de denuncias penales por
defraudación fiscal cuando el patrón haya retenido cuo-
tas sin enterarlas, y 

IV. Capacitación obligatoria para todo el personal admi-
nistrativo sobre el derecho a la seguridad social como
derecho irrenunciable y las prohibiciones contenidas en
el presente decreto.

Artículo Sexto. El Instituto Mexicano del Seguro Social
reportará semestralmente a la Cámara de Diputados y a la
Cámara de Senadores: 
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I. Número de trabajadores cuya cobertura fue reactiva-
da conforme al artículo segundo transitorio;

II. Monto total de cuotas recuperadas mediante procedi-
miento de cobro coactivo contra patrones morosos; 

III. Número de denuncias penales por defraudación fis-
cal presentadas ante el Ministerio Público, y 

IV. Casos resueltos por tribunales laborales aplicando el
criterio de inconstitucionalidad de suspensión de servi-
cios por adeudos patronales.

El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado reportará información análoga res-
pecto a las dependencias y entidades del gobierno federal.
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cero, de la ley relativa, al permitir la suspensión de los seguros obliga-
torios, es violatorio de los artículos 4o. y 123, Apartado B, fracción XI,
de la Constitución Federal”. Semanario Judicial de la Federación.

9 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lss.htm 

10 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lissste.htm 

11 https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/comunicacion_digi-
tal/2022-05/Tesis_2aSala_29_abr_a_20_may_2022.pdf 

12 https://www2.scjn.gob.mx/juridica/engroses/3/2018/19/2_234656_
4486_firmado.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dic-
tamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 199 Octies del Código
Penal Federal, en materia de violencia digital, protección a
la intimidad y sanción del uso indebido de tecnologías e in-
teligencia artificial, suscrita por el diputado Paulo Gonzalo
Martínez López y las y los legisladores integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Paulo Gonzalo Martínez López, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXVI Legislatura, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 76; 77 y
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78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se permite
presentar para su análisis y dictamen la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
199 Octies del Código Penal Federal, para quedar al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

El acelerado desarrollo de las tecnologías digitales y, parti-
cularmente, de la inteligencia artificial generativa, ha
transformado profundamente la forma en que las personas
interactúan, se comunican y producen contenido en el en-
torno digital. Si bien estas herramientas representan opor-
tunidades en materia de innovación, educación y desarrollo
económico, también han generado nuevas modalidades de
violencia digital que vulneran derechos humanos funda-
mentales como la intimidad, la dignidad, la privacidad y la
integridad personal.

En los últimos años ha proliferado el uso indebido de algo-
ritmos y sistemas de inteligencia artificial para la creación
de imágenes, audios o videos falsos con contenido íntimo
sexual, conocidos comúnmente como “deepfakes”. Estas
tecnologías permiten alterar fotografías reales o generar
contenido completamente ficticio que simula escenas se-
xuales con un alto nivel de realismo, sin el consentimiento
de las personas involucradas.

Esta práctica constituye una evolución preocupante de la
violencia digital y de la violación a la intimidad sexual, ya
que las víctimas no necesariamente han generado o com-
partido contenido íntimo alguno; basta con que exista una
fotografía ordinaria para que sea manipulada mediante he-
rramientas tecnológicas accesibles y de bajo costo.

El problema adquiere especial gravedad en el caso de mu-
jeres, niñas, niños y adolescentes, quienes se encuentran en
una situación de mayor vulnerabilidad frente a la difusión
masiva de contenido digital, el acoso en redes sociales, la
extorsión y el daño psicológico derivado de la exposición
pública de material falso, pero altamente creíble.

La magnitud del problema se refleja en casos del día a día,
documentados a nivel nacional e internacional. En España,
en la localidad de Almendralejo, la difusión de imágenes
falsas generadas con inteligencia artificial afectó a cerca de
treinta adolescentes, entre ellas una menor de 14 años cuya
imagen fue manipulada para crear contenido sexual explí-
cito. El daño emocional fue inmediato y profundo, obli-
gando a las familias a buscar apoyo psicológico ante la in-

capacidad de frenar la viralización del contenido en redes
sociales y aplicaciones de mensajería.

En Estados Unidos se han documentado casos similares en
comunidades escolares de Nueva Jersey, California e Iowa,
donde estudiantes utilizaron software de inteligencia artifi-
cial para generar imágenes explícitas falsas de sus compa-
ñeras de clase, provocando situaciones de acoso, humilla-
ción y afectaciones severas a la salud mental de las
víctimas.

Incluso figuras públicas han sido víctimas de esta modali-
dad de violencia digital. En 2024 circularon ampliamente
imágenes íntimas falsas generadas con inteligencia artificial
de la cantante Taylor Swift, evidenciando la facilidad con la
que esta tecnología puede utilizarse para dañar la reputación
y la integridad de cualquier persona, sin importar su condi-
ción social.

Ante esta problemática, diversos países y entidades han co-
menzado a legislar para sancionar la creación y difusión de
contenido sexual falso generado mediante inteligencia arti-
ficial. En Estados Unidos se han impulsado iniciativas fe-
derales para criminalizar la distribución de desnudos deep-
fake, por ejemplo, en Minnesota y San Francisco se han
promovido acciones legales contra empresas desarrollado-
ras de estas herramientas; y en Europa se han impuesto
sanciones administrativas por la difusión de contenido ín-
timo falso de menores.

Estas experiencias internacionales evidencian la necesidad
urgente de actualizar los marcos normativos para enfrentar
las nuevas formas de violencia digital derivadas del uso in-
debido de tecnologías emergentes.

En este mismo sentido, México no es ajeno a esta realidad.
El crecimiento del uso de redes sociales, plataformas digi-
tales y aplicaciones de inteligencia artificial ha incremen-
tado los casos de violencia digital, extorsión y acoso me-
diante contenido manipulado o falsificado.

Especialistas en derechos digitales advierten que las apli-
caciones conocidas como “nudificadoras”, capaces de ge-
nerar desnudos falsos con solo cargar una fotografía, se en-
cuentran disponibles en internet y pueden ser utilizadas por
cualquier persona, incluso menores de edad. Estas herra-
mientas permiten producir contenido explícito en cuestión
de segundos, lo que incrementa la facilidad de cometer
agresiones digitales con consecuencias devastadoras para
las víctimas.

Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados132



El fenómeno afecta particularmente a niñas, niños y ado-
lescentes, quienes pueden convertirse en víctimas o inclu-
so en agresores sin dimensionar el alcance legal y emocio-
nal de sus actos. La viralización de contenido falso en
redes sociales, grupos escolares y plataformas de mensaje-
ría ha generado daños psicológicos severos, afectaciones a
la reputación, aislamiento social, ansiedad, depresión y
otras consecuencias graves para la salud mental.

Asimismo, el uso indebido de inteligencia artificial tam-
bién representa riesgos laborales y económicos, incluyen-
do acoso en entornos de trabajo, extorsión mediante frau-
des digitales y afectaciones reputacionales para empresas e
instituciones.

La buena noticia es que algunas entidades federativas han
comenzado a reconocer esta problemática, por ejemplo, el
Congreso del Estado de Morelos aprobó reformas a su Có-
digo Penal para sancionar la creación y difusión de conte-
nido íntimo generado mediante inteligencia artificial sin
consentimiento, estableciendo penas agravadas cuando la
víctima es mujer.

Sin embargo, a nivel federal aún existen vacíos normativos
respecto al uso indebido de tecnologías emergentes en la
comisión de delitos contra la intimidad sexual. El Código
Penal Federal sanciona la difusión de contenido íntimo sin
consentimiento, pero resulta necesario actualizar su redac-
ción para incorporar expresamente las nuevas modalidades
tecnológicas mediante las cuales se pueden producir y di-
fundir estos materiales.

La ausencia de regulación clara genera incertidumbre jurí-
dica, dificulta la persecución de los delitos y deja en esta-
do de vulnerabilidad a las víctimas frente a nuevas formas
de violencia digital.

En síntesis, la presente iniciativa busca fortalecer el marco
jurídico federal mediante la reforma del artículo 199 Octies
del Código Penal Federal para:

• Reconocer explícitamente el uso de herramientas tec-
nológicas, algoritmos y sistemas de inteligencia artifi-
cial como medios para la comisión del delito de viola-
ción a la intimidad sexual.

• Sancionar la creación, alteración o difusión de conte-
nido íntimo sexual falso generado mediante inteligencia
artificial sin consentimiento.

• Proteger de manera especial a mujeres, niñas, niños y
adolescentes frente a estas nuevas modalidades de vio-
lencia digital.

• Garantizar el derecho a la privacidad, la dignidad y la
integridad en el entorno digital.

Esta reforma responde a la evolución tecnológica y busca
cerrar los vacíos legales que actualmente permiten la im-
punidad en casos de deepfakes y contenido sexual falso.

Por último, la inteligencia artificial es una herramienta que
representa un avance significativo para la humanidad, pero
su uso indebido también puede convertirse en una herra-
mienta de violencia y daño irreversible para las personas.
La facilidad con la que hoy se pueden generar imágenes ín-
timas falsas exige que el Estado mexicano actúe con res-
ponsabilidad y anticipación para proteger a la ciudadanía.

Regular estas conductas no implica limitar la innovación
tecnológica, sino garantizar que su desarrollo respete los
derechos humanos y que existan mecanismos legales cla-
ros para sancionar a quienes utilicen estas herramientas pa-
ra violentar la dignidad y la intimidad de otras personas.

La privacidad y la integridad de niñas, niños y adolescen-
tes, así como de todas las personas en el entorno digital, se
encuentran actualmente en riesgo. Por ello, resulta indis-
pensable actualizar el Código Penal Federal para enfrentar
los desafíos de la era digital y prevenir nuevas formas de
violencia que afectan gravemente el tejido social.

En consecuencia, la presente iniciativa constituye una
respuesta necesaria, proporcional y urgente frente a un
fenómeno creciente que exige una legislación moderna,
eficaz y orientada a la protección integral de los derechos
humanos.

Para un mayor entendimiento de lo que se propone, se pre-
senta el siguiente cuadro comparativo:
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Fundamento legal de la iniciativa

Lo constituye el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6 numeral 76; 77 y; 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, y
demás disposiciones aplicables, mismos que quedaron pre-
cisados desde el inicio de este documento.

En virtud de lo anterior, se somete a consideración el si-
guiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 199 Octies del
Código Penal Federal, en materia de violencia digital,
protección a la intimidad y sanción del uso indebido de
tecnologías e inteligencia artificial

Artículo Único. Se reforma el artículo 199 Octies del
Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 199 Octies.- Comete el delito de violación a la inti-
midad sexual, aquella persona que divulgue, comparta, dis-
tribuya o publique imágenes, videos o audios de contenido
íntimo sexual de una persona que tenga la mayoría de edad,
sin su consentimiento, su aprobación o su autorización. 

Así como quien videograbe, audiograbe, fotografíe, impri-
ma o elabore, imágenes, audios o videos con contenido ín-
timo sexual de una persona sin su consentimiento, sin su
aprobación, o sin su autorización, incluyendo el uso de he-
rramientas tecnológicas, algoritmos o sistemas de inte-
ligencia artificial.

Estas conductas se sancionarán con una pena de tres a seis
años de prisión y una multa de quinientas a mil Unidades
de Medida y Actualización. 

Las penas previstas en este artículo se aumentarán de
cuatro a ocho años de prisión y de mil a dos mil Unida-
des de Medida y Actualización cuando la conducta sea
cometida en contra de mujeres, niñas, niños o adoles-
centes.

Artículo Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Paulo Gonzalo Martínez López (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma los artículos 4o. y 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en mate-
ria de reconocimiento de los derechos de las personas cui-
dadoras y del sistema nacional de cuidados, suscrita por el
diputado Paulo Gonzalo Martínez López y las y los legis-
ladores integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Paulo Gonzalo Martínez López, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXVI Legislatura, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 76; 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se permite
presentar para su análisis y dictamen la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, millones de personas desempeñan diariamente
labores de cuidado hacia personas adultas mayores, perso-
nas con discapacidad, personas con enfermedades cróni-
cas, niñas, niños y adolescentes. Esta labor, fundamental
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para la sostenibilidad social y familiar, históricamente ha
permanecido invisibilizada y recae principalmente en el
ámbito privado, sin reconocimiento institucional suficiente
ni políticas públicas integrales de apoyo.

De acuerdo con la Encuesta Nacional para el Sistema de
Cuidados (Enasic) 2022 del INEGI, en el 77.8 por ciento
de los hogares mexicanos habitan personas susceptibles de
recibir cuidados, lo que refleja la magnitud estructural de
esta realidad social. 

Asimismo, alrededor de 58.3 millones de personas requie-
ren algún tipo de cuidado, y aproximadamente 31.7 millo-
nes de personas realizan actividades de cuidado sin remu-
neración

La mayor parte de los cuidados se concentra en el entor-
no familiar, ya que más del 96 por ciento de las personas
con discapacidad o dependencia reciben cuidados dentro
del hogar, lo que demuestra la ausencia histórica de una
infraestructura pública suficiente para distribuir esta res-
ponsabilidad entre el Estado, la comunidad y el sector
productivo A nivel local, la problemática adquiere una di-
mensión aún más urgente. 

En Aguascalientes existen alrededor de 250 mil habitantes
que viven con alguna discapacidad y que necesitan el apo-
yo de una persona; por tanto, es indispensable voltear a ver
a quienes brindan estos cuidados, ya que, si las personas
cuidadoras no se encuentran bien emocionalmente, psico-
lógicamente y físicamente, difícilmente podrán garantizar
el bienestar de quienes dependen de ellas.

Además, el aumento de enfermedades crónicas no transmi-
sibles, como diabetes, enfermedades cardiovasculares, cán-
cer, demencias y enfermedades respiratorias, ha incremen-
tado la necesidad de cuidados a largo plazo, los cuales,
conforme a la Organización Mundial de la Salud, buscan
garantizar la capacidad funcional, la dignidad humana y el
respeto a los derechos fundamentales de las personas de-
pendientes.

Sin embargo, esta responsabilidad implica jornadas exten-
sas, exigencias físicas y emocionales constantes, así como
impactos directos en la salud de quienes cuidan.

Por otra parte, el ejercicio prolongado de tareas de cuidado
puede derivar en estados de agotamiento físico y emocio-
nal, estrés crónico, ansiedad, depresión y deterioro en la sa-
lud general de las personas cuidadoras. Según datos del 

INEGI, millones de personas cuidadoras han desarrollado
enfermedades o han agravado condiciones preexistentes
debido a las exigencias del cuidado, manifestando sínto-
mas como disminución del sueño, irritabilidad, agotamien-
to emocional y problemas físicos recurrentes.

Asimismo, la sobrecarga impacta negativamente en la vida
social, laboral y educativa de las personas cuidadoras, limi-
tando su desarrollo personal y profesional, generando des-
igualdades estructurales y profundizando brechas sociales.

Diversos estudios y organismos internacionales han deno-
minado este fenómeno como “síndrome de la persona cui-
dadora quemada”, caracterizado por estrés crónico, frustra-
ción, ansiedad, deterioro emocional y afectaciones físicas
que comprometen tanto el bienestar del cuidador como la
calidad del cuidado proporcionado.

En México, los cuidados presentan una marcada desigual-
dad de género. Las mujeres representan aproximadamente
el 86 por ciento de las personas cuidadoras principales, de-
dicando en promedio más horas semanales a estas tareas, lo
cual refleja la persistencia de roles tradicionales que asig-
nan de manera desproporcionada las responsabilidades de
cuidado al género femenino.

Esta feminización del cuidado impacta directamente en la
participación laboral, el acceso a oportunidades educativas
y el desarrollo personal de millones de mujeres, perpetuan-
do ciclos de desigualdad económica y social.

El derecho al cuidado y a recibir apoyo institucional ha co-
menzado a reconocerse progresivamente en el ámbito nor-
mativo nacional e internacional. 

Por ejemplo, la Constitución Política de la Ciudad de Méxi-
co reconoce el derecho al cuidado y la obligación del Estado
de garantizar condiciones dignas tanto para quienes reciben
cuidados como para quienes los brindan.

Asimismo, organismos públicos como el ISSSTE, el In-
apam y la Cruz Roja han señalado que las personas cuida-
doras deben contar con derechos básicos, entre los que des-
tacan:

• Acceso a capacitación y acompañamiento técnico.

• Derecho al autocuidado y a la salud integral.

• Reconocimiento social y respaldo institucional.
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• Acceso a información, apoyo emocional y servicios de
salud mental.

Sin embargo, pese a los avances normativos, la implemen-
tación efectiva de políticas públicas que garanticen estos
derechos continúa siendo limitada.

Diversos países han desarrollado sistemas públicos de cui-
dados que incluyen programas de capacitación, apoyo psi-
cológico, descanso temporal para cuidadores y estrategias
de autocuidado. Países europeos y latinoamericanos han
incorporado políticas públicas que reconocen a las perso-
nas cuidadoras como sujetos de derechos y promueven la
corresponsabilidad entre Estado, familia y sociedad.

Estos modelos demuestran que el fortalecimiento del bien-
estar de las personas cuidadoras impacta positivamente en
la calidad de los cuidados, en la salud pública y en la co-
hesión social.

La presente iniciativa se sustenta en diversos derechos
constitucionales y tratados internacionales suscritos por
México, entre los que destacan:

• Artículo 1o. Constitucional: principio de dignidad hu-
mana y protección de los derechos humanos.

• Artículo 4o. Constitucional: derecho a la protección de
la salud.

• Artículo 123 Constitucional: derecho al trabajo digno
y condiciones laborales justas.

• Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad.

• Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales.

Asimismo, se vincula con el derecho al cuidado como ele-
mento esencial para la vida digna, la inclusión social y la
igualdad sustantiva.

Finalmente, la presente iniciativa tiene como objetivo re-
conocer la importancia del autocuidado, la salud integral y
el bienestar de las personas cuidadoras mediante el fortale-
cimiento del marco normativo, promoviendo acciones ins-
titucionales orientadas a prevenir la sobrecarga física y
emocional, garantizar su bienestar y mejorar la calidad de
los cuidados brindados.

Desde una visión humanista, solidaria y subsidiaria, Ac-
ción Nacional reconoce que el fortalecimiento de las fami-
lias y la protección de la dignidad humana constituyen pi-
lares fundamentales para el desarrollo social.

Apoyar a las personas cuidadoras no solo es una obligación
moral del Estado, sino también una estrategia indispensa-
ble para construir comunidades más justas, saludables y re-
silientes. La corresponsabilidad entre gobierno, sociedad y
familia permitirá avanzar hacia un sistema de cuidados más
equitativo, eficiente y humano, donde nadie tenga que sa-
crificar su salud o su futuro por cuidar a quienes más ama.

Esta iniciativa representa un paso firme hacia el reconoci-
miento efectivo de quienes sostienen, desde el trabajo si-
lencioso y cotidiano, la calidad de vida de millones de fa-
milias mexicanas.

Para un mayor entendimiento de lo que se propone, se pre-
senta el siguiente cuadro comparativo:
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Fundamento legal de la iniciativa

Lo constituye el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6 numeral 76; 77 y; 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, y
demás disposiciones aplicables, mismos que quedaron pre-
cisados desde el inicio de este documento.

En virtud de lo anterior, se somete a consideración el si-
guiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 4o. y 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de reconocimiento de los derechos de
las personas cuidadoras y del sistema nacional de cui-
dados

Artículo Único. Se reforma el artículo 4o. y se adiciona
una fracción XXXIII al artículo 73, recorriéndose la subse-
cuente en su orden, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 4o.- La mujer y el hombre son iguales ante la ley.
Ésta protegerá la organización y el desarrollo de las fami-
lias. El Estado garantizará el goce y ejercicio del derecho a
la igualdad sustantiva de las mujeres.

…

…

…

…

…

…

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

Toda persona tiene derecho a cuidar, a ser cuidada y a
recibir cuidados dignos y de calidad a lo largo del ciclo
de vida. El Estado reconocerá la labor de las personas
cuidadoras, en especial de quienes brindan cuidados a
personas con discapacidad, enfermedades crónicas, en
situación de dependencia o personas adultas mayores.
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La ley establecerá las bases para el Sistema Nacional de
Cuidados bajo principios de corresponsabilidad entre
el Estado, la familia, la comunidad y el sector social y
privado.

El Estado deberá garantizar progresivamente políticas
públicas integrales de apoyo a las personas cuidadoras
y a las personas cuidadas, que incluyan, al menos: apo-
yos económicos conforme a la disponibilidad presu-
puestaria y el principio de progresividad; acceso prefe-
rente a servicios de salud física y mental; esquemas de
descanso, respiro y sustitución temporal; así como pro-
gramas de capacitación, certificación y acompañamien-
to para el desarrollo de las labores de cuidado, en los
términos que establezca la ley.

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

l. a XXXI. …

XXXII. Para expedir la Ley General en materia de
Sistema Nacional de Cuidados y de derechos de las
personas cuidadoras y de las personas cuidadas, que
establezca la concurrencia de la Federación, las enti-
dades federativas, los municipios y las demarcacio-
nes territoriales de la Ciudad de México; distribuya
competencias entre los órdenes de gobierno; deter-
mine las bases de coordinación institucional; y ga-
rantice la implementación de políticas públicas inte-
grales de cuidados en términos del artículo 4o. de
esta Constitución.

XXXIII. Para expedir todas las leyes que sean nece-
sarias, a objeto de hacer efectivas las facultades an-
teriores, y todas las otras concedidas por esta Cons-
titución a los Poderes de la Unión.

Artículos Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la Ley
General en materia de Sistema Nacional de Cuidados y de
derechos de las personas cuidadoras y personas cuidadas,
dentro de un plazo no mayor a ciento ochenta días natura-
les contados a partir de la entrada en vigor del presente de-
creto.

Tercero. En el ámbito de sus respectivas competencias, las
autoridades deberán realizar las adecuaciones normativas,
administrativas y presupuestarias necesarias para la imple-
mentación progresiva del Sistema Nacional de Cuidados,
conforme al principio de progresividad y disponibilidad
presupuestaria.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Paulo Gonzalo Martínez López (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo, en materia de constancias la-
borales para las personas trabajadoras, a cargo de la dipu-
tada Gabriela Benavides Cobos, del Grupo Parlamentario
del PVEM

La que suscribe, Gabriela Benavides Cobos, diputada fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México de la LXVI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos: 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma y adiciona la Ley Federal del Tra-
bajo, en materia de constancias laborales para las per-
sonas trabajadoras, de conformidad con la siguiente:

Exposición de Motivos

La posibilidad de acceder a un trabajo digno y remunerado
libremente es, en México y en la gran mayoría del planeta,
un derecho humano reconocido por diversos instrumentos
internacionales como un deber social; en el caso de Méxi-
co, garantizado en el artículo 123 de nuestra Constitución
Política. En este contexto, la relación laboral no se agota
con la prestación material del servicio ni en la percepción
del salario o sueldo, sino que conlleva una serie de dere-
chos y obligaciones accesorias que permiten a la persona
trabajadora ejercer plenamente otros derechos vinculados
con su desarrollo personal, profesional y patrimonial.
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Uno de los problemas persistentes en el ámbito laboral en
México es la dificultad que enfrentan muchas personas tra-
bajadoras para acreditar formalmente su experiencia y/o
trayectoria, antigüedad, funciones desempeñadas y condi-
ciones generales de trabajo, una vez concluida o incluso
durante la vigencia de una relación laboral. 

En la práctica, muchas empresas se niegan a expedir cons-
tancias laborales, las entregan de manera discrecional o
emiten documentos incompletos, ambiguos o carentes de
elementos mínimos de veracidad y estandarización, lo que
coloca a las personas trabajadoras en una situación de des-
ventaja frente a futuros empleadores, instituciones educati-
vas, autoridades administrativas o financieras.

El derecho al trabajo ha sido reconocido históricamente co-
mo un elemento indispensable para garantizar la dignidad,
y su incorporación progresiva en los ordenamientos jurídi-
cos nacionales e internacionales respondió a la necesidad
de equilibrar las relaciones entre los factores de producción
y de dotar de protección jurídica a las personas trabajado-
ras frente a prácticas arbitrarias. 

En México, dicho reconocimiento se consolidó con la Cons-
titución de 1917, al sentar las bases de un sistema de tutela
del trabajo como función social, lo que implica no solo el ac-
ceso a un empleo, sino la garantía de condiciones que permi-
tan el reconocimiento, la continuidad y la acreditación de la
trayectoria laboral de las personas trabajadoras.

En ese orden de ideas, las constancias laborales significan
un instrumento indispensable para materializar el derecho
al trabajo. Y es que la posibilidad de acreditar de manera
objetiva y verificable los antecedentes laborales, no consti-
tuye un beneficio discrecional o prestación por parte del
empleador, sino una consecuencia natural de la relación de
trabajo y una condición necesaria para el ejercicio efectivo
de otros derechos.

Por lo que la ausencia de una regulación integral en esta
materia debilita la seguridad jurídica, propicia prácticas
desiguales y limita la eficacia del marco normativo laboral
por el que se lucharon obreros y movimientos sociales, por
lo que resulta necesario establecer mecanismos claros que
aseguren la expedición de constancias laborales en condi-
ciones de legalidad, certeza y equidad.

Si bien la Ley Federal del Trabajo contempla ciertas obli-
gaciones patronales relacionadas con la documentación la-
boral, actualmente no existe un mandato específico, expre-

so y uniforme que obligue a las empresas a expedir, a soli-
citud de la persona trabajadora, una constancia laboral en
un formato oficial, homologado y con contenido mínimo
obligatorio. Esta omisión normativa genera incertidumbre
jurídica, fomenta prácticas arbitrarias y limita el ejercicio
efectivo del derecho al trabajo en condiciones de dignidad.

La constancia laboral es un documento de naturaleza pro-
batoria y administrativa que permite acreditar hechos obje-
tivos derivados de una relación de trabajo, tales como el
periodo laborado, el puesto desempeñado, las funciones
realizadas y, en su caso, el tipo de jornada. Su relevancia
trasciende el ámbito estrictamente laboral, pues constituye
un elemento fundamental para acceder a nuevas oportuni-
dades de empleo, procesos de certificación de competen-
cias, trámites migratorios, créditos, arrendamientos, pro-
gramas sociales y procedimientos administrativos o
jurisdiccionales.

Negar, retrasar o condicionar la expedición de una cons-
tancia laboral equivale, de facto, a obstaculizar la movili-
dad laboral y el desarrollo profesional de las personas. Lo
que impacta de manera perjudicial particularmente a quie-
nes se encuentran en condiciones de mayor vulnerabilidad,
como jóvenes, mujeres, personas con trayectorias laborales
discontinuas o quienes han laborado en sectores con altos
niveles de informalidad o rotación.

La inexistencia de un formato oficial para la constancia la-
boral ha dado lugar a una amplia dispersión de criterios so-
bre su contenido, alcance y validez. En muchos casos, los
documentos expedidos carecen de datos esenciales o inclu-
yen cláusulas que exceden su finalidad, como juicios de
valor, referencias subjetivas o advertencias que pueden
afectar injustificadamente la reputación de la persona tra-
bajadora.

Por lo anterior, plasmar en nuestro marco jurídico nacional
la obligación de expedir constancias laborales en un for-
mato oficial contribuirá a equilibrar la relación asimétrica
entre empleador y persona trabajadora, fortalece la seguri-
dad jurídica y materializa el principio de tutela del trabajo
como función social, reconocido tanto por la Constitución
como por la doctrina laboral.

Un formato oficial, emitido o validado por la autoridad la-
boral competente, permitirá garantizar que la constancia la-
boral contenga información mínima, objetiva, verificable y
suficiente, sin invadir la esfera personal ni vulnerar datos
sensibles. Asimismo, facilitaría su reconocimiento por par-
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te de terceros, reduciría la litigiosidad y dotaría de certeza
tanto a empleadores como a personas trabajadoras.

La estandarización del formato no implica una carga exce-
siva para las empresas, sino una medida razonable que pue-
de ser implementada mediante medios físicos o digitales,
en armonía con las políticas de simplificación administra-
tiva y transformación digital del gobierno mexicano.

La presente iniciativa se sustenta en los principios de tra-
bajo digno, seguridad jurídica, igualdad y no discrimina-
ción, así como en el derecho al desarrollo profesional. 

De igual forma, es congruente con los convenios de la Or-
ganización Internacional del Trabajo, particularmente
aquellos relacionados con la protección del empleo y la
promoción de condiciones de trabajo justas y equitativas.

Al reconocer expresamente el derecho de las personas tra-
bajadoras a solicitar y obtener una constancia laboral en
formato oficial, el Estado mexicano fortalece el cumpli-
miento de sus obligaciones internacionales y avanza en la
construcción de un mercado laboral más transparente, for-
mal y equitativo.

En suma, la presente iniciativa responde a una necesidad
real y vigente del mundo del trabajo en México. Reconocer
y regular la expedición de constancias laborales en forma-
to oficial no solo atiende una demanda histórica de las per-
sonas trabajadoras, sino que reafirma el compromiso del
Estado con la dignidad humana, la justicia social y el for-
talecimiento del Estado de Derecho en materia laboral.

Para efecto de ilustrar las modificaciones propuestas, se
presenta el siguiente cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto, someto el presente instru-
mento parlamentario a consideración de la Cámara de
Diputados el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma y adiciona la Ley Federal
del Trabajo, en materia de constancias laborales para
las personas trabajadoras

Artículo Único. Se reforman las fracciones VI y VII del
artículo 3o. Ter y se adiciona a este una fracción VIII; se
reforma la fracción VIII del artículo 132 de la Ley Federal
del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Ter. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

I. a V. …

VI. Tribunal: El juez laboral;

VII. Correr traslado: poner a disposición de alguna de
las partes algún documento o documentos en el local del
Tribunal, salvo los casos previstos en esta Ley, y
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VIII. Constancia laboral: documento oficial emitido
por la persona empleadora que certifica la relación
laboral con la persona trabajadora.

Artículo 132. Son obligaciones de las personas empleado-
ras:

I. a VII. …

VIII. Expedir a las personas trabajadoras que lo soli-
citen o se separen de la empresa, en un término de cin-
co días hábiles, una constancia laboral, en el formato
oficial que para tal efecto emita la Secretaría de Tra-
bajo y Previsión Social, misma que deberá tener co-
mo mínimo los datos generales de la persona traba-
jadora, puestos desempeñados y tiempo laborado.

La falta de expedición en tiempo y forma será san-
cionada conforme a lo dispuesto en la presente Ley.

IX. a XXXIII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. La Secretaría de Trabajo y Previsión Social de-
berá emitir, en un plazo no mayor a 90 días naturales con-
tados a partir de la entrada en vigor del presente decreto, el
formato oficial de constancia laboral a que se refiere el ar-
tículo 132, fracción VIII.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Gabriela Benavides Cobos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 215 del Código Penal
Federal, en materia de protección de la integridad física de
las personas detenidas y abuso de autoridad, a cargo de la
diputada Hilda Magdalena Licerio Valdés, del Grupo Par-
lamentario del PVEM

Quien suscribe, diputada Hilda Magdalena Licerio
Valdés, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México en la LXVI Legislatura de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en la fracción II
del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; de la fracción I, numeral 1, del ar-
tículo 6, así como los artículos 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta asamblea la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se reforma la fracción XV del artículo 215
del Código Penal Federal, en materia de protección de
la integridad física de las personas detenidas y abuso de
autoridad, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

1. Que el artículo 1o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos establece que todas las autorida-
des, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos
humanos, de conformidad con los principios de universali-
dad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, así
como de prevenir, investigar, sancionar y reparar las viola-
ciones a los mismos, lo que comprende la adopción de me-
didas legislativas que aseguren la protección efectiva de las
personas privadas de la libertad.

2. Que el artículo 14 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos dispone que nadie podrá ser pri-
vado de la libertad o de sus derechos sino mediante juicio
seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el
que se cumplan las formalidades esenciales del procedi-
miento, y conforme a las leyes expedidas con anterioridad
al hecho.

3. Que el artículo 16 constitucional establece que la autori-
dad que ejecute una orden judicial de aprehensión deberá
poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación al-
guna y bajo su más estricta responsabilidad. La contraven-
ción a lo anterior será sancionada por la ley penal.

4. Que el artículo 21 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos señala que la investigación de los
delitos corresponde al Ministerio Público, a la secretaría
del ramo de seguridad pública del Ejecutivo federal, a la
Guardia Nacional y a las policías, en el ámbito de su com-
petencia, las cuales, de conformidad con la interpretación
del artículo 1o. de la Constitución, deberán actuar bajo los
principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesiona-
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lismo, honradez y respeto a los derechos humanos, lo que
incluye la obligación de salvaguardar la integridad física de
las personas detenidas bajo su custodia.

5. Que la privación de la libertad modifica la esfera de de-
rechos de las personas, por lo que cualquier omisión o ac-
ción que ponga en riesgo la integridad física de quienes se
encuentran bajo custodia de una autoridad representa una
violación grave a los derechos humanos y un ejercicio in-
debido del poder público.

6. Que si bien el artículo 215 del Código Penal Federal ti-
pifica diversas conductas que constituyen el delito de abu-
so de autoridad, resulta necesario fortalecer su contenido
para incorporar de manera expresa la obligación de las per-
sonas servidoras públicas de garantizar la integridad física
de las personas detenidas, como un elemento esencial de la
custodia legal y respetuosa de los derechos humanos.

En consecuencia, resulta necesario reformar la fracción
XV del artículo 215 del Código Penal Federal, a fin de for-
talecer el marco jurídico de protección de las personas de-
tenidas, prevenir actos de abuso de autoridad durante la
custodia y asegurar que las personas servidoras públicas
actúen con estricto apego a los principios constitucionales
y a los estándares de derechos humanos.

Por lo anterior, se propone modificar la fracción XV del ar-
tículo 215 del Código Penal Federal, de acuerdo con la si-
guiente:

Exposición de Motivos

La detención es la privación provisional de la libertad de
una persona. Debe estar autorizada por un juez, salvo que
exista flagrancia o caso urgente. Se habla de flagrancia
cuando la persona es detenida en el momento en que co-
mete un delito o inmediatamente después de haberlo co-
metido.1 Las detenciones colocan a la persona detenida en
una situación de especial vulnerabilidad frente a la autori-
dad. En ese contexto, el Estado adquiere una posición de
garante respecto de la vida, la integridad física y la digni-
dad humana de quienes se encuentran bajo su custodia.

El pasado 18 de enero, del presente año, en la ciudad de To-
rreón, Coahuila, se dio la detención del joven Chris Hernán
Pérez Rentería, quien posteriormente falleció posterior-
mente, presuntamente a consecuencia de lesiones sufridas
mientras se encontraba bajo custodia de la autoridad.2 Es-
tos hechos han generado una profunda indignación social y

han puesto en evidencia la necesidad de revisar y fortalecer
el marco jurídico que regula la actuación de las autoridades
encargadas de la detención y custodia de personas. 

Un joven que salió de su domicilio con la única intención
de celebrar su cumpleaños no regresó con vida, tras haber
sido detenido por elementos de seguridad pública y perma-
necer bajo custodia de una autoridad municipal.

De acuerdo con la información pública disponible, Chris
Hernán fue detenido consciente, sin lesiones visibles y en
aparente buen estado de salud, y posteriormente trasladado
a un centro de detención administrativa. Sin embargo, ho-
ras después fue llevado de emergencia a una institución
médica, donde se le diagnosticó muerte cerebral y, final-
mente, perdió la vida. Las versiones oficiales y los testi-
monios de familiares y testigos presentan contradicciones
que actualmente son materia de investigación ministerial,
lo que refuerza la exigencia social de verdad, justicia y ren-
dición de cuentas.3

Este caso, más allá de su desenlace particular, revela un
problema estructural: la insuficiencia de los tipos penales
existentes para sancionar de manera clara y efectiva las
omisiones graves de las personas servidoras públicas que,
teniendo bajo su custodia a una persona detenida, no ga-
rantizan su integridad física. En un Estado de derecho, no
basta con afirmar que no existió agresión directa; la omi-
sión de cuidado, vigilancia y protección también puede
constituir una forma grave de abuso de poder.

El derecho penal mexicano, como lo explica la doctora
Amuchategui, se rige por el principio de legalidad y por el
principio de tipicidad, conforme a los cuales sólo puede
sancionarse aquella conducta que se encuentre descrita de
manera clara, previa y exacta en la ley penal. El tipo penal
es la descripción abstracta de la conducta prohibida, y solo
cuando un comportamiento real encuadra plenamente en
dicha descripción puede afirmarse la existencia de un deli-
to y, en consecuencia, la imposición de una pena. La au-
sencia de una previsión normativa específica impide la per-
secución penal de conductas que, aun siendo socialmente
reprochables y lesivas de derechos fundamentales, no se
encuentran debidamente tipificadas.4

Actualmente, el artículo 215 del Código Penal Federal con-
templa diversas conductas constitutivas del delito de abuso
de autoridad, entre ellas la omisión de realizar el registro
inmediato de una detención o la dilación injustificada en
poner a la persona detenida a disposición de la autoridad
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competente. No obstante, dicho precepto no establece de
manera expresa la obligación penalmente relevante de ga-
rantizar la integridad física de las personas detenidas du-
rante el tiempo en que permanecen bajo custodia de cual-
quier autoridad.

Esta omisión normativa puede generar vacíos de tipicidad
que dificultan el encuadramiento jurídico de conductas que
derivan en lesiones graves o incluso en la muerte de perso-
nas detenidas, trasladando indebidamente el análisis al ám-
bito administrativo o disciplinario, cuando en realidad se
trata de posibles violaciones graves a los derechos huma-
nos que ameritan una respuesta penal clara y contundente.

La reforma que se propone tiene como finalidad fortalecer
el tipo penal de abuso de autoridad, incorporando expresa-
mente como conducta delictiva la omisión de garantizar la
integridad física de las personas detenidas. Con ello, se
busca dotar de mayor certeza jurídica a la actuación de las
autoridades, prevenir conductas abusivas u omisivas du-
rante la custodia, y asegurar que hechos como los ocurridos
en el caso de Chris Hernán Pérez Rentería no queden en la
impunidad por deficiencias en la descripción legal del de-
lito.

Asimismo, esta modificación contribuye a armonizar el
Código Penal Federal con los estándares constitucionales y
de derechos humanos que obligan al Estado a proteger de
manera reforzada a las personas privadas de la libertad, re-
conociendo que la custodia no solo implica control, sino
una responsabilidad activa de cuidado y protección.

En suma, la presente iniciativa no prejuzga responsabilida-
des individuales ni interfiere en investigaciones en curso,
pero sí responde a una legítima exigencia social de fortale-
cer el marco normativo, cerrar espacios de impunidad y re-
afirmar que ninguna autoridad puede sustraerse de su deber
de proteger la vida y la integridad de quienes se encuentran
bajo su custodia.

A través del siguiente cuadro comparativo se pueden ob-
servar las modificaciones propuestas al texto vigente:

En virtud de lo anteriormente expuesto, someto a la consi-
deración de esta honorable soberanía el siguiente proyecto
de:

Decreto por el que se reforma la fracción XV del ar-
tículo 215 del Código Penal Federal, en materia de pro-
tección de la integridad física de las personas detenidas
y abuso de autoridad

Artículo Único. Se reforma la fracción XV del artículo
215 del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 215. Cometen el delito de abuso de autoridad los
servidores públicos que incurran en alguna de las conduc-
tas siguientes:

I. a XIV. …

XV. Omitir realizar el registro inmediato de la detención
correspondiente, no garantizar la integridad física del
detenido bajo custodia de cualquier autoridad, fal-
sear el Reporte Administrativo de Detención correspon-
diente, omitir actualizarlo debidamente o dilatar injusti-
ficadamente poner al detenido bajo la custodia de la
autoridad correspondiente; y

XVI. …

…
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…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Diccionario Jurídico, [en línea], 

https://diccionariojuridico.org/definicion/detencion/ [consulta: 30
de enero de 2026].

2 José Fernando Escobar, De una celebración a la muerte: el caso de
Chris Hernán Pérez Rentería que sacude a La Laguna, el Sol de la La-
guna, 21 de enero de 2026, México, [en línea], 

https://diccionariojuridico.org/definicion/detencion/ [consulta: 30
de enero de 2026].

3 Ibidem

4 Amuchategui, Griselda, Derecho Penal, Oxford, 4a ed, 2012, Méxi-
co, pp. 64 [en línea], 

https://proyectozero24.com/wp-content/uploads/2021/09/Amucha-
tegui-Requena-2012-Derecho-Penal.pdf [consulta: 30 de enero de
2026].

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Hilda Magdalena Licerio Valdés (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Seguro Social, en materia de seguridad social
y salud para personas con discapacidad, a cargo de la dipu-
tada Hilda Magdalena Licerio Valdés, del Grupo Parla-
mentario del PVEM

Quien suscribe, diputada Hilda Magdalena Licerio Val-
dés, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México en la LXVI Legislatura de la Cáma-

ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos: 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta
honorable asamblea la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adiciona diversas dis-
posiciones de la ley del seguro social, en materia de se-
guridad social y salud para personas con discapacidad,
al tenor de las siguientes:

Consideraciones

1. Que el artículo 1o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos reconoce que todas las personas go-
zarán de los derechos humanos previstos en la propia Cons-
titución y en los tratados internacionales de los que el Estado
mexicano sea parte, y establece la obligación de todas las au-
toridades de promover, respetar, proteger y garantizar dichos
derechos conforme a los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad, así como de
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a
los mismos. Asimismo, dicho precepto prohíbe toda forma
de discriminación, incluida aquella motivada por la disca-
pacidad.

2. Que el artículo 4o. de la Constitución reconoce el dere-
cho de toda persona a la protección de la salud y establece
que el Estado deberá garantizar este derecho mediante ser-
vicios de salud adecuados, oportunos y de calidad, con un
enfoque de inclusión y sin discriminación, lo cual resulta
especialmente relevante tratándose de personas con disca-
pacidad que requieren atención médica continua y especia-
lizada.

3. Que el artículo 123, Apartado A, fracción XXIX, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos re-
conoce el derecho a la seguridad social como una obliga-
ción del Estado, la cual debe garantizar condiciones de vi-
da dignas frente a contingencias como la muerte del
trabajador, la invalidez, la enfermedad y la discapacidad,
así como la protección de los beneficiarios y derechoha-
bientes.

4. Que México es Estado Parte de la Convención sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad, la cual forma
parte del parámetro de regularidad constitucional conforme
a lo dispuesto en el artículo 133 constitucional. Dicho tra-
tado reconoce, en sus artículos 25 y 28, el derecho de las
personas con discapacidad al disfrute del más alto nivel po-
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sible de salud y a la protección social, sin discriminación
por motivos de discapacidad, obligando a los Estados a ga-
rantizar el acceso a servicios de salud, seguros y prestacio-
nes sociales de manera continua y adecuada.

5. Que la Ley General para la Inclusión de las Personas con
Discapacidad reconoce, en sus artículos 4 y 5, que las per-
sonas con discapacidad gozarán de todos los derechos hu-
manos en igualdad de condiciones, así como el derecho a
la autonomía personal, a la igualdad, a la no discriminación
y a la inclusión plena en la sociedad, lo que implica la obli-
gación del Estado de garantizar su acceso efectivo y conti-
nuo a la seguridad social y a los servicios de salud.

6. Que el marco normativo vigente de la Ley del Seguro
Social contiene disposiciones que condicionan el acceso y
la permanencia en las pensiones de orfandad, asignaciones
familiares y servicios médicos a límites de edad, a la con-
dición de estudiante o a la imposibilidad absoluta de traba-
jar, lo cual ha generado, en la práctica, que personas con
discapacidad pierdan su protección en materia de seguri-
dad social y salud al alcanzar determinada edad, aun cuan-
do subsista su condición de discapacidad.

7. Que, en ese contexto, resulta necesario reformar los ar-
tículos 64, 84, 134 y 138 de la Ley del Seguro Social, a fin
de garantizar que las personas con discapacidad o enfer-
medad crónica que les impida mantenerse por su propio
trabajo conserven el derecho a las pensiones de orfandad,
asignaciones familiares y servicios médicos sin sujeción a
límites de edad, siempre que subsista dicha condición, ase-
gurando la continuidad de su protección social y de salud.

8. Que la presente reforma tiene como objetivo eliminar
barreras normativas que generan exclusión, armonizar la
legislación secundaria con el marco constitucional y con-
vencional en materia de derechos humanos, y avanzar ha-
cia un sistema de seguridad social incluyente, que reco-
nozca las necesidades específicas de las personas con
discapacidad y garantice su derecho a una vida digna.

Por lo anterior, se propone modificar diversos artículos de
la Ley del Seguro Social, de acuerdo con la siguiente:

Exposición de Motivos

Conforme a los datos dados por el Inegi, en México, para
2023, la población de cinco años y más con discapacidad
ascendió a 8.8 millones de personas, con una distribución
prácticamente equilibrada entre hombres y mujeres. 

No obstante, los datos muestran brechas persistentes en el
acceso a la educación, pues mientras 60 de cada 100 per-
sonas sin discapacidad de entre cinco y veintinueve años
asistían a la escuela, en el caso de las personas con disca-
pacidad la cifra se reducía a 46 de cada 100.1 Esta des-
igualdad se profundiza en los niveles educativos, donde
una proporción significativamente mayor de personas con
discapacidad carece de escolaridad o cuenta únicamente
con estudios de primaria incompleta.

La falta de una instrucción formal impacta directamente en
la inserción laboral. En 2023, la tasa de participación eco-
nómica de la población sin discapacidad fue de 68.0 por
ciento, mientras que en la población con discapacidad ape-
nas alcanzó 40.6 por ciento. La diferencia es aún más pro-
nunciada en el caso de las mujeres, ya que solo 31.3 por
ciento de las mujeres con discapacidad participó en alguna
actividad económica,2 frente a niveles sustancialmente
más altos en la población sin discapacidad.

Como consecuencia de estas barreras estructurales, un núme-
ro importante de personas con discapacidad no logra incor-
porarse al empleo formal ni generar derechos propios de se-
guridad social. En muchos casos, su acceso a servicios
médicos o prestaciones depende de la afiliación de sus padres
o tutores, vínculo que puede extinguirse fácilmente, aun
cuando la condición de discapacidad subsista y las limitacio-
nes para acceder a un empleo formal permanezcan intactas.

Esta situación produce un vacío de protección incompati-
ble con un enfoque de igualdad sustantiva. A diferencia de
la incapacidad laboral, que puede ser temporal, permanen-
te parcial o permanente total y que se encuentra asociada a
una relación de trabajo, la discapacidad no desaparece con
el paso del tiempo ni se corrige por el simple transcurso de
la edad. Por ello, cuando la pensión constituye un meca-
nismo indispensable para garantizar el acceso a la salud y
a condiciones mínimas de subsistencia, su otorgamiento no
debe sujetarse exclusivamente a un límite por la edad.

Ya que por la naturaleza de la reforma se habla de “disca-
pacidad” y de “incapacidad” es necesario hacer una ade-
cuada precisión conceptual. Es decir, que resulta indispen-
sable distinguir con claridad entre los conceptos de
discapacidad e incapacidad, los cuales suelen emplearse de
manera indistinta, pese a que responden a realidades jurí-
dicas, sociales y laborales profundamente diferentes.

Por un lado, la incapacidad, de conformidad con la legisla-
ción laboral y de seguridad social vigente, se encuentra
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vinculada a una situación temporal o permanente derivada
de un riesgo de trabajo, enfermedad profesional, accidente
o maternidad, y se traduce en la imposibilidad, parcial o to-
tal, de desempeñar una actividad laboral por un periodo de-
terminado o de forma definitiva.3

La propia Ley Federal del Trabajo define los riesgos labo-
rales como los accidentes y enfermedades a que están ex-
puestos los trabajadores en ejercicio o con motivo del tra-
bajo, y establece que éstos pueden generar incapacidad
temporal, permanente parcial o permanente total. 

En estos supuestos, la incapacidad opera como una figura
jurídica que permite al trabajador ausentarse de sus labo-
res, acceder a subsidios, indemnizaciones o pensiones, sin
que ello implique una redefinición de su condición perso-
nal o social.

Por el contrario, la discapacidad no constituye un trámite
administrativo ni una consecuencia directa de la relación
laboral, sino una condición de largo plazo que surge de la
interacción entre la persona y el entorno en el que se des-
envuelve. 

En este sentido, la Organización Mundial de la Salud la ha
definido como una condición que abarca las deficiencias,
las limitaciones de actividad y las restricciones de partici-
pación,4 lo que implica un cambio sustancial de enfoque, al
reconocer que no se trata de una característica aislada del
individuo, sino de un fenómeno influido por factores so-
ciales, económicos y culturales.

La importancia del lenguaje en este ámbito resulta funda-
mental. Diversas organizaciones especializadas han adver-
tido que expresiones como “discapacitado” concentran la
atención en la limitación y despojan a las personas de sus
rasgos de individualidad, al reducirlas a una sola condi-
ción. Aún más problemático resulta el término “minusváli-
do”, cuya raíz etimológica significa “menos válido”, incor-
porando una valoración negativa que refuerza estigmas
sociales. De igual manera, denominaciones como “defi-
ciente”, “impedido” o “subnormal” han sido reconocidas
como peyorativas y contrarias a un enfoque de derechos
humanos.5

Frente a ello, la comunidad internacional ha adoptado de ma-
nera expresa la denominación “persona con discapacidad”, la
cual fue reconocida formalmente en 2006 por la Organiza-
ción de las Naciones Unidas como la expresión correcta para
su uso en leyes, textos y documentos oficiales. 

Esta formulación pone a la persona en primer lugar y en se-
gundo término a la discapacidad, destacando su calidad de
sujeto de derechos y no de objeto de asistencia. 

Como se ha señalado, con un detalle tan sencillo como an-
teponer la palabra persona se pone el acento en la condi-
ción de sujeto con derechos, superando visiones pasivas o
dependientes.6

En contraste, términos que han ganado uso social como
“personas con capacidades diferentes” o “diversidad fun-
cional” carecen de reconocimiento jurídico y, lejos de nor-
malizar la discapacidad, generan ambigüedad. Tal como se
ha señalado desde instancias especializadas, todas las per-
sonas tenemos capacidades diferentes, con o sin discapaci-
dad, por lo que dichas expresiones no solo resultan impre-
cisas, sino que pueden invisibilizar las necesidades reales
de este sector de la población.7

En este sentido, resulta indispensable adecuar el marco
normativo para reconocer que la protección social de las
personas con discapacidad debe atender a su situación real
y no a criterios rígidos que, en la práctica, reproducen la
exclusión. La eliminación de límites de edad injustificados
para el acceso o continuidad de una pensión, cuando ésta
sea necesaria, constituye una medida coherente con el
principio de no discriminación y con el mandato del Esta-
do de garantizar una vida digna a todas las personas.

A través del siguiente cuadro comparativo se pueden ob-
servar las modificaciones propuestas al texto vigente:
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En virtud de lo anteriormente expuesto, someto a la consi-
deración de esta honorable soberanía el siguiente proyecto
de:

Decreto por el que se reforman y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley del Seguro Social, en materia de
seguridad social y salud para personas con discapaci-
dad

Artículo Único. Se reforman las fracciones III y VI del ar-
tículo 64; se reforma la fracción VI del artículo 84; se re-
forma y adiciona un párrafo tercero al artículo 134; se re-
forma la fracción II y el párrafo tercero del artículo 138,
todos de la Ley del Seguro Social, para quedar como sigue:

Artículo 64. Si el riesgo de trabajo trae como consecuen-
cia la muerte del asegurado, el Instituto calculará el monto
constitutivo al que se le restará los recursos acumulados en
la cuenta individual del trabajador fallecido, a efecto de de-
terminar la suma asegurada que el Instituto deberá cubrir a
la institución de seguros, necesaria para obtener una pen-
sión, ayudas asistenciales y demás prestaciones económi-
cas previstas en este capítulo a los beneficiarios.

…

a) a b) …

Las pensiones y prestaciones a que se refiere la presente
Ley serán:

I. y II. …

III. A cada uno de los huérfanos que lo sean de padre o
madre, que se encuentren totalmente incapacitados, se
les otorgará una pensión equivalente al veinte por cien-
to de la que hubiese correspondido al asegurado tratán-
dose de incapacidad permanente total. Esta pensión se
mantendrá mientras subsista la discapacidad o la
condición de incapacidad, sin sujeción a límite de
edad;

IV. y V. …

VI. A cada uno de los huérfanos, cuando lo sean de
padre y madre, menores de dieciséis años o hasta
veinticinco años si se encuentran estudiando en los
planteles del sistema educativo nacional, o sin límite
de edad en tanto se encuentren totalmente incapacita-
dos debido a una enfermedad crónica o tenga una dis-
capacidad física, mental, intelectual o sensorial, y
en tanto subsista la condición que les impida mante-
nerse por su propio trabajo se les otorgará una pensión
equivalente al treinta por ciento de la que hubiera co-
rrespondido al asegurado tratándose de incapacidad
permanente total.

…

…

…

Artículo 84. Quedan amparados por este seguro:
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I. a V. …

VI. Los hijos del asegurado cuando no puedan mante-
nerse por su propio trabajo debido a una enfermedad
crónica, hasta en tanto no desaparezca la incapacidad, o
por discapacidad física, mental, intelectual o senso-
rial, en tanto subsista dicha condición, o hasta la edad
de veinticinco años cuando realicen estudios en plante-
les del sistema educativo nacional;

Del mismo derecho gozarán las y los menores sobre
quienes el asegurado o pensionado ejerza la patria po-
testad o guarda y custodia o tutela, acreditada por reso-
lución judicial y reúnan, en su caso, los requisitos del
párrafo anterior;

VII. a IX. …

Artículo 134. Tendrán derecho a recibir pensión de orfan-
dad cada uno de los hijos menores de dieciséis años, cuan-
do muera el padre o la madre y alguno de éstos hubiera te-
nido el carácter de asegurado, y acrediten tener ante el
Instituto un mínimo de ciento cincuenta cotizaciones se-
manales o haber tenido la calidad de pensionados por inva-
lidez.

El Instituto prorrogará la pensión de orfandad, después de
alcanzar el huérfano la edad de dieciséis años, y hasta la
edad de veinticinco, si se encuentra estudiando en plante-
les del sistema educativo nacional, tomando en considera-
ción las condiciones económicas, familiares y personales
del beneficiario, siempre que no sea sujeto del régimen
obligatorio.

Tratándose de huérfanos con discapacidad o enfer-
medad crónica que les impida trabajar, el derecho a
la pensión de orfandad se mantendrá sin límite de
edad, siempre que subsista dicha condición y con in-
dependencia de que se incorporen al sistema educati-
vo nacional.

El huérfano mayor de dieciséis años que desempeñe un
trabajo remunerado no tiene derecho a percibir esta 
pensión.

Artículo 138. Las asignaciones familiares consisten en una
ayuda por concepto de carga familiar y se concederá a los
beneficiarios del pensionado o pensionada por invalidez,
de acuerdo con las reglas siguientes:

I. …

II. Para cada uno de los hijos menores de dieciséis años
del pensionado, no habrá límite de edad para las y los
hijos con discapacidad, en tanto subsista dicha con-
dición, el diez por ciento de la cuantía de la pensión; 

III. a V. … 

...

Las asignaciones familiares cesarán con la muerte del fa-
miliar que la originó y, en el caso de los hijos, terminarán
con la muerte de éstos o cuando cumplan los dieciséis
años, o bien los veinticinco años, no habrá límite de edad
cuando los hijos sean personas con discapacidad, en
tanto subsista dicha condición, aplicándose en lo condu-
cente lo dispuesto por el artículo 134 de esta Ley.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Inegi, estadísticas a propósito del Día Internacional de las Personas
con Discapacidad, [base de datos], 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2024/eap_pcd24.pdf [consulta: 15 de enero de 2026]

2 Ibidem

3 Incapacidades Laborales, tipos e implicaciones, Gobierno de Méxi-
co, [en línea], 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/298270/incapa-
cidades_laborales.pdf, [consulta: 15 de enero de 2026].

4 Fundación Adecco,Terminología adecuada para personas con disca-
pacidad. Posicionamiento de la Fundación Adecco, México, [en línea],

https://fundacionadecco.org/blog-diversidad-inclusion/terminolo-
gia-adecuada-discapacidad/ [consulta: 15 de enero de 2026].
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5 Ibidem

6 Ibidem

7 Ibidem

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Hilda Magdalena Licerio Valdés (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

«Iniciativa que adiciona el artículo 132 de la Ley Federal
del Trabajo, en materia del derecho al cuidado y permisos
laborales para acompañar a adultos mayores a citas médi-
cas, a cargo de la diputada Ciria Yamile Salomón Durán,
del Grupo Parlamentario del PVEM

Quien suscribe, Ciria Yamile Salomón Durán, diputada
federal por el Distrito 02 del estado de Hidalgo, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos: 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción
XXIX Ter al artículo 132 de la Ley Federal del Traba-
jo, en materia del derecho al cuidado y permisos labo-
rales para acompañar a adultos mayores a citas médi-
cas, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

México está entrando aceleradamente a una etapa de en-
vejecimiento demográfico avanzado: hoy hay alrededor
de 17.1 millones de personas de 60 años y más (12.8 por
ciento de la población) y, de acuerdo con proyecciones
oficiales, a partir de 2030 habrá más personas mayores
que niñas, niños y adolescentes (0-14 años). Para 2050,
el porcentaje de personas mayores podría rondar 22 por
ciento, y hacia 2070 aumentar a 34 por ciento, un cambio
estructural que presiona nuestros sistemas de salud, seguri-
dad social y cuidados.1

Este giro demográfico convive con una realidad concreta:
una alta demanda de acompañamiento y cuidados, la
Encuesta Nacional sobre Salud y Envejecimiento en
México (Enasem) 20212 confirmó que la multimorbilidad
y las enfermedades crónicas (hipertensión 43.3 por ciento,
diabetes 25.6 por ciento) son prevalentes en población ma-
yor de 53 años y que casi 1 de cada 5 personas de 53+
cuida a una persona adulta, lo que ilustra redes familia-
res activas y la necesidad de apoyo en traslados y consul-
tas. A su vez, estimaciones recientes -basadas en la En-
cuesta Nacional para el Sistema de Cuidados (Enasic)
2022-3 indican que en México 58.3 millones de personas
tuvieron necesidad de cuidados (45.2 por ciento de la po-
blación), y que las mujeres realizan 75 por ciento del
cuidado, con cargas horarias significativamente mayores,
lo que impacta su participación laboral y los ingresos del
hogar.

La carga de cuidados en México recae mayoritariamente
en las familias y, dentro de ellas, sobre todo en las muje-
res. El Inegi estima que el trabajo doméstico y de cui-
dados no remunerado alcanzó un valor de más de 8
billones de pesos en 2024, equivalente al 23.9 por cien-
to del PIB nacional. De ese total, las mujeres aportan
el 72.6 por ciento del valor económico del cuidado,
dedicando en promedio 39.7 horas semanales, más del
doble que los hombres. Este panorama no solo evidencia
una sobrecarga estructural, sino que también subraya
la necesidad de que el Estado y el sector laboral imple-
menten medidas para facilitar el cuidado corresponsable
de las personas mayores.4

En términos sociales, este envejecimiento trae consigo una
mayor prevalencia de enfermedades crónicas y limitacio-
nes físicas, condiciones que requieren seguimiento cons-
tante, consultas periódicas y, en muchos casos, acompaña-
miento para recibir atención médica. Más aún, 62.3 por
ciento de estas personas califican su salud como regular
o mala, y un número significativo ha presentado síntomas
de depresión, particularmente tras la pandemia.5

Un elemento crítico es que uno de cada dos adultos ma-
yores en México requiere asistencia para trámites, con-
sultas o actividades cotidianas, según la Enasic 2022.6

Además, 2.5 millones de personas mayores viven solas y
necesitan apoyo regular, siendo la compañía y el acom-
pañamiento médico dos de sus principales requerimientos.
Estas cifras muestran una realidad silenciosa: millones de
adultos mayores dependen de sus hijas e hijos para acceder
al sistema de salud, pero la legislación laboral vigente no
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garantiza permisos suficientes para permitir este acompa-
ñamiento.

A nivel internacional, organismos como la Organización
Internacional del Trabajo (OIT) y la Comisión Económi-
ca para América Latina y el Caribe (Cepal) han señala-
do que los países deben ampliar las licencias y permisos
relacionados con el cuidado, especialmente ante el enve-
jecimiento poblacional. En su boletín conjunto “Tiempos
para cuidar en América Latina y el Caribe”,7 ambos orga-
nismos advierten que las políticas laborales deben adaptar-
se para permitir que las familias acompañen a personas de-
pendientes a citas médicas, cuidados urgentes y procesos
terapéuticos. Este tipo de modificaciones no solo favorece-
ría la igualdad y la corresponsabilidad social, sino que me-
joraría los sistemas de salud al garantizar continuidad
en la atención médica.

El Estado mexicano y sus instituciones de salud también
reconocen esta necesidad. El IMSS, por ejemplo, ha am-
pliado su programa GeriatrIMSS, presente ya en 154 hos-
pitales y 46 Unidades de Medicina Familiar, destacando
que la atención integral a personas mayores requiere no so-
lo servicios clínicos, sino la presencia de familiares que fa-
ciliten su movilidad, su comunicación médica y su entorno
emocional durante la atención. 

Estas acciones institucionales confirman que el acompa-
ñamiento no es accesorio: es un componente esencial
del bienestar y la salud integral de las personas 
mayores.

A pesar de este acelerado envejecimiento poblacional y del
creciente número de personas que requieren cuidados y
acompañamiento médico, el marco jurídico mexicano to-
davía no reconoce de manera explícita el derecho de las
personas trabajadoras a ausentarse para acompañar a
sus familiares adultos mayores a consultas médicas. La
Ley Federal del Trabajo (LFT) establece diversas licen-
cias y permisos -maternidad, paternidad, adopción, lactan-
cia, cuidados por enfermedad de hijos con cáncer-, pero no
contempla ningún permiso relacionado con el cuidado o
acompañamiento de ascendientes, lo que evidencia un
vacío normativo frente a las realidades actuales de los cui-
dados familiares. 

Actualmente, la única disposición de la LFT que aborda un
permiso para cuidados familiares es la fracción XXIX Bis
del artículo 132, que obliga al patrón a otorgar facilidades

laborales a madres y padres de niñas, niños y adolescentes
con cáncer de hasta 16 años, permitiendo ausencias justifi-
cadas cuando lo determine el IMSS. Sin embargo, no exis-
te una disposición semejante para personas trabajado-
ras que cuidan a sus padres, ni para acompañar adultos
mayores a citas médicas, pese a que estos representan uno
de los grupos con mayor necesidad de asistencia. 

Esta omisión genera desigualdad, pues el derecho al cuida-
do solo se reconoce parcialmente y no responde a las trans-
formaciones demográficas y sociales del país. 

En la práctica, el acompañamiento médico de adultos ma-
yores depende de acuerdos entre el trabajador y su em-
pleador, situación que produce incertidumbre laboral, ries-
go de descuentos e incluso afectaciones en el empleo. La
legislación mexicana tampoco ha ratificado el Convenio
156 de la OIT, que promueve la igualdad de oportunida-
des entre personas trabajadoras con responsabilidades fa-
miliares y reconoce la necesidad de permisos y flexibilidad
laboral para atender cuidados.8

La ausencia de esta ratificación limita la incorporación de
estándares internacionales que podrían mejorar la concilia-
ción entre empleo y responsabilidades familiares, particu-
larmente en materia de cuidados de larga duración. 

A este escenario se suma la creciente evidencia de que el
acompañamiento familiar mejora la adherencia terapéutica,
reduce hospitalizaciones evitables y disminuye costos para
el sistema de salud. 

Las investigaciones del Instituto Nacional de Geriatría y
de organismos internacionales muestran que las personas
mayores con apoyo familiar regular tienden a tener me-
jores resultados clínicos, lo que beneficia al paciente, al
sistema de salud y a la productividad del trabajador que
evita ausencias prolongadas derivadas de complicacio-
nes prevenibles. 

Estos beneficios sociales y económicos fortalecen la perti-
nencia de incluir en la legislación laboral permisos de acom-
pañamiento para garantizar continuidad en la atención.9

Desde una perspectiva jurídica, el artículo 4o. constitu-
cional reconoce el derecho de todas las personas a la pro-
tección de la salud, mientras que el Estado debe garantizar
las condiciones para que este derecho sea efectivo. Asimis-
mo, el artículo 1o. de la Constitución ordena a todas las au-
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toridades adoptar el principio pro persona y garantizar el
acceso a los derechos humanos con enfoque de igualdad y
no discriminación. 

En el contexto del envejecimiento, esto implica que el
marco laboral debe adaptarse para permitir que quienes
tienen responsabilidades familiares de cuidado -en espe-
cial respecto a personas mayores dependientes- puedan
ejercerlas sin poner en riesgo su estabilidad laboral ni su
ingreso, más aún cuando, como se ha señalado, uno de
cada dos adultos mayores requiere acompañamiento
para citas médicas. 

En este mismo sentido, se debe de revisar que la Primera
Sala de la SCJN reconoció por primera vez el derecho
humano al cuidado (Amparo Directo 6/2023)10 y estable-
ció que todas las personas tienen derecho a cuidar, a ser
cuidadas y al autocuidado, subrayando el papel priorita-
rio del Estado en su protección y la necesidad de evitar
que recaiga desproporcionadamente en las familias y,
en particular, en las mujeres. 

Este criterio, de indudable relevancia constitucional, con-
firma que el cuidado es un bien social y que deben adop-
tarse medidas normativas para hacerlo efectivo, lo que in-
cluye remover barreras laborales a quienes brindan
cuidados a personas mayores.

Esto de manera coincidente con la doctrina jurisdiccional
sobre personas mayores como grupo que requiere espe-
cial protección y el enfoque de derechos humanos en el
envejecimiento, además, la adopción de ajustes razona-
bles en el ámbito laboral para permitir el acompañamiento
a consultas, estudios y terapias, en línea con manuales y
guías de la SCJN para juzgar con perspectiva de persona
mayor. Estos insumos judiciales y técnicos abonan a la
convencionalidad y constitucionalidad de la medida pro-
puesta.

Por su parte, el artículo 123 constitucional otorga al Con-
greso la facultad de legislar en materia laboral regulando
las condiciones mínimas de trabajo. Esta atribución, histó-
ricamente utilizada para crear licencias de maternidad, pa-
ternidad, adopción y cuidados especializados (como la li-
cencia para madres y padres de menores con cáncer),
constituye el fundamento para incorporar un permiso para
acompañar a ascendientes a consultas médicas. 

El trabajo digno que establece este artículo requiere condi-
ciones que permitan conciliar la vida personal, familiar y

laboral, especialmente cuando se trata de grupos en situa-
ción de vulnerabilidad como las personas mayores.

Desde el punto de vista social, crear un permiso laboral es-
pecífico para acompañar a padres y madres a consultas
médicas contribuye a redistribuir socialmente el cuidado,
atender desigualdades de género y dar certeza laboral a mi-
llones de familias. Asimismo, desde el enfoque del derecho
a la salud y del envejecimiento digno, es indispensable re-
conocer que la asistencia y el acompañamiento no son ac-
tos secundarios, sino componentes esenciales de la aten-
ción integral.

En suma, la justificación para reformar la Ley Federal del
Trabajo es jurídica, social y humanitaria: México necesita
actualizar su legislación laboral para responder al envejeci-
miento poblacional, proteger el derecho al cuidado, garanti-
zar la igualdad entre mujeres y hombres, y permitir que mi-
llones de familias acompañen a sus adultos mayores en un
contexto de creciente necesidad de atención médica. Esta
reforma representa un paso responsable, justo y urgente ha-
cia un país donde el cuidado sea un derecho y no una carga
invisible.

Por tales motivos, y ante la evidente necesidad de actuali-
zar el marco normativo mexicano para garantizar el dere-
cho al cuidado y la protección efectiva de la salud de las
personas mayores, se propone incorporar un permiso la-
boral que otorgue hasta cinco días al año con goce total
de sueldo y cinco días adicionales con el 60 por ciento de
remuneración. 

Esta estructura mixta permite equilibrar las obligaciones
del Estado y del sector empleador con la urgente realidad
social documentada por organismos nacionales e interna-
cionales. Por un lado, asegura que las personas trabaja-
doras cuenten con tiempo protegido y remunerado para
acompañar a sus padres o madres en consultas médicas, es-
tudios diagnósticos o procesos terapéuticos; y por otro, in-
corpora criterios de sostenibilidad financiera que favo-
recen su viabilidad normativa y su aceptación entre los
distintos sectores económicos. 

Medidas similares han sido recomendadas por la OIT y la
Cepal al destacar que las licencias remuneradas para cui-
dados -incluso con esquemas mixtos o escalonados- con-
tribuyen a la corresponsabilidad social, reducen desigual-
dades de género y fortalecen el derecho al cuidado como
un componente fundamental del bienestar y la salud públi-
ca. En consecuencia, la propuesta presentada no solo es ju-
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rídicamente procedente y socialmente necesaria, sino tam-
bién proporcional, razonable y acorde con los estándares
internacionales aplicables al mundo del trabajo. 

Para mayor claridad, en el siguiente cuadro comparativo se
expone la reforma propuesta:

En conclusión, la presente iniciativa representa un paso
imprescindible para armonizar la legislación laboral con la
realidad social y demográfica que atraviesa México.

El envejecimiento acelerado de la población, las crecientes
necesidades de acompañamiento médico y la alta depen-
dencia de las familias -documentadas por el Inegi, Enasem
y Enasic- evidencian que el país no puede seguir operan-
do con un marco jurídico que desconoce las exigencias
de cuidado que hoy recaen de forma desproporcionada
en millones de hogares. 

La propuesta de crear un permiso laboral anual para acompañar
a personas adultas mayores constituye una respuesta responsa-
ble, prudente y acorde con las obligaciones del Estado mexica-
no en materia de derechos humanos.

Asimismo, esta reforma refleja un compromiso real con el
mandato constitucional contenido en los artículos 1o., 4o.
y 123, que exigen garantizar la protección de la salud, ve-
lar por la igualdad sustantiva y crear condiciones laborales
que permitan a todas las personas conciliar su vida familiar
y su vida profesional. 

A su vez, armoniza el marco interno con los estándares in-
ternacionales señalados por la OIT y la Cepal, que han su-
brayado la urgencia de ampliar los tiempos de cuidado y
adoptar permisos que atiendan las necesidades derivadas
del envejecimiento poblacional y las responsabilidades fa-
miliares. 

Este decreto, por tanto, se inserta en una corriente jurídica
global que reconoce que el cuidado es un derecho y una
función social indispensable para sostener la vida y forta-
lecer el tejido comunitario. 

Por todo lo anteriormente expuesto, de forma respetuosa,
se somete a consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de:

Decreto por el que se adiciona una fracción XXIX Ter
al artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, en mate-
ria del derecho al cuidado y permisos laborales para
acompañar a adultos mayores a citas médicas

Artículo Único. Se adiciona la fracción XXIX Ter al ar-
tículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como
sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de las personas empleadoras:

I. a XXIX Bis. …

XXIX Ter. Conceder a las personas trabajadoras has-
ta diez días laborales por año para acompañar a su fa-
miliar ascendente en primer grado a consultas médi-
cas, estudios diagnósticos, terapias, intervenciones
programadas o cualquier acto necesario para la aten-
ción de su salud en instituciones públicas o privadas.

Los primeros cinco días se otorgarán con goce ínte-
gro de salario. Los cinco días restantes se otorgarán
con el sesenta por ciento del salario que corresponda.

Para acceder a este permiso, la persona trabajadora
deberá presentar constancia, cita médica, pase de
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consulta, nota médica o documento equivalente ex-
pedido por la institución de salud correspondiente.
Ninguna ausencia amparada bajo esta fracción po-
drá considerarse injustificada ni dar lugar a sancio-
nes, descuentos adicionales o afectaciones laborales.

XXX. a XXXIII. …

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Proyecciones demográficas de un México que envejece. Disponible
en: 

https://www.gob.mx/inapam/articulos/156417 

2 Encuesta Nacional Sobre Salud y Envejecimiento en México (Ena-
sem) Y Encuesta de Evaluación Cognitiva. Disponible en: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2023/ENASEM/ENASEM_21.pdf 

3 Encuesta Nacional para el Sistema de Cuidados (Enasic) 2022. Dis-
ponible en: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enasic/2022/doc/
enasic_2022_presentacion.pdf 

4 En 2024, el valor económico del trabajo no remunerado en labores
domésticas y de cuidados reportó un monto de 8 billones de pesos. Dis-
ponible en: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2025/tnrh/CSTNRHM2024_CP.pdf

5 Op. Cit. Encuesta Nacional Sobre Salud y Envejecimiento En Méxi-
co (Enasem) Y Encuesta de Evaluación Cognitiva.

6 Op. Cit. Encuesta Nacional para el Sistema de Cuidados (Enasic)
2022.

7 Tiempos para cuidar en América Latina y el Caribe. Disponible en: 

https://www.ilo.org/sites/default/files/2025-03/Boletin_OIT-CE-
PAL_economia%20del%20cuidado%20LAC_0.pdf 

8 Avanzando hacia la igualdad: El rol del cuidado en el mercado labo-
ral de América Latina: Una mirada regional al Convenio núm. 156.
Disponible en: 

https://www.oitcinterfor.org/avanzando-hacia-igualdad-rol-del-cui-
dado-mercado-laboral-am%C3%A9rica-latina-mirada-regional-al-
convenio 

9 OIT y Cepal piden más normas para el cuidado en América Latina.
Disponible en: 

https://ipsnoticias.net/2025/03/oit-y-cepal-piden-mas-normas-pa-
ra-el-cuidado-en-america-latina/ 

10 Amparo Directo 6/2023. Derecho al cuidado. Disponible en: 

https://transparencia-ciudadana.scjn.gob.mx/resoluciones-relevan-
tes-de-la-scjn/derecho-al-cuidado/amparo-directo-6-2023 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Ciria Yamile Salomón Durán (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma el artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
protección a la salud física y mental de las personas traba-
jadoras, a cargo de la diputada Ciria Yamile Salomón Du-
rán, del Grupo Parlamentario del PVEM

Quien suscribe, Ciria Yamile Salomón Durán, diputada
federal por el Distrito 02 del estado de Hidalgo, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos: 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma la fracción IV
del apartado A del artículo 123 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
protección a la salud física y mental de las personas tra-
bajadoras, al tenor de la siguiente:
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Exposición de Motivos

El tiempo de trabajo no es un dato exclusivamente eco-
nómico: estructura rutinas de cuidado, participación co-
munitaria y vínculos familiares. En contextos de jorna-
das largas (y de traslados urbanos extensos como en
México), el déficit de tiempo produce estrés crónico, di-
ficulta el cuidado infantil y deteriora redes de apoyo. La
organización Mundial de la Salud (OMS) y la Organiza-
ción Internacional del Trabajo (OIT) vinculan jornadas lar-
gas con insomnio, conductas de riesgo, fatiga y acciden-
tes, afectando tanto la salud mental como la seguridad. 

En la práctica, las horas efectivamente trabajadas son un
margen de ajuste tan relevante como el empleo mismo:
cuando las empresas enfrentan choques de demanda, pue-
den reaccionar aumentando o reduciendo plantilla (mar-
gen extensivo) o intensidad horaria (margen intensivo);
en México, la evidencia del Banco de México muestra que
el componente extensivo predomina, pero el intensivo si-
gue siendo un canal clave que impacta ingresos, salud y or-
ganización familiar. Incorporar en la Constitución la finali-
dad de proteger la salud y promover equilibrio
vida-trabajo dota de un criterio normativo para que la ley
regule ese margen sin precarizar la vida social de las per-
sonas trabajadoras.1

Llevar el criterio de “equilibrio vida-trabajo” al texto cons-
titucional no es retórico: otorga densidad normativa a po-
líticas de organización del tiempo que prevengan esos da-
ños y a la vez legitimen decisiones judiciales y
administrativas que privilegien salud y convivencia frente
a prácticas de sobreexplotación horaria. 

La reducción constitucional de la jornada laboral a 40 horas
semanales responde a un objetivo doble: proteger la salud
física y mental de las personas trabajadoras y equilibrar la
vida laboral, personal y familiar, conforme a estándares in-
ternacionales y evidencia científica. México se ubica de ma-
nera sistemática entre los países con más horas trabajadas
en el ámbito de la OCDE, con cifras en torno a 2 mil 200 ho-
ras anuales, muy por encima del promedio del organismo
(alrededor de 1 mil 740 horas), lo que refleja una brecha de
tiempo de descanso que deteriora el bienestar sin traducirse
necesariamente en mayor productividad.2

El gobierno de México ha planteado una ruta gradual y
consensuada para llegar a la semana de 40 horas en
2030, iniciando la transición normativa en 2026 y co-
menzando los recortes efectivos en 2027 (2 horas menos

por año). Este diseño atiende el diálogo social y la nece-
sidad de adaptación empresarial. La comunicación oficial
de Presidencia y la STPS señalan, además, la protección
salarial (sin reducción de sueldos ni prestaciones) y el
desarrollo de mecanismos de registro de jornada para
asegurar su cumplimiento.3

La evidencia epidemiológica es contundente: la OMS y la
OIT estiman que jornadas de 55 horas o más se asocian
a un 35 por ciento más riesgo de accidente cerebrovas-
cular y 17 por ciento más de muerte por cardiopatía is-
quémica, con 745 mil muertes atribuibles en 2016. Esta
carga representa uno de los mayores riesgos ocupaciona-
les globales y se incrementa con la expansión del teletra-
bajo y la difuminación de límites casa-empleo.4

Además, la evidencia comparada sugiere que trabajar
más horas no implica necesariamente producir más: paí-
ses con menos horas anuales presentan mejores indicado-
res de productividad por hora, en parte, porque se evitan
los costos ocultos de la fatiga (errores, accidentes, baja
creatividad). En México, estimaciones periodísticas con
base en datos internacionales han mostrado durante años
niveles por encima de las 2 mil horas anuales, muy supe-
riores a economías avanzadas, lo que alimenta una cultura
de “presentismo” que no siempre se traduce en eficiencia.

Al reconocer en la Constitución el objetivo de lograr una
salud física y mental, se alinea el orden jurídico con una
noción de productividad sostenible, donde el descanso no
es un lujo, sino un insumo para mejor desempeño y me-
nor siniestralidad.5

En México, los datos de mercado laboral muestran una rea-
lidad compatible con esta agenda de salud y bienestar. La
Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE) re-
porta para el segundo trimestre de 2025 una PEA de 61.1
millones, desocupación de 2.7 por ciento e informalidad
de 54.8 por ciento, además de una proporción importante
de personas que trabajan más de 48 horas. Esta intensidad
horaria, combinada con traslados urbanos largos, se tradu-
ce en estrés, fatiga y riesgos psicosociales que afectan a la
persona y también a la productividad de las empresas.6

Las publicaciones del Inegi muestran, para 2025, un mer-
cado con altos niveles de informalidad, subocupación y
condiciones críticas de ocupación que combinan bajos in-
gresos con jornadas extendidas; ese cuadro apunta a que li-
mitar y ordenar el tiempo de trabajo es también una polí-
tica de calidad del empleo. 
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En el análisis por ciudades, el propio Inegi documenta que
la jornada y regularidad laboral es un tópico central pa-
ra entender inserciones, prestaciones y seguridad social;
esta cláusula constitucional refuerza que los rediseños de
horario deben propiciar bienestar integral, no solo conte-
ner costos.7

La ruta gradual planteada por el gobierno federal no solo
está alineada con recomendaciones de la OIT sobre diálo-
go social, sino que también ha sido discutida en foros re-
gionales de la STPS con participación de sectores produc-
tivos, sindicatos, academia y organismos internacionales,
con el objetivo de ajustar turnos y mitigar impactos.8

Desde la perspectiva de cuidados y participación labo-
ral de las mujeres, si el derecho del trabajo asume el cui-
dado como parte de la vida social, entonces la jornada de-
be permitir tiempos de crianza, autocuidado y
acompañamiento familiar.

Es preciso señalar que, el artículo 123 de la Constitución
reconoce el derecho al trabajo digno y socialmente útil
y ordena al Congreso expedir leyes del trabajo “sin contra-
venir” sus bases, entre las que se encuentran la limitación
de la jornada, la protección a la salud y el descanso se-
manal; específicamente, el apartado A, fracción IV, esta-
blece que por cada seis días de trabajo deberá otorgarse
al menos un día de descanso, lo que fija un mínimo de re-
cuperación biológica y social que armoniza la propuesta de
incorporar explícitamente la salud física y mental y el
equilibrio vida-trabajo en la cláusula de las 40 horas. 

La Ley Federal del Trabajo (LFT) concreta el mandato
constitucional y, en sus artículos 1 a 3, fija como fines de
la norma la justicia social y el trabajo digno o decente,
precisando que el trabajo “debe efectuarse en condiciones
que aseguren la vida digna y la salud para las y los tra-
bajadores”; esta formulación abre la puerta para que la re-
gulación de la jornada se interprete y ajuste con criterios
de salud física y mental y equilibrio personal-familiar, 

En este sentido, revisando el Capítulo II “Jornada de
Trabajo” de la LFT, se muestra la estructura positiva don-
de el tiempo de trabajo ya es un instrumento de salud
pública en la ley ordinaria; coincidiendo con esta iniciati-
va que afina el techo semanal a 40 horas y añade el man-
dato constitucional de proteger salud y equilibrio como
fines de esa limitación. 

Actualmente, la LFT permite prolongaciones extraordi-
narias solo en casos específicos o por circunstancias ex-
traordinarias: art. 65 (riesgo o siniestro) y art. 66 (máxi-
mo 3 horas diarias, 3 veces por semana), con pago del
100 por ciento adicional y, si exceden 9 horas semanales,
200 por ciento adicional, además de las sanciones corres-
pondientes (art. 67 y 68). Viendo que la presente propues-
ta de cláusula constitucional -al exigir que la regulación de
la jornada favorezca la salud física y mental- fortalece el
carácter excepcional de esas prolongaciones y da pará-
metro a la autoridad para impedir que la extraordinaria se
use sistemáticamente en desmedro del descanso y la vida
familiar.

Cabe recordar que la NOM-035-STPS-20189 obliga a los
centros de trabajo a identificar, analizar y prevenir fac-
tores de riesgo psicosocial y a promover un entorno or-
ganizacional favorable; entre los factores evaluables se
incluyen jornadas que exceden lo establecido en la ley y
la interferencia trabajo-familia, lo que ancla normativa-
mente con el enfoque de salud mental y equilibrio en la
organización del tiempo. Esta Norma, de observancia
obligatoria, se vincula con los arts. 512 y correlativos de la
LFT (seguridad y salud) y materializa el mandato legal de
prevenir riesgos derivados del tiempo de trabajo.

De igual forma, podemos ver la NOM-036-1-STPS-2018
(factores de riesgo ergonómico, Parte 1: manejo manual
de cargas) que establece obligaciones para identificar,
analizar, prevenir y controlar riesgos ergonómicos; si
bien su foco es la carga física, su cumplimiento se rela-
ciona con la organización de turnos y la fatiga, por lo que
el mandato constitucional de proteger la salud guiaría a la
autoridad y a las empresas a alinear la reorganización de
jornadas/turnos (en el paso a 40 horas) con prevención de
TME y disminución de accidentes.10

Por tanto, elevar en el texto constitucional -además del lí-
mite de 40 horas- los principios de equilibrio vida-tra-
bajo y protección de la salud física y mental resulta con-
veniente y no genera impacto presupuestal: son criterios
interpretativos que la Ley Federal del Trabajo desarro-
llará sin creación de nuevas instituciones ni programas. Es-
ta precisión fortalece la armonía con la evidencia de salud
pública de OMS/OIT y con los compromisos del Ejecuti-
vo de avanzar por la vía gradual y consensuada.11

Para mayor claridad, en el siguiente cuadro comparativo se
expone la reforma propuesta:
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Ahora, técnicamente, la fracción IV es el lugar natural pa-
ra: (a) fijar el máximo semanal (“será de cuarenta horas”),
y (b) enunciar fines que la ley debe desarrollar. La fórmu-
la “en los términos que establezca la Ley” ya existe y per-
mite conducir los detalles hacia la LFT sin volver a la
Constitución cada vez que se requiera ajustar bancos de
horas, modalidades remotas, sistemas de registro o ins-
pección. Incorporar un inciso que diga “garantizando
condiciones que favorezcan el equilibrio entre la vida
laboral, personal y familiar, así como la protección de la
salud física y mental” no crea obligaciones de gasto ni
restringe la discrecionalidad reglamentaria: tan solo ancla
la regulación a bienes constitucionales que -como acredi-
ta la OMS/OIT- son sustantivos en términos de morbili-
dad y mortalidad asociadas al tiempo de trabajo.

Constitucionalizar la finalidad de salud física y mental y el
equilibrio vida-trabajo no crea órganos ni programas: es
una regla de gobernanza que orienta legislación, negocia-
ción colectiva y criterios judiciales. La cláusula opera como
piso normativo para que ninguna regulación secundaria,
convenio o práctica empresarial pueda desnaturalizar el
propósito humanista de la reforma. De cara a la ciudada-
nía, ofrece certeza: la reducción horaria responde a una ra-
zón de Estado (salud y cohesión familiar), no a una coyun-
tura, y por eso merece cabida en el texto constitucional.

Finalmente, esta iniciativa sintoniza con una demanda social
sostenida: millones de personas trabajan más de 48 horas y
resienten estrés, cansancio y falta de tiempo para vivir con
dignidad. El proceso (mesas y foros) acredita deliberación y
justifica una ruta gradual. Colocar en la Constitución la di-
rectriz de salud y equilibrio es -sociológicamente- reconocer
que la vida laboral se integra a una biografía más amplia, con
roles de cuidado, participación comunitaria y desarrollo
personal. 

Es, en suma, indispensable definir fines del orden social
que la ley concreta con prudencia y evidencia. Por todo lo
anteriormente expuesto, de forma respetuosa se somete a
consideración de los integrantes de esta honorable asam-
blea el siguiente proyecto de: 

Decreto por el que se reforma la fracción IV del apar-
tado A del artículo 123 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en materia de protección a
la salud física y mental de las personas trabajadoras

Artículo Único. Se reforma la fracción IV del apartado A
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno
y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de
empleos y la organización social de trabajo, conforme a la
ley.

...
…
A. …

I. a III. …

IV. La jornada laboral será de cuarenta horas sema-
nales, garantizando condiciones que favorezcan el
equilibrio entre la vida laboral, personal y fami-
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liar, así como la protección de la salud física y men-
tal de las personas trabajadoras, en los términos que
establezca la Ley.

Por cada seis días de trabajo las personas trabajado-
ras deberán disfrutar por lo menos de un día de des-
canso con goce de salario íntegro.

V. a XXXI. …

B. 

I. a XIV. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión, en el ámbito de sus
atribuciones, realizará las adecuaciones correspondientes a
la legislación secundaria dentro de un plazo máximo de
120 días naturales, a fin de armonizar los ordenamientos
aplicables con los principios de salud física y mental, así
como de equilibrio entre la vida laboral, personal y fa-
miliar, previstos en la fracción IV del artículo 123, aparta-
do A, de esta Constitución.

Tercero. Las autoridades laborales, en el ámbito de sus
competencias, deberán promover acciones de orientación
e información dirigidas a personas trabajadoras y emplea-
doras sobre la adecuada organización del tiempo de traba-
jo, de manera que la transición hacia la jornada de cuaren-
ta horas se realice respetando en todo momento la salud y
el bienestar integral de las personas trabajadoras.

Notas

1 Fluctuaciones cíclicas de las horas trabajadas en México. Disponible
en: Chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/

https://www.banxico.org.mx/publicaciones-y-prensa/informes-tri-
mestrales/recuadros/%7B0491ADAD-4E1D-1B43-F4D9-
F6612662FC97%7D.pdf

2 Hours worked, Hours worked is the total number of hours actually
worked per year divided by the average number of people in employ-
ment per year. Disponible en: 

https://www.oecd.org/en/data/indicators/hours-worked.html 

3 Presidenta Claudia Sheinbaum anuncia proyecto de reforma para la
implementación gradual de la jornada laboral de 40 horas. Disponible
en: 

https://www.gob.mx/presidencia/prensa/presidenta-claudia-shein-
baum-anuncia-proyecto-de-reforma-para-la-implementacion-gra-
dual-de-la-jornada-laboral-de-40-horas 

4 La OMS y la OIT alertan de que las jornadas de trabajo prolongadas
aumentan las defunciones por cardiopatía isquémica o por accidentes
cerebrovasculares. Disponible en: 

https://www.who.int/es/news/item/17-05-2021-long-working-
hours-increasing-deaths-from-heart-disease-and-stroke-who-ilo 

5 En México se trabajan más horas al año que en Japón y Dinamarca.
Disponible en: 

https://www.infobae.com/mexico/2023/06/21/en-mexico-se-traba-
jan-mas-horas-al-ano-que-en-japon-y-dinamarca/ 

6 Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE). Disponible en: 

https://camaradiputados-my.sharepoint.com/:w:/r/personal/este-
ban_rojas_diputados_gob_mx/_layouts/15/Doc.aspx?source-
d o c = % 7 B 9 F 3 9 B 5 9 5 - B 9 F B - 4 3 0 F - 9 E E C -
CB951DE8E911%7D&file=26.%20Reducci%C3%B3n%20de%2
0horas.docx&action=default&mobileredirect=true 

7 Ibid

8 STPS realizará foros para la implementación de la semana laboral de
40 horas. Disponibles en: 

https://www.gob.mx/stps/prensa/stps-realizara-foros-para-la-im-
plementacion-de-la-semana-laboral-de-40-horas?idiom=es 

9 Norma Oficial Mexicana NOM-035-STPS-2018, Factores de riesgo
psicosocial en el trabajo-Identificación, análisis y prevención. Dispo-
nible en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5541828&fe-
cha=23/10/2018#gsc.tab=0 

10 Norma Oficial Mexicana NOM-036-1-STPS-2018, Factores de
riesgo ergonómico en el Trabajo-Identificación, análisis, prevención y
control. Parte 1: Manejo manual de cargas. Disponible: 

https://sidof.segob.gob.mx/notas/docFuente/5544579 
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11 Ibid

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Ciria Yamile Salomón Durán (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones al Código
Penal Federal, en materia de agravantes por el uso de inte-
ligencia artificial en la comisión de delitos, a cargo de la
diputada Ciria Yamile Salomón Durán, del Grupo Parla-
mentario del PVEM

Quien suscribe, Ciria Yamile Salomón Durán, diputada fe-
deral por el Distrito 02 del estado de Hidalgo, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un Capítulo XI,
denominado “Delitos cometidos mediante Inteligencia Ar-
tificial”, al Título Octavo del Código Penal Federal, en ma-
teria de agravantes por el uso de inteligencia artificial en la
comisión de delitos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El desarrollo de la inteligencia artificial (IA) ha modifica-
do profundamente la manera en que las personas se rela-
cionan, se reconocen y construyen su identidad en la vida
cotidiana. En un contexto donde la presencia digital es una
extensión inseparable del yo social, las tecnologías de ge-
neración sintética —como los deepfakes— no solo repre-
sentan un avance técnico, sino un fenómeno sociocultural
que reconfigura las fronteras entre lo real y lo producido
artificialmente.

Investigaciones recientes muestran que los deepfakes son
capaces de alterar la percepción social de una persona,
afectar su reputación y modificar la forma en la que los
demás interpretan su comportamiento y su presencia en el

espacio público, aun cuando tales conductas nunca hayan
existido. Estos riesgos han sido documentados en estudios
sobre IA, donde se advierte la profunda transformación del
entorno sociotecnológico y la necesidad urgente de adaptar
los marcos normativos a dicha realidad.1

La sociedad mexicana enfrenta un escenario donde am-
plios sectores de la población se encuentran expuestos a
nuevas formas de daño social derivadas de la manipulación
digital. De acuerdo con el INEGI, tan solo en 2023 18.4
millones de personas de 12 años o más fueron víctimas de
ciberacoso, siendo particularmente preocupante que 18.3
por ciento sufrió suplantación de identidad y 7.9 por
ciento fue amenazada con publicar audios o videos, vi-
deos que pueden ser generados o manipulados mediante
IA. Estas cifras no representan únicamente delitos infor-
máticos, sino que revelan un proceso de vulneración es-
tructural donde la identidad individual —entendida como
la manera en que una persona se presenta y es reconocida
socialmente— se vuelve objeto de manipulación tecno-
lógica sin control institucional suficiente.2

Actualmente la identidad ya no se limita a los atributos le-
gales o físicos de una persona, sino que se extiende a su
identidad digital, construida mediante imágenes, videos,
voz, comentarios y presencia en redes. La manipulación
sintética mediante IA fractura esta identidad, desestabiliza
la confianza social y genera un clima de inseguridad. El
uso malicioso de deepfakes no solo afecta la intimidad se-
xual —como lo señalan los estados que han legislado sobre
ello—, sino que también erosiona la capacidad de las per-
sonas para controlar su propia narrativa pública, creando
versiones falsas que circulan como si fueran reales. Esto
constituye un ataque directo al reconocimiento social,
que la literatura jurídica y sociológica describe como un
elemento esencial de la dignidad humana.3

La manipulación algorítmica no se limita a afectar vidas in-
dividuales; también produce impactos colectivos. Los de-
epfakes han sido señalados como herramientas con capaci-
dad de generar desinformación masiva, polarización y
pérdida de confianza en las instituciones públicas, espe-
cialmente cuando se utilizan para crear videos o audios fal-
sos difundiendo información equivoca. Estudios jurídicos
y tecnológicos advierten que la capacidad de la IA para
producir evidencia falsa compromete la vida democrática,
debilita la convivencia social y altera la deliberación públi-
ca, pues socava los mecanismos tradicionales para distin-
guir lo verdadero de lo fabricado digitalmente.4
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Pero estas consecuencias no se limitan únicamente a afec-
tar la identidad digital, la Organización Mundial de la
Salud (OMS) advierte que la información errónea y la
desinformación constituyen una amenaza directa para la
salud pública, al deteriorar procesos de toma de decisio-
nes y socavar la confianza en autoridades sanitarias, con
ejemplos claros durante la pandemia de Covid-19 donde el
miedo y la incertidumbre facilitaron la propagación de con-
tenidos falsos con efectos nocivos en el comportamiento
sanitario de las personas. La OMS/Europa sistematizó
evidencia de gestión de infodemia en emergencias (Co-
vid-19, mpox, crisis de Ucrania), concluyendo que sin in-
tervenciones específicas (escucha social, verificación, al-
fabetización) la infodemia agrava riesgos y entorpece
respuestas sanitarias. La literatura científica de The Lan-
cet Public Health propone incluso un marco preventivo
salud-pública para ecosistemas informativos, al demostrar
que la sobreabundancia de información falsa reduce adhe-
rencia a recomendaciones, promueve tratamientos no
probados y distrae recursos clínicos.5

Organizaciones de verificación en Latinoamérica reportan
un uso creciente de IA generativa para producir videos de-
epfake en contextos médicos: se superpone voz sintética a
presentadores o supuestos médicos para legitimar “trata-
mientos milagro” o medicamentos sin eficacia, encubrien-
do estafas y daños por abandono de la atención correcta. En
2024 se documentaron 217 casos en 9 países, donde el prin-
cipal uso de IA fue la promoción de estafas (26,7 por cien-
to), muchas vinculadas a salud, con imagen manipulada de
figuras públicas o profesionales clínicos. La OPS/OMS en-
fatiza fortalecer el periodismo científico y la verificación
precisamente para neutralizar estos contenidos en salud pú-
blica, formando capacidades para identificar y desmontar
mitos con base en evidencia.6

La evidencia disponible converge: la desinformación y los
deepfakes impulsados por IA no solo afectan salud pú-
blica (vacunas, tratamientos, conducta clínica), sino tam-
bién salud mental, adolescencia, mercados financieros y
procesos electorales, generando daños sociales que tras-
cienden el patrimonio y la intimidad sexual. Bajo ese diag-
nóstico, resulta proporcional y necesario incorporar en el
Código Penal Federal una agravante que disuada la ma-
nipulación sintética de identidad (imagen, voz, biome-
tría) y la difusión de representaciones con apariencia re-
al sin consentimiento, con agravantes cuando se
produzcan riesgos a la salud pública o daños colectivos
por desinformación.7

Si bien en el Congreso de la Unión ya se han presentado
iniciativas para reformar disposiciones como el artículo
199 Octies del Código Penal Federal —centradas en la vio-
lencia digital sexual o la difusión de contenido íntimo ma-
nipulado— estos esfuerzos, aunque valiosos, no han al-
canzado todavía en una porción que penalice el uso de
la IA para la comisión de delitos, incluyendo tanto el abu-
so sexual digital como la afectación de la imagen, la voz,
los datos biométricos, la salud pública y la seguridad eco-
nómica de las personas. 

Esta promovente reconoce y valora los avances que han
ocurrido a nivel de comisiones, pero considera indispensa-
ble precisar y consolidar un agravante penal federal que
permita proteger a la población frente al uso malicioso de
herramientas de IA, desde la creación de deepfakes con fi-
nes de acoso o humillación hasta su utilización en estafas,
extorsiones o manipulación de identidades que ponen en
riesgo a individuos, comunidades y sectores estratégicos
del país.

Asimismo, hoy contamos con nuevos elementos dife-
renciadores respecto a las propuestas que en su momen-
to se presentaron a nivel federal, pues varios congresos
locales han avanzado en la tipificación penal del uso in-
debido de inteligencia artificial, estableciendo paráme-
tros que antes no existían. Destaca el Estado de México,
que aprobó el Decreto 247 incorporando el artículo 211
Quinquies 1 para sancionar la manipulación con IA de
imágenes, audios y videos con apariencia realista y sin
consentimiento. También Sinaloa tipificó la alteración
sintética de imágenes íntimas en su Decreto 699, valida-
do por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en
febrero de 2025 al reconocer la constitucionalidad de re-
gular la IA como medio comisivo. 

Por su parte, estados como San Luis Potosí y Puebla ya
han discutido iniciativas similares —reconocidas en dictá-
menes estatales—, mientras que Nayarit ha comenzado a
incorporar de manera explícita conceptos como deepfake
en sus debates legislativos, ampliando el catálogo de con-
ductas que deben sancionarse en un entorno digital com-
plejo y evolutivo. Estos precedentes estatales evidencian
que el país se mueve hacia un consenso: es indispensable
disuadir y regular en el Código Penal Federal la normativa
que abarque desde el uso sexualizado y abusivo de imáge-
nes hasta las estafas digitales, la suplantación algorítmi-
ca de identidad y cualquier forma de manipulación sinté-
tica que afecte a la ciudadanía.
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En el caso del Estado de México, en Decreto número 247.-
Por el que se adiciona un artículo 211 Quinquies 1 al Có-
digo Penal del Estado de México,8 se señala lo siguiente: 

“Decreto Número 247 

Artículo Único.- Se adiciona un artículo 211 Quinquies
1 al Código Penal del Estado de México, para quedar
como sigue: 

Artículo 211 Quinquies 1.- Se impondrán las mismas
penas previstas en el primer párrafo del artículo 211 Ter,
a quien haciendo uso de la inteligencia artificial, mani-
pule imágenes, audios o videos de contenido íntimo se-
xual, para crear hechos falsos con apariencia real, con el
propósito de almacenar, exponer, distribuir, difundir,
exhibir, reproducir, transmitir, comercializar, ofertar, in-
tercambiar y/o compartirlos a través de materiales im-
presos, correo electrónico, mensajes telefónicos, redes
sociales o cualquier otro medio tecnológico, sin consen-
timiento expreso, voluntario, genuino y deseado de las
personas que en ellos aparecen. 

Para efectos del párrafo anterior, se entenderá por inte-
ligencia artificial cualquier aplicación, programa o tec-
nología que tenga la capacidad de analizar fotografías,
audios, videos o cualquier otro material gráfico, y efec-
túe ajustes automáticos para hacerles cualquier tipo de
alteración o modificación. 

Transitorios 

Primero.- Publíquese el presente decreto en el Periódi-
co Oficial “Gaceta del Gobierno”.

Segundo.- El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Periódico Oficial “Ga-
ceta del Gobierno”.

En el Congreso del Estado de Oaxaca se observa una simi-
litud, al aprobar el dictamen con proyecto de decreto por el
que la Sexagésima Sexta Legislatura Constitucional del
honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Oaxa-
ca, adiciona el Capítulo X “Inteligencia Artificial” al Títu-
lo Cuarto “Punibilidades Complementarias”, el artículo 72
Bis, y el párrafo cuarto al artículo 249 del Capítulo II, “De-
litos contra la Intimidad Sexual”, del Título Décimo Se-
gundo “Delitos contra la libertad, la seguridad y el normal
desarrollo psicosexual”, todos del Código Penal para el 

Estado Libre y Soberano de Oaxaca aprobada el 02 de di-
ciembre de 2025.9

Esta reforma incorpora por primera vez en el Código Penal
estatal un Capítulo X denominado “Inteligencia Artifi-
cial”, ubicado en el Título Cuarto de punibilidades com-
plementarias. A través del nuevo artículo 72 Bis, el Con-
greso determina que cuando la inteligencia artificial sea
utilizada como medio comisivo para ejecutar cualquier
delito, la pena aplicable se incremente desde un tercio de
la mínima hasta un tercio de la máxima. El decreto también
introduce una definición legal de IA, entendiéndola como
la capacidad de sistemas tecnológicos y softwares para si-
mular tareas humanas como el razonamiento, el aprendiza-
je o la creatividad, lo que permite tipificar con claridad el
uso de herramientas avanzadas como redes generativas y
algoritmos de manipulación digital.

Además, la reforma incorpora un párrafo adicional al ar-
tículo 249, ubicado dentro de los delitos contra la intimi-
dad sexual, para sancionar de manera específica la mani-
pulación digital de contenido íntimo mediante
inteligencia artificial. Esta modificación penaliza a quie-
nes, usando IA, manipulen imágenes, audios o videos de
contenido sexual con la finalidad de crear hechos falsos
con apariencia real, y posteriormente exponerlos, distri-
buirlos, difundirlos, transmitirlos, comercializarlos o com-
partirlos por redes sociales, mensajería u otros medios tec-
nológicos sin el consentimiento expreso y genuino de la
víctima. La conducta abarca prácticas como deepfakes y
falsificaciones generadas con redes generativas antagóni-
cas (GANs), que constituyen nuevas formas de violencia
digital y suplantación algorítmica, consolidando a Oaxaca
como una de las primeras entidades del país en reconocer
y sancionar explícitamente esta modalidad delictiva.

“Decreta:

Artículo Único. Se adiciona el capítulo X “Inteligencia
Artificial” al Título Cuarto “Punibilidades complemen-
tarias” que contiene el artículo 72 BIS, y el párrafo cuar-
to al artículo 249 del Código Penal para el Estado Libre
y Soberano de Oaxaca, para quedar como sigue:

Capítulo X 

Inteligencia Artificial

Artículo 72 Bis. - Cuando se emplee la inteligencia ar-
tificial como medio comisivo en la ejecución de con-
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ductas típicas previstas en la presente legislación, la pe-
na se incrementará en un tercio de la mínima y hasta un
tercio de la máxima para cada delito.

Para efectos del párrafo anterior, se entenderá por inte-
ligencia artificial a la capacidad de los sistemas tecno-
lógicos, informáticos, softwares o aplicaciones basadas
en algoritmos, para simular o realizar tareas que requie-
ran capacidades humanas como el razonamiento, el
aprendizaje, la creatividad, la capacidad de planear y
procesar datos para la realización de tareas específicas y
autónomas.

Artículo 249. - ...

...

...

Se impondrán las mismas penas previstas en el tercer
párrafo del presente artículo, a quien haciendo uso de la
Inteligencia Artificial, manipule imágenes, audios o vi-
deos, de contenido íntimo sexual de una persona, para
crear, hechos falsos con apariencia real, con el propósi-
to de exponer, distribuir, difundir, exhibir, reproducir,
transmitir, comercializar, ofertar, intercambiar y/o com-
partir a través de materiales impresos, correo electróni-
co, mensajes telefónicos, redes sociales o cualquier otro
medio tecnológico, sin su consentimiento expreso, vo-
luntario, genuino y deseado.

...

I. a IX....

...

Transitorios:

Primero. Publíquese el presente decreto en el Periódico
Oficial del Gobierno del Estado de Îàõàñà. 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación. 

Tercero. Quedan sin efecto todas aquellas disposiciones
contrarias al presente decreto.”

De igual forma, el Congreso del estado de Sinaloa aprobó
la reforma a su Código Penal por el cual se señalan penas

a quienes en violación a la intimidad sexual con alteracio-
nes o ediciones de inteligencia artificial:10

“Decreto Número: 699

Por el que se adicionan diversas disposiciones del
Código Penal para el Estado de Sinaloa

Artículo Único. Se adicionan los párrafos quinto y sex-
to, al artículo 185 Bis C, del Código Penal para el esta-
do de Sinaloa, recorriéndose en su orden los subsecuen-
tes, para quedar como sigue:

Artículo 185 Bis C . ...

...

...

...

Se impondrán las mismas penas previstas en el segundo
párrafo del presente artículo, a quien haciendo uso de la
Inteligencia Artificial, manipule imágenes, audios o vi-
deos, de contenido íntimo sexual de una persona, para
crear hechos falsos con apariencia real, con el propósito
de exponer, distribuir, difundir, exhibir, reproducir,
transmitir, comercializar, ofertar, intercambiar y/o com-
partir a través de materiales impresos, correo electróni-
co, mensajes telefónicos, redes sociales o cualquier otro
medio tecnológico, sin su consentimiento expreso, vo-
luntario, genuino y deseado.

Para efectos del párrafo anterior, se entenderá por Inte-
ligencia Artificial las aplicaciones, programas o tecno-
logía que analice fotografías, audios o videos y ofrece
ajustes automáticos para hacerles alteraciones o modifi-
caciones.

...

...

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Periódico Oficial “El
Estado de Sinaloa”.
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Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al contenido del presente decreto.”

Cabe señalar que esta reforma fue objeto de una acción de
inconstitucionalidad que cuestionó, principalmente, la
precisión del tipo penal y la definición de inteligencia
artificial, alegando riesgos al principio de taxatividad y
a la seguridad jurídica. En esencia, los promoventes del
medio de control sostuvieron que el legislador había inten-
tado “regular la IA” de forma general e imprecisa dentro
del ámbito penal, más que sancionar una conducta con-
creta y lesiva. Este argumento fue ampliamente difundido
en la discusión pública y recogido por análisis y cobertura
periodística sobre el impacto de deepfakes y medios algo-
rítmicos en delitos contra la intimidad sexual.

Sin embargo, el 20 de febrero de 2025, el Pleno de la
SCJN mediante Acción de inconstitucionalidad 66/2024
resolvió validar la constitucionalidad de la reforma de Si-
naloa. La Corte estableció un criterio clave: el legislador
NO reguló la inteligencia artificial en abstracto; única-
mente la reconoció como “medio comisivo” para la rea-
lización de una conducta específica —la creación/mani-
pulación y difusión de contenido íntimo sin
consentimiento—, con lo cual se respeta el principio de
taxatividad y se brinda certeza jurídica sobre el hecho
prohibido, su elemento tecnológico y su afectación al
bien jurídico protegido (intimidad/dignidad). El fallo se-
ñaló que el uso de IA para simular hechos falsos con apa-
riencia real es susceptible de tipificación penal cuando se
injerta en un tipo concreto, y que el desarrollo tecnológico
no impide formular tipos claros y previsibles sobre con-
ductas lesivas en el entorno digital.11

En consecuencia, este precedente nacional es determinante
para esta iniciativa federal. Primero, confirma la viabilidad
constitucional de mencionar la IA en la descripción nor-
mativa, no como objeto de regulación tecnológica, sino co-
mo medio comisivo dentro de un tipo penal específico. Se-
gundo, blinda el enfoque de política criminal que propone
centrar la prohibición en la conducta dañina (manipulación
sintética y difusión sin consentimiento) y en los bienes jurí-
dicos protegidos (identidad, intimidad, dignidad).

En este sentido la ruta legislativa más adecuada es incor-
porar un capítulo específico en el Código Penal Federal
que establezca una agravante aplicable a cualquier de-
lito cuando se emplee inteligencia artificial como medio
comisivo, respetando la técnica penal avalada por la
SCJN (IA como medio comisivo en un tipo concreto) y

supera el vacío federal que hoy solo aborda de manera
parcial la violencia digital íntima, dejando sin cobertura
suficiente la suplantación algorítmica, las estafas y otros
usos maliciosos de contenidos que lesionan la identidad y
la dignidad de las personas. 

En el mismo sentido, encontramos el caso del Congreso de
San Luís Potosí, en sesión extraordinaria del 14 de no-
viembre de 2025, el pleno de la LXIV Legislatura de
San Luis Potosí aprobó reformas al Código Penal del Es-
tado para sancionar el uso indebido de inteligencia arti-
ficial (IA), atendiendo su impacto en la paz pública, la se-
guridad y los derechos fundamentales. La reforma
incorpora una definición formal de “inteligencia artifi-
cial” —que abarca sistemas, modelos computacionales, re-
des neuronales y técnicas de aprendizaje automático capa-
ces de producir, modificar o difundir contenidos con
apariencia verosímil— y crea nuevas figuras penales que
colocan la identidad digital como bien jurídico protegido.

El núcleo de la reforma es el artículo 187 Ter (“uso no
autorizado de imagen o voz generada mediante inteli-
gencia artificial”), que sanciona a quien, sin consenti-
miento previo, expreso, específico e informado, utilice
IA para crear, reproducir, modificar, manipular o difun-
dir contenidos que simulen la apariencia, la voz, los ges-
tos o la identidad digital de una persona real. Las penas
previstas son de uno a tres años de prisión y multa de
100 a 300 UMA, con agravante de hasta la mitad cuan-
do el contenido se difunda o comercialice con fines de lu-
cro o para causar daño al honor, a la reputación o a la
vida privada. La norma incluye excluyentes para preser-
var libertad de expresión y creación legítima (fines pe-
riodísticos, académicos, artísticos, parodia o crítica políti-
ca) si no existe dolo para causar daño al honor o la vida
privada, lo que equilibra la tutela penal con los derechos
comunicativos.

Además, la reforma aprobada contempló figuras relacio-
nadas con “alarma social” y “manipulación institucio-
nal mediante IA”, destinadas a castigar la fabricación o
difusión de contenidos falsos que simulen comunicados
o declaraciones de autoridad, con el fin de alterar la con-
fianza pública o poner en riesgo la seguridad del Esta-
do (sanciones reportadas entre tres y seis años de prisión
y multas de 300 a 600 UMA, con agravantes durante pro-
cesos electorales). Estas adiciones amplían el alcance de la
reforma más allá del ámbito íntimo y patrimonial, aten-
diendo la dimensión colectiva de la desinformación algo-
rítmica.12
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“Capítulo V

Delito contra la identidad de las personas

Artículo 187 Bis. Comete el delito contra la identidad de
las personas, quien se atribuya por medios electrónicos,
informáticos, redes sociales o cualquier otro medio, la
identidad de otra persona, u otorgue su consentimiento
para llevarla a cabo, causando con ello un daño patrimo-
nial; moral, o algún lucro indebido, para sí o para otra
persona. Este delito se sancionará con una pena de tres a
seis años de prisión, multa de mil a mil quinientas días
del valor de la unidad de medida de actualización, y, en
su caso, la reparación del daño que se hubiera causado. 

Será equiparables al delito contra la identidad de las per-
sonas, y se sancionará como tal, a quien:

I. Por algún uso de medio electrónico, telemático o de
inteligencia artificial obtenga algún lucro indebido para
sí o para otro, o genere un daño patrimonial a otro, va-
liéndose de alguna manipulación informática o inter-
cepción de datos de envío, cuyo objeto sea el empleo no
autorizado de datos personales, o el acceso no autoriza-
do a base de datos automatizados para suplantar identi-
dades;

II. Posea o utilice datos identificativos de otra persona
con la intención de cometer, favorecer, o intentar cual-
quier actividad ilícita, causando un daño patrimonial,
moral, o que obtenga un lucro indebido, o

Asuma, suplante, se apropie o utilice, a través de inter-
net, cualquier sistema informático o medio de comuni-
cación, la identidad de una persona física o jurídica que
no le pertenezca, produciendo con ello un daño moral o
patrimonial, u obteniendo un lucro o un provecho inde-
bido para sí o para otra persona.

Las penas previstas en el presente artículo se aumenta-
rán hasta en la mitad, a quien se valga de la homonimia,
parecido físico o similitud de la voz para cometer el de-
lito; así como en el supuesto en que el sujeto activo del
delito tenga licenciatura, ingeniería, o cualquier otro
grado académico en el rubro de informática, computa-
ción o telemática.

Artículo 187 Ter. Uso no autorizado de imagen o voz
generada mediante inteligencia artificial. Comete el de-
lito quien, sin consentimiento previo, expreso, específi-

co e informado de la persona a la que corresponda la
imagen, la voz o la identidad digital, utilice sistemas de
inteligencia artificial o programas automatizados para
crear, reproducir, modificar, manipular o difundir conte-
nidos que simulen la apariencia, la voz, los gestos o la
identidad de una persona real. 

Se impondrá pena de uno a tres años de prisión y multa
de cien a trescientas veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización vigente en el Estado.

La pena se aumentará hasta en una mitad cuando el con-
tenido sea difundido, comercializado o empleado con fi-
nes de lucro o de causar daño al honor, a la reputación o
a la vida privada de la persona.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por inteli-
gencia artificial cualquier sistema, modelo computacio-
nal o algoritmo, incluidas las redes neuronales y las téc-
nicas de aprendizaje automático o equivalentes, capaz de
ejecutar, de manera autónoma o asistida, tareas que im-
pliquen procesos de razonamiento, aprendizaje, percep-
ción, interpretación o generación de información, imi-
tando o sustituyendo funciones cognitivas humanas, y
que permita producir, modificar, alterar o difundir conte-
nidos digitales, tales como textos, imágenes, sonidos o
videos, con apariencia verosímil o similar a la realidad.

Las penas previstas en este artículo se aplicarán sin per-
juicio de las que correspondan por otros delitos que re-
sulten de la misma conducta, cuando afecten bienes ju-
rídicos distintos.

Uso indebido de inteligencia artificial para provocar
alarma social

Artículo 272 Ter (sic). Manipulación institucional me-
diante inteligencia artificial. Comete el delito quien, a
sabiendas de su falsedad y con la finalidad directa de al-
terar la confianza pública en las instituciones o poner en
riesgo verificable la seguridad del Estado, genere, mo-
difique o difunda, mediante sistemas de inteligencia ar-
tificial, contenidos digitales que simulen de manera ve-
rosímil declaraciones, comunicados o actuaciones de
autoridades, instituciones públicas o cuerpos de seguri-
dad.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por inteli-
gencia artificial cualquier sistema, modelo computacio-
nal o algoritmo, incluidas las redes neuronales y las téc-
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nicas de aprendizaje automático o equivalentes, capaz de
ejecutar, de manera autónoma o asistida, tareas que impli-
quen procesos de razonamiento, aprendizaje, percepción,
interpretación o generación de información, imitando o
sustituyendo funciones cognitivas humanas, y que permi-
ta producir, modificar, alterar o difundir contenidos digita-
les, tales como textos, imágenes, sonidos o videos, con
apariencia verosímil o similar a la realidad.

Este delito se sancionará con pena de tres a seis años de
prisión y multa de trescientas a seiscientas veces la Uni-
dad de Medida y Actualización vigente en el Estado.

Si la conducta se realiza durante procesos electorales, de
seguridad pública o de justicia, o produce alteraciones
efectivas del orden o daño a bienes públicos, la pena se
aumentará hasta en una mitad.

No constituye delito la generación o difusión de conte-
nidos con fines periodísticos, académicos, artísticos, pa-
rodia o de crítica política, cuando de las circunstancias
del hecho no se acredite el dolo de alterar la confianza
pública en las instituciones o poner en riesgo verificable
la seguridad del Estado.

Artículo 272 Bis (sic). Difusión dolosa de desinforma-
ción generada mediante inteligencia artificial. Comete
el delito quien, de manera dolosa y con el propósito di-
recto de generar alarma pública o alterar la paz social,
fabrique, modifique o difunda, mediante el uso de siste-
mas de inteligencia artificial, contenidos falsos o mani-
pulados que se presenten como reales, y que sean idó-
neos para producir un riesgo verificable a la paz pública
o a la seguridad de las personas.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por inteli-
gencia artificial cualquier sistema, modelo computacional
o algoritmo, incluidas las redes neuronales y las técnicas
de aprendizaje automático o equivalentes, capaz de ejecu-
tar, de manera autónoma o asistida, tareas que impliquen
procesos de razonamiento, aprendizaje, percepción, inter-
pretación o generación de información, imitando o susti-
tuyendo funciones cognitivas humanas, y que permita pro-
ducir, modificar, alterar o difundir contenidos digitales,
tales como textos, imágenes, sonidos o videos, con apa-
riencia verosímil o similar a la realidad.

El delito se sancionará con pena de dos a cinco años de
prisión y multa de doscientas a cuatrocientas veces la
Unidad de Medida y Actualización vigente en el Estado.

Cuando la conducta se realice utilizando medios de co-
municación masiva, plataformas digitales o redes socia-
les, o empleando cuentas automatizadas o anónimas pa-
ra simular información real, la pena se aumentará hasta
en una mitad.

No constituye delito la generación o difusión de conte-
nidos con fines periodísticos, académicos, artísticos, pa-
rodia o de crítica política, cuando de las circunstancias
del hecho no se acredite el dolo de causar alarma o des-
información social.”

En el caso del Código Penal de Nayarit ahora contempla
expresamente esta conducta al modificar el artículo 297
Bis y adicionar los artículos 297 Ter, 297 Quáter y 297
Quinquies.13 El nuevo artículo 297 Ter establece que se
impondrán las mismas sanciones previstas para la viola-
ción a la intimidad sexual a quien revele, difunda, publique
o elabore imágenes, videos o audios manipulados median-
te deepfake con contenido íntimo, erótico o pornográfico,
aunque dicho material no corresponda a la persona que
aparece identificada. 

La legislación define deepfake como aquellas imágenes, vi-
deos, audios o voces manipuladas mediante software o tec-
nologías de inteligencia artificial para que el resultado si-
mule autenticidad. Estas modificaciones prevén penas de
prisión que pueden ir de tres a seis años, aumentando hasta
nueve años cuando concurren agravantes como vínculos
sentimentales, relaciones de confianza o calidad de servidor
público del agresor. 

“Decreto 

El Congreso del Estado Libre y Soberano de Nayarit re-
presentado por su XXXIII Legislatura, decreta:

Reformar y adicionar diversas disposiciones del Código
Penal para el Estado de Nayarit, en materia de cibervio-
lencia o violencia a la intimidad sexual, así como en su
modalidad de deepfake

Único. - Se reforma la denominación del Capitulo V, del
Título Décimo Tercero, Delitos Sexuales, del Libro Se-
gundo, así como el artículo 297 Bis y se adicionan los
artículos 297 Ter, 297 Quáter y 297 Quinquies, todos del
Código Penal para el Estado de Nayarit, para quedar co-
mo sigue:
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Capítulo V

Violación a la Intimidad Sexual

Artículo 297 Bis.- Comete el delito de violación a la in-
timidad sexual, aquella persona que revele, difunda, ex-
ponga, divulgue, comparta, distribuya o publique imá-
genes, videos o audios de contenido real, manipulado o
alterado, intimo sexual, erótico o pornográfico, de una
persona sin su consentimiento, su aprobación o su auto-
rización, mediante correo electrónico, mensajes telefó-
nicos, redes sociales o por cualquier otro medio electró-
nico, de almacenamiento o impreso, grabado o digital.

Así como quien videograbe, audiograbe, fotografíe, im-
prima o elabore, imágenes, audios o videos con conte-
nido intimo sexual, erótico o pornográfico, de una per-
sona sin su consentimiento, sin su aprobación, o sin su
autorización.

Estas conductas se sancionarán con una pena de tres a
seis años de prisión y una multa de mil a dos mil Uni-
dades de Medida y Actualización.

Articulo 297 Ter.- Se impondrán las mismas sanciones
previstas en el artículo anterior: a la persona que revele,
difunda, exponga, divulgue, comparta, distribuya, pu-
blique, videograbe, audiograbe, fotografíe, imprima o
elabore imágenes, videos o audios de contenido mani-
pulado o alterado, intimo sexual, erótico o pornográfico,
que no correspondan con la persona que es señalada o
identificada en los mismos, realizado por medio de de-
epfake.

Para efectos punibles, se entiende como deepfake, a las
imágenes, videos, audio o voz que son manipuladas uti-
lizando software o tecnologías de inteligencia artificial,
de manera que el resultado alterado luzca auténtico.

Artículo 297 Quáter.- Las penas para los delitos pre-
vistos en este Capítulo se impondrán de cuatro a nueve
años de prisión y multa de mil a dos mil Unidades de
Medida y Actualización, cuando:

I. El delito sea cometido por la o el cónyuge, concubi-
nario o concubina, o por cualquier persona con la que la
persona victima tenga o haya tenido una relación de
confianza, laboral, política, afectiva o sentimental;

II. El delito sea cometido por una persona servidora pú-
blica en ejercicio de sus funciones;

III. Se cometa contra una persona que no pueda com-
prender el significado del hecho o no tenga la capacidad
para resistirlo, ya sea por ser una persona menor de die-
ciocho años o por encontrarse en estado de vulnerabili-
dad psicológica, psiquiátrica o estado de interdicción
(de hecho, o declarado judicialmente);

IV. Se cometa contra una persona en situación de vulne-
rabilidad social, por su pertenencia a algún pueblo ori-
ginario;

V. Se obtenga algún tipo de beneficio no lucrativo;

VI. Se haga u obtengan fines lucrativos;

VII. Aprovechando su condición de persona responsable
o encargada de algún medio de comunicación impreso,
grabado, digital, radiofónico o televisión, en cualquiera
de sus modalidades, revele, difunda, exponga, divulgue,
comparta, distribuya, publique o reproduzca material in-
timo sexual, erótico o pornográfico, sin consentimiento
de la persona agraviada, o

VIII. A consecuencia de los efectos o impactos del deli-
to, la victima atente contra su integridad o contra su pro-
pia vida.

Artículo 297 Quinquies.- Los delitos contemplados en
los artículos 297 Bis y 297 Ter del presente Código Pe-
nal para el Estado de Nayarit, serán perseguidos por
querella de la parte ofendida, salvo que se trate de las
modalidades descritas en el artículo 297 Quater, en cu-
yo caso se procederá de oficio.

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Periódico Oficial, ór-
gano del Gobierno del Estado de Nayarit.”

En este mismo sentido, y con base en lo revisado, se de-
be comprender qué definición de inteligencia artificial
puede emplearse. La inteligencia artificial, de acuerdo
con las aportaciones revisadas puede entenderse como el
conjunto de sistemas, algoritmos y modelos computaciona-
les diseñados para realizar tareas que normalmente requie-
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ren capacidades humanas, tales como el aprendizaje, el ra-
zonamiento, la percepción y la toma de decisiones. 

En el contexto legislativo, esta definición permite ser lo su-
ficientemente amplia para abarcar tecnologías emergentes,
como el aprendizaje automático (machine learning), el
procesamiento de lenguaje natural y la generación de con-
tenidos sintéticos, incluyendo imágenes, audios y videos
manipulados. Incorporar esta conceptualización en la nor-
ma permite delimitar con claridad las conductas que se pre-
tenden sancionar, evitando vacíos legales frente a innova-
ciones tecnológicas que facilitan prácticas como el
deepfake y otras formas de manipulación digital que vul-
neran derechos fundamentales.

Internacionalmente y con el fin de dotar de certeza jurídica
a la presente iniciativa, se puede tomar como referencia la
definición contenida en el Reglamento (UE) 2024/168914

del Parlamento Europeo y del Consejo, publicado en el
Diario Oficial de la Unión Europea el 12 de julio de
2024, que define a los sistemas de inteligencia artificial
como aquellos sistemas basados en máquinas diseñados
para operar con niveles variables de autonomía y que pue-
den mostrar adaptabilidad tras su despliegue, capaces de
inferir a partir de la información recibida cómo generar
salidas tales como predicciones, contenido, recomendacio-
nes o decisiones que pueden influir en entornos físicos o
virtuales.

“Article 3

Definitions

For the purposes of this Regulation, the following defi-
nitions apply:

‘AI system’ means a machine-based system that is de-
signed to operate with varying levels of autonomy and
that may exhibit adaptiveness after deployment, and
that, for explicit or implicit objectives, infers, from the
input it receives, how to generate outputs such as pre-
dictions, content, recommendations, or decisions that
can influence physical or virtual environments;”

Por lo que se propone entender a la IA como sistema, mo-
delo computacional, software o aplicación basada en algo-
ritmos, incluidas las redes neuronales y técnicas de apren-
dizaje automático, capaz de ejecutar, de manera autónoma
o asistida, tareas que impliquen procesos de razonamiento,
aprendizaje, percepción, interpretación o generación de in-

formación, imitando o sustituyendo funciones cognitivas
humanas, y que permita producir, modificar, alterar o di-
fundir contenidos digitales, tales como textos, imágenes,
sonidos o videos, con apariencia verosímil o similar a la
realidad. 

Para mayor claridad, en el siguiente cuadro comparativo se
expone la reforma propuesta:

Por lo tanto, y en respuesta al entorno real actual, donde la
inteligencia artificial se ha convertido en una herramienta
capaz de transformar procesos productivos, pero también
de facilitar conductas ilícitas con un alcance y sofistica-
ción sin precedentes, es indispensable que nuestro marco
jurídico evolucione. Esta reforma no busca frenar la inno-
vación, sino garantizar que el uso de la tecnología se reali-
ce bajo principios de legalidad, ética y responsabilidad.

Incorporar un agravante para los delitos cometidos me-
diante inteligencia artificial envía un mensaje claro: la ley
está preparada para enfrentar los desafíos del siglo XXI.
Con ello, protegemos a la sociedad frente a riesgos emer-
gentes, fortalecemos la seguridad jurídica y cerramos espa-
cios a la impunidad tecnológica. Hoy, más que nunca, de-
bemos legislar con visión de futuro, asegurando que la
justicia avance al mismo ritmo que la innovación. 

Por todo lo anteriormente expuesto, de forma respetuosa se
somete a consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de 
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Decreto por el que se adiciona un Capítulo XI, denomi-
nado “Delitos cometidos mediante Inteligencia Artifi-
cial”, al Título Octavo del Código Penal Federal en ma-
teria de agravantes por el uso de Inteligencia Artificial
en la comisión de delitos

Artículo Único. Se adiciona un Capítulo XI, denominado
“Delitos cometidos mediante Inteligencia Artificial”, el
cual contiene un artículo 209 Sextus, al Título Octavo del
Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Título Octavo

Delitos contra el libre desarrollo de la personalidad

Capítulo I a Capítulo X… 

Capítulo XI
Delitos cometidos mediante Inteligencia Artificial

Artículo 209 Sextus.- Cuando se emplee la inteligencia
artificial como medio comisivo principal o auxiliar en la
ejecución de cualquier delito previsto en este Código, la
pena se incrementará en un tercio de la mínima y hasta
un tercio de la máxima para cada delito.

Se entenderá por inteligencia artificial, para efectos de
este artículo, cualquier sistema, modelo computacional,
software o aplicación basada en algoritmos, incluidas
las redes neuronales y técnicas de aprendizaje automá-
tico, capaz de ejecutar, de manera autónoma o asistida,
tareas que impliquen procesos de razonamiento, apren-
dizaje, percepción, interpretación o generación de in-
formación, imitando o sustituyendo funciones cogniti-
vas humanas, y que permita producir, modificar,
alterar o difundir contenidos digitales, tales como tex-
tos, imágenes, sonidos o videos, con apariencia verosí-
mil o similar a la realidad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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mework for managing information ecosystems 2024. Disponible en: 

https://www.thelancet.com/journals/lanpub/article/PIIS2468-
2667%2824%2900031-8/fulltext 

8 Decreto por el que se adiciona un artículo 211 Quinquies 1 al Códi-
go Penal del Estado de México. 2025. Disponible en: 

https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.m
x/files/files/pdf/gct/2025/diciembre/dic173/dic173e.pdf 

9 Decreto número 876. Disponible en: 

https://www.congresooaxaca.gob.mx/docs66.congresooaxaca.gob.
mx/decretos/DLXVI_0876.pdf

10 Decreto número: 699. Disponible en: 

https://gaceta.congresosinaloa.gob.mx:3001/pdfs/decretos/64/De-
creto_699.pdf 
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11 Valida la Corte definición de Inteligencia Artificial establecida en el
Código Penal del Estado de Sinaloa. Disponible en: 

https://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/comunica-
do.asp?id=8175 

12 Aprobada reforma para sancionar uso indebido de Inteligencia Ar-
tificial. Disponible en: 

https://congresosanluis.gob.mx/content/aprobada-reforma-para-
sancionar-uso-indebido-de-inteligencia-artificial 

13 Decreto: El Congreso del Estado Libre y Soberano de Nayarit re-
presentado por su XXXIII Legislatura. Disponible en: 

ht tps: / /procesolegislat ivo.congresonayari t .gob.mx/wp-
content/uploads/proceso_legislativo/ley_dec/124_PUB_RE-
SOL_DEC_REF_CODIGO_PENAL_DEEPFAKE.pdf 

14 Regulation (EU) 2024/1689 of the European Parliament and of the
Council. Disponible en: 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/TXT/PDF/?uri=
OJ:L_202401689

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Ciria Yamile Salomón Durán (rúbrica).» 

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

SE HOMOLOGUEN Y ACTUALICEN LOS MARCOS
NORMATIVOS RELATIVOS A LAS MOTOCICLETAS,

MOTONETAS Y BICICLETAS ELÉCTRICAS, 
ASÍ COMO SCOOTER Y SE APLIQUEN REGLAMEN-

TOS DE TRÁNSITO A CABALIDAD

«Proposición con punto de acuerdo, para solicitar respe-
tuosamente a los gobiernos de los estados a regular, homo-
logar y actualizar los marcos normativos relativos a las mo-
tocicletas, motonetas y bicicletas eléctricas, así como
scooter y se apliquen los Reglamentos de Tránsito a caba-
lidad para evitar la gran cantidad de accidentes por falta de
cumplimiento y sanciones en la República Mexicana, a
cargo de la diputada Lucero Higareda Segura, del Grupo
Parlamentario de Morena

La suscrita, diputada Lucero Higareda Segura, del Estado
de Guanajuato, integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
rena en la LXVI Legislatura, presenta proposición con
punto de acuerdo, con carácter de urgente y obvia resolu-
ción, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6,
numeral 1, fracción i, y 79, numeral 2, fracción II, y frac-
ción VI y demás aplicables del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta honorable
soberanía, proposición con punto de acuerdo, mediante el
cual se solicita respetuosamente a los Gobiernos de las En-
tidades federativas, actualizar los Marcos Normativos rela-
tivos a las motocicletas, motonetas y bicicletas eléctricas,
así como scooter, y se apliquen los Reglamentos de tránsi-
to a cabalidad para evitar la gran cantidad de accidentes por
falta de cumplimiento y sanciones en el mismo en la Re-
pública mexicana

Consideraciones

En México, el crecimiento continuo e indiscriminado de
motocicletas, motonetas eléctricas, scooter y bicimotos,
dentro del parque vehicular es una constante, debido a va-
rios factores, como el menor costo de adquisición, el uso
como vehículo de recreación y el ahorro de combustible
además de resultar como una solución al problema del con-
gestionamiento y estacionamiento. El impacto ambiental
también es poco en los términos de proceso de fabricación,
consumo de combustible, emisiones contaminantes, ocupa-
ción de espacio. 

Puede sonar exagerado, pero hay algo que no se puede ne-
gar y es que transitar en la República mexicana cada día es
más complicado. El tráfico, motociclistas, bicicletas eléc-
tricas scooter, bicimotos conviviendo en el mismo espacio
convierten cada trayecto en un caos más peligroso cada
día. Esto debido a la falta de acciones que les hagan acatar
los reglamentos, si los hay. 

Además de esto, México vive un crecimiento histórico en
el mundo de las dos ruedas: el parque de motocicletas pa-
só de 2,271,563 unidades en 2014 a 8,953,446 en 2024, lo
que representa 6,681,883 motos adicionales, según datos
del INEGI. Sólo entre 2023 y 2024, la flota aumentó
1,242,966 motocicletas, un 16.12% más, consolidando al
país como un escenario de expansión sin precedentes para
las motocicletas1. Es por ello que los accidentes en las mo-
tocicletas se quintuplicaron en sólo 12 años, esto es el equi-
valente a una moto por cada cinco autos, según cifras del
INEGI.2
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En el año 2000, el INEGI registraba aproximadamente
300,000 motocicletas en circulación en México; para 2021,
esa cifra se había disparado a casi seis millones3.

En los últimos 20 años, las motocicletas pasaron de repre-
sentar el 2% al 10% del parque vehicular nacional. Una
tendencia que confirma su papel cada vez más central en la
movilidad urbana y rural.

En el tercer trimestre del 2025, los motociclistas represen-
tan el porcentaje más alto de personas fallecidas en hechos
de tránsito al sumar 50 muertes de 101 accidentes, 49.5%
de los decesos; le siguen los peatones, con 21%; los pasa-
jeros, con 19%; conductores 9%, y ciclistas 2%. Los cho-
ques se mantienen en el primer sitio por tipo de usuario de
la vía y tipo de evento fatal, por lo que 26 motociclistas fa-
llecieron en un choque y 24 en derrape.

Aún más, Según la Administración Nacional de Seguridad
del Tráfico en Carreteras (NHTSA), la tasa de accidentes
mortales es significativamente mayor en motocicletas que
en automóviles. Mientras que 13 de cada 100,000 automó-
viles se ven involucrados en un accidente mortal, la cifra
asciende a 72 de cada 100,000 en el caso de las motocicle-
tas. Esta discrepancia se debe a que los motociclistas tienen
menos protección, aunado a que no acatan las reglas míni-
mas de seguridad, ya que no hay una barrera física entre
ellos y el pavimento, lo que hace que los accidentes de mo-
tocicleta sean más graves que los de automóvil. (CESVI).4

Aunque hay registradas alrededor de un millón 600 mil
motos en el país, es posible usarlas sin hacerlo del conoci-
miento de las autoridades, por lo que se puede inferir que
hay más, pero a pesar de eso, una revisión de los 32 regla-
mentos de tránsito en el país, llevada a cabo por el Obser-
vatorio Vial del CESVI, encontró que 35 por ciento no con-
templa el uso del casco de seguridad. 

Mientras que el número de motos en México se multiplicó
y que cada 13 minutos hay un accidente vial que involucra
a estos vehículos, la aplicación del marco normativo en
buena parte del país se ha olvidado de ellas.

Por otro lado, los scooters eléctricos se han vuelto popula-
res por ser una forma de transporte urbano ecológica y efi-
ciente. Sin embargo, a pesar de su conveniencia, presentan
riesgos importantes para la seguridad, con numerosos acci-
dentes, lesiones y muertes reportadas. Comprender estos
peligros es clave para que tanto los usuarios como los pea-
tones se mantengan seguros.

Pero existen varios riesgos que deben tomarse en cuenta
para estos vehículos, ya que no fueron diseñados para tran-
sitar en las vialidades primarias, como comúnmente se les
ve. 

Podemos mencionar según5 Bulldog Law una reconocida
firma de abogados, porque son peligrosos en la circulación
en nuestro país:

1. Defectos de diseño

Algunos scooters eléctricos presentan defectos de dise-
ño que pueden representar peligros graves para los
usuarios, como aceleradores que se traban, fallas en los
frenos y problemas de dirección. Estos fallos pueden
provocar la pérdida de control y accidentes serios. 

2. Diseño con centro de gravedad alto

Debido a su diseño, los scooters eléctricos tienden a ser
inestables y propensos a volcarse, especialmente a altas
velocidades o en terrenos irregulares. Esto puede causar
caídas graves y lesiones. Comparados con las bicicletas,
que tienen un centro de gravedad más bajo, los scooters
resultan más difíciles de manejar.

3. Falta de entrenamiento del usuario

Se pueden rentar scooters con una aplicación móvil, sin
necesidad de capacitación. Muchos usuarios no saben
cómo manejarlos correctamente, lo que incrementa el
riesgo de accidentes.

4. Sistemas de frenos deficientes

Los frenos son esenciales para la seguridad, pero mu-
chos scooters tienen frenos débiles o defectuosos. Es
común que fallen al bajar una pendiente o a altas velo-
cidades, lo que eleva la probabilidad de caídas.

5. Luces débiles y poca visibilidad

La mayoría de los scooters, incluyendo los que ofrece
Lime, tienen luces delanteras poco potentes, lo que difi-
culta su uso nocturno, aun así, muchos usuarios siguen
circulando con baja visibilidad. Además, muchos visten
ropa oscura, lo que reduce aún más su visibilidad ante
otros conductores.

6. Llantas pequeñas y sólidas
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Los scooters eléctricos suelen tener llantas pequeñas y
duras que absorben poco el impacto. Esto dificulta el
manejo en superficies irregulares o con baches, y au-
menta el riesgo de accidentes.

7. Sin mandato de uso de casco

En la mayoría de los casos no se usa un casco regla-
mentario, a pesar de que casi el cuarenta por ciento de
las lesiones en scooters afectan la cabeza. Síntomas co-
mo confusión, mareo o pérdida de conciencia después
de una caída pueden indicar una lesión cerebral.

8. Velocidad excesiva

Estos vehículos pueden alcanzar hasta 32 mph, una ve-
locidad peligrosa para quienes no tienen experiencia. A
mayor velocidad, es más difícil mantener el control y
evitar obstáculos. Aunque existen límites legales, no
siempre hay controles efectivos.

9. Falta de regulación

A diferencia de las bicicletas, muchos scooters no están
regulados adecuadamente. En varias entidades no hay
leyes claras, lo que deja a los usuarios sin guía sobre
cómo utilizarlos de forma segura. En algunos casos,
cualquier persona puede usarlos, incluso sin experiencia
ni conocimiento de las normas de tránsito.

10. Conductores y peatones imprudentes

Los usuarios de scooters comparten las calles con autos
y peatones. Esto puede ser peligroso si los conductores
no ceden el paso o si los peatones cruzan inesperada-
mente. Muchas ciudades prohíben usar scooters en las
aceras, obligando a los usuarios a circular entre el tráfi-
co, pero no se regula en que vialidades pueden circular.

Aunque estamos conscientes de que el uso de estos vehí-
culos es cada vez más indispensable, por las condiciones
vehiculares de nuestro país, debemos adecuar los marcos
normativos y homologarlos para una mejor impartición de
justicia en ese rubro debido a que la seguridad de las per-
sonas está en juego, y de que deben acatarse los reglamen-
tos, para evitar la mortandad en dichos vehículos.

Por otro lado, las bicicletas eléctricas o motonetas son con-
ducidas temerariamente por vías primarias, llevando en
ellas a menores de edad y hasta bebes sin ninguna protec-

ción y con exceso de pasajeros, lo que, si les facilita la mo-
vilidad, pero pone en gran riesgo su seguridad, de principio
eran los jóvenes que usaban estos vehículos, pero ha proli-
ferado debido al bajo costo del combustible y manuten-
ción, pero el desconocimiento de las normas para conducir,
exceso de velocidad ignorar reglas básicas como utilizar
cascos de seguridad, y vestimenta adecuada por si ocurre
una caída, no respetar señales y circular por aceras y luga-
res no permitidos, se convierte en una bomba de tiempo an-
te la falta de sancione al respecto, todo ello demanda una
mayor regulación, seguimiento y aplicación de las normas
por la seguridad, no esperemos a que ocurran más acciden-
tes, ante el crecimiento desmedido de estos vehículos.

Una vez logrado esto, igual de importante será que se
adopte “cero tolerancia” a los factores de riesgo, como no
usar el casco y el número de pasajeros, pasajeros fuera del
rango de edad, encima de una motocicleta, así como moto-
netas, bicicleta eléctricos y scooters, y la correcta aplica-
ción del reglamento de tránsito para ellos así como se hace
para todos los vehículos, los motociclistas y conductores
de estos vehículos eléctricos, deben seguir al pie de la letra
dicho reglamento, lo que no se aplica y por ello se incre-
mentan los accidentes viales, ya que circulan por carriles
inexistentes, como las motocicletas que circulan entre los
coches, rebasan por la derecha, no respetan los semáforos,
circular por vialidades en las que no están autorizados, co-
mo en vías primarias, con cilindrajes no permitidos y no
utilizando equipo adecuado de protección. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía, con carácter de urgente y obvia
resolución, los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero.- Se solicita respetuosamente a los Gobiernos de
los Estados a regular, homologar y actualizar los Marcos
Normativos relativos a las Motocicletas, motonetas y bi-
cicletas eléctricas, así como scooter, para su correcta
aplicación, evitando accidentes ante la proliferación des-
medida.

Segundo.- Se solicita respetuosamente a los Gobernadores
de los estados y a la jefa de Gobierno de la Ciudad de Mé-
xico a que, por medio de las dependencias a su cargo, se
apliquen los reglamentos de tránsito a cabalidad para
evitar la gran cantidad de accidentes por falta de cum-
plimiento y sanciones en el mismo.
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Notas:

1 https://adventuremotors.mx/2025/09/18/crece-294-el-total-de-moto-
cicletas-en-mexico-en-10-anos/#:~:text=Crece%20294%25%20
El%20Total%20de%20Motocicletas%20en%20M%C3%A9xico%20e
n%2010%20A%C3%B1os&text=%E2%80%9CEste%20crecimien-
to%20tambi%C3%A9n%20plantea%20grandes,el%20uso%20de%20
equipamiento%20completo.

2 http://www.elfinanciero.com.mx/mas/enfoques/provocan-motos-
anarquia-vial-y-muchos-riesgos.html

3 https://elpais.com/mexico/branded/2025-08-26/la-motocicleta-mo-
tor-de-movilidad-y-sustento-para-millonesdemexicanos.html#:text=
En%20el%20a%C3%B1o%202000%2C%20el,disparado%20a%20ca
si%20seis%20millones.

4 https://www.stronglawattorneys.com/es/posts/what-are-the-differen-
ces-between-car-accidents-and-motorcycle-accidents#:~:text=Mien-
tras%20que%2013%20de%20cada,el%20caso%20de%20las%20mo-
tocicletas.

5 (https://es.thebulldog.law/12-razones-por-las-que-los-scooters-elec-
tricos-son-peligrosos#:~:text=Debido%20a%20su%20dise%C3%
B1o%2C%20los,resultan%20m%C3%A1s%20dif%C3%ADci-
les%20de%20manejar.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputada Lucero Higareda Segura (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

SE RECONOZCA Y RESPALDE LA ESTRATEGIA
NACIONAL DE SEGURIDAD IMPULSADA POR LA

PRESIDENTA, SE FELICITE AL SECRETARIO DE
SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA POR

LOS RESULTADOS OBTENIDOS, Y SE REPLIQUEN
ACCIONES SIMILARES EN BAJA CALIFORNIA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se reconoce
y se respalda la Estrategia Nacional de Seguridad impulsa-
da por la presidenta Claudia Sheinbaum Pardo; se felicita
al secretario de Seguridad y Protección Ciudadana por los
resultados obtenidos en el combate a la extorsión y a la co-
lusión de autoridades con el crimen organizado a través del
Operativo Enjambre; y se solicita la replicación de accio-

nes coordinadas similares en el estado de Baja California,
a cargo del diputado Fernando Jorge Castro Trenti, del
Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, Fernando Jorge Castro Trenti, diputado in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 6 numeral I, fracción I; y 79 numeral 1, fracción II
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a con-
sideración de esta soberanía, la siguiente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos 

La seguridad ciudadana constituye uno de los pilares fun-
damentales del Estado de Derecho y representa una condi-
ción indispensable para el desarrollo pleno de toda socie-
dad democrática. El derecho a la seguridad no es solamente
una prerrogativa individual, sino un bien colectivo que per-
mite a los ciudadanos ejercer con libertad sus derechos fun-
damentales, desarrollar sus actividades cotidianas con tran-
quilidad y contribuir al progreso de sus comunidades sin el
temor constante a ser víctimas de la violencia o el delito.

La política de seguridad pública del gobierno de México se
enmarca en los 100 Compromisos para el Segundo Piso de
la Cuarta Transformación, los cuales definen la orienta-
ción programática del Estado en esta materia. En particu-
lar, el eje denominado República segura y con justicia de-
fine los lineamientos generales de la política pública en
esta materia y se articula con el Compromiso 100, Fortale-
ceremos la paz y la seguridad, cuyo propósito es atender de
manera integral los desafíos estructurales y operativos aso-
ciados a la seguridad en el país. Dicho compromiso se sus-
tenta en cuatro ejes estratégicos; la atención a las causas es-
tructurales de la violencia, el fortalecimiento de las
capacidades de inteligencia e investigación, la consolida-
ción institucional de la Guardia Nacional y la coordinación
efectiva entre los distintos órdenes de gobierno y las fisca-
lías, con el objetivo de generar condiciones sostenidas de
paz, justicia y seguridad.1

En este marco ya consolidado, durante octubre de 2024, la
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana presentó
la Estrategia Nacional de Seguridad a nivel federal, la cual
retoma y sistematiza estos cuatro ejes como pilares de la
intervención estatal. La estrategia se concibe como un es-
quema integral que combina acciones preventivas, operati-
vas y de fortalecimiento institucional, orientadas tanto a la
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reducción de la incidencia delictiva como al desmantela-
miento de estructuras criminales y a la mejora de la capa-
cidad de respuesta del Estado.2

Desde el diseño de la estrategia se incorporan antecedentes
de coordinación interinstitucional desarrollados en la Ciu-
dad de México, donde la articulación entre autoridades de
seguridad, procuración de justicia y fuerzas federales se
asoció con una disminución relevante de los delitos de alto
impacto, incluidos los homicidios dolosos. Este anteceden-
te se toma como referencia para replicar modelos de coor-
dinación, intercambio de información y operación conjun-
ta a nivel nacional.3

Como parte del fortalecimiento de las capacidades esta-
tales en materia de inteligencia, se da la creación de la
Subsecretaría de Inteligencia e Investigación Policial
dentro de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciuda-
dana. Esta instancia cuenta con infraestructura tecnológi-
ca, personal analítico especializado, investigadores de
campo y de gabinete, así como equipos técnicos encar-
gados de procesar información y convertirla en inteli-
gencia operativa que contribuya a la integración sólida
de carpetas de investigación. De manera complementa-
ria, se establece la Subsecretaría de Prevención, orienta-
da al diseño e implementación de políticas preventivas
con enfoque territorial y comunitario.4

En relación con la Guardia Nacional, la estrategia plantea la
consolidación como institución policial de carácter federal,
con esquemas de formación, profesionalización y disciplina
orientados al respeto de los derechos humanos y al fortaleci-
miento de las capacidades operativas, aprovechando la in-
fraestructura y el apoyo logístico de la Secretaría de la De-
fensa Nacional.5

La Estrategia Nacional de Seguridad define tres objetivos
centrales, los cuales son la reducción de la incidencia de-
lictiva, con énfasis en homicidios dolosos y extorsión; la
neutralización de generadores de violencia y redes crimi-
nales; y el fortalecimiento de las capacidades de preven-
ción, proximidad social y diálogo de las policías locales.6

Entre sus principales líneas de acción se incluyen la crea-
ción del Sistema Nacional de Inteligencia, el fortaleci-
miento del Centro Nacional de Inteligencia y del Secreta-
riado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, así como la implementación de un Modelo de
Atención Integral a los Delitos de Alto Impacto, enfocado
en la coordinación institucional, la judicialización efectiva

y el control de actividades delictivas desde el sistema peni-
tenciario. Asimismo, se contemplan estrategias de inter-
vención focalizadas en entidades con alta incidencia delic-
tiva, entre ellas Guanajuato, Baja California, Chihuahua,
Guerrero, Jalisco y Sinaloa.7

En este sentido, una de las acciones de la Estrategia Na-
cional de Seguridad son las Jornadas por la Paz, creadas
como un mecanismo de intervención territorial y de proxi-
midad social en colonias y municipios con alta incidencia
delictiva. A diferencia de los esquemas centrados exclusi-
vamente en la actuación policial, estas jornadas operan co-
mo dispositivos integrales de acceso a servicios públicos
orientados a la recuperación de espacios comunitarios y al
fortalecimiento del tejido social, con el propósito de incidir
en las causas estructurales que favorecen la violencia y la
delincuencia, particularmente entre familias y jóvenes en
contextos de vulnerabilidad.8

En términos operativos, las Jornadas por la Paz se instru-
mentan mediante el despliegue coordinado de dependen-
cias federales con competencias en gobernación, seguri-
dad, salud y bienestar, que brindan atención directa en
plazas públicas y centros comunitarios. Entre las acciones
implementadas se incluye el Programa de Desarme Volun-
tario, que permite la entrega de armas de fuego a cambio
de apoyos económicos o bienes de uso doméstico sin con-
secuencias jurídicas, así como la realización de actividades
deportivas y culturales y la prestación de servicios médicos
y jurídicos gratuitos, con el objetivo de reducir barreras de
acceso institucional y generar condiciones sociales que
contribuyan a la prevención de la violencia.9

La pertinencia de la Estrategia Nacional de Seguridad se
refuerza ante el incremento sostenido de la percepción de
inseguridad en el país, ya que, de acuerdo con la Encuesta
Nacional de Seguridad Pública Urbana (ENSU) del INEGI,
al cierre de 2025 el 63.8 por ciento de la población adulta
urbana consideró inseguro vivir en su ciudad, lo que repre-
senta un aumento de 2.1 puntos porcentuales respecto a di-
ciembre de 2024.10

Esta percepción, si bien no siempre se correlaciona de ma-
nera directa con la incidencia delictiva registrada, refleja el
impacto cotidiano de la violencia y la criminalidad en la vi-
da social. La encuesta evidencia una brecha estructural de
género, pues 69.4 por ciento de las mujeres manifestó sen-
tirse insegura, frente a 57.1 por ciento de los hombres, lo
que confirma una percepción diferenciada de vulnerabili-
dad en los espacios públicos.11
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Asimismo, se observan desigualdades territoriales profun-
das, con ciudades como Uruapan, Culiacán, Ciudad Obre-
gón, Ecatepec e Irapuato, donde cerca de nueve de cada
diez habitantes reportan inseguridad, en contraste con mu-
nicipios como San Pedro Garza García, Benito Juárez, Pie-
dras Negras y San Nicolás de los Garza, que presentan ni-
veles significativamente menores.12

La ENSU también identifica que los espacios de mayor te-
mor ciudadano son los cajeros automáticos en vía pública
(72.3%), seguidos por calles y transporte público (64.9%)
y carreteras (58.9%), lo que revela riesgos persistentes en
contextos de movilidad cotidiana. Este clima de inseguri-
dad se traduce en cambios relevantes de comportamiento
social, ya que 42.5% de la población dejó de portar objetos
de valor, 38% restringió la movilidad de niñas, niños y ado-
lescentes, 37.1% evitó caminar de noche y cerca de una
cuarta parte redujo sus visitas a familiares o amistades.13

A ello se suma que 36.3% de las personas reportó conflic-
tos o enfrentamientos directos en el último trimestre de
2025, principalmente disputas vecinales, lo que evidencia
un deterioro de la convivencia comunitaria.14

En términos de experiencia directa con el delito, 32.3% de
los hogares tuvo al menos una víctima de robo, extorsión o
fraude durante el segundo semestre de 2025, mientras que
seis de cada diez personas observaron consumo de alcohol
en la vía pública, casi la mitad presenció robos o asaltos,
cuatro de cada diez fueron testigos de venta o consumo de
drogas y más de un tercio reportó disparos frecuentes en su
entorno.15, 16

En los últimos años, el Estado mexicano ha incorporado
acciones focalizadas orientadas no solo a atender la dimen-
sión operativa de los delitos de alto impacto, sino también
a intervenir de manera directa en los mecanismos de infil-
tración y captura institucional mediante los cuales el cri-
men organizado logra operar con apoyo, tolerancia o colu-
sión de autoridades locales. Bajo esta lógica se inscribe la
denominada “Operación Enjambre”, concebida como una
estrategia de intervención integral orientada a identificar,
investigar y desarticular redes de colusión entre autorida-
des municipales, corporaciones de seguridad y organiza-
ciones criminales, particularmente en territorios con altos
niveles de debilitamiento institucional.

Dicha estrategia, impulsada desde 2024 e iniciada en el Es-
tado de México, se consolidó como un modelo nacional de
coordinación interinstitucional, al lograr detenciones rele-

vantes, procesos judiciales exitosos y una articulación in-
édita entre autoridades federales, estatales y municipales.
De acuerdo con información oficial, la Operación Enjam-
bre, encabezada por la Fiscalía General de Justicia del Es-
tado de México, permitió la investigación y detención de
60 personas, entre servidores públicos y exfuncionarios
vinculados con actividades ilícitas, en 18 municipios, así
como la obtención de 19 sentencias condenatorias contra
17 objetivos prioritarios, reflejo del impacto real de un en-
foque basado en inteligencia, coordinación y actuación si-
multánea.17

El alcance de este modelo trascendió el ámbito local y fue
incorporado como referente dentro de la Estrategia Nacio-
nal contra la Extorsión y el combate a la corrupción, im-
pulsada por la presidenta de la República, Claudia Shein-
baum Pardo. En este contexto, el secretario de Seguridad
y Protección Ciudadana, Omar García Harfuch, ha infor-
mado recientemente sobre la detención de autoridades
municipales en el estado de Jalisco, derivada de denuncias
ciudadanas y del trabajo coordinado entre dependencias
federales y estatales, como parte de la aplicación de este
enfoque integral.

Un caso emblemático de la aplicación de esta lógica se re-
gistró en el municipio de Tequila, Jalisco, donde fuerzas fe-
derales llevaron a cabo detenciones de autoridades munici-
pales y funcionarios relevantes, relacionadas con presuntos
actos de corrupción, extorsión y vínculos con organizacio-
nes criminales. El operativo fue ejecutado de manera coor-
dinada por instancias federales de seguridad, defensa, pro-
curación de justicia e inteligencia, con el objetivo de
restablecer condiciones mínimas de gobernabilidad, cerrar
espacios de colusión institucional y garantizar la continui-
dad de las funciones de seguridad pública mediante esque-
mas transitorios de control y vigilancia.

De manera complementaria, en el Estado de Michoacán, la
aplicación de estrategias integrales de seguridad, enmarca-
das en la Estrategia Nacional contra la Extorsión y reforza-
das mediante el Plan Michoacán por la Paz y la Justicia, ha
generado resultados verificables. Durante conferencias ofi-
ciales, se informó que el trabajo conjunto del Gabinete de
Seguridad con autoridades locales permitió la detención de
objetivos prioritarios, el debilitamiento de estructuras cri-
minales y una reducción del 30 por ciento en el promedio
diario de homicidios dolosos, así como una disminución
del 13.8 por ciento en la incidencia del delito de extor-
sión.18
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Asimismo, como resultado del despliegue territorial, de
inteligencia y de unidades especializadas, en el periodo
comprendido entre el 10 de noviembre de 2025 y el 20 de
enero de 2026 se logró la detención de 430 personas, el
aseguramiento de armamento, vehículos, explosivos,
sustancias químicas para la elaboración de drogas sinté-
ticas, así como la inhabilitación de campamentos crimi-
nales y tomas clandestinas, lo que evidencia la efectivi-
dad de los esquemas de coordinación entre los tres
órdenes de gobierno.19

Este tipo de intervenciones refleja que la Estrategia Nacio-
nal de Seguridad no se limita a la contención del delito, si-
no que incorpora como objetivo central el fortalecimiento
de la legalidad, la integridad institucional y la recuperación
de la confianza ciudadana.20

La relevancia de este tipo de intervenciones se acentúa al
contrastarlas con la evidencia empírica disponible sobre las
condiciones de seguridad en entidades con alta incidencia
delictiva. El análisis de los indicadores de victimización y
percepción de inseguridad permite dimensionar la magni-
tud del problema en contextos específicos y aporta ele-
mentos objetivos para evaluar la pertinencia de esquemas
de control, coordinación interinstitucional y fortalecimien-
to institucional orientados a la recuperación de la goberna-
bilidad y la confianza social.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimización y
Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) 2025 con
datos de enero a diciembre de 2024 para victimización y de
marzo-abril de 2025 para percepción sobre la seguridad pú-
blica y desempeño de las autoridades, el Estado de Baja
California se ubica entre las entidades con mayor inciden-
cia delictiva y percepción de inseguridad del país, reflejan-
do un problema estructural de seguridad pública. En 2024,
la tasa de víctimas de delito en la Entidad fue de 36,900
víctimas por cada 100 mil habitantes, cifra superior al pro-
medio nacional, lo que confirma una alta exposición de la
población a hechos delictivos.21

En términos absolutos, la ENVIPE estima que más de 1.1
millones de personas de 18 años y más en Baja California
fueron víctimas de al menos un delito durante 2024. Los
delitos de mayor prevalencia fueron robo o asalto en la ca-
lle o transporte público, fraude, extorsión y robo total o
parcial de vehículo, los cuales concentran la mayor parte
del impacto económico y emocional en los hogares, así co-
mo la percepción constante de riesgo en los espacios coti-
dianos.22

Uno de los indicadores más críticos es la cifra negra, que
en Baja California alcanzó aproximadamente el 92 por
ciento de los delitos, es decir, solo 8 de cada 100 delitos
fueron denunciados y derivaron en una carpeta de investi-
gación. Las principales razones para no denunciar fueron la
pérdida de tiempo (cerca del 34%), la desconfianza en la
autoridad (alrededor del 17%) y la percepción de que de-
nunciar “no sirve de nada”, lo que evidencia un déficit pro-
fundo de confianza institucional y efectividad del sistema
de justicia.23

En materia de percepción de inseguridad, la ENVIPE con-
firma que más del 70 por ciento de la población adulta en
Baja California considera inseguro vivir en su ciudad, ubi-
cando a la Entidad entre las cinco con mayor percepción
negativa a nivel nacional. Los espacios donde la población
se siente más insegura son los cajeros automáticos en la vía
pública, el transporte público, las calles y carreteras, lo que
coincide con los patrones observados a nivel nacional por
la ENSU y refuerza la percepción de vulnerabilidad en la
movilidad urbana.24

El impacto social del delito es igualmente significativo, la
encuesta señala que más del 45 por ciento de la población
en Baja California modificó sus hábitos cotidianos por te-
mor a la inseguridad, entre ellos dejar de portar objetos de
valor, evitar salir de noche, restringir la movilidad de me-
nores de edad y reducir la convivencia comunitaria. Estas
conductas reflejan una afectación directa al tejido social y
a la calidad de vida, más allá de la incidencia delictiva for-
malmente registrada.25

Adicionalmente, según datos del Observatorio Social de
Baja California, uno de cada cinco negocios en la zona me-
tropolitana de Tijuana fue víctima de extorsión o cobro de
piso durante 2025, lo que evidencia un impacto directo de
este fenómeno sobre la seguridad económica de la región.
Asimismo, cifras recientes de la Secretaría de Seguridad
Ciudadana de la entidad señalan que en lo que va de 2025
se han acumulado más de 3 000 denuncias por extorsión,
con los municipios de Mexicali y Tijuana como los más
afectados, y cerca de la mitad de los casos relacionados con
amenazas de crimen organizado.

En cuanto a confianza y desempeño institucional, la EN-
VIPE 2025 muestra que las Fuerzas Armadas concentran
los niveles más altos de percepción de efectividad en Baja
California, con más del 80 por ciento de opiniones favora-
bles, seguidas por la Guardia Nacional, con alrededor del
70 por ciento. En contraste, las policías municipales y es-
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tatales registran niveles de confianza del 45.4%, lo que se
vincula directamente con experiencias de corrupción, abu-
so de autoridad o ineficacia percibida por la ciudadanía.26

En este contexto estatal, caracterizado por altos niveles de
victimización, percepción de inseguridad, desconfianza
institucional y una elevada cifra negra, los hechos ocurri-
dos recientemente en Tijuana, Baja California, relaciona-
dos con la actuación de la policía municipal contra el vice-
presidente de la Cámara Nacional de Comercio
(CANACO) en Tijuana, adquieren relevancia más allá de
un incidente aislado. El episodio se registró durante una in-
tervención policial en la vía pública, cuando el vicepresi-
dente de la CANACO Héctor Riveros Moreno fue deteni-
do de manera momentánea, sometido al uso de la fuerza,
esposado y trasladado a una unidad policial, sin que la pa-
trulla presentara placas oficiales a la vista, circunstancias
que vulneran aún más la certeza del ciudadano respecto a
la identidad de la autoridad con la que se interactúa, sien-
do liberado minutos después por instrucción de mandos su-
periores.27

Posteriormente, el hecho fue calificado públicamente por
la CANACO como un presunto abuso de autoridad, lo que
derivó en la presentación de denuncias formales ante la
Fiscalía General del Estado de Baja California y en la aper-
tura de una investigación por parte de la Comisión Estatal
de los Derechos Humanos. Este episodio pone de mani-
fiesto debilidades estructurales en el ejercicio de la función
policial a nivel municipal, particularmente en lo relativo al
respeto a los derechos humanos, la aplicación de protoco-
los de actuación y los mecanismos de rendición de cuentas,
factores que inciden directamente en la percepción ciuda-
dana de inseguridad y en la confianza hacia las institucio-
nes de seguridad pública.28

La detención y el uso de la fuerza ejercidos por elementos
de la policía municipal contra un representante del sector
empresarial reflejan los mismos factores que la ENVIPE
identifica como causas de la baja denuncia y de la descon-
fianza en las corporaciones locales, tales como la percep-
ción de arbitrariedad, ineficacia y posibles prácticas de co-
rrupción. Este tipo de actuaciones inhibe la participación
ciudadana, debilita la cooperación entre sociedad, sector
productivo y autoridades, y resulta especialmente relevan-
te en un entorno urbano y fronterizo de alta complejidad,
como el de Baja California.

Asimismo, el impacto de este tipo de hechos trasciende el
ámbito estrictamente policial y se proyecta sobre la activi-

dad económica, la gobernabilidad local y la competitividad
regional, en tanto que el sector comercial y empresarial ha
manifestado que prácticas de esta naturaleza deterioran la
percepción de certeza jurídica y la imagen de Tijuana co-
mo un entorno seguro para la inversión, el turismo y el co-
mercio. En un escenario donde la delincuencia, particular-
mente la extorsión, ha modificado de manera significativa
los hábitos cotidianos y las dinámicas productivas, estos
episodios profundizan la percepción de vulnerabilidad y
evidencian que la inseguridad no responde únicamente a la
acción de organizaciones criminales, sino también a fallas
estructurales en el ejercicio de la autoridad y en los siste-
mas de control institucional.

Resulta particularmente preocupante el ingreso no autori-
zado y presunto robo ocurrido el 3 de febrero de 2026 en el
domicilio de dos profesionistas del sector salud en la ciu-
dad de Tijuana, quienes habrían sido víctimas de personas
armadas que portaban indumentaria táctica y señalética si-
milar a la utilizada por corporaciones federales. Este he-
cho, además de constituir una posible modalidad de su-
plantación de autoridad, evidenció la vulnerabilidad de
perfiles estratégicos para la economía regional. 

Baja California, y particularmente Tijuana es uno de los
principales destinos de turismo médico en América Latina.
De acuerdo con estimaciones del sector empresarial y or-
ganismos locales, la región recibe anualmente cientos de
miles de pacientes provenientes de Estados Unidos y Ca-
nadá, generando una derrama económica que supera los
miles de millones de dólares y que impacta de manera di-
recta en los sectores hotelero, restaurantero, transporte y
servicios especializados. 

La afectación a profesionales del sector médico no constitu-
ye únicamente un hecho delictivo individual, sino un riesgo
estructural para la competitividad y la imagen institucional de
la entidad. La percepción de inseguridad en torno al turismo
médico puede incidir negativamente en la toma de decisiones
de inversión, en la atracción de pacientes internacionales y en
la estabilidad de un sector que representa uno de los pilares
económicos de la región fronteriza. 

En consecuencia, el fortalecimiento de los mecanismos de
inteligencia, supervisión y coordinación interinstitucional
no solo responde a una necesidad de seguridad pública, si-
no también a la protección de sectores estratégicos para el
desarrollo económico nacional, lo que justifica la pertinen-
cia de replicar en Baja California modelos integrales de in-
tervención como el Operativo Enjambre.
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Desde esta perspectiva, la situación observada en Tijuana
se vincula directamente con los objetivos y ejes de la Es-
trategia Nacional de Seguridad, en particular con el com-
bate a la extorsión, el fortalecimiento de las capacidades de
investigación, la coordinación interinstitucional y la aten-
ción frontal a la corrupción y colusión de servidores públi-
cos. La experiencia en Baja California demuestra que la
simple presencia policial resulta insuficiente si no se acom-
paña de acciones integrales de inteligencia, supervisión,
control interno y sanción, orientadas a desarticular tanto las
estructuras criminales como las redes institucionales que
facilitan su operación, condición indispensable para recu-
perar la confianza ciudadana, fortalecer la denuncia y re-
ducir la cifra negra.

A este escenario se suma una modalidad particularmente
grave que profundiza la percepción de inseguridad se suma
la suplantación de identidad de autoridades de seguridad,
utilizada por grupos delictivos como mecanismo para co-
meter delitos, extorsionar, ingresar ilegalmente a domici-
lios particulares y obtener información sensible bajo la
apariencia de operativos oficiales. 

La suplantación de autoridad no constituye un hecho aisla-
do, sino que se encuentra estrechamente vinculada con es-
quemas de extorsión, cobro de piso y colusión institucio-
nal, en los que el uso de uniformes, insignias, vehículos
oficiales o información privilegiada permite a las organiza-
ciones criminales operar con altos niveles de impunidad,
aprovechando la debilidad de los mecanismos de control,
supervisión y verificación del personal operativo. 

Este fenómeno resulta especialmente lesivo para el Estado
de derecho, ya que no solo vulnera la seguridad patrimonial
y personal de las víctimas, sino que erosiona la confianza
ciudadana, inhibe la denuncia y genera incertidumbre sobre
la legitimidad de las actuaciones policiales y la capacidad
del Estado para distinguir entre autoridad legítima y simu-
lación criminal. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión reconoce y respalda la Estrategia Nacional de
Seguridad impulsada por la presidenta Claudia Sheinbaum
Pardo, orientada al combate a la corrupción, la extorsión y
la colusión de autoridades con el crimen organizado, así

como al fortalecimiento de las capacidades de inteligencia,
investigación y coordinación interinstitucional del Estado
mexicano. Asimismo, esta Soberanía reconoce y felicita al
Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana, Omar
García Harfuch, por los resultados obtenidos mediante la
implementación de estrategias basadas en inteligencia y
actuación coordinada, que han permitido la desarticulación
de redes delictivas y la detención de servidores públicos
vinculados a dichas conductas, particularmente a través de
la Operación Enjambre. En ese contexto, la Cámara de
Diputados solicita respetuosamente que, con base en dicha
experiencia y en congruencia con la Estrategia Nacional de
Seguridad impulsada por la titular del Ejecutivo federal, se
continúe y, en su caso, se replique un esquema de actuación
similar en el Estado de Baja California por las razones ci-
tadas en el presente.
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28. Ídem 26

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputado Fernando Jorge Castro Trenti (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

EXHORTO A LA STPS Y A LA PROFECO,
A VERIFICAR QUE LAS EMPRESAS DE 

PLATAFORMAS DIGITALES CUMPLAN CON LAS
DISPOSICIONES LABORALES VIGENTES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente a STPS y a la Profeco para que verifiquen
que las empresas de plataformas digitales cumplan con las
disposiciones laborales vigentes, suscrita por los diputados
Fernando Mendoza Arce y Antonio Lorenzo Castro Villa-
rreal, del Grupo Parlamentario de Morena

Los que suscriben, diputados Fernando Mendoza Arce y
Antonio Lorenzo Castro Villarreal, integrantes del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en el artículo 3, numeral 1, fracción XX;
artículo 6, numeral 1, fracción I; y artículo 79, numeral 1,
fracción II y numeral 2, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta honorable sobe-
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ranía, la siguiente “proposición con punto de acuerdo por
el que se solicita respetuosamente a Secretaría del Trabajo
y Previsión Social y a la Procuraduría Federal del Consu-
midor para que verifiquen que las empresas de platafor-
mas digitales cumplan con las disposiciones laborales
vigentes”, conforme a las siguientes

Consideraciones

Antecedentes normativos

1. La economía de plataformas es una característica funda-
mental en el mundo del trabajo y representa una de las
“manifestaciones más significativas de los cambios induci-
dos por la transformación digital.”1

La transición de la economía de plataformas hacia una eco-
nomía formal se reconoce como un fin esencial en los Ob-
jetivos de Desarrollo Sostenible 8 (ODS 8) referente al tra-
bajo decente y crecimiento económico que tiene como
finalidad “promover el crecimiento económico inclusivo y
sostenible, el empleo y el trabajo decente para todas y to-
dos”.2 También, es importante para progresar en el logro de
otros objetivos de desarrollo sostenibles, como el ODS 1
(Fin de la pobreza), ODS 10 (Reducción de las desigualda-
des), ODS 16 (Paz, justicia e instituciones sólidas) y el
ODS 17 (Alianzas para lograr los objetivos). 

2. En ese contexto, en marzo de 2023, la Organización In-
ternacional del Trabajo (OIT) decidió incluir en el orden
del día de las 113a y 114a reuniones de la Conferencia In-
ternacional del Trabajo un punto sobre la elaboración de
normas sobre el trabajo decente en la economía de plata-
formas.3 Lo anterior con la finalidad de seguir avanzando
con las disposiciones legales vigentes para mejorar las
oportunidades de empleo, reducir el empleo informal y la
desigualdad en el mercado laboral; así como, garantizar y
promover entornos de trabajo seguros y protegidos. 

Por tal motivo, elaborar normas sobre el trabajo decente en
la economía de plataformas, significa crear oportunidades
para que todas y todos puedan conseguir un trabajo pro-
ductivo que proporcione4:

• Ingresos dignos

• Seguridad en el lugar de trabajo

• Protección social para las familias

• Mejoras en las perspectivas de desarrollo personal e
integración social. 

3. Las plataformas digitales son un conjunto de sistemas
informáticos que facilitan la interacción entre múltiples
grupos de personas5 principalmente caracterizándolos co-
mo usuarios y personas trabajadoras en plataformas digita-
les. 

La Ley Federal del Trabajo, en su artículo 291-B, define a
las plataformas digitales como el “conjunto de mecanis-
mos, aplicaciones informáticas, sistemas y dispositivos que
asignan tareas, servicios, obras, trabajos o similares a
personas trabajadoras en favor de terceros, considerando
el uso de las tecnologías de la información y la comunica-
ción definidas en el artículo 330-A de esta Ley.”

4. Con la reforma publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 24 de diciembre de 2024 en materia de trabajo
en plataformas digitales6, se reguló, por primera vez, para
todas las personas trabajadoras de plataformas digitales, la
protección por parte del Instituto Mexicano del Seguro So-
cial (IMSS) en cada viaje que realicen durante su jornada
laboral, otorgándoles el derecho para acceder a todos los
seguros de régimen obligatorio7 que ofrece el IMSS com-
prendidos en el artículo 11 de la Ley del Seguro Social que
a la letra señala: 

“Artículo 11. El régimen obligatorio comprende los se-
guros de:

I. Riesgos de trabajo;

II. Enfermedades y maternidad;

III. Invalidez y vida;

IV. Retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, y

V. Guarderías y prestaciones sociales.”8

Esta reforma adapta el marco normativo a la realidad digital,
significando el acceso a seguridad social, a la protección de
las y los trabajadores contra despidos injustificados y prote-
giendo a cerca de 700 mil personas trabajadoras9 que gene-
ran un ingreso mediante plataformas digitales y que desem-
peñan labores físicas bajo una supervisión tecnológica. 

5. El 1 de julio de 2025 inició el aseguramiento obligado
para personas trabajadoras de plataformas digitales en el
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IMSS y se implementó una “Prueba Piloto” para afinar el
sistema de registro, pago de cuotas y aseguramiento al
IMSS bajo el régimen obligatorio y para verificar que las
reglas funcionen de manera correcta y que, de ser necesa-
rio, se realicen los ajustes operativos correspondientes.10

Esta “prueba piloto” no solo busca cumplir con las nuevas
disposiciones laborales, sino también es una estrategia fun-
damental para proteger a los trabajadores de plataformas
digitales y, orientar y apoyar a las empresas del sector a
cumplir con una serie de requisitos específicos para su afi-
liación y la de sus trabajadores ante el IMSS.11

Problemática planteada

1. Durante los últimos años, el trabajo en plataformas digi-
tales ha crecido de manera significativa en el país. Este
modelo de empleo ha transformado el mundo laboral
abriendo nuevas oportunidades para miles de personas en
México, sin embargo, ha planteado diversos desafíos res-
pecto al acceso efectivo a la seguridad social para todas las
personas trabajadoras de dichas plataformas. 

Si bien es cierto que, en la actualidad se reconoce la exis-
tencia de una relación laboral entre las plataformas digita-
les y las personas que prestan el servicio, también lo es
que, en la práctica persisten omisiones por parte de las em-
presas que impiden que se cumplan con las obligaciones de
seguridad social que les corresponden como patrones.

2. Bajo esa tesitura, es relevante mencionar que, las em-
presas operadoras de las plataformas digitales son las res-
ponsables de inscribir a las personas trabajadoras al IMSS
bajo el régimen obligatorio y, en su caso, determinar, rete-
ner y enterar el pago de cuotas obrero-patronales. De con-
formidad con los artículos 291-B párrafo segundo, 291-C
párrafo segundo y 291-K fracción V de la Ley Federal del
Trabajo, que señala:

“Artículo 291-B …

…

Los usuarios, consumidores o beneficiarios de tareas,
servicios, obras o trabajos que se oferten a través de apli-
caciones informáticas, no serán considerados patrones,
ni responsables solidarios de personas trabajadoras en
plataformas digitales o similares, ya que dicho carácter
lo tendrá la persona física o moral que gestione o admi-
nistre los servicios a través de la misma.12

Artículo 291-C …

…

Las personas trabajadoras que presten servicios a tra-
vés de plataformas digitales serán consideradas traba-
jadoras independientes, si al final de cada mes no al-
canzan a generar la percepción mencionada. Sin
embargo, en dicho periodo y durante el tiempo efectiva-
mente trabajado, se les extenderán los derechos estipu-
lados en este capítulo, con la excepción de lo dispuesto
en las fracciones V relativa a la retención y entero de
cuotas de seguridad social y VI del artículo 291-K. En
todos los casos, las personas físicas y morales que ad-
ministren plataformas digitales serán responsables del
pago del aseguramiento en el régimen del seguro so-
cial cuando ocurra un riesgo de trabajo durante el
tiempo de trabajo efectivamente laborado.13

Artículo 291-K. En cualquier caso, las personas físicas
y morales que administren o gestionen servicios a tra-
vés de plataformas digitales, en su carácter de patrón,
tendrán las obligaciones especiales siguientes:

…

V. Inscribir a las personas trabajadoras en plataformas
digitales ante el Instituto Mexicano del Seguro Social y,
en su caso, determinar, retener y enterar el pago de cuo-
tas obrero-patronales en los términos que establezcan
las disposiciones en la materia;”14

Esta reforma no solo garantiza el acceso a la seguridad so-
cial para las personas trabajadoras de plataformas digitales,
también, establece obligaciones para los empleadores, en-
tre las que figuran: 

• Seguro de desempleo;

• Emitir recibos de pago;

• Inscribir a las personas trabajadoras ante el IMSS; 

• Incapacidades;

• Informar sobre las medidas de seguridad y salud en el
trabajo;

• Realizar las aportaciones correspondientes al Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores; 

Año II, Segundo Periodo, 17 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados180



• Realizar las aportaciones correspondientes a la Admi-
nistradora de Fondos para el Retiro; entre otras.

Esto representa un paso fundamental en la garantía de los
derechos laborales de miles de mexicanas y mexicanos que
generan ingresos a través de plataformas digitales como
Didi, Uber, Rappi, Indrive, entre otras. 

3. Con la entrada en vigor de la reforma laboral en materia
de plataformas digitales, durante el mes de julio de 2025,
Uber anunció un aumento de hasta el 7% en las tarifas de
sus servicios, dependiendo del producto y ciudad15. 

Al respecto, algunos usuarios-consumidores reportaron in-
consistencias en el servicio de transporte y entregas de pro-
ductos solicitados a través de la aplicación, mediante un
cobro inusual realizado por concepto de “Ajuste al usuario
por la ley laboral”, como se aprecia a continuación:

Derivado de lo anterior, la Presidenta Claudia Shein-
baum Pardo instruyó a la PROFECO a revisar estos po-
sibles cobros indebidos a usuarios de plataformas digi-
tales y resaltó que “el acuerdo alcanzado con las
empresas de este sector establecía que el costo de incor-
poración de los trabajadores de plataformas digitales al
IMSS debía ser realizado por las propias empresas, no
por los usuarios ni conductores”.18, 19

4. La PROFECO como instancia encargada de proteger los
derechos de los consumidores y vigilar el debido cumpli-
miento de la seguridad jurídica en las relaciones entre pro-

veedores y consumidores20, debe garantizar y proteger a
los usuarios de cobros indebidos.

Al respecto, es atendible el artículo 10 párrafo segundo de la
Ley Federal de Protección al Consumidor que establecen: 

“Artículo 10.- …

…

Los proveedores no podrán aplicar métodos o prácti-
cas comerciales coercitivas y desleales, ni cláusulas o
condiciones abusivas o impuestas en el abastecimiento
de productos o servicios. Asimismo, tampoco podrán
prestar servicios adicionales a los originalmente con-
tratados que no hubieren sido solicitados o aceptados
expresamente, por escrito o por vía electrónica, por el
consumidor, ni podrán aplicar cargos sin previo con-
sentimiento del consumidor o que no se deriven del
contrato correspondiente.”21

Por tal motivo, resulta urgente que la PROFECO inter-
venga en la protección de los derechos de los consumi-
dores y defienda a todas y todos los ciudadanos que han
sido víctimas de prácticas comerciales abusivas de al-
gunas plataformas digitales que han realizado cobros
injustificados por concepto de “Ajuste al usuario por la
ley laboral”, toda vez que, a la fecha estas aplicaciones
continúan realizando dichos cobros a los consumidores. 

5. Por otra parte, la ley obliga a las plataformas a cumplir con
el pago de cuotas de seguridad social y a garantizar la trans-
parencia en sus operaciones. Por tal motivo, la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, es la encargada de vigilar el
cumplimiento de la ley, mediante inspecciones, revisiones
y mecanismos específicos de control y denuncia. 

Recordemos que, la STPS tiene la facultad de emitir dis-
posiciones de carácter general para dar operatividad a lo
establecido en la Ley Federal del Trabajo.22 Por tal moti-
vo, la STPS debe asegurarse de que las condiciones esta-
blecidas en los contratos de los trabajadores de plataformas
digitales y en las políticas de servicio se respeten las dis-
posiciones legales vigentes.

Conclusiones

Considerando lo anterior, resulta imperante que la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social en coordinación con la
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Procuraduría Federal del Consumidor, realicen operativos
para vigilar y verificar el cumplimiento de la ley, y en su
caso, sancionar a las plataformas digitales que omitan cu-
brir las cuotas de seguridad social correspondientes a sus
trabajadores.

La verificación y supervisión de las plataformas digitales
es fundamental para evitar prácticas comerciales abusivas
y proteger los derechos digitales de los consumidores. 

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta honorable soberanía, la presente proposición
con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión solicita respetuosamente a la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social para que, en el ámbito de sus
atribuciones, verifique que las empresas de plataformas di-
gitales cumplan con la ley laboral vigente, mediante ins-
pecciones, revisiones y mecanismos específicos de control
y denuncia. 

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión solicita respetuosamente a la Procuraduría
Federal del Consumidor para que, en el ámbito de sus atri-
buciones, verifique que las plataformas digitales no reali-
cen cobros indebidos, correspondientes al pago de cuotas
de seguridad social de las personas trabajadoras de plata-
formas digitales, asegurando el cumplimiento de las dispo-
siciones laborales vigentes.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tados: Fernando Mendoza Arce, Antonio Lorenzo Castro Villarreal (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES 
A REALIZAR EL MANTENIMIENTO Y RESTAURA-

CIÓN DEL MONUMENTO AL BOXEADOR 
MEXICANO Y LA COLOCACIÓN DE UN 

MONUMENTO A LA BOXEADORA MEXICANA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente al INAH, así como al INBAL y al gobier-
no de la Ciudad de México, para que conforme a sus atri-
buciones realicen el mantenimiento y restauración del mo-
numento al boxeador mexicano y la colocación de un
monumento a la boxeadora mexicana, a cargo de la dipu-
tada María Rosete, del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, diputada María Rosete, integrante del Gru-
po de Morena de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
6, numeral 1, fracción I; 62, numeral 2; y 79, numeral 2,
fracciones I a III, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea proposi-
ción con puntos de acuerdo, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

En nuestro país el boxeo ha adquirido una relevancia cul-
tural y social, debido a que ha servido como herramienta
para la cohesión social, la formación de una identidad co-
lectiva y la redención principalmente de los barrios popu-
lares, donde son las juventudes quienes consideran a este
deporte como una opción para la superación personal. 

A nivel social la y el boxeador mexicano obtiene un fuerte
valor simbólico, debido a que representa las aspiraciones
personales, pero también se apropia de la esperanza e ilu-
siones de la colectividad, puesto que, con cada victoria ob-
tenida es la comunidad quien se siente representada ante
ese triunfo, no obstante, el boxeador se convierte en un
modelo o ejemplo a seguir ya que son la perseverancia, la
disciplina y esfuerzo que los hacen salir de contextos que
se caracterizan por la desigualdad o vulnerabilidad.

Asimismo, dicho deporte ha permitido que existan espacios
de inclusión y movilidad social, puesto que son los gimna-
sios lugares de esparcimiento y de aprendizaje de técnicas,
habilidades y valores que convierten a los jóvenes en depor-
tistas de alto rendimiento y que, en muchas ocasiones, son lo
que representa a México en competencias de primer nivel.
Además, es indispensable reconocer la labor que hacen los
entrenadores, ya que son ellos, quienes construyen a través
de su mentoría redes de apoyo para las juventudes que bus-
can ocupan lugares importantes en el ámbito, siendo muchos
de ellos, ex boxeadores que entienden los sacrificios, el es-
fuerzo y la valentía que se requiere para competir. 

Es necesario destacar que México es considerado potencia
mundial en el boxeo profesional, ya que, de acuerdo a ci-
fras de medios deportivos, nuestro país es considerado “la
segunda potencia mundial en boxeo, sólo por detrás de Es-
tados Unidos, con más de 160 campeones mundiales y 200
campeonatos ganados. También es el segundo deporte que
más preseas ha otorgado a México en Juegos Olímpicos
con 14 medallas, dos de oro, cuatro de plata y ocho de
bronce”1, evidenciando que somos un territorio semillero
de pugilistas que son inspiración para miles de jóvenes que
buscan adentrarse al deporte. 

En la actualidad los referentes históricos del boxeo han re-
galado a peleas extraordinarias y que son admiradas por
miles de fanáticos, ejemplo de ellos, son Julio Cesar Chá-
vez, Rubén “el Púas” Olivares, Raúl “Ratón” Macías, Juan
Manuel Márquez, Saúl “Canelo” Álvarez, entre muchos
otros que colocaron el nombre de México en los cuadrilá-

teros internacionales, dejando memorias imborrables de los
combates en el ring. 

Cabe destacar, que existe una inmensa lista de boxeadores
considerados leyendas, originarios del famoso barrio de
Tepito donde las condiciones económicas, sociales, la
constante pelea por la dignidad, la discriminación y la des-
igualdad, obligan a los jóvenes practicar dicha disciplina
previniendo y alejándolos de la violencia, de los vicios o de
involucrarse con alguna organización delictiva. Referentes
del talento boxístico de Tepito son, Luis Villanueva Pára-
mo, conocido como Kid Azteca, José Medel “El Huitlaco-
che” Carlos Zárate Serna, etc. 

Es indispensable enfatizar que actualmente en el boxeo
mexicano no solo se contemplan talentos varoniles, sino
que, se cuenta con la participación de miles de mujeres que
ocupan espacios que antes eran exclusivos para los hom-
bres, rompiendo con estereotipos de género que solo limi-
taban su participación, por lo que hoy, se destacan nombres
como Laura Serrano García, Ana María “G “Guerrera” To-
rres, Jackie Nava y Mariana “Barbie” Juárez, entre miles
de mujeres peleadoras que con disciplina, talento y esfuer-
zo, han ganado títulos nacionales y mundiales, siendo refe-
rentes para la nuevas generaciones que consideran al de-
porte como una herramienta de empoderamiento, igualdad
y liderazgo femenino. 

Lo anterior, permite evidenciar el papel fundamental que
realiza el boxeo y las y los pugilistas en la sociedad mexi-
cana, por lo que, en noviembre de 1988, se colocó la zona
de la Lagunilla el Monumento al Boxeador Mexicano,
creado por el escultor Mario Rendón Lozano, con el pro-
pósito de honrar y reconocer a todos aquellos deportistas
que han dedicado su tiempo, su trabajo y esfuerzo para co-
locar la bandera mexicana en los campeonatos mundiales,
además de enaltecer la tradición e importancia cultural. 

Sin embargo, después de 37 años de la colocación de este
monumento, se ha observado el deterioro por su exposición
al ambiente, asimismo, los vecinos de la zona de la Lagu-
nilla han expresado la vandalización a esta obra por lo que
han hecho un llamamiento para que se realicen las acciones
necesarias para preservar y restaurar una obra que es em-
blemática que tiene un alto significado cultural para los ha-
bitantes de la zona y para todo el gremio deportivo. 

De acuerdo con lo anterior, la Ley Orgánica del Instituto
Nacional de Antropología e Historia, artículo 2o. fracción
IX, se determina que dentro de sus facultades es: 
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“Artículo 2o. …

Para cumplir con sus objetivos, el Instituto Nacional de
Antropología e Historia tendrá las siguientes funciones:

I. a VIII. …

IX. Identificar, investigar, recuperar, rescatar, proteger,
restaurar, rehabilitar, vigilar y custodiar en los términos
prescritos por la Ley Federal sobre Monumentos y Zo-
nas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, los respecti-
vos monumentos y zonas, así como los bienes muebles
asociados a ellos.

X. a XXI. …”2

De igual manera la Ley Federal sobre Monumentos y Zo-
nas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, contempla la
participación del Instituto Nacional de Bellas Artes para to-
do lo concerniente en materia de monumentos artísticos,
como se determina en el artículo 45, determinando que:

“Artículo 45.- El Instituto Nacional de Bellas Artes y
Literatura es competente en materia de monumentos y
zonas de monumentos artísticos.”3

Por último, el mismo ordenamiento, contempla en el ar-
tículo 7o. la colaboración de los gobiernos locales para que
en caso de que las autoridades correspondientes consideren
la restauración de un monumento intervengan en dichos
proyectos, determinando lo siguiente: 

“Artículo 7o.- Las autoridades de las entidades federa-
tivas y Municipios cuando decidan restaurar y conser-
var los monumentos arqueológicos e históricos lo harán
siempre, previo permiso y bajo la dirección del Institu-
to Nacional de Antropología e Historia.”4

Por lo anterior, comprometidos con el deporte mexicano,
exhortamos a los institutos correspondientes así como al
Gobierno de la Ciudad de México para que en el marco de
sus atribuciones realicen las acciones necesarias para reali-
zar el mantenimiento o restauración del monumento al bo-
xeador mexicano, el cual se encuentra en la zona de la La-
gunilla en la Ciudad de México, con el objeto, de que se
promueva y reconozca a todas y todos los atletas que se de-
dican a dicho deporte, puesto, que el boxeo tiene un gran
significado cultural y social en el pueblo de mexicano. Asi-
mismo, se exhorta respetuosamente al Gobierno de la Ciu-
dad de México para que en el marco de sus atribuciones co-

loque un monumento dedicado a las boxeadoras mexica-
nas, con la finalidad de que se visibilice el esfuerzo, tra-
yectoria y disciplina de miles de mujeres peleadoras que
con su trabajo y triunfos rompen con los estereotipos y pro-
mueven la igualdad de género, pongo a consideración de
esta asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión solicita respetuosamente al Instituto Nacio-
nal de Antropología e Historia (INAH), así como al Insti-
tuto Nacional de Bellas Artes y Literatura (INBAL), para
que, conforme a sus atribuciones realicen el mantenimien-
to y restauración del monumento al boxeador mexicano,
ubicado en el Pasaje Allende de la Colonia Lagunilla de la
Ciudad de México.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión solicita respetuosamente al Gobierno de la
Ciudad de México para que, conforme a sus facultades im-
plementen acciones de restauración y conservación del
MONUMENTO AL BOXEADOR MEXICANO, con el
propósito de recuperar el patrimonio cultural urbano. 

Tercero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión solicita respetuosamente al Gobierno de la
Ciudad de México para que, conforme a sus atribuciones,
realice la colocación de un monumento a la boxeadora me-
xicana, con el objeto de reconocer y visibilizar a las muje-
res que desempeñan dicha disciplina. 

Notas

1. Domínguez Cardoso, Sergio (2024) “Diez preguntas deportivas que
todo aficionado mexicano debe conocer”. ESPN México. 

https://www.espn.com.mx/otros-deportes/nota/_/id/12588707/his-
toria-deporte-mexico-preguntas-responder-considerado-mexicano 

2. Ley Orgánica del Instituto Nacional de Antropología e Historia. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/170_171215.pdf 

3. Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFMZAAH.pdf 

4. Ibidem.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada María Rosete (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía,
para dictamen.

ESTRATEGIA PREVENTIVA Y DE VIGILANCIA EN
MATERIA DE PRECIOS, A FIN DE EVITAR INCRE-

MENTOS INJUSTIFICADOS EN LOS COSTOS DE
BIENES Y SERVICIOS OFERTADOS DURANTE LA

COPA MUNDIAL DE LA FIFA 2026

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente a la Profeco a diseñar e implementar una
estrategia especial, preventiva y de vigilancia en materia de
precios, a fin de evitar incrementos injustificados en los
costos de bienes y servicios ofertados durante la celebra-
ción de la Copa Mundial de la FIFA 2026, a cargo de la
diputada Claudia Rivera Vivanco, del Grupo Parlamentario
de Morena

La que suscribe, diputada Claudia Rivera Vivanco, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Morena de la
LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto por el artículo 6, numeral 1, fracción
I; y 79, numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta hono-
rable asamblea la presente proposición con punto de acuer-
do, por el que se solicita respetuosamente a la Procuraduría
Federal del Consumidor a diseñar e implementar una estra-
tegia especial, preventiva y de vigilancia en materia de pre-
cios, a fin de evitar incrementos injustificados en los cos-
tos de bienes y servicios ofertados durante la celebración
de la Copa Mundial de la FIFA 2026, con el objeto de sal-
vaguardar los derechos de las personas consumidoras en
México, al tenor de las siguientes

Consideraciones 

La Copa Mundial de la FIFA constituye el evento deportivo
de mayor alcance e impacto a nivel mundial, al reunir perió-
dicamente a selecciones nacionales de todos los continentes
en una sede determinada para la celebración de un torneo se-
guido por millones de personas en diversos países. Dicho cer-
tamen se lleva a cabo cada cuatro años, lo que le confiere un
carácter extraordinario y una alta expectativa social, econó-
mica y cultural en las naciones anfitrionas.

México ha sido sede de la Copa Mundial de la FIFA en dos
ocasiones previas, en los años 1970 y 1986, lo que lo con-
vierte en uno de los pocos países en albergar este evento en
más de una ocasión. Dichos antecedentes consolidan al pa-
ís como un referente histórico en la organización de com-
petencias deportivas de alcance global, así como en la re-
cepción de amplios flujos de visitantes nacionales y
extranjeros.

En el año 2026, México será, por tercera ocasión, sede de
la Copa Mundial de la FIFA, convirtiéndose en el primer
país en la historia de dicho certamen en albergarlo en tres
ocasiones. Este hecho reviste una alta relevancia interna-
cional y representa una oportunidad significativa para la
proyección del país, así como para la generación de activi-
dad económica, turística y comercial en diversas regiones
del territorio nacional.

La edición 2026 de la Copa Mundial de la FIFA será la
primera en la historia en celebrarse de manera conjunta en
tres países, mediante una organización trinacional integra-
da por México, Estados Unidos y Canadá, superando el an-
tecedente del Mundial de 2002 realizado en dos sedes na-
cionales.

Asimismo, dicha edición contará con una expansión signi-
ficativa en su formato, al contemplar la realización de 104
partidos en 39 sedes y la participación de 48 selecciones
nacionales, lo que incrementará de manera sustancial la
afluencia de visitantes, la demanda de bienes y servicios y
la presión sobre los mercados locales de los países anfi-
triones.

De acuerdo con estimaciones oficiales de la Federación In-
ternacional de Fútbol Asociación, se prevé que más de seis
millones de personas asistan a la Copa Mundial de la FIFA
2026, con una afluencia promedio aproximada de 450 mil
visitantes por cada ciudad sede, así como la asistencia de
alrededor de 800 mil personas a los distintos encuentros
disputados en los estadios.

Dicha afluencia turística y la actividad asociada a la cele-
bración del evento generarán un impacto económico signi-
ficativo, estimado para México en un rango de entre 1.8 y
3 mil millones de dólares, lo que implica una presión ex-
traordinaria sobre los mercados de bienes y servicios en las
zonas anfitrionas.

No obstante, las proyecciones de afluencia turística y de
impacto económico asociadas a la celebración de la Copa



Mundial de la FIFA 2026 también conllevan el riesgo de
que se presenten incrementos injustificados en los precios
de bienes y servicios, derivados de conductas especulativas
por parte de algunos proveedores que buscan aprovechar la
demanda extraordinaria generada por la presencia masiva
de visitantes, particularmente provenientes del extranjero.

Diversas investigaciones periodísticas han documentado
que uno de los primeros sectores en reflejar incrementos
significativos de precios ante la celebración de la Copa
Mundial de la FIFA 2026 es el de los servicios de hospe-
daje en las ciudades sede.

En el caso de la Ciudad de México, se ha observado que es-
tablecimientos hoteleros ubicados tanto en las inmediacio-
nes del Estadio Azteca como en zonas céntricas han regis-
trado incrementos sustanciales en sus tarifas durante los
días de los encuentros mundialistas, con aumentos que os-
cilan entre más del 200 por ciento y hasta cifras superiores
al 1,000 por ciento, alcanzando precios que superan los 50
mil pesos por noche.

De manera similar, en la ciudad de Guadalajara, los esta-
blecimientos de hospedaje, ubicados en la zona poniente,
cercanos al Estadio Akron, han registrado incrementos de
tarifas que superan el 1,100 por ciento, lo que evidencia
una presión extraordinaria sobre los precios derivada de la
proximidad a las sedes oficiales del torneo.

Adicionalmente, el riesgo de incrementos desproporciona-
dos e injustificados de precios no se limita al sector del
hospedaje, sino que puede extenderse a otros bienes y ser-
vicios de consumo cotidiano, tales como el transporte, la
alimentación, el entretenimiento y los servicios turísticos,
los cuales resultan esenciales tanto para las personas visi-
tantes como para la población local en las ciudades sede. 

Así mismo, debe considerarse el riesgo latente de que, con
motivo de la elevada afluencia de visitantes extranjeros, se
presenten prácticas de dolarización de precios o de refe-
rencia de bienes y servicios en moneda extranjera, lo cual
puede generar distorsiones en el mercado interno y afectar
de manera directa a las personas consumidoras nacionales.
Este fenómeno ya se ha observado en diversas zonas turís-
ticas del país, como Cancún y Tulum, donde la demanda
internacional ha influido en la fijación de precios al alza.

Este tipo de prácticas puede generar una situación de des-
ventaja para las personas consumidoras mexicanas frente
al mayor poder adquisitivo de los visitantes extranjeros,

reduciendo de manera significativa su capacidad de consu-
mo y limitando su acceso a bienes, servicios y actividades
vinculadas con la celebración del evento. Como conse-
cuencia, existe el riesgo de que amplios sectores de la po-
blación nacional queden excluidos de la experiencia de un
acontecimiento deportivo de carácter internacional cele-
brado en territorio nacional.

En este contexto, resulta indispensable que el Estado me-
xicano adopte medidas preventivas que garanticen condi-
ciones de equidad, acceso y justicia económica durante la
realización de un evento de impacto global como la Copa
Mundial de la FIFA 2026.

La Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco) es la
institución del Estado mexicano encargada de promover y
proteger los derechos de las personas consumidoras, así co-
mo de prevenir prácticas abusivas y procurar relaciones de
consumo equitativas y justas entre proveedores y consumi-
dores.

Dicho organismo fue creado en el año de 1976, con moti-
vo de la promulgación de la Ley Federal de Protección al
Consumidor, ordenamiento cuyo objeto es fomentar la cul-
tura del consumo responsable y garantizar la equidad, cer-
teza y seguridad jurídica en las relaciones comerciales, me-
diante acciones de vigilancia, orientación y verificación en
el mercado.

En ese sentido, la Procuraduría Federal del Consumidor
cuenta con las atribuciones legales necesarias para proteger
los derechos de las personas consumidoras, prevenir prác-
ticas comerciales indebidas o abusivas y promover condi-
ciones de equidad en el mercado, particularmente en con-
textos de alta demanda y presión extraordinaria sobre los
precios.

Dichas atribuciones encuentran sustento, entre otros orde-
namientos, en el artículo 28 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, que establece los princi-
pios de libre concurrencia y competencia económica, con
el objeto de equilibrar la relación entre proveedores y con-
sumidores y salvaguardar los derechos de estos últimos
frente a posibles distorsiones del mercado.

En este contexto, la implementación de una estrategia es-
pecial de vigilancia de precios, como la que se propone
mediante la presente solicitud, constituye una medida pre-
ventiva orientada a la protección del interés público y de
los derechos de las personas consumidoras, al permitir an-
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ticiparse a una coyuntura económica extraordinaria me-
diante acciones de supervisión, información y disuasión,
contribuyendo a preservar condiciones de equidad, acceso
y certeza en el mercado durante la celebración de un even-
to de alcance global.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta honorable asamblea la siguiente proposi-
ción con

Punto de Acuerdo

Único. La Honorable Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión solicita respetuosamente a la Procuraduría Fe-
deral del Consumidor a diseñar e implementar una estrate-
gia especial, preventiva y de vigilancia en materia de pre-
cios, a fin de evitar incrementos injustificados en los costos
de bienes y servicios ofertados durante la celebración de la
Copa Mundial de la FIFA 2026, con el objeto de salva-
guardar los derechos de las personas consumidoras en Mé-
xico.

Fuentes

1. BBVA MEXICO & BBVA. (2026, 16 enero). ¿Qué es la PROFECO
y para qué sirve? Banca Digital BBVA. 

https://www.bbva.mx/educacion-financiera/banca-digital/cuenta-
digital-que-es-la-profeco.html

2. Echeverría, M. (2025, 15 octubre). Tulum tiene su peor crisis: Ade-
más de los altos precios, estos factores provocaron que miles de turis-
tas los abandonaran. Expansión. 

https://expansion.mx/empresas/2025/10/14/hoteles-vacios-y-vue-
los-en-picada-exhiben-el-declive-del-turismo-tulum
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por ciudad participante. (2025, 1 diciembre). Milenio. Recuperado 19
de enero de 2026, de 

https://www.milenio.com/negocios/fifa-estima-6-millones-de-visi-
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https://www.youtube.com/watch?v=-mEefoXXySg

6. Presidenta presenta la Copa Mundial FIFA 2026; “es momento para
compartirle al mundo lo que es México y el momento histórico que vi-
ve”. (2025, 10 noviembre). Gobierno de México. Recuperado 19 de
enero de 2026, de 

https://www.gob.mx/presidencia/prensa/presidenta-presenta-la-co-
pa-mundial-fifa-2026-es-momento-para-compartirle-al-mundo-lo-
que-es-mexico-y-el-momento-historico-que-vive 

7. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, disponible
en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 

8. Ley Federal de Protección al Consumidor, disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPC.pdf

Ciudad de México, Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero
de 2026.— Diputada Claudia Rivera Vivanco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

EXHORTO A DIVERSAS DEPENDENCIAS
DE COAHUILA Y A LOS SUSCRITOS 

EN EL ACUERDO SOCIAL ¨MEJORA COAHUILA”, 
A EXPLICAR Y TRANSPARENTAR LOS

LINEAMIENTOS DE ACCESIBILIDAD QUE 
SE UTILIZAN EN SUS CATEGORÍAS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar respetuo-
samente al gobierno del estado de Coahuila, a la Secretaría de
Inclusión y Desarrollo Social de Coahuila, al Congreso del
estado de Coahuila y a todos los suscritos en el Acuerdo So-
cial de Buena Voluntad “Mejora Coahuila” a que expliquen y
transparenten los lineamientos de accesibilidad que se utili-
zan en cada una de las 10 categorías de la estrategia “Mejora
Coahuila”, a cargo de la diputada Cintia Cuevas Sánchez, del
Grupo Parlamentario de Morena
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Quien suscribe, la diputada Cintia Cuevas Sánchez inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
6, numeral I, fracción I; 79, numeral I, fracción II, y nu-
meral 2 fracción III del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta Honorable asamblea,
la siguiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de
las siguientes consideraciones

Consideraciones

Que en fecha 16 de enero del año 2024 se suscribió el
acuerdo de buena voluntad “Mejora Coahuila”, en el pun-
to 2. establece a la letra: 

2. Que dentro de los objetivos del presente acuerdo y
bajo la observancia de la respectiva normativa se po-
tencializarán y eficientarán los recursos, las obras, ac-
ciones, programas y políticas públicas; para la cons-
trucción de una plataforma integral basada en diez (10)
categorías “Mejora tu familia”, “Mejora tu casa”,
“Mejora tu colonia”, “Mejora tu salud”, “Mejora tu
seguridad”, “Mejora tu economía”, “Mejora tu educa-
ción”, “Mejora en el campo”, “Mejora el medio am-
biente” y “Mejora en la inclusión”.i

No obstante, no se cuentan con lineamientos que le permi-
tan a la ciudadanía conocer los criterios de selección, las fe-
chas de registro, los módulos autorizados de “Mejora Coa-
huila”, el tipo de apoyo que ofrece cada categoría ni los
criterios de permanencia de los mismos. 

En los recorridos que he realizado por las colonias de mi
distrito, así como en mis redes sociales, la ciudadanía me
ha expresado sus dudas relacionadas con la falta de trans-
parencia de los criterios de elegibilidad, la documentación
requerida y los módulos a los cuales pueden acudir a regis-
trarse para obtener alguno de los apoyos brindados por
“Mejora Coahuila”. 

Así como el señalamiento de que estos apoyos son me-
diante intermediarios que se encargan de gestionarlos y se-
leccionan a los beneficiarios con base en su afiliación par-
tidista. Señalan el ejercicio de coacción a cambio de su
voto en cada proceso electoral. 

Lo anterior contraviene lo establecido en la Ley para la
Prevención y Combate a la Pobreza Extrema en el Estado
de Coahuila, específicamente el artículo 9; 

Artículo 9

Además de los principios mencionados en el artículo 6
de la Ley para el Desarrollo Social para el Estado de
Coahuila de Zaragoza, se deberán observar los si-
guientes:

I. La equidad;

II. La justicia social;

III. La igualdad de oportunidades;

IV. La accesibilidad;

V. La no discriminación;

VI. Los incluidos en los tratados internacionales en
cuanto resulten aplicables; y

VII. Los demás afines a la prevención y combate a la
pobreza extremaii.

Así como del artículo 12:

Artículo 12

Son objetivos del programa:

I. Establecer las bases y lineamientos a los que se suje-
tarán los programas y acciones de las dependencias es-
tatales y municipales para la prevención y combate a la
pobreza extrema.

II. Contribuir a la ruptura del ciclo intergeneracional
de la pobreza extrema, favoreciendo el desarrollo en
materia de educación, salud, nutrición, infraestructura
social, acceso a servicios básicos, calidad y espacios de
la vivienda de las personas o familias en dicha situa-
cióniii;

[…]

Asimismo, el artículo 14 de la citada ley establece: 

Artículo 14

Podrán acceder a los programas, aquellas personas o
familias que:
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I. Se encuentran en pobreza extrema y no cuentan con
ingresos suficientes para invertir en el adecuado desa-
rrollo individual y social de sus integrantes;

II. Manifiestan expresamente su voluntad de cumplir
con los requisitos y condiciones de los programas a tra-
vés de la suscripción de un documento de compromiso.

III. Proporcionen información sobre sus características
socioeconómicas y demográficas a través de los meca-
nismos que determine la Secretaría de Inclusión y De-
sarrollo Social; y

IV. Encuadren en los demás lineamientos que se esta-
blezcan en los programas, sus reglas de operación y en
las disposiciones aplicablesiv.

Por otra parte, el artículo 1° de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos establece: 

Artículo 1o. …

…

…

…

Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personasv.

Es por ello, que resulta indispensable tener claros los line-
amientos, reglas de operación y las disposiciones aplica-
bles a cada programa social que se implementa en el Esta-
do de Coahuila, con el objetivo de que la población
conozca los requisitos que debe cumplir, que no se le dis-
crimine a nadie por preferencia partidista y que no existan
intermediarios entre los apoyos y el ciudadano, menos el
condicionamiento del voto por un programa social. 

Punto de Acuerdo 

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Gobierno del Esta-
do de Coahuila, a la Secretaría de Inclusión y Desarrollo

Social de Coahuila, al Congreso del Estado de Coahuila y
a todos los suscritos en el acuerdo social de buena volun-
tad “Mejora Coahuila” a que expliquen y transparenten los
lineamientos de accesibilidad que se utilizan en cada una
de las 10 categorías de la estrategia “Mejora Coahuila”

Notas

i. Acuerdo social de buena voluntad ¨Mejora Coahuila¨. Disponible en: 

https://coahuilatransparente.gob.mx/RutaDataFiles/acuerdos/docu-
mentos_acuerdos/ACUERDO%20DE%20BUENA%20VOLUN-
TAD%20MEJORA%20COAHUILA%202024.pdf

ii. Ley para la Prevención y Combate a la Pobreza Extrema en el Esta-
do de Coahuila de Zaragoza.

iii. Ibidem

iv Ibidem

v. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputada Cintia Cuevas Sánchez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Bienestar, para dictamen.

EXHORTO A LA CONADE, A PUBLICAR
LA ESTADÍSTICA NACIONAL SOBRE LA

VIOLENCIA EN EL DEPORTE, CONTEMPLADA EN
EL ARTÍCULO 140 FRACCIÓN X DE LA LEY
GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE 

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente a la Conade a publicar la estadística na-
cional sobre la violencia en el deporte, contemplada en el
artículo 140, fracción X, de la Ley General de Cultura Fí-
sica y Deporte, a cargo de la diputada Sandra Anaya Ville-
gas, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Sandra Anaya Villegas, diputada de la LXVI
Legislatura del Congreso de la Unión integrante del Grupo
Parlamentario de Morena, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2,
fracciones I y II, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta Asamblea la presen-
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te proposición con punto de acuerdo por el que se solicita
respetuosamente a la Comisión Nacional de Cultura Física
y Deporte (CONADE) a publicar la Estadística Nacional
sobre Violencia en el Deporte, contemplada en el artículo
140 fracción X de la Ley General de Cultura Física y De-
porte, al tenor de los siguientes:

Antecedentes

En fecha 9 de mayo de 2014, la Cámara de Diputados en la
LXII Legislatura se aprobó una reforma al artículo 140 con
el propósito de fortalecer las atribuciones de la comisión
especial encargada de atender la violencia en el deporte, a
fin de informar a las autoridades competentes sobre los
riesgos de los eventos deportivos y coadyuvar con las me-
didas necesarias para la protección de personas, instalacio-
nes o bienes, con motivo de los eventos deportivos;1

La reforma tuvo como objetivo que la Comisión Especial
Contra la Violencia en el Deporte elaborara la recopilación
de datos e integrara estadísticas que permitieran coadyuvar
en la adopción de medidas de protección y prevención. La
LXII Legislatura consideró necesarias estas adiciones ante
el incremento de hechos violentos vinculados a los espec-
táculos deportivos, tales como riñas entre grupos de aficio-
nados, agresiones a deportistas y conductas discriminato-
rias, que afectaban la seguridad, la convivencia y la
asistencia familiar a los eventos deportivos, así como el de-
sarrollo integral de quienes participan en ellos, tanto den-
tro como fuera de las instalaciones deportivas.

Derivado de lo anterior, se adicionó la fracción X al artícu-
lo 140 de la Ley General de Cultura Física y Deporte, es-
tableciendo expresamente la obligación de conformar y
publicar la estadística nacional sobre la violencia en el
deporte, así como en las diversas modalidades de eventos
deportivos previstos en dicha Ley, con el propósito de do-
tar a la Comisión Especial de una herramienta que permi-
tiera analizar, prevenir y atender de manera progresiva los
riesgos asociados a la violencia en el deporte.

En atención a estas disposiciones, el 24 de julio de 2014 se
llevó a cabo la sesión de instalación de la Comisión Espe-
cial Contra la Violencia en el Deporte.2 Sin embargo, des-
de el año 2019 no se cuenta con evidencia pública, actuali-
zada y verificable sobre la realización de sesiones, la
adopción de acuerdos, la implementación de acciones es-
pecíficas o la publicación de información estadística por
parte de dicha Comisión. Asimismo, en el sitio web de la

Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte (Conade)
no se observan actualizaciones recientes relacionadas con
los trabajos de la Comisión Especial. 

Por otra parte, el Programa de las Naciones Unidas para el
Desarrollo (PNUD) publicó el 17 de julio de 2025 el infor-
me titulado “Tarjeta roja a la violencia de género”3, en el
cual se documenta la gravedad de la violencia que enfren-
tan las mujeres dentro del fútbol en México. Dicho infor-
me señala que el 78 % de las personas participantes en el
entorno futbolístico jugadoras, árbitras, entrenadoras, di-
rectivas, periodistas y aficionadas ha sufrido algún tipo de
violencia. 

Las agresiones más frecuentes corresponden a violencia
verbal (72 %), estereotipos y roles de género (56 %), dis-
criminación (54 %) y acoso o violencia sexual (41 %). Asi-
mismo, identifica como principales agresores a la afición,
así como a directivos, jugadores hombres y medios de co-
municación, y destaca que estas conductas ocurren tanto en
partidos como en entrenamientos y en redes sociales, afec-
tando la salud emocional y la permanencia de las mujeres
en el deporte.

De igual forma, en 2025, el medio deportivo ESPN realizó
un sondeo llamado “Mujeres deportistas en México, ex-
puestas a escenarios de violencia”4 a deportistas mexicanas
que participaron en Juegos Olímpicos, Juegos Paralímpi-
cos y en la Liga MX Femenil, revelando que aproximada-
mente el 66 % de las encuestadas había sufrido violencia
física o verbal en su entorno deportivo, incluyendo agre-
siones, hostigamiento, discriminación o abuso. Adicional-
mente, el 64 % manifestó haber sido testigo de conductas
de acoso, y alrededor de cuatro de cada diez señalaron ha-
berlas experimentado de manera directa.

Asimismo, el 28 de mayo de 2025, la Universidad de Coli-
ma presentó los avances de una investigación nacional5, a
cargo de la investigadora Jeanette López Walle, centrada
en el estudio de la violencia interpersonal en el deporte, en-
tendida como agresiones físicas, psicológicas, sexuales o
instrumentales ejercidas por entrenadores, compañeros, pa-
dres o espectadores hacia atletas. Dicha investigación se
desarrolla en las 32 entidades federativas del país y cuenta
con el acompañamiento de organismos internacionales,
con el objetivo de documentar estos abusos, analizar su im-
pacto en la motivación y la salud mental de las y los de-
portistas, y generar insumos para el diseño de políticas y
campañas de prevención.
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Entre los resultados, se señaló que al menos uno de los diez
participantes evaluados reportó haber experimentado algún
tipo de violencia. Asimismo, se observó que la violencia en
la práctica de deportes de conjunto es más frecuente que la
de deportes individuales. En cuanto a la distribución por
género, la participación se encuentra equilibrada, con un 50
% de hombres y un 50 % de mujeres.

Estos datos ponen de manifiesto la necesidad de contar con
herramientas institucionales y estadísticas confiables que
permitan comprender, prevenir y atender la violencia en el
deporte, así como fortalecer la capacidad de las institucio-
nes para diseñar políticas públicas eficaces basadas en in-
formación verificable.

Consideraciones

En virtud de lo anterior, es necesario señalar lo que refie-
ren los Artículos 139 párrafo primero, quinto, sexto, sépti-
mo y 140 fracción X de la Ley General de Cultura Física y
Deporte, que a la letra dicen: 

Artículo 139. Se crea la Comisión Especial Contra la
Violencia en el Deporte que será la encargada de ela-
borar y conducir las políticas generales contra la vio-
lencia en el deporte.

La coordinación y operación de los trabajos de la Co-
misión Especial, estarán a cargo de la CONADE.

Para la ejecución de los acuerdos, políticas y acciones
que determine la Comisión Especial, en cada entidad
federativa funcionará una Comisión Local, encabezada
por el titular del órgano estatal o de la Ciudad de Mé-
xico en materia de cultura física y deporte. Su funcio-
namiento, integración y organización se establecerán
en el Reglamento de la presente Ley.

Será obligación de las Comisiones Nacional y Estatales,
la elaboración de un Programa Anual de Trabajo para la
Prevención de la Violencia en Eventos Deportivos.

Artículo 140. Las atribuciones de dicha Comisión Es-
pecial además de las que se establezcan en el regla-
mento respectivo, serán:

X. Conformar y publicar la estadística nacional sobre
la violencia en el deporte, así como en las diversas mo-
dalidades de eventos deportivos previstos en esta Ley;

En virtud de lo citado, quedó establecida la creación de la
Comisión especial en contra de la violencia en el depor-
te, misma que surgió como respuesta al incremento de si-
tuaciones de violencia dentro de eventos deportivos y de la
esfera de los atletas, la comisión busca prevenir conductas
discriminatorias, violentas y controlar a los grupos que ge-
neran inseguridad en los espectáculos deportivos. 

Tal y como lo refiere el artículo 140 en su fracción x, que
es deber de la Comisión Nacional de Cultura Física y De-
porte, a través la Comisión especial contra la violencia en
el deporte a conformar y publicar la estadística nacional
contra la violencia en el deporte,

Es importante que dicha estadística se realice, toda vez que
esto permitirá a las autoridades involucradas tanto guber-
namentales como deportivas a tener un panorama amplio,
información actualizada oficial, para que les permita iden-
tificar riesgos, prevenir conductas violentas y adoptar me-
didas eficaces para proteger a las y los deportistas, así co-
mo a las personas asistentes a los eventos deportivos.

La estadística nacional, permitirá a las autoridades deporti-
vas y a los mismos atletas evitar que se repitan conductas
que violenten sus derechos y agredan su integridad, pero
sobre todo que se creen nuevas formas de violencia.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión solicita respetuosamente a la Comisión Nacio-
nal de Cultura Física y Deporte (CONADE), a publicar la
Estadística Nacional sobre la Violencia en el Deporte, con-
templada en el artículo 140 fracción X de la Ley General
de Cultura Física y Deporte. 

Notas:

1. https://www.diputados.gob.mx/sedia/biblio/prog_leg/153_DOF_09
may14.pdf 

2. https://sinade.conade.gob.mx/sesiones/Acapulco2019/presentacio-
nes/2.pdf 

3. https://www.undp.org/es/mexico/comunicados-de-prensa/pnud-me-
xico-presenta-tarjeta-roja-la-violencia-de-genero-estudio-revela-cla-
ves-sobre-la-situacion-de-violencia-de-genero 
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4. https://www.espn.com.mx/futbol/mexico/nota/_/id/14890567/8-de-
marzo-dia-internacional-de-la-mujer-violencia-deporte-mexico 

5. https://www.ucol.mx/noticias/nota_14023.htm

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputada Sandra Anaya Villegas  (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen.

EXHORTO A LA SEP, A EXTENDER LA
CAMPAÑA NACIONAL “LO VIRTUAL TAMBIÉN 

ES REAL” PARA PREVENIR LA VIOLENCIA
DIGITAL A NIVEL SECUNDARIA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente a la SEP a extender la campaña nacional
“Lo Virtual También es Real”, para prevenir la violencia
digital a nivel secundaria, a cargo de la diputada María Ro-
sete, del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe María Rosete, diputada integrante del gru-
po parlamentario de Morena, en la LXVI Legislatura del
Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
señalado en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79 nu-
meral 2, fracción II del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de la honorable
Cámara de Diputados la siguiente proporción con punto de
acuerdo, al tenor de las siguiente

Exposición de Motivos

Nuestro país ha avanzado significativamente en la imple-
mentación de acciones gubernamentales y en la ampliación
de la legislación en materia de protección de los derechos
humanos de las y los niños y adolescentes, teniendo como
principal objetivo la eliminación de diferentes tipos de vio-
lencia, la reducción de las desigualdades o vulnerabilida-
des. Sin embargo, en los últimos años se ha evidenciado un
aumento en los índices de violencia digital o de ciberaco-
so, convirtiéndose en una problemática que atenta directa-
mente contra el bienestar y desarrollo de este grupo etario. 

De acuerdo a cifras del Módulo de Ciberacoso (MOCIBA)
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI),
“3 millones de personas de entre 12 y 17 años experimen-
taron alguna situación de ciberacoso entre julio de 2023 y

agosto de 2024. Lo anterior correspondía al 23% de las
personas usuarias de internet en el mismo rango de edad a
nivel nacional.” Cifras que resultan alarmantes, puesto que
permiten observar que son los jóvenes los que se encuen-
tran en mayor riesgo ante la permanente exposición a he-
rramientas tecnológicas o medios digitales. 

Con la democratización de la tecnología y la proliferación
de los servicios de internet, los espacios de interacción en-
tre los jóvenes se han transformado, teniendo como princi-
pal medio de comunicación las redes sociales o las aplica-
ciones de mensajería, siendo inmediata y permanente las
interacciones con el mundo que los rodea. No obstante, es-
to ha permitido que se encuentren en constante riesgo ante
conductas de usuarios que, bajo el anonimato o cuentas fal-
sas, producen conductas que violentan directamente la dig-
nidad e integridad de los menores de edad. 

Es indispensable señalar que, de acuerdo a la UNICEF, el
ciberacoso se define como “un comportamiento que se re-
pite y que busca atemorizar, enfadar o humillar a otras
personas.” Asimismo, la violencia digital se determina co-
mo aquella “acción dolosa realizada mediante el uso de
tecnologías de la información y la comunicación, por la
que se exponga, distribuya, difunda, exhiba, transmite; co-
mercialice, oferte, intercambie o comparta imágenes, au-
dios, o videos reales o simulados de contenido íntimo se-
xual de una persona sin su consentimiento (…) Así como
aquellos actos dolosos que causen daño a la intimidad,
privacidad y/o dignidad de las mujeres.”

Estas acciones violentas tienen repercusiones importantes
en la vida de las y los jóvenes, provocando afectaciones en
su salud mental como son el aumento de ansiedad, depre-
sión, trastornos de estrés postraumático, así como cambios
conductuales donde existe la pérdida de interés en activi-
dades, aislamiento o en los casos más graves, conductas
autolesivas; igualmente, se presentan consecuencias físicas
consideradas como graves, como son los trastornos ali-
menticios o de sueño.

Conforme a lo anterior, el pasado 25 de noviembre de
2025, la Secretaría de Educación Pública, lanzó la campa-
ña nacional nombrada “Lo virtual también es real”, que
busca prevenir la violencia digital a nivel bachillerato, la
cual se encuentra dirigida a cerca de 4.6 millones de estu-
diantes de los subsistemas públicos, así como para el per-
sonal docente y administrativo, con la finalidad de preve-
nir la violencia digital y fortalecer el respeto en entornos
presenciales y virtuales. 
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Esta acción gubernamental involucra diversas actividades
como son talleres, conferencias, actividades lúdicas, cultu-
rales, entre muchos otros materiales pedagógicos, que po-
sibilitan el promover medidas como el autocuidado digital,
el uso del lenguaje incluyente, el conocimiento de los de-
rechos humanos, sexuales y reproductivos, así como forta-
lecer medidas que prevengan los diferentes tipos de vio-
lencias en los planteles de todo el país. 

La campaña realizada por la Secretaría de Educación (SEP)
se implementó durante 16 días, donde se contribuyó al for-
talecimiento de entornos escolares seguros, donde las co-
munidades de estudiantes se encuentran informadas, empá-
ticas y libres de cualquier acto violento en los espacios
digitales y presenciales. Esta medida funge como un parte-
aguas para que se sigan promoviendo esfuerzos institucio-
nales que fortalezcan la convivencia escolar y promuevan
entornos de respeto. 

Por último, es necesario considerar que en nuestro mar-
co normativo ya se encuentra establecido que las autori-
dades correspondientes deberán implementar medidas
que garanticen los derechos humanos de las infancias,
como se menciona en el artículo 2o. de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, determi-
nando lo siguiente: 

“Artículo 2. Para garantizar la protección de los dere-
chos de niñas, niños y adolescentes, las autoridades re-
alizarán las acciones y tomarán medidas, de confor-
midad con los principios establecidos en la presente
Ley. Para tal efecto, deberán:

I. Garantizar un enfoque integral, transversal, con
perspectiva de género y de derechos humanos en el di-
seño y la instrumentación de políticas y programas de
gobierno;

II. a IV. … 

…

…

…”

Asimismo, dicha normatividad determina en su artículo
47 las facultades que deberán implementar las autorida-
des correspondientes en caso de que exista alguna afec-
tación a este grupo etario, considerándose lo siguiente: 

“Artículo 47. Las autoridades federales, de las enti-
dades federativas, municipales y de las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de
sus respectivas competencias, están obligadas a to-
mar las medidas necesarias para prevenir, atender y
sancionar los casos en que niñas, niños o adolescentes
se vean afectados por:

I. a VII. …

VIII… 

…

…

Castigo humillante es cualquier trato ofensivo, deni-
grante, desvalorizador, estigmatizante, ridiculizador
y de menosprecio, y cualquier acto que tenga como
objetivo provocar dolor, amenaza, molestia o humi-
llación cometido en contra de niñas, niños y adoles-
centes. 

…

…

…”

Por todo lo anterior y comprometida con garantizar los de-
rechos humanos de nuestras niñas, niños y jóvenes de
nuestro país, así como salvaguardar su dignidad y bienes-
tar integral, exhortamos respetuosamente a la Secretaría
de Educación para que, en el marco de sus atribuciones,
realice medidas permanentes para prevenir la violencia di-
gital y el ciberacoso, así como campañas de promoción de
la cultura de la paz, dirigidas a niñas, niños, adolescentes,
docentes y familias, principalmente en los planteles de ni-
vel secundaria de todo el territorio nacional; por lo
que pongo a consideración de esta asamblea la siguiente
proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión solicita respetuosamente a la Secretaría de
Educación Pública, para que, en el ámbito de sus atribu-
ciones, extienda la campaña nacional “LO VIRTUAL
TAMBIÉN ES REAL” para prevenir la violencia digital a
nivel secundaria, 
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Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión solicita respetuosamente a la Secretaría de
Educación Pública para que, en el ámbito de sus atribucio-
nes, fortalezca e impulse campañas permanentes de pro-
moción de la cultura de la paz, dirigidas a niñas, niños,
adolescentes, docentes y familias en los centros educativos
a nivel secundaria de todo el país.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada María Rosete (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

EXHORTO A LA SNSP Y AL INEGI, A
QUE VALOREN LA INCORPORACIÓN Y
SISTEMATIZACIÓN DE INFORMACIÓN 

RELACIONADA CON EL USO DE INTELIGENCIA
ARTIFICIAL EN LA COMISIÓN DE DELITOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente al Secretariado Ejecutivo del SNSP y al
INEGI a que valoren la incorporación y sistematización de
información relacionada con el uso de inteligencia artifi-
cial en la comisión de delitos, a fin de fortalecer el diseño
de políticas públicas en materia de prevención de la ciber-
delincuencia y la violencia digital, a cargo del diputado
Fernando Jorge Castro Trenti, del Grupo Parlamentario de
Morena

Quien suscribe, Fernando Jorge Castro Trenti, diputado in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 6 numeral I, fracción I; y 79 numeral 1, fracción II
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a con-
sideración de esta soberanía la siguiente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Inteligencia Artificial (IA) es un campo multidisciplina-
rio que integra conocimientos de diversas áreas, como la
informática, el análisis de datos y la estadística, la ingenie-
ría de hardware y software, la lingüística, la neurociencia,
así como disciplinas humanísticas como la filosofía y la
psicología. Esta convergencia de saberes permite desarro-
llar sistemas cada vez más sofisticados y adaptativos.1

Se entiende a la IA como el conjunto de tecnologías que
permite a las computadoras aprender, razonar y ejecutar ta-
reas avanzadas que tradicionalmente requerían inteligencia
humana. Entre estas capacidades se encuentran la com-
prensión del lenguaje, el análisis de grandes volúmenes de
datos y la generación de recomendaciones útiles. Se trata
de una tecnología transformadora con el potencial de gene-
rar cambios positivos y significativos en las personas, las
sociedades y el desarrollo global.2

La inteligencia artificial busca enseñar a las computadoras
a realizar actividades complejas similares a las que ejecuta
el cerebro humano, desde interpretar el entorno hasta
aprender nuevos conocimientos y generar ideas. Un ejem-
plo concreto de su aplicación es el reconocimiento óptico
de caracteres (OCR), utilizado para extraer texto y datos de
imágenes y documentos. Este proceso convierte informa-
ción no estructurada en datos estructurados y utilizables,
facilitando el análisis, la toma de decisiones y la obtención
de información estratégica para organizaciones y empre-
sas.3

De acuerdo con Alice Biometrics; surge el termino Deepfa-
ke, el cual es un acrónimo formado por las palabras en in-
glés “fake” (falso) y “deep learning”, una de las corrientes
de la Inteligencia Artificial. Se trata de un video, una ima-
gen o un audio generado para imitar la apariencia y sonido
de una persona. Son generados de modo artificial, y tienen
la característica de ser tan realistas, que muchas veces, el
ojo humano no percibe que está frente a una imagen ficti-
cia.4

De acuerdo con el libro Artificial Intelligence and Human
Rights (2021), un deepfake es una técnica de procesamien-
to digital de imagen o voz que permite generar contenidos
audiovisuales falsos mediante el uso de inteligencia artifi-
cial y aprendizaje automático (machine learning). Estos
materiales modificados consisten en la creación de eventos
ficticios que no ocurrieron en la realidad, pero que presen-
tan un alto grado de verosimilitud.5

Según información publicada por el Instituto Politécnico
Nacional en 2023, los deepfakes se generan principalmen-
te mediante técnicas de machine learning, particularmente
a través de Redes Neuronales Generativas Antagónicas
(GAN, por sus siglas en inglés). Estas redes constituyen
una tecnología avanzada en el ámbito de la visión por com-
putadora, capaz de producir imágenes y contenidos audio-
visuales con un elevado nivel de realismo, imitando rasgos,
gestos y características humanas de manera convincente.6
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Asimismo, un estudio elaborado por McAfee señala que los
deepfakes pueden clasificarse en distintos tipos según la
tecnología empleada, lo que implica riesgos diferenciados.
Entre los más relevantes se encuentra el clonado de voz,
técnica que utiliza inteligencia artificial para replicar con
alta precisión la voz de una persona a partir de breves gra-
baciones, imitando tono, ritmo, entonación y acento. Aun-
que esta tecnología puede tener usos legítimos, también ha
sido empleada para la suplantación de identidad, la extor-
sión y fraudes financieros, particularmente en esquemas de
phishing mediante llamadas falsas destinadas a inducir
transferencias o la revelación de información sensible.7

Otro tipo es el intercambio de rostro o face swapping, mo-
dalidad de deepfake que sustituye el rostro de una persona
en un video por el de otra, generando contenidos audiovi-
suales altamente realistas. Esta técnica ha sido utilizada pa-
ra crear imágenes íntimas reales o simuladas sin consenti-
miento, así como para fabricar videos falsos en los que se
atribuyen conductas o declaraciones inexistentes a perso-
nas reales. Su uso frecuente en campañas de desinforma-
ción político-electoral y en ataques a la reputación la con-
vierte en una de las expresiones más visibles y dañinas de
los deepfakes.8

Asimismo, el deepfake de texto emplea inteligencia artifi-
cial para generar escritos que aparentan haber sido elabo-
rados por una persona específica, replicando su estilo y
lenguaje. Esta tecnología facilita la creación de correos
electrónicos, publicaciones en redes sociales o documentos
falsificados, lo que contribuye a la difamación, la manipu-
lación de la opinión pública y la propagación de desinfor-
mación, especialmente en contextos políticos, mediáticos y
corporativos.9

Finalmente, las réplicas digitales o deepfake puppetry per-
miten manipular los movimientos corporales y las expre-
siones faciales de una persona en un video, haciendo pare-
cer que actúa o reacciona de forma distinta a la real. Este
tipo de deepfake amplifica el daño al honor y la reputación,
al generar contenidos engañosos con alto impacto visual y
emocional, que pueden derivar en hostigamiento digital,
pérdida de credibilidad pública y afectaciones personales
difíciles de revertir.10

La adopción acelerada y masiva de la inteligencia artificial
a nivel global, que para el año 2025 alcanzó aproximada-
mente a una de cada seis personas en el mundo y se en-
cuentra integrada en más del 70 % de los dispositivos tec-
nológicos de uso cotidiano, ha generado beneficios

significativos en múltiples sectores; sin embargo, también
ha propiciado la expansión de riesgos emergentes en el ám-
bito de la violencia digital, entre los cuales destacan los de-
epfakes de carácter sexual. Los primeros casos ampliamen-
te difundidos de videos manipulados mediante técnicas de
face-swap surgieron en noviembre de 2017, cuando un
usuario de la plataforma Reddit publicó contenidos en los
que los rostros de actrices reconocidas fueron superpuestos
digitalmente sobre los cuerpos de otras personas en mate-
rial pornográfico; a partir de entonces, el término deepfake
se popularizó para describir contenidos audiovisuales que
emplean técnicas de aprendizaje profundo (deep learning)
o machine learning para combinar, manipular o generar de
manera sintética rostros y cuerpos humanos con un alto
grado de realismo.11

Diversos estudios coinciden en que la gran mayoría del
contenido deepfake disponible en línea tiene carácter se-
xual y se produce sin el consentimiento de las personas
afectadas. De acuerdo con reportes citados por Deeptrace
y EBSCO, entre el año 2023 y 2025, aproximadamente 98
% de los deepfakes que involucran personas reales son por-
nográficos, lo que demuestra que esta tecnología ha sido
utilizada de manera predominante para la explotación se-
xual digital.12

El impacto social de este fenómeno también se refleja en
estudios de percepción pública. Investigaciones realizadas
en el Reino Unido muestran que más del 20 % de las per-
sonas encuestadas afirmó haber visto deepfakes sexuales
de individuos que no conocían, mientras que una propor-
ción significativa de la población (incluidos menores de
edad) manifestó preocupación por convertirse en víctima
de este tipo de contenidos. Estos datos evidencian no solo
la expansión del problema, sino también la normalización
y circulación de material sexual falso en entornos digita-
les.13

En México, los deepfakes sexuales han empezado a surgir
como un problema de violencia digital y explotación se-
xual no consensuada, aunque la información pública es to-
davía limitada en comparación con otros países. Organiza-
ciones civiles y medios locales han documentado casos y
tendencias que muestran la existencia y el impacto de este
fenómeno en el país. Tal es así que, el Frente Nacional pa-
ra la Sororidad ha acompañado al menos cinco casos en los
que fotografías fueron alteradas artificialmente para crear
contenido sexual simulado, generando efectos emocional-
mente dañinos y repercusiones sociales para las víctimas.14
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De igual forma, en el estado de Sonora se han identificado
al menos tres casos reportados de deepfakes utilizados co-
mo ciberdelito sexual vinculados con imágenes íntimas ge-
neradas mediante inteligencia artificial, lo que subraya que
este tipo de agresión no es meramente hipotético, sino que
ya ha ocurrido y ha sido señalado por autoridades locales
de ciberseguridad.15

En la Ciudad de México se documentó un caso en el que
ocho estudiantes del Instituto Politécnico Nacional denun-
ciaron la presunta manipulación y difusión de material ín-
timo generado mediante inteligencia artificial. De acuerdo
con información difundida por autoridades competentes,
durante la investigación se aseguró un volumen significati-
vo de archivos digitales, consistente en más de 160 mil
imágenes y más de 2 mil videos, que contenían representa-
ciones de mujeres desnudas, en su mayoría compañeras de
clase, cuyas imágenes habrían sido alteradas mediante he-
rramientas de inteligencia artificial.16

El Centro para Contrarrestar el Odio Digital (CCDH, por
sus siglas en inglés). Una organización no gubernamental
británico-estadounidense dedicada a combatir el odio y la
violencia digital, documentó que Grok habría cosificado al-
rededor de 23 mil representaciones de menores, todas ge-
neradas a petición de usuarios. El detonante fue una nueva
función de edición de imágenes incorporada a la herra-
mienta, cuya popularidad “explotó” el 29 de diciembre,
luego de que Elon Musk anunciara públicamente que sería
posible editar imágenes publicadas “con un solo clic”. El
resultado fue la generación de aproximadamente 190 imá-
genes sexualizadas por minuto durante un periodo de 11 dí-
as, entre el 29 de diciembre y el 8 de enero.17

Como puede observarse, las estadísticas proporcionadas para
conocer el uso de inteligencia artificial provienen de estudios
internacionales, ya que hasta el momento no se cuenta con in-
formación nacional sobre su uso, riesgos, manipulación o in-
cluso la comisión de delitos a través de medios digitales.
Contar con información puntual es importante para la toma
de decisiones, ya que sin ella es imposible crear políticas pú-
blicas que beneficien a la población. 

Contar con información confiable y sistematizada permite
a las instituciones públicas fortalecer sus capacidades ins-
titucionales y atender de manera más eficaz a la población.
Asimismo, posibilita identificar con precisión las conse-
cuencias sociales y culturales derivadas del uso indebido
de tecnologías emergentes, particularmente aquellas que
pueden afectar de manera directa o indirecta a determina-

dos sectores de la población, lo que a su vez constituye un
insumo fundamental para el diseño de marcos normativos
y políticas públicas orientadas a su protección.

En ese sentido, el presente punto de acuerdo tiene como
finalidad impulsar la incorporación de variables relacio-
nadas con el uso de inteligencia artificial en la comisión
de delitos dentro de los registros administrativos de inci-
dencia delictiva, así como la posterior integración y siste-
matización estadística de dicha información. Ello permi-
tiría contar con diagnósticos basados en evidencia
empírica que orienten la toma de decisiones públicas, for-
talezcan las estrategias de prevención de la ciberdelin-
cuencia y la violencia digital, y respalden eventuales ade-
cuaciones legislativas en una materia que aún presenta
vacíos regulatorios.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero.- La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión solicita respetuosamente al Secretariado Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública para que, en el
ámbito de sus atribuciones y en coordinación con la Fisca-
lía General de la República y las autoridades de procura-
ción de justicia de las entidades federativas, valore la via-
bilidad de incorporar en los registros administrativos de
incidencia delictiva variables relacionadas con el uso de in-
teligencia artificial en la comisión de delitos.

Segundo.- La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión solicita respetuosamente al Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía que, en el ámbito de sus atribuciones
constitucionales y legales, analice la factibilidad de inte-
grar y sistematizar información estadística derivada de di-
chos registros, a fin de que dicha información pueda servir
como insumo técnico para las autoridades competentes en
el diseño, implementación y evaluación de políticas públi-
cas en materia de prevención de la ciberdelincuencia y la
violencia digital.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputado Fernando Jorge Castro Trenti (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

EXHORTO A LA JUCOPO, A CREAR LA COMISIÓN
ESPECIAL PARA EL SEGUIMIENTO, ANÁLISIS,

FORTALECIMIENTO Y RESULTADOS DE LA
SEGURIDAD EN EL ESTADO DE MICHOACÁN

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Ju-
copo a realizar los trámites necesarios para la creación de
la Comisión Especial para el seguimiento, análisis, fortale-
cimiento y resultados de la seguridad en el estado de Mi-
choacán, denominada “Comisión Especial del Plan Micho-
acán por la Paz y la Justicia”, a cargo del diputado
Armando Tejeda Cid, del Grupo Parlamentario del PAN
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El suscrito, diputado Armando Tejeda Cid, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, de la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 79, numeral 2, fracción I, y demás aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a con-
sideración de esta soberanía la siguiente proposición punto
de acuerdo por el que se exhorta, respetuosamente, a la
Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados
para que, con base en sus atribuciones, realice los trámites
necesarios para la creación de la Comisión especial para el
seguimiento, análisis, fortalecimiento y resultados de la se-
guridad en el estado de Michoacán, denominada “Comi-
sión Especial del Plan Michoacán por la Paz y la Justi-
cia ” al tenor de las siguientes: 

Consideraciones

La seguridad en Michoacán durante la última década ha es-
tado marcada por una persistente y cíclica ola de violencia ,
impulsada principalmente por la disputa territorial entre
grupos del crimen organizado. Aunque ha habido fluctua-
ciones en las estadísticas y esfuerzos gubernamentales, el
problema de fondo se ha mantenido. Esta situación ha vul-
nerado a miles de familias, frenado el desarrollo económi-
co regional y generado condiciones de riesgo para autori-
dades municipales, productores agrícolas, transportistas y
población en general.

El estado de Michoacán enfrenta desde hace varios años un
incremento sostenido en los índices de violencia y crimi-
nalidad, lo cual afecta gravemente la seguridad pública, la
integridad de las personas, la actividad económica y el
ejercicio pleno de los derechos humanos, diversas regiones
del estado han registrado hechos de violencia que requie-
ren seguimiento legislativo especializado, así como coordi-
nación permanente entre autoridades federales, estatales y
municipales.

Es lamentable que pasen diversas administraciones tanto
federales como estatales en Michoacán y no hayan podido
combatir la inseguridad que se vive en el estado, al contra-
rio se ha salido de control en estos últimos años, los ciuda-
danos vivimos con miedo y no sabemos si regresaremos a
nuestras casas y si volveremos a ver a nuestras familias,
debemos de luchar con robos, secuestros, extorsiones, ho-
micidios cobros de piso, pareciera que no tenemos apoyo
de las autoridades por lo que en diversas ocasiones la so-
ciedad se ha levantado en armas para defenderse y hacer

autodefensas, lo cual no resulta lo más viable pero ya están
desesperados.

En Michoacán, la percepción de inseguridad sigue siendo
alta, pero algunas estadísticas muestran tendencias a la ba-
ja en delitos específicos como el homicidio doloso. En
2024, el 79.6 por ciento de la población se sentía insegura
en su entorno, mientras que las cifras de homicidios dolo-
sos se han reducido, posicionando al estado fuera de los
primeros lugares nacionales en este delito en algunos perí-
odos. Las estadísticas varían por municipio; por ejemplo,
Morelia ha logrado reducir su tasa de homicidios en com-
paración con años anteriores.

Respecto a la percepción general, según la Envipe 2024, el
79.6 por ciento de la población de 18 años y más en el es-
tado considera que vivir en su entorno más cercano es in-
seguro.

De acuerdo con datos recabados en el 2025 por el Instituto
Nacional de Estadística, Geografía e Informática (Inegi)
señalan lo siguiente:

• Percepción de Inseguridad: La percepción de inseguri-
dad entre los residentes de Morelia aumentó en 2025,
especialmente en espacios públicos, según el Inegi.

• Costo del Delito: En 2024, el costo total estimado
de los delitos en Michoacán ascendió a aproxima-
damente 10 mil millones de pesos, con un promedio
de 7,643 pesos por persona afectada.4

• Cifra Negra: La “cifra negra” es alta, ya que el 93.6
por ciento de los delitos en Michoacán no se denuncian.

Dentro de la Cifra Negra las actividades del narcotráfico se
han expandido más allá del trasiego de drogas para incluir
la extorsión sistemática a industrias locales, notablemente
a los productores de limón y aguacate, afectando grave-
mente la economía regional, y estas no son denunciadas
debido al miedo de tener una represalia mayor.

La presencia del crimen organizado genera una violencia,
que se explica en gran medida por la lucha por el control
de territorios, recursos y economías tanto legales como ile-
gales por parte de los cárteles. Esto ha generado un am-
biente de riesgo generalizado en el estado.
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La situación ha tenido un alto costo humano y político, con
el asesinato de alcaldes y un ambiente de impunidad que
permea la percepción pública.

Durante la última década Michoacán ha mostrado una alta
letalidad con picos y reacomodos: un aumento importante
a mediados de la década, una moderación parcial entre
2019–2022 y un repunte en 2023–2024; la violencia se
concentra en unos pocos municipios (Morelia, Zamora,
Uruapan, Apatzingán, etc.) que explican una gran parte de
las víctimas.

Con base en estadísticas oficiales de incidencia delictiva y
reportes municipales, los municipios que han sido más
afectados son: Morelia, Zamora, Uruapan, Apatzingán, Zi-
tácuaro, Tepalcatepec, Aguililla (Tierra Caliente) aparecen
recurrentemente entre los más afectados por homicidios y
por disputas territoriales. En 2024 las cifras municipales
reportadas por medios y análisis locales (con base en
SESNSP) situaron a Morelia, Zamora y Uruapan entre los
más golpeados.

Se presenta un cuadro de carácter ilustrativo que, basado
en información pública que sintetiza la evolución reciente
de la violencia en la entidad con fines explicativos.

Los lamentables hechos ocurridos en Noviembre del 2025
reflejan la inseguridad que viven todas y todos los micho-
acanos, el asesinato del alcalde del municipio de Uruapan,
solo refleja la realidad, la marcha de ese fin de semana don-
de cientos de mexicanos salieron a la calle a exigir justicia,
deben ser tomados en cuenta para que todas las autoridades
y actores políticos trabajemos de manera conjunta y en co-
ordinación para que pronto se pueda restablecer la paz en
el estado de Michoacán y poder con ello dar muestra que
se puede volver a tener paz en todos los estados que han si-
do afectados.

Si bien el Plan Michoacán por la Paz y la Justicia anuncia-
do para la seguridad en el estado de Michoacán, hay que
ser conscientes que los ciudadanos no quieren más discur-
sos bonitos, carpetas de investigación abiertas sin un se-
guimiento real, que no hayan detenidos, y que sigamos
siendo omisos ante la situación que vivimos.

La historia reciente de la seguridad en Michoacán está mar-
cada por tres grandes momentos de intervención federal,
cada uno reflejando el enfoque dominante de su respectivo
sexenio.

El primer plan se lanzó en diciembre de 2006. El Estado
mexicano optó por una estrategia de confrontación directa
y control territorial.

El plan consistió en:

• Un despliegue masivo de elementos de las Fuerzas
Armadas (Ejército y Marina) y la policía federal.

• El objetivo principal era el restablecimiento de la au-
toridad mediante la fuerza y la persecución de estructu-
ras criminales.

• La inversión se concentró en el rubro de seguridad y
operaciones tácticas.

Ocho años después, en febrero de 2014, el estado imple-
mentó un plan distinto en respuesta a una severa crisis de
gobernabilidad y el surgimiento de civiles armados.

El plan se caracterizó por:

• La centralización del poder federal: se nombró a un
Comisionado Especial con facultades ejecutivas que co-
ordinó todos los aspectos de la seguridad y el desarrollo,
asumiendo funciones que típicamente corresponden al
gobierno estatal.

• Una doble acción: el desmantelamiento de las redes
criminales más fuertes y la regulación de los grupos de
autodefensa, buscando su desarme e integración a fuer-
zas rurales oficiales.

• Una inversión de hasta $45,500 millones de pesos des-
tinada a cinco grandes ejes que abarcaban desde la in-
fraestructura hasta el desarrollo social y la salud, reco-
nociendo la necesidad de un enfoque más amplio que el
meramente militar.
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El plan más reciente, lanzado en este mes de noviembre de
2025, busca la atención a las causas estructurales del con-
flicto, combinando una fuerte presencia operativa.

La esencia de este plan es la simultaneidad de acciones:

• Refuerzo Operativo: Un despliegue robusto de 10,506
elementos de la Guardia Nacional y las Fuerzas Arma-
das, enfocado en operativos específicos (como el Ope-
rativo Paricutín) para combatir delitos de alto impacto,
como la extorsión.

• Ejes de Desarrollo: La inversión se canaliza a tres pi-
lares: Seguridad y Justicia, Desarrollo Económico (sala-
rios justos, infraestructura rural) y Educación y Cultura
para la Paz (programas de reinserción y prevención),
buscando que el Bienestar Social sea la herramienta de
pacificación a largo plazo.

A lo largo de casi dos décadas, estos tres momentos refle-
jan cómo la estrategia del Estado mexicano ha transitado
con un enfoque militar, hacia modelos más complejos que
combinan intervención operativa y reconstrucción institu-
cional.

Cada etapa respondió a coyunturas críticas distintas, pero
todas comparten un mismo reto: devolver seguridad, go-
bernabilidad y certidumbre a las familias michoacanas.

A partir de la actualización del contexto de seguridad ocu-
rrida entre diciembre de 2025 y febrero de 2026, se abre
una nueva fase que exige evaluación constante, seguimien-
to técnico y una coordinación efectiva entre los tres órde-
nes de gobierno para que los esfuerzos no vuelvan a dis-
persarse ni se repitan los errores del pasado.

En diciembre de 2025, a un mes de la presentación del Plan
Michoacán por la Paz y la Justicia, el Ejecutivo federal dio
a conocer los primeros avances de su implementación, des-
tacando principalmente acciones de carácter social, comu-
nitario y de presencia institucional en el territorio.

De acuerdo con la información oficial, se reportaron 405 mil
visitas casa por casa en 102 municipios, 74 mil 236 atencio-
nes a través de Ferias del Bienestar, así como más de 400 ac-
ciones dirigidas a jóvenes, además de avances en materia
educativa, apoyos sociales y atención a productores.

No obstante, es necesario señalar que los llamados “resulta-
dos” presentados en diciembre corresponden, en su mayo-

ría, a acciones de implementación, cobertura social y vin-
culación comunitaria, propias de una fase inicial del Plan, y
no acreditan por sí mismas impactos verificables en materia
de seguridad pública, reducción de la violencia ni fortaleci-
miento de la gobernabilidad en las regiones más afectadas
del estado de Michoacán.

Asimismo, los avances presentados en esta etapa se sus-
tentaron principalmente en indicadores y encuestas genera-
das por las propias instancias ejecutoras del plan, lo cual li-
mita la posibilidad de contar con una evaluación objetiva,
independiente y comparable en el tiempo. Para la pobla-
ción michoacana, que ha enfrentado durante años altos ni-
veles de violencia y criminalidad, la presencia institucional
y la atención social, aunque necesarias, resultan insuficien-
tes si no se traducen en mejoras tangibles en seguridad y
justicia.

En este contexto, los avances informados en diciembre de
2025, aun reconociendo su valor como acciones de arran-
que, resultan insuficientes para atender la magnitud y com-
plejidad del problema de inseguridad que enfrenta Micho-
acán, lo que hace evidente la necesidad de contar con
mecanismos adicionales de seguimiento, evaluación y con-
trol institucional.

Posteriormente, en febrero de 2026, el Ejecutivo federal
presentó nuevos avances del Plan Michoacán por la Paz y
la Justicia, esta vez centrados en el ámbito operativo y de
seguridad pública, derivados del trabajo coordinado entre
la Secretaría de la Defensa Nacional, la Secretaría de Ma-
rina, la Guardia Nacional, la Fiscalía General de la Repú-
blica, la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana
y las autoridades estatales.

De acuerdo con la información presentada, del 1 de octu-
bre de 2024 al 15 de enero de 2026 se reportó la detención
de 1,218 personas por delitos de alto impacto, el asegura-
miento de 1,137 armas de fuego, más de 144 mil cartuchos,
más de 25 toneladas de droga, así como el desmantela-
miento de 18 laboratorios clandestinos para la producción
de metanfetaminas.

En el combate a la extorsión, se informó la recepción de
2,812 denuncias a través del número 089, la apertura de
158 carpetas de investigación, la detención de 118 perso-
nas, de las cuales 60 fueron identificadas como objetivos
prioritarios, y la desarticulación de siete bandas delictivas,
lo que habría contribuido a una disminución del 13.8 por
ciento en la incidencia de este delito.
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En este mismo informe, el Ejecutivo federal señaló que,
con la implementación de la Estrategia Nacional de Segu-
ridad y del Plan Michoacán por la Paz y la Justicia, los ho-
micidios dolosos en la entidad habrían registrado una re-
ducción del 30 por ciento entre octubre y diciembre de
2025, al pasar de 3.48 a 2.45 el promedio diario de vícti-
mas, destacando además que 2025 habría sido el año con el
nivel más bajo de este delito desde 2016.

La presentación de este dato como evidencia concluyente
de una mejora estructural en la seguridad del estado resul-
ta parcial, al tratarse de un corte temporal sumamente aco-
tado, que no permite evaluar la sostenibilidad de la tenden-
cia ni descartar que la reducción obedezca a factores
coyunturales, operativos extraordinarios o reacomodos
temporales de las dinámicas criminales.

Adicionalmente, la disminución reportada se construye a
partir de promedios diarios y de información generada por
las propias instituciones responsables de la ejecución de la
estrategia, sin que se haya acompañado de una evaluación
independiente que permita determinar si dicha variación
responde a cambios estructurales y duraderos o si es sus-
ceptible de revertirse en el corto o mediano plazo.

Asimismo, resulta indispensable contrastar estos datos con
otras cifras oficiales que permiten una lectura distinta de la
evolución reciente de la violencia en Michoacán. De acuer-
do con información del Secretariado Ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, durante el periodo inme-
diato posterior a la puesta en marcha del Plan se registró un
incremento en los números absolutos de homicidios. En
particular, entre noviembre y diciembre de 2025, los homi-
cidios totales en la entidad pasaron de 167 a 194 casos; los
homicidios dolosos aumentaron de 53 a 63, y los homici-
dios cometidos con arma de fuego se incrementaron de 51
a 56 eventos.

Estos registros corresponden precisamente al periodo en el
que la estrategia ya se encontraba en operación, lo que evi-
dencia que la reducción señalada no se presenta de manera
uniforme ni sostenida, y que el uso de promedios o la se-
lección de periodos específicos puede generar interpreta-
ciones parciales que no reflejan de manera fiel la evolución
real del fenómeno delictivo.

En este sentido, es necesario advertir que dichos avances
corresponden principalmente a resultados de corto plazo,
concentrados en acciones de contención y persecución pe-
nal, que no garantizan por sí mismos una reducción soste-

nida de la violencia, la erradicación de economías crimina-
les ni la recuperación plena de la paz social y la goberna-
bilidad en Michoacán.

La coexistencia de cifras oficiales divergentes sobre un deli-
to tan sensible como el homicidio doloso refuerza la necesi-
dad de contar con mecanismos de evaluación independientes,
transparentes y técnicamente sólidos, que permitan analizar
los resultados del Plan Michoacán de manera integral, objeti-
va y verificable, evitando lecturas unilaterales o triunfalistas
que no resisten un contraste estadístico riguroso.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Seguridad Públi-
ca Urbana (ENSU), publicada en Enero 2026, en diciembre
de 2025, el 63.8 por ciento de la población de 18 años y
más en el país consideró inseguro vivir en su ciudad, cifra
que representa un incremento respecto a diciembre de
2024. Este dato confirma que, a nivel nacional, la percep-
ción de inseguridad no ha disminuido de manera sostenida,
pese a los esfuerzos en materia de seguridad.

En el caso de Michoacán, los datos por área urbana resul-
tan particularmente relevantes. Uruapan registró una per-
cepción de inseguridad del 88.7 por ciento, ubicándose en-
tre las ciudades con mayor percepción de inseguridad a
nivel nacional. Estos indicadores contrastan con los resul-
tados operativos presentados y muestran que los avances
en detenciones y aseguramientos aún no se traducen en una
mejora perceptible para la población.

La información estadística independiente del Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía confirma que la percep-
ción de inseguridad y la experiencia cotidiana de la pobla-
ción continúan siendo elevadas, particularmente en
municipios clave del estado, lo que revela una brecha per-
sistente entre los resultados administrativos reportados y la
realidad que viven las familias michoacanas.

Por estas razones, resulta indispensable que el Poder Le-
gislativo cuente con un órgano especializado que dé segui-
miento permanente, analice los resultados, evalúe impactos
reales y acompañe técnicamente la estrategia de seguridad,
con el objetivo de garantizar que las acciones emprendidas
se traduzcan efectivamente en mayor seguridad, justicia y
tranquilidad para las familias michoacanas.

Desde esta Cámara asumimos nuestra responsabilidad de
construir mecanismos legislativos que permitan revisar
diagnósticos, evaluar políticas públicas, proponer ajustes
normativos y fortalecer la estrategia nacional de seguri-
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dad. La creación de esta Comisión Especial del Plan Mi-
choacán por la Paz y la Justicia responde precisamente a
esa obligación institucional.

Por lo anterior, se somete a consideración de esta soberanía
el siguiente: 

Punto de Acuerdo

Primero. En términos del artículo 42 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
de los artículos 205 y 207 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, se exhorta, respetuosamente, a la Junta de Co-
ordinación Política de la Cámara de Diputados para que,
con base en sus atribuciones, realice los trámites necesarios
para la creación de la Comisión Especial del Plan Michoa-
cán por la Paz y la Justicia para el seguimiento, análisis,
fortalecimiento y resultados de la seguridad en el estado de
Michoacán, denominada “Comisión Especial del Plan Mi-
choacán por la Paz y la Justicia”, con el objeto de dar se-
guimiento permanente a la estrategia federal y estatal en
materia de seguridad pública, paz social y gobernabilidad
en dicha entidad.

Segundo. La Comisión Especial del Plan Michoacán por
la Paz y Justicia para el seguimiento, análisis, fortaleci-
miento y resultados de la seguridad en el estado de Mi-
choacán, denominada “Comisión Especial del Plan Mi-
choacán”, deberá ser integrada por el número de
diputadas y diputados que así lo determine la Junta de
Coordinación Política, junto con la aprobación del pleno
de la Cámara de Diputados, de manera proporcional a la
representación de cada una de las fracciones parlamenta-
rias de la Cámara de Diputados.

Tercero. La Comisión Especial del Plan Michoacán por la
Paz y la Justicia deberá presentar informes trimestrales a la
Cámara de Diputados sobre los avances, retos, resultados e
indicadores del Plan Michoacán, así como recomendacio-
nes legislativas y presupuestales para su fortalecimiento.

Cuarto. Aprobado el acuerdo de conformación de la Co-
misión Especial, comuníquese a la Secretaría de Seguridad
y Protección Ciudadana, a la Secretaría de la Defensa Na-
cional, a la Secretaría de Marina, a la Guardia Nacional, al
gobierno del estado de Michoacán y demás autoridades
competentes.

Quinto. La duración de la Comisión Especial será por el
tiempo necesario en tanto cumpla con su objeto. Los re-

cursos técnicos y financieros para el funcionamiento de es-
ta Comisión Especial serán aprobados por el Comité de
Administración.
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Se turna a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.

EXHORTO A LA COFEPRIS, A ACTUALIZAR LA
ALERTA SANITARIA RELATIVA A CIGARRILLOS Y
PRODUCTOS SIMILARES DERIVADOS DEL TABA-

CO QUE SE COMERCIALIZAN ILEGALMENTE 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Co-
fepris a actualizar la alerta sanitaria relativa a cigarrillos y
productos similares derivados del tabaco que se comercia-
lizan ilegalmente en México, a cargo del diputado Éctor
Jaime Ramírez Barba, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado federal Éctor Jaime Ramírez
Barba, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, nu-
meral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno la presente
proposición con punto de acuerdo, por la que se exhorta a
la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sa-
nitarios a actualizar la alerta sanitaria relativa a cigarrillos
y productos similares derivados del tabaco que se comer-
cializan ilegalmente en México, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

Los cigarros y productos similares al tabaco son aquellos
elaborados total o parcialmente a partir de hojas de tabaco,
diseñados para su consumo mediante combustión, gene-
rando humo que es inhalado o exhalado por la persona con-
sumidora. En esta categoría se incluyen los cigarrillos, pu-
ros, cigarros, cigarritos y otros productos de tabaco
combustible, conforme a la clasificación utilizada por la
Organización Mundial de la Salud (OMS) y reconocida en
los marcos regulatorios nacionales de control del tabaco.1

La OMS ha señalado que no existe un nivel seguro de con-
sumo de tabaco, ya que la combustión libera más de 7,000
sustancias químicas, muchas de ellas tóxicas y canceríge-
nas, lo que genera dependencia a la nicotina y múltiples en-
fermedades prevenibles.2

De acuerdo con los criterios actuales de la salud pública in-
ternacional, el consumo de productos relacionados con el
tabaco y la nicotina se clasifica en tres categorías genera-

les: a) otros productos ahumados, que implican combus-
tión; b) productos de tabaco sin humo; y c) productos de ni-
cotina y dispositivos emergentes. Esta clasificación ha sido
utilizada por la OMS y la Organización Panamericana de la
Salud (OPS) para diferenciar los mecanismos de consumo
y los riesgos sanitarios asociados, destacando que todos
ellos representan riesgos para la salud, aunque con distin-
tos perfiles de exposición y daño.

En el ámbito internacional, el consumo de tabaco continúa
siendo uno de los principales problemas de salud pública. La
OMS estima que el tabaco provoca más de 7 millones de
muertes cada año, y advierte que el comercio ilícito de pro-
ductos de tabaco socava las políticas sanitarias, facilita el ac-
ceso a productos más baratos y expone a la población a pro-
ductos sin control de calidad ni composición conocida.

En México, la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios (Cofepris) es la autoridad sanitaria con
responsabilidad técnica y normativa para regular, vigilar y
controlar productos susceptibles de representar riesgos a la
salud, incluidos los derivados del tabaco y sus similares, en
términos de la Ley General de Salud y la Ley General para
el Control del Tabaco.

La autoridad sanitaria está facultada para emitir alertas sa-
nitarias cuando identifique riesgos relevantes para la salud
pública, con el propósito de informar a la población sobre
peligros sanitarios emergentes y orientar acciones de pre-
vención y vigilancia.

Una alerta sanitaria es un comunicado de riesgo mediante
el cual se informa a la población que un producto sujeto a
supervisión de la Comisión Federal para la Protección con-
tra Riesgos Sanitarios (Cofepris) —ya sea procesado, co-
mercializado, distribuido, acondicionado o elaborado en
México o en el extranjero— representa un riesgo para la
salud de las y los consumidores en el país, con posible tras-
cendencia social. Ante ello, deben adoptarse medidas de
salud pública de manera urgente y eficaz.

Un antecedente de estas alertas es la emitida por la Cofe-
pris en 20183 sobre cigarros comercializados de forma ile-
gal en México, en la que se advirtió que dichos productos
podían ser falsificados, adulterados o elaborados con in-
gredientes desconocidos, lo que incrementa el riesgo médi-
co y social asociado a su consumo.

En dicha alerta, se incluyeron los siguientes mensajes ha-
cia la población:
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• Los cigarros que son comercializados de forma ilegal
representan un mayor riesgo a la salud del consumidor,
ya que sus ingredientes y condiciones sanitarias de pro-
ducción son desconocidos. 

• Los cigarros producidos en el extranjero sólo pueden
ser importados con un permiso previo de importación
otorgado por la Cofepris, por lo que la identificación de
cigarros de procedencia extranjera sin permiso de im-
portación motiva el aseguramiento y destrucción de los
productos e imposición de multas. 

• La venta y comercialización de cigarros sueltos, a gra-
nel o por unidad se encuentra prohibida.

• Existen en el mercado productos que no son derivados
directos del tabaco pero que se asocian con productos
del tabaco, por lo que su comercialización se encuentra
prohibida en México. 

• Los productos que han sido identificados en mayor nú-
mero son vapeadores, cigarros electrónicos, e-cigarettes
y el recientemente denominado “ cigarro sin humo”. 

• Algunos de ellos se comercializan como alternativas
para dejar de fumar o con efectos “menos agresivos” a
la salud de las personas; sin embargo, no cuentan con
ningún respaldo científico presentado ante la Autoridad
Sanitaria en México.

En la alerta sanitaria emitida en 2018, se señala que los ci-
garros y productos similares al tabaco que se comercializan
de manera ilegal en México incumplen la normatividad sa-
nitaria vigente. Esto incluye la ausencia de requisitos obli-
gatorios de etiquetado, advertencias sanitarias y procedi-
mientos adecuados de importación. Debido a estas
irregularidades, las autoridades sanitarias han realizado de-
comisos masivos y han documentado que estos productos
representan un riesgo considerable para la salud de la po-
blación, pues su composición es desconocida y potencial-
mente tóxica.

Asimismo, se advierte que los cigarros ilegales implican un
riesgo mayor para la salud que aquellos que sí cumplen con
la regulación aplicable. Esto se debe a que pueden ser artícu-
los falsificados, adulterados o fabricados con ingredientes no
identificados, lo que incrementa la probabilidad de contener
sustancias químicas dañinas distintas a la propia planta del ta-
baco. Debido a ello, resulta imposible conocer el efecto que
dichos compuestos pueden tener en el organismo.

Un elemento especialmente preocupante es que, por su ba-
jo costo, estos productos ilegales tienen una mayor presen-
cia entre personas menores de edad y adolescentes, lo que
favorece la iniciación temprana en el consumo de tabaco.
Además, se han identificado presentaciones con sabores o
con mensajes engañosos que sugieren ser menos dañinas,
producir menos humo o generar menos olor, lo que au-
menta su atractivo y minimiza la percepción de riesgo.

No obstante, la alerta sanitaria no ha sido actualizada des-
de 2018, a pesar de que, durante estos años, la propia auto-
ridad ha reiterado que continúa la comercialización ilegal
de cigarros y productos similares al tabaco en México.

En este contexto, recientemente la Alianza Nacional de Pe-
queños Comerciantes (Anpec) ha señalado que el incre-
mento del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios
aplicado al tabaco elevó el precio de las cajetillas a más de
cien pesos, lo que ha incentivado el contrabando de ciga-
rros en el país. De acuerdo con dicho organismo, actual-
mente tres de cada diez cigarros que se comercializan en
México son ilegales, situación que fortalece a grupos cri-
minales dedicados a la venta de productos de contrabando.

El presidente de dicha asociación, Cuauhtémoc Rivera, ha
advertido que esta política fiscal ha beneficiado a los de-
nominados “cárteles del cigarro”, quienes operan con am-
plios márgenes de ganancia y prácticamente sin control.
Asimismo, la Anpec ha documentado que los cigarros ile-
gales se venden abiertamente en espacios públicos como
estaciones del metro, paraderos de transporte, cruceros y
aceras, donde la diferencia de precio frente a una cajetilla
legal puede superar los setenta y cinco pesos, lo que esti-
mula su consumo y distribución.4

Se ha señalado también que estos productos se comerciali-
zan incluso de manera suelta y a menores de edad, sin cum-
plir normas de calidad ni pagar impuestos, lo que repre-
senta un riesgo adicional para la salud pública.

De acuerdo con un estudio elaborado por El Colegio de
México (Colmex), así como con el documento preliminar
“Cigarros Ilegales en México”, el mercado ilegal de ciga-
rros en el país ha experimentado un crecimiento sostenido
y acelerado durante la última década, pasando de ser un fe-
nómeno marginal a convertirse en un componente estruc-
tural del consumo nacional de tabaco. Conforme a las esti-
maciones presentadas en ambos documentos, el consumo
de cigarros ilegales representaba aproximadamente el 8.5
por ciento del mercado total en 2017, mientras que para
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2023 esta proporción se incrementó a alrededor del 20.4
por ciento, lo que implica que uno de cada cinco cigarros
consumidos en México proviene de canales ilícitos.5, 6

Señalan que este crecimiento no es homogéneo, sino que se
concentra principalmente en zonas urbanas, corredores co-
merciales informales, regiones fronterizas y entidades con
alta presencia de economías ilícitas. En dichos contextos,
los cigarros ilegales se distribuyen a través de redes de co-
mercio informal, puestos semifijos, mercados locales, tien-
das irregulares y pequeños establecimientos que, en mu-
chos casos, han sido cooptados por redes criminales. Estas
redes aprovechan la debilidad en los mecanismos de fisca-
lización, la limitada capacidad de inspección y la fragmen-
tación institucional para introducir y distribuir grandes vo-
lúmenes de producto sin cumplir con obligaciones
sanitarias ni fiscales.

Desde el punto de vista sanitario, los cigarros ilegales care-
cen por completo de controles de calidad, al no estar sujetos
a verificación por parte de la autoridad sanitaria. En conse-
cuencia, se desconoce su composición exacta, los niveles re-
ales de nicotina y alquitrán, así como la posible presencia de
aditivos no declarados o contaminantes adicionales. Esta si-
tuación implica que las personas consumidoras estén expues-
tas a riesgos mayores e impredecibles en comparación con
los productos regulados, agravando de manera significativa
los impactos negativos sobre la salud pública.

Asimismo, se destaca que los cigarros ilegales no cumplen
con los requisitos de etiquetado ni con la inclusión de ad-
vertencias sanitarias gráficas, lo que elimina uno de los
principales mecanismos de información y prevención esta-
blecidos en la política de control del tabaco. Esta omisión
afecta de manera particular a niñas, niños y adolescentes,
quienes acceden con mayor facilidad a estos productos de-
bido a su menor precio, su venta por unidad y la ausencia
de controles efectivos de edad en el mercado informal.

En el ámbito fiscal, los estudios estiman que el comercio
ilícito de cigarros genera pérdidas anuales para el Estado
mexicano superiores a los 13 mil millones de pesos, deri-
vadas principalmente de la evasión del Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios, así como del Impuesto al Va-
lor Agregado y otros derechos asociados a la comercializa-
ción formal de productos de tabaco. Estas pérdidas afectan
directamente la capacidad del Estado para financiar políti-
cas públicas, incluidas aquellas destinadas a la prevención
y atención de enfermedades relacionadas con el consumo
de tabaco.

Un hallazgo central identificado es que el IEPS al tabaco,
al constituir una proporción elevada del precio final del
producto, amplía de manera significativa la brecha de pre-
cios entre los cigarros legales e ilegales, lo que funciona
como un incentivo económico para el contrabando y la pi-
ratería. El análisis señala que, en ausencia de un fortaleci-
miento paralelo de las capacidades de control, vigilancia y
coordinación interinstitucional, los incrementos fiscales
tienden a desplazar una parte del consumo hacia el merca-
do ilícito, sin lograr una reducción proporcional del consu-
mo total.

Los documentos también coinciden en que el comercio ile-
gal de cigarros no opera de manera aislada, sino que se en-
cuentra articulado con redes de delincuencia organizada,
las cuales controlan rutas de importación ilegal, distribu-
ción local y mecanismos de cobro y coerción a comercian-
tes. Estas organizaciones utilizan el comercio de tabaco ilí-
cito como una fuente de ingresos de bajo riesgo relativo y
alto volumen, que en muchos casos se combina con otras
actividades criminales.

Desde una perspectiva económica y social, se señala que el
crecimiento del mercado ilegal afecta directamente a más
de 1.2 millones de tiendas de abarrotes y pequeños comer-
cios formales, los cuales enfrentan una competencia desle-
al al no poder igualar los precios de los productos ilegales.
Esta situación contribuye al deterioro del comercio formal,
a la precarización económica y al fortalecimiento de cir-
cuitos informales que escapan al control del Estado.

Se concluye que el comercio ilegal de cigarros debilita de
manera simultánea las políticas de salud pública, la recau-
dación fiscal y el Estado de derecho, y advierten que las
respuestas exclusivamente fiscales o punitivas resultan in-
suficientes si no se acompañan de estrategias integrales de
información, prevención sanitaria y fortalecimiento institu-
cional, particularmente en materia de alertas sanitarias, vi-
gilancia del mercado y comunicación de riesgos a la po-
blación.

La evidencia disponible indica, que el fenómeno de los ci-
garros ilegales en México ha dejado de ser un problema
marginal para convertirse en una problemática estructural
de salud pública, fiscal y de seguridad. 

En este contexto, actualizar la alerta sanitaria emitida por
la Cofepris sobre los cigarros y productos similares al ta-
baco comercializados de forma ilegal en México resulta in-
dispensable para que la información disponible refleje con
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precisión el estatus real del problema, se proteja de mane-
ra efectiva la salud de las personas consumidoras y se for-
talezca la acción coordinada de las autoridades frente al co-
mercio ilícito de productos del tabaco.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía la siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
de Salud y a la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios a actualizar la “Alerta Sanitaria sobre
Cigarros y Similares a productos de tabaco que son comer-
cializados de forma ilegal en México”, toda vez que la úl-
tima alerta —emitida en 2018— ya no refleja las condicio-
nes actuales del mercado ilícito de tabaco en el país.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a la Comisión
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios y al
Servicio de Administración Tributaria a que, en coordina-
ción con las autoridades estatales, implementen acciones
de vigilancia y aseguramiento de cigarros ilegales. Asimis-
mo, se les solicita ordenar su decomiso, destrucción y la
imposición de las sanciones económicas correspondientes
por infringir la normativa aplicable, sin perjuicio de las res-
ponsabilidades penales que puedan derivarse de la comer-
cialización de estos productos ilícitos. 

Notas:

1 https://www.who.int/news-room/fact-sheets/detail/tobacco

2 https://www.who.int/teams/health-promotion/tobacco-control

3 https://www.gob.mx/cofepris/documentos/alertas-sanitarias-50127?
state=published

4 https://www.google.com/url?sa=t&source=web&rct=j&opi=89978
449&url=

https://www.contrareplica.mx/nota-ANPEC-alerta-que-alza-del-
IEPS-al-tabaco-dispara-contrabando-de-cigarros-en-Mexico—
202626140&ved=2ahUKEwiMx6vBisGSAxWGKkQIHUahP-
SEQxfQBKAB6BAgaEAE&usg=AOvVaw2eeXu7KkWniVklf6f
VFdl6

5 https://violenciaypaz.colmex.mx/archivos/UHVibGljYWNpb24KI-
DEyMwpkb2N1bWVudG8=/CigarriillosIlegalesDosPreliminar.pdf

6 https://www.google.com/url?sa=t&source=web&rct=j&opi=89978
449&url=

https://agenda.colmex.mx/Actividad/4384/cigarrillos-ilegales-y-
crimen-organizado/20250224&ved=2ahUKEwjShIarjcGSAxX-
KLEQIHV7mJk8QFnoECB0QAQ&usg=AOvVaw2bZAdkftb_Oz
B7FBgyqtxt

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

EXHORTO A LA JUCOPO, A CREAR LA COMISIÓN
ESPECIAL PARA DAR SEGUIMIENTO AL BROTE

DE SARAMPIÓN EN MÉXICO 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Ju-
copo a crear la Comisión Especial para dar seguimiento al
brote de sarampión en México, a cargo del diputado Éctor
Jaime Ramírez Barba, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado federal Éctor Jaime Ramírez Bar-
ba, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I;
y 79, numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a la consideración de esta honorable
asamblea la presente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes:

Consideraciones

• Que de conformidad con la Ley General de Salud,1 toda
persona residente en el territorio nacional tiene derecho a
recibir de manera universal y gratuita, en cualquiera de las
dependencias y entidades de la Administración Pública,
tanto federal como local, que integran el Sistema Nacional
de Salud, las vacunas contenidas en el Programa de Vacu-
nación Universal, independientemente del régimen de se-
guridad social o protección social al que pertenezca.

• Que en términos de los artículos 61 y 64, fracción II, de
la Ley General de Salud, la atención materno-infantil tiene
carácter prioritario y comprende, entre otras acciones, la
atención del niño y la vigilancia de su crecimiento y desa-
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rrollo integral, incluyendo la promoción de la vacunación
oportuna; asimismo, que de conformidad con los artículos
157 Bis 1 y 157 Bis 3 del mismo ordenamiento, corres-
ponde a las autoridades sanitarias establecer acciones para
el control de las enfermedades prevenibles por vacunación
y garantizar la aplicación de las vacunas contenidas en el
Programa de Vacunación Universal.

• Que en términos de los artículos 13, apartado A, fracción
I; 157 Bis 1; 157 Bis 2; 157 Bis 5; y 157 Bis 12 de la Ley
General de Salud, corresponde a la Secretaría de Salud fi-
jar los términos de la vacunación obligatoria contra enfer-
medades transmisibles; definir, con la opinión del Consejo
Nacional de Vacunación, los criterios y procedimientos pa-
ra lograr el control, la eliminación o la erradicación de en-
fermedades prevenibles por vacunación; implementar y co-
ordinar el sistema de información en materia de
vacunación y establecer los lineamientos para su opera-
ción; así como vigilar y evaluar las actividades de vacuna-
ción en todo el territorio nacional y aplicar las medidas ne-
cesarias para su adecuado desarrollo.

• Que en términos de los artículos 13, apartado A, fracción
I, y 157 Bis 1 de la Ley General de Salud, la Secretaría de
Salud tiene la atribución de coordinar sus actividades con
otras dependencias y entidades de la Administración Públi-
ca, tanto federal como local, así como con las personas fí-
sicas o morales de los sectores social y privado que inte-
gran el Sistema Nacional de Salud, a efecto de promover la
vacunación oportuna y realizar acciones para el control de
las enfermedades prevenibles por vacunación, particular-
mente en la población menor de cinco años.

• Que en términos de los artículos 157 Bis 9 y 157 Bis 11
de la Ley General de Salud, todas las vacunas e insumos
para su aplicación en seres humanos que se utilicen en el
país deberán ser de la mayor calidad disponible y cumplir
con los requisitos sanitarios establecidos en dicha ley y en
las demás disposiciones jurídicas aplicables, a efecto de
salvaguardar la seguridad en su administración; asimismo,
que el Estado mexicano procurará el abasto y la distribu-
ción oportuna y gratuita de las vacunas, así como la dispo-
nibilidad de los insumos necesarios para el desarrollo de
las acciones de vacunación.

• Que la Organización Panamericana de la Salud (OPS)
emitió el 4 de febrero de 2026 una alerta epidemiológica
para la Región de las Américas,2 en la que exhorta a los
países a intensificar las actividades de vigilancia epidemio-

lógica, vacunación y respuesta rápida ante brotes, con el
propósito de interrumpir la transmisión y proteger a las po-
blaciones vulnerables; asimismo, que dicho organismo ha
señalado la persistencia de casos y brotes en diversos paí-
ses de la región, incluido México, en un contexto de incre-
mento sostenido de casos durante 2025 en comparación
con los cinco años previos, tendencia que continúa en
2026, por lo que recomienda fortalecer la vigilancia y la
búsqueda activa de casos —incluido el diagnóstico por la-
boratorio—, implementar actividades complementarias de
vacunación para cerrar brechas de inmunidad y garantizar
una respuesta oportuna ante cualquier caso sospechoso; y
que, en el marco de la celebración de la Copa Mundial de
la FIFA 2026 y otros eventos masivos con alta movilidad
de personas, ha instado a los países a incrementar la sensi-
bilidad de sus sistemas de vigilancia mediante la imple-
mentación de búsquedas activas, a fin de detectar oportu-
namente la presencia o ausencia de casos de sarampión.

• Que el titular de la Secretaría de Salud, David Kersheno-
bich, informó el 20 de enero de 2026 que el gobierno de
México solicitó a la Organización Panamericana de la Sa-
lud una prórroga de dos meses para no perder el certifica-
do internacional como país libre de sarampión, misma que
fue otorgada por dicho organismo internacional.3

• Que México ocupa el primer lugar en casos de sarampión
en el continente americano, con 9 mil 478 casos confirma-
dos, de conformidad con la información oficial de la Se-
cretaría de Salud contenida en el Informe Diario del Brote
de Sarampión en México, con corte al 13 de febrero de
2026, no obstante que dicha enfermedad había sido decla-
rada eliminada en la Región de las Américas en 2016 por
la Organización Panamericana de la Salud.4

• Que el brote de sarampión, con corte al 13 de febrero de
2026,5 tiene presencia en las 32 entidades federativas y en
al menos 355 municipios del país, lo que confirma la exis-
tencia de un brote epidémico de carácter nacional, cuya
gravedad se manifiesta de manera particularmente alar-
mante en la población infantil; que el grupo de edad con
mayor número de casos corresponde al de 1 a 4 años (1,391
casos), seguido del grupo de 5 a 9 años (1,158 casos) y del
de 25 a 29 años (1,053 casos); que la tasa de incidencia más
elevada se presenta en los menores de un año, con 52.68
casos por cada 100,000 habitantes, seguida del grupo de 1
a 4 años y del de 5 a 9 años, con tasas de 116.23 y 10.94,
respectivamente; y que, en relación con las defunciones, se
han confirmado 29 acumuladas en el periodo 2025-2026,
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distribuidas en siete entidades federativas: Chihuahua (21),
Jalisco (2), Sonora (1), Durango (1), Michoacán (1), Tlax-
cala (1), Ciudad de México (1) y Chiapas (1).

• Que en cuanto a la tasa de incidencia, el grupo de meno-
res de un año registró la más elevada, con 50.41 casos por
cada 100,000 habitantes, seguido del grupo de 1 a 4 años y
del de 5 a 9 años, con tasas de 15.48 y 10.28, respectiva-
mente; asimismo, que respecto del antecedente de vacuna-
ción se identificó que el 91.07 por ciento de los casos con-
firmados (8,104 personas) no cuenta con antecedente
vacunal, en tanto que el 6.43 por ciento (572 personas)
cuenta con una dosis de vacuna SRP o SR, y el 2.51 por
ciento (223 personas) cuenta con dos o más dosis docu-
mentadas en la Cartilla Nacional de Salud.6

• Que la situación descrita evidencia fallas estructurales en
la cobertura y oportunidad del esquema nacional de vacu-
nación, así como deficiencias graves en el sistema público
de prevención, lo que obliga al Estado mexicano a adoptar
medidas inmediatas y prioritarias para la protección de la
niñez en el país, en observancia del principio del interés su-
perior de la niñez consagrado en el artículo 4 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

• Que, de conformidad con el reporte oficial con corte al 13
de febrero de 2026, la proporción de personas menores de
edad que han perdido la vida respecto del total de defun-
ciones confirmadas por el brote de sarampión asciende al
66 por ciento; que la gran mayoría de los fallecimientos co-
rresponde a niñas y niños de corta edad, incluidos casos de
apenas entre 3 y 11 meses, así como menores de entre 1 y
6 años; y que, conforme al esquema nacional de vacuna-
ción, la vacuna triple viral (SRP) debe aplicarse con una
primera dosis a los 12 meses de edad y una segunda dosis
a los 18 meses, lo que evidencia la gravedad de la falta de
cobertura oportuna en la población infantil.

• Que, de acuerdo con las cifras de cobertura de vacunación
reportadas por la Organización Panamericana de la Salud,7

en 2024 el 79.86 por ciento de la población en México con-
taba con al menos una dosis de vacuna contra el sarampión,
mientras que únicamente el 68.96 por ciento tenía comple-
to el esquema de vacunación correspondiente, lo que evi-
dencia una brecha significativa en la cobertura necesaria
para garantizar la inmunidad colectiva.

• Que, de conformidad con el artículo 74, fracción IV, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como con el artículo 157 Bis 13 de la Ley General de Sa-
lud, corresponde a la Cámara de Diputados aprobar anual-
mente los recursos presupuestarios necesarios para garan-
tizar el abasto y la distribución oportuna y gratuita de
vacunas, así como la disponibilidad de los insumos reque-
ridos para las acciones de vacunación; que, no obstante lo
anterior, de 2022 a 2025 la Secretaría de Salud dejó sin
ejercer 44,457 millones de pesos aprobados por esta sobe-
ranía y destinados exclusivamente al Programa de Vacuna-
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ción del Ramo 12, lo que representa aproximadamente el
70 por ciento de los recursos autorizados; y que dicho su-
bejercicio ha incidido de manera significativa en el dete-
rioro de la infraestructura, la reducción de brigadas, el de-
bilitamiento de las campañas permanentes y la
disminución en la adquisición suficiente de biológicos, lo
que ha contribuido a la caída sostenida en la cobertura de
vacunación en el país.

Presupuesto aprobado en Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para vacunación: 

• La Secretaría de Salud solo ejerció el 29.4 por ciento del
presupuesto autorizado por la Cámara de Diputados de
2022 a 2025.

• Que para el ejercicio fiscal 2026, el programa Servicios
de Vacunación (E033) del Ramo 12,9 operado por el Cen-
tro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia,
cuenta con una asignación de $4,748,167,298 aprobados
por esta soberanía; por lo que resulta indispensable que es-
te órgano legislativo realice un seguimiento puntual de su
ejercicio, cumplimiento de metas y resultados, a efecto de
garantizar la correcta aplicación de los recursos públicos y
el fortalecimiento de la política nacional de vacunación.

• Que la Auditoría Superior de la Federación ha identifica-
do problemas estructurales persistentes en la política de va-
cunación, entre ellos la falta de seguimiento adecuado a la
red de frío, deficiencias en el desempeño del personal, la
ausencia de actividades permanentes de vacunación y la li-
mitada participación comunitaria; y que dichas irregulari-
dades han debilitado la capacidad del Estado mexicano pa-
ra prevenir brotes y responder de manera oportuna y eficaz
ante emergencias sanitarias.

• Que, de conformidad con el artículo 73, fracción XVI, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en caso de epidemias de carácter grave la autoridad sanita-
ria deberá dictar de inmediato las medidas preventivas in-

dispensables, las cuales serán posteriormente sancionadas
por el presidente de la República; y que México enfrenta
actualmente una crisis nacional de salud pública derivada
del brote de sarampión que, por su magnitud, dispersión te-
rritorial y afectación a la población infantil, exige una res-
puesta inmediata, coordinada, transparente y eficaz por
parte del Estado mexicano, en la que resulta indispensable
la participación activa y el ejercicio de las facultades de
control y vigilancia de la Cámara de Diputados.

• Que, de conformidad con los artículos 39 y 42 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos,10 la Cámara de Diputados contará con las comi-
siones especiales que requiera para el cumplimiento de sus
funciones; que el pleno podrá acordar la constitución de
comisiones especiales cuando se estimen necesarias para
atender un asunto específico, debiendo el acuerdo respecti-
vo señalar su objeto, el número de integrantes que la con-
formarán y el plazo para el cumplimiento de las tareas en-
comendadas; y que, una vez agotado su objeto o al término
de la Legislatura, dichas comisiones se extinguirán, previa
comunicación del secretario general a la Conferencia para
la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos,
la cual hará la declaratoria correspondiente.

• Que, de conformidad con los artículos 205 y 207 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados,11 la Cámara podrá
constituir comités y comisiones especiales para la atención
de funciones constitucionales y legales que no sean com-
petencia de las comisiones ordinarias; que las comisiones
especiales son órganos colegiados no dictaminadores en-
cargados de atender asuntos específicos que les sean enco-
mendados, y se crearán mediante acuerdo del pleno, a pro-
puesta de la Junta de Coordinación Política, el cual deberá
señalar su objeto y duración, las tareas encomendadas y los
plazos para su cumplimiento, el número de integrantes que
las conformarán y la integración de su Junta Directiva; y
que, una vez concluida la Legislatura o cumplido o agota-
do su objeto, dichas comisiones se extinguirán, debiendo la
Conferencia para la Dirección y Programación de los Tra-
bajos Legislativos comunicarlo al pleno mediante el acuer-
do correspondiente.

• Que, en virtud de las consideraciones expuestas, median-
te el presente punto de acuerdo la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión exhorta a la Junta de Co-
ordinación Política a proponer al pleno la creación de la
Comisión Especial para dar seguimiento al brote de saram-
pión en México, en los términos que a continuación se pre-
cisan.
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Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Junta de Coordinación Política a
crear la Comisión Especial para dar seguimiento al brote de
sarampión en México.

La Comisión Especial para dar seguimiento al brote de
sarampión en México, tendrá por objeto:

I. Analizar la evolución epidemiológica del brote de sa-
rampión.

II. Dar seguimiento a las acciones de prevención, con-
trol y contención implementadas por las autoridades sa-
nitarias federales y estatales.

III. Revisar el ejercicio de los recursos públicos destina-
dos al Servicios de vacunación (Clave E033) incluido en
el Presupuesto de Egresos de la Federación de 2026 y a
las acciones emergentes de respuesta.

IV. Evaluar la cobertura, disponibilidad y distribución
de vacunas en todo el territorio nacional.

V. Formular recomendaciones a las autoridades sanita-
rias federales y estatales para fortalecer la política na-
cional de vacunación, la vigilancia epidemiológica y
evitar futuros brotes, y 

VI. Emitir un informe sobre sus hallazgos, conclusiones
y recomendaciones, el cual deberá ser de carácter públi-
co y publicarse en los medios oficiales de difusión de la
Cámara de Diputados.

Para el cumplimiento de su objeto, la Comisión Especial
tendrá las siguientes facultades:

I. Solicitar información a las dependencias y entidades
de la Administración Pública Federal, en términos del
artículo 93 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

II. Convocar a comparecer a servidores públicos com-
petentes en la materia.

III. Realizar reuniones de trabajo con autoridades esta-
tales, especialistas en salud pública, organismos interna-
cionales y representantes de la sociedad civil, y

IV. Sesionar en conferencia con otras comisiones ordi-
narias con competencia en la materia.

La Comisión Especial estará integrada de manera plural y
proporcional por diputadas y diputados de los distintos
grupos parlamentarios, conforme al acuerdo que presente
la Junta de Coordinación Política y que apruebe el pleno de
la Cámara de Diputados.

La Comisión Especial contará con un plazo para el cum-
plimiento de su objeto que no podrá exceder la conclusión
de la presente Legislatura. Deberá rendir informes periódi-
cos ante el Pleno de la Cámara de Diputados o, en su caso,
ante la Comisión Permanente del Congreso de la Unión.

Cumplido su objeto o al término de la Legislatura, se de-
clarará su extinción en términos del artículo 42 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos.

La Comisión Especial contará con los recursos técnicos,
humanos y administrativos necesarios para el desempeño
de sus funciones, conforme a la disponibilidad presupues-
taria de la Cámara de Diputados.

Notas

1 Congreso de la Unión. (1984, última reforma vigente). Ley General
de Salud. Diario Oficial de la Federación. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGS.pdf

2 Organización de las Naciones Unidas en México. (2026, 4 de febrero).
OPS emite alerta epidemiológica ante la persistencia de sarampión en las
Américas y urge intensificar acciones de vigilancia y vacunación. 
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del-20-de-enero-de-2026

4 Secretaría de Salud. (2026). Informe diario del brote de sarampión en
México 2026. 
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9 Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2026). PPEF 2026 – Ra-
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

EXHORTO A LA SE Y A LA SENER, A
IMPLEMENTAR UN PROGRAMA INTEGRAL

PARA EL FORTALECIMIENTO Y LA TRANSICIÓN
DE LA INDUSTRIA AUTOMOTRIZ 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la SE
y la Sener a implementar un programa integral para el for-
talecimiento y la transición de la industria automotriz, a
cargo del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Gru-
po Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado José Guillermo Anaya Llamas,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, de la LXVI Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y de-
más aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguiente:

Consideraciones

Primera. La industria automotriz representa uno de los
motores más importantes de la economía nacional. Históri-
camente, este sector ha contribuido con aproximadamente
el 3.5 por ciento al 4 por ciento del PIB Nacional y cerca
del 20 por ciento del PIB manufacturero, siendo la princi-
pal fuente de divisas netas para el país, superando incluso
a las remesas y al turismo en diversos periodos.

Segunda. México se encuentra ante una oportunidad histó-
rica coyuntural denominada nearshoring. La relocalización
de cadenas de suministro globales posiciona a nuestro país
como el destino ideal para la inversión extranjera directa,
dada nuestra cercanía con el mercado de América del Nor-
te y las ventajas arancelarias del T-MEC. Sin embargo, es-
ta ventana de oportunidad requiere certidumbre jurídica e
infraestructura de calidad.

Tercera. La industria global avanza aceleradamente hacia
la electromovilidad. Estados Unidos y la Unión Europea
han establecido metas agresivas para la eliminación de ve-
hículos de combustión interna. Si México no acelera la re-
conversión de sus líneas de producción, el desarrollo de in-
fraestructura de carga y la proveeduría de semiconductores
y baterías, corremos el riesgo de perder nuestra competiti-
vidad en la próxima década.

Cuarta. Para que la industria automotriz prospere y se ex-
panda, es requisito sine qua non garantizar el abasto de
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energía eléctrica confiable, suficiente y limpia. Las arma-
doras globales exigen cada vez más que su producción se
realice con energías renovables para cumplir con sus metas
corporativas de descarbonización (Net Zero).

Quinta. Es urgente atender los retos en materia de seguri-
dad en las carreteras y vías férreas, donde el robo al auto-
transporte de carga afecta la logística y eleva los costos de
operación y seguros para el sector automotriz.

Por lo aquí expuesto, someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al titular del Po-
der Ejecutivo federal para que, a través de la Secretaría de
Economía, diseñe y publique una “Estrategia Nacional de
Electromovilidad y Fortalecimiento Automotriz”, que con-
temple incentivos fiscales para la atracción de inversiones
en tecnología de vehículos eléctricos, baterías y semicon-
ductores.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Energía (Sener) y a la Comisión Federal de Electricidad
(CFE) a garantizar el abasto de energía eléctrica en los par-
ques industriales del bajío, norte y centro del país, así co-
mo a facilitar la inversión en infraestructura de transmisión
y distribución que permita la integración de energías reno-
vables requeridas por la industria automotriz para cumplir
con las reglas de origen y metas ambientales globales.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Secretaría de Seguridad y Protec-
ción Ciudadana (SSPC) a reforzar la estrategia de seguri-
dad en las carreteras federales y nodos logísticos estratégi-
cos, con el fin de disminuir el índice de robo a transporte
de carga que afecta la cadena de suministro del sector au-
tomotriz.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado José Guillermo Anaya Llamas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

EXHORTO A LA CONAGUA, A ATENDER DE 
FONDO EL USO EMERGENTE DE PIPAS DE AGUA

COMO MECANISMO DE ABASTECIMIENTO EN 
DIVERSAS ENTIDADES FEDERATIVAS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Co-
nagua a implementar acciones integrales, urgentes y coor-
dinadas que atiendan de fondo el uso emergente de pipas
de agua como mecanismo de abastecimiento en diversas
entidades federativas, con el objetivo de garantizar el dere-
cho humano al agua potable, suficiente, salubre y accesible
para la población, a cargo del diputado José Guillermo
Anaya Llamas, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado José Guillermo Anaya Llamas, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, de la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
la consideración de esta asamblea la presente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguiente:

Consideraciones 

El acceso al agua potable constituye un derecho humano
reconocido en el artículo 4 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en diversos trata-
dos internacionales suscritos por el Estado mexicano. No
obstante, en múltiples regiones del país, dicho derecho se
ha visto comprometido, obligando a miles de familias a de-
pender del suministro de agua mediante pipas como solu-
ción emergente y, en muchos casos, permanente.

El uso intensivo de pipas de agua es un síntoma de proble-
máticas estructurales relacionadas con el deterioro de la in-
fraestructura hidráulica, la sobreexplotación de acuíferos,
los efectos del cambio climático, la sequía prolongada y la
insuficiente planeación hídrica de largo plazo.

Si bien el suministro mediante pipas ha permitido mitigar
temporalmente el desabasto, no representa una solución sos-
tenible, ya que implica altos costos económicos para las fa-
milias, riesgos en la calidad del agua suministrada, impactos
ambientales derivados del uso de combustibles fósiles y un
trato desigual para las comunidades más vulnerables.

El gobierno federal, a través de instancias como la Comi-
sión Nacional del Agua (Conagua), tiene la responsabilidad
de conducir la política hídrica nacional, coordinar esfuer-
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zos con los tres órdenes de gobierno y fortalecer la inver-
sión en infraestructura, mantenimiento, modernización de
sistemas de distribución y aprovechamiento sustentable del
recurso hídrico.

Desde una perspectiva ambiental y de sostenibilidad, re-
sulta indispensable transitar de esquemas reactivos a solu-
ciones estructurales, priorizando la eficiencia en el uso del
agua, la protección de los ecosistemas, la captación pluvial,
el reúso y la rehabilitación de redes de distribución, redu-
ciendo así la dependencia del suministro por pipas.

Por lo aquí expuesto, someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente:

Punto de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, exhorta al gobierno fe-
deral, a través de la Comisión Nacional del Agua, para que di-
señe e implemente una estrategia nacional integral que re-
duzca progresivamente la dependencia del suministro de
agua mediante pipas en el país.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al gobierno fede-
ral para que fortalezca la inversión en infraestructura hi-
dráulica, mantenimiento y modernización de redes de
distribución, especialmente en las zonas con mayor recu-
rrencia de desabasto.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Conagua a coor-
dinar acciones con los gobiernos estatales y municipales, res-
petando el ámbito de sus competencias, a fin de garantizar el
abasto regular de agua potable bajo criterios de sustentabili-
dad ambiental y justicia social.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión exhorta, respetuosamente, al gobierno federal a im-
pulsar programas de captación de agua de lluvia, reúso y efi-
ciencia hídrica, como medidas estructurales para enfrentar la
sequía y el cambio climático.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado José Guillermo Anaya Llamas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

EXHORTO A LA SSPC, A REFORZAR LA ESTRATE-
GIA DE SEGURIDAD EN LAS CARRETERAS FEDE-

RALES Y NODOS LOGÍSTICOS ESTRATÉGICOS,
CON EL FIN DE DISMINUIR LA INSEGURIDAD Y

ROBO AL TRANSPORTE DE CARGA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la
SSPC a reforzar la estrategia de seguridad en las carreteras
federales y nodos logísticos estratégicos, con el fin de dis-
minuir la inseguridad y robo al transporte de carga, a cargo
del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Par-
lamentario del PAN

El que suscribe, diputado José Guillermo Anaya Llamas, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, de la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
la consideración de esta asamblea la presente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguiente:

Consideraciones 

El robo al transporte de carga se ha consolidado como uno
de los delitos de mayor impacto económico y social en Mé-
xico, al afectar de manera directa la seguridad de los ope-
radores, la integridad de las mercancías y la estabilidad de
las cadenas de suministro nacionales. Este fenómeno delic-
tivo no sólo genera pérdidas millonarias para el sector pro-
ductivo, sino que también repercute en el incremento de
precios, la disminución de la competitividad y el debilita-
miento del Estado de derecho.

De acuerdo con información del Secretariado Ejecutivo del
Sistema Nacional de Seguridad Pública y reportes de la Se-
cretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, el robo a
transporte de carga mantiene una incidencia constante,
concentrándose principalmente en carreteras federales y
corredores logísticos estratégicos. 

Durante el año 2023 y lo que va de 2024 y 2025, se han re-
gistrado miles de carpetas de investigación por este delito,
siendo alarmante que un alto porcentaje se cometa con vio-
lencia, poniendo en riesgo la vida y la integridad física de
los conductores.

Las entidades federativas con mayor incidencia en este de-
lito coinciden con zonas de alta actividad industrial y co-
mercial, como el Estado de México, Puebla, Guanajuato,
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Jalisco y Michoacán, lo que evidencia la vulnerabilidad de
los principales ejes de comunicación y distribución del pa-
ís. Estos corredores resultan esenciales para el traslado de
alimentos, insumos médicos, combustibles y productos de
consumo básico, por lo que su inseguridad impacta de for-
ma transversal a toda la población.

Asimismo, diversos organismos empresariales y asociacio-
nes de transportistas han advertido que el robo a transpor-
te de carga provoca costos adicionales por seguros, retrasos
logísticos, desvío de rutas y, en algunos casos, la suspen-
sión de operaciones en determinadas zonas, lo que afecta el
empleo y la inversión. A ello se suma el subregistro del de-
lito, ya que no todos los hechos son denunciados, lo que
sugiere que la problemática es aún mayor a la reflejada en
las cifras oficiales.

Si bien el Estado mexicano ha implementado diversas ac-
ciones para atender la inseguridad en carreteras, resulta ne-
cesario fortalecer y focalizar la estrategia de seguridad en
tramos de alto riesgo y nodos logísticos estratégicos, me-
diante una coordinación efectiva entre la Secretaría de Se-
guridad y Protección Ciudadana, la Guardia Nacional y las
autoridades locales, así como el uso intensivo de tecnolo-
gía, inteligencia y mecanismos de reacción inmediata.

En este contexto, el presente punto de acuerdo tiene como
finalidad exhortar a la Secretaría de Seguridad y Protección
Ciudadana a reforzar de manera integral la estrategia de se-
guridad en carreteras federales y nodos logísticos estratégi-
cos, con el objetivo de disminuir el robo al transporte de
carga, garantizar la seguridad de los operadores y proteger
la actividad económica del país.

Por lo aquí expuesto, someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente:

Punto de Acuerdo 

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la titular del Poder
Ejecutivo federal para que, a través de la Secretaría de Se-
guridad y Protección Ciudadana, en coordinación con las
instancias competentes, refuerce la estrategia de seguridad
pública en las carreteras federales y nodos logísticos estra-
tégicos, a fin de reducir de manera efectiva el robo al trans-
porte de carga en México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado José Guillermo Anaya Llamas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, A INVES-
TIGAR, TRANSPARENTAR Y RENDIR CUENTAS
SOBRE LOS ESQUEMAS DE FINANCIAMIENTO

UTILIZADOS POR EL GOBIERNO DE LA CIUDAD
DE MÉXICO, EN EL MARCO DE LOS PREPARATI-

VOS PARA LA COPA MUNDIAL DE LA FIFA 2026

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la
SHCP, a la ASF y al Congreso de la Ciudad de México a
fin de investigar, transparentar y rendir cuentas sobre los
esquemas de financiamiento utilizados por el gobierno de
la Ciudad de México, en el marco de los preparativos para
la Copa Mundial de la FIFA 2026, a cargo del diputado Mi-
guel Ángel Guevara Rodríguez, del Grupo Parlamentario
del PAN

El que suscribe, diputado Miguel Ángel Guevara Rodrí-
guez, y diputadas y diputados del Grupo Parlamentario del
PAN, en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I; y 79, nu-
meral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
siguiente proposición con punto de acuerdo, conforme a
los siguientes:

Considerandos 

La organización de la Copa Mundial de la FIFA 2026 cons-
tituye uno de los eventos internacionales de mayor com-
plejidad logística, financiera y operativa que enfrentará la
Ciudad de México en el presente sexenio y en los años sub-
secuentes. La magnitud del evento implica la concurrencia
de inversiones públicas y privadas en infraestructura urba-
na, movilidad, seguridad, servicios públicos, turismo y re-
habilitación del espacio público, lo que exige una planea-
ción financiera integral, responsable y plenamente
transparente, acorde con los principios constitucionales de
legalidad, eficiencia y rendición de cuentas.

La Ciudad de México ha sido designada como sede del par-
tido inaugural y de diversos encuentros oficiales del Mun-
dial 2026, lo que supone una presión extraordinaria sobre
la infraestructura urbana existente, el sistema de transporte
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público, los servicios de emergencia, la seguridad ciudada-
na, la protección civil y el uso intensivo del espacio públi-
co. Dichas exigencias impactan de manera directa a una
población residente superior a los nueve millones de per-
sonas, así como a una población flotante diaria de varios
millones de usuarios, visitantes y trabajadores, incremen-
tando los riesgos operativos, financieros y de gestión pú-
blica si no se cuenta con mecanismos adecuados de control
y supervisión.

Mediante información pública y declaraciones oficiales del
gobierno de la Ciudad de México han reconocido la nece-
sidad de realizar inversiones multianuales significativas
para atender los requerimientos de infraestructura, movili-
dad, seguridad y servicios asociados a la celebración del
Mundial 2026. No obstante, a la fecha no se cuenta con un
desglose público, integral y verificable que permita identi-
ficar con claridad los montos totales comprometidos, las
fuentes de financiamiento utilizadas, la temporalidad de las
obligaciones adquiridas ni los mecanismos jurídicos espe-
cíficos empleados para su ejecución, lo cual limita el es-
crutinio público y el control parlamentario.

En el artículo 117, fracción VIII, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, se establecen límites
expresos al endeudamiento de las entidades federativas, al
prohibir la contratación de obligaciones sin autorización
legislativa y sin que éstas se destinen a inversión pública
productiva, principio que se ve reforzado por la Ley de
Disciplina Financiera de las entidades federativas y los mu-
nicipios, la cual tiene por objeto preservar la sostenibilidad
de las finanzas públicas subnacionales.

Dicha Ley de Disciplina Financiera define como deuda pú-
blica no sólo los créditos directos, sino también aquellas
obligaciones que, bajo cualquier modalidad, comprometan
ingresos futuros, incluyendo asociaciones público privadas,
fideicomisos, esquemas de pago diferido, contratos de largo
plazo y cualquier otro mecanismo que implique la asunción
de riesgos financieros por parte del erario, aun cuando no se
registren formalmente como deuda tradicional.

De acuerdo con información oficial de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, la deuda pública subnacional en
México se ha mantenido en niveles elevados durante los úl-
timos ejercicios fiscales. Al cuarto trimestre de 2024, la
deuda pública local ascendió a 705 mil 288 millones de pe-
sos (mdp), lo que representó un incremento real de 3.2 por
ciento respecto del mismo periodo de 2023; mientras que
en 2025 se ubicó en 692 mil 584 mdp.

El saldo de la deuda pública estatal presenta una alta con-
centración geográfica, ya que el 60 por ciento del total se
concentra en seis entidades federativas: Ciudad de México
(16.2 por ciento); Nuevo León (12.7 por ciento); Estado de
México (9.3 por ciento); Chihuahua (8.4 por ciento); Vera-
cruz (7.4 por ciento) y Coahuila (6.0 por ciento).

En este contexto, la situación de la Ciudad de México in-
crementa su sensibilidad financiera frente a la contratación
de nuevos compromisos que no cuenten con autorización
legislativa expresa ni con mecanismos adecuados de trans-
parencia. En ejercicios anteriores, la Auditoría Superior de
la Federación ha identificado de manera reiterada irregula-
ridades en el uso de fideicomisos públicos y privados, se-
ñalando problemas de opacidad, insuficiente control parla-
mentario y dificultades para rastrear el destino final de los
recursos públicos, particularmente cuando dichos instru-
mentos se utilizan como vehículos de financiamiento o co-
mo garantías de pago de obligaciones de largo plazo.

El uso de ingresos de carácter variable, como el impuesto
sobre hospedaje, como fuente de pago o garantía para es-
quemas financieros asociados a proyectos de gran escala,
resulta especialmente delicado, toda vez que se trata de re-
cursos altamente dependientes del comportamiento del tu-
rismo, de la situación económica nacional e internacional y
de factores extraordinarios como contingencias sanitarias,
crisis económicas o eventos de seguridad.

Esta circunstancia implica la afectación de ingresos futuros
de carácter variable para cubrir compromisos financieros
de largo plazo, lo que introduce riesgos estructurales para
la sostenibilidad de las finanzas públicas, al restringir la ca-
pacidad de decisión presupuestal de administraciones pos-
teriores y trasladar obligaciones financieras a gobiernos
que no intervinieron en la determinación original de dichos
compromisos, en contravención a los principios de respon-
sabilidad hacendaria y de equidad intergeneracional.

La experiencia nacional e internacional demuestra que la
organización de eventos deportivos de gran escala suele es-
tar acompañada de sobrecostos, ampliaciones presupuesta-
les y modificaciones contractuales posteriores, particular-
mente en proyectos de infraestructura urbana y movilidad,
lo que refuerza la necesidad de contar con mecanismos de
fiscalización preventiva, control parlamentario reforzado y
transparencia desde las etapas iniciales de planeación.

Es importante precisar que la Auditoría Superior de la Fe-
deración cuenta con atribuciones constitucionales no sólo
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para fiscalizar el gasto público ya ejercido, sino también
para evaluar esquemas financieros, contratos y mecanis-
mos que puedan generar afectaciones futuras a la Hacien-
da Pública, particularmente cuando se comprometen ingre-
sos federales, participaciones o recursos de naturaleza
pública. Le corresponde a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público interpretar y aplicar la Ley de Disciplina Fi-
nanciera, así como emitir criterios técnicos sobre la clasifi-
cación de obligaciones financieras, incluyendo aquellas
que puedan constituir deuda implícita, contingente o com-
promisos de largo plazo que deban ser considerados dentro
de los techos de endeudamiento autorizados.

El Congreso de la Ciudad de México tiene la obligación
constitucional y legal de ejercer un control efectivo sobre
el endeudamiento local, garantizando que cualquier esque-
ma de financiamiento cuente con autorización legislativa
expresa, análisis de sostenibilidad financiera y mecanismos
de transparencia accesibles a la ciudadanía. Sin embargo,
la ausencia de información pública clara, completa y veri-
ficable sobre los esquemas financieros asociados a los pre-
parativos del Mundial 2026 genera incertidumbre, debilita
la confianza ciudadana en las instituciones y abre la posi-
bilidad de responsabilidades administrativas, financieras y
patrimoniales en caso de irregularidades. Resulta de espe-
cial preocupación la opacidad que rodea a los esquemas de
financiamiento privado; específicamente, ante los señala-
mientos en medios que apuntan a la estructuración de fi-
deicomisos por un monto aproximado de 4 mil millones de
pesos. Al no existir un desglose oficial, esta cifra represen-
ta un riesgo de deuda que debe ser transparentada de inme-
diato para determinar su impacto en el techo de endeuda-
miento autorizado.

Es por ello que, la celebración del Mundial 2026 no puede
ni debe convertirse en un pretexto para eludir los principios
de legalidad, transparencia y disciplina financiera, ni para
comprometer recursos públicos sin autorización legislativa
o hipotecar el futuro financiero de la Ciudad de México,
pues la rendición de cuentas es un mandato constitucional
ineludible. La Cámara de Diputados, como órgano del Po-
der Legislativo federal, tiene la responsabilidad de actuar
de manera preventiva para evitar prácticas que puedan sen-
tar precedentes negativos en materia de endeudamiento
subnacional, uso discrecional de fideicomisos y compro-
misos financieros opacos.

Se debe priorizar y garantizar la transparencia, legalidad y
sostenibilidad financiera en los preparativos del Mundial
2026 no sólo protege a la Hacienda Pública, sino que sal-

vaguarda los derechos de las generaciones futuras y forta-
lece la credibilidad institucional del Estado mexicano.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la considera-
ción de esta soberanía el siguiente:

Punto de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Auditoría Su-
perior de la Federación, para que, en el ámbito de sus atri-
buciones constitucionales y de fiscalización de recursos
federales, incluya en su Programa Anual de Auditorías una
evaluación técnica y un informe de seguimiento sobre la le-
galidad de los esquemas de financiamiento, fideicomisos,
contratos de largo plazo y mecanismos de garantía utiliza-
dos por el gobierno de la Ciudad de México para la ejecu-
ción de obras de la Copa Mundial de la FIFA 2026; a efec-
to de determinar si estos constituyen pasivos contingentes,
deuda implícita o deuda pública no registrada que contra-
venga la Ley de Disciplina Financiera de las entidades fe-
derativas y los municipios. 

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al gobierno fede-
ral, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
para que, informe a la opinión pública, a través de sus me-
dios oficiales y portales de transparencia si los mecanismos
de financiamiento utilizados por el gobierno de la Ciudad
de México se encuentran alineados con la Ley de Discipli-
na Financiera de las entidades federativas y los municipios,
precisando si dichos esquemas han sido inscritos en el Re-
gistro Público Único de Financiamientos y si implican
compromisos de ingresos futuros que deban ser considera-
dos dentro del techo de endeudamiento autorizado.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, al Congreso de la Ciu-
dad de México a informar a la opinión pública a través de sus
medios oficiales y portales de transparencia, y en ejercicio de
sus facultades de control presupuestal y vigilancia de la deu-
da pública, la información detallada relativa a: 

a) El monto total de los financiamientos, créditos o
compromisos plurianuales asociados a los preparativos
del Mundial 2026;

b) Las fuentes de pago empleadas, detallando la afecta-
ción de ingresos locales o federales presentes y futuros;
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c) Los fideicomisos, contratos de prestación de servicios
y demás figuras jurídicas utilizadas, especificando las
instituciones bancarias fiduciarias y;

d) El catálogo de obras, acciones y relación de empresas
beneficiarias de dichos esquemas de financiamiento.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Miguel Ángel Guevara Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

EXHORTO AL GOBERNADOR DE ZACATECAS, A
ATENDER LAS DEMANDAS DE LOS 

TRABAJADORES DE SALUD Y DE EDUCACIÓN,
FOMENTAR LA INVERSIÓN, Y DAR 
SOLUCIÓN A LA CRISIS LABORAL

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al go-
bernador del estado de Zacatecas a atender las demandas
de los trabajadores de salud y de educación, así como fo-
mentar la inversión y dar solución a la crisis laboral que vi-
ve el estado, a cargo de la diputada Noemí Berenice Luna
Ayala, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Noemí Berenice Luna Ayala, y las y los
diputados federales integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional en la LXVI Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I; y 79, nu-
meral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, sometemos a consideración de esta soberanía propo-
sición con punto de acuerdo al tenor las siguientes:

Consideraciones

El estado de Zacatecas comienza el 2026 con una tasa de
informalidad de un 59.9 por ciento y un 41.4 por ciento de
pobreza laboral, que se agudiza con la crisis laboral que en-
frenta el sector salud y el sector educativo.

En días pasados Zacatecas amaneció con paros laborales
por parte de enfermeros, docentes sindicalizados, médicos,
entre otros grupos de trabajadores, que han tomado las ins-
tituciones con demandas de aumentos salariales, mejora en
sus condiciones laborales y pagos no realizados. 

Esta suspensión de actividades perjudica directamente a la
ciudadanía con el cierre parcial de escuelas como la Uni-
versidad Politécnica de Zacatecas, clínicas y hospitales co-
mo el Hospital General en la atención de urgencias médi-
cas, sin dejar de lado el añejo problema que se arrastra con
el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado (ISSSTEZAC), donde la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación (SCJN) invalidó una reforma de
aguinaldos, generando un conflicto financiero entre la
obligación de pago y la quiebra del sistema.

Un reflejo de ello se dio el pasado 9 de febrero de 2026, en
dónde “Docentes de la Escuela Normal Rural “General
Matías Ramos Santos”, ubicada en la comunidad de San
Marcos, municipio de Loreto, Zacatecas, dieron inicio a un
paro de labores debido a una serie de incumplimientos por
parte de las autoridades, como adeudos en sus salarios.

La Delegación D-II-IV del SNTE informó que la medida
responde a irregularidades laborales, administrativas y eco-
nómicas que se vienen arrastrando desde el año 2025.”

Entre las principales demandas del magisterio se encuen-
tra el pago de la prima dominical adeudada desde agosto
de 2025, así como la falta de nombramientos y procesos
administrativos para el personal contratado, así como la
omisión de pagos por concepto de compensaciones a di-
rectivos, bonos pendientes para trabajadores y el adeudo
de quincenas a cuatro docentes.

El personal afectado manifestó que no existen condiciones
para iniciar el semestre par, señalando que estos problemas
han sido expuestos anteriormente sin que se haya logrado
una solución de fondo.

Ante esta situación, la delegación sindical hizo un llamado
público a las autoridades educativas para establecer un diá-
logo que garantice el cumplimiento de los pendientes y así
evitar mayores afectaciones a la comunidad estudiantil.1

En el caso del sector salud, el pasado 10 de febrero de
2026, se publicó lo siguiente en el Diario el Sol de Zacate-
cas:2

“Por adeudos millonarios, trabajadores del IMSS Bienestar
en Zacatecas llevan a cabo bloqueos en carreteras y anun-
cian protestas en hospitales.

Personal del IMSS Bienestar inició desde las siete de la
mañana tres bloqueos simultáneos en carreteras federales
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de Zacatecas, en protesta por el incumplimiento en el pago
del programa de profesionalización que afecta a 300 traba-
jadores de enfermería y trabajo social.

Aunque los cierres fueron intermitentes, la medida provo-
có caos vehicular y largas filas de automóviles en la caseta
de peaje Osiris–Morelos y en el tramo Zacatecas–Fresnillo,
ambos de la carretera federal 45, así como en la Unidad Re-
gional de Seguridad (Unirse) de Malpaso, sobre la carrete-
ra federal 54.

Ya se cumplió un mes desde que los agremiados a la sec-
ción 39 del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Se-
cretaría de Salud (SNTSA) iniciaron protestas, entre ellas
paros parciales en hospitales y la toma de oficinas recau-
dadoras del gobierno estatal.

A la movilización se sumaron trabajadores del Sindicato
Nacional Minero Metalúrgico FRENTE, encabezado por
Carlos Pavón, así como integrantes del Parlamento Cam-
pesino, quienes asistieron al plantón ubicado en Fresnillo,
a la altura del puente conocido como El Jorobado.

La decisión de tomar acciones en vialidades y carreteras
obedece a la cerrazón reiterada del gobierno del estado pa-
ra pagar y reconocer un derecho legítimo de enfermeras,
enfermeros y trabajadoras sociales”.

Ante estos hechos, se observa la cerrazón del gobernador
David Monreal Ávila, quién se resiste a reconocer los de-
rechos de las y los trabajadores de salud y educación en
el Estado y se reúsa pagar lo que por derecho les corres-
ponde. 

Mientras tanto, el sector de salud mantiene las manifesta-
ciones desde el 7 de enero de 2026 sin que exista una res-
puesta por parte del gobierno estatal, evadiendo sus res-
ponsabilidades con el argumento de que más que un
movimiento laboral legítimo, es un asunto político orques-
tado por sus adversarios. 

Por su parte, una nota del periódico La Jornada3 señala lo
siguiente: “Maestros de la sección 34 de Zacatecas anun-
ciaron que de no haber una respuesta “clara y contunden-
te” de las autoridades educativas estatales y de la Secreta-
ría de Educación Pública (SEP) a sus demandas, “estamos
listos para el estallamiento de un paro indefinido de labo-
res en el estado, a partir de este 16 de febrero próximo”, in-
formó el profesor Filiberto Fraustro Orozco, secretario ge-
neral de la sección 34 del gremio magisterial”.

“Agregó que entre las demandas se incluye la entrega de un
bono anual de tres mil pesos para docentes jubilados de la
sección 34, que agrupa a los maestros con plaza federal en
Zacatecas; además de un bono para maestros de la asigna-
tura de artes que se imparte en secundaria, así como la pu-
blicación de la convocatoria para la entrega de estímulos a
docentes que estudian posgrados, por un monto de 10 mil
pesos.

“Al respecto, señaló que el gobierno federal se comprome-
tió a ofrecer 300 apoyos, y diez becas comisión, y a hacer
esta asignación cada año, a fin de que en el acumulado se
alcancen 20 becas comisión”.

“El dirigente sindical agregó que también se demanda el
compromiso por escrito, de la SEP, de que todas las escuelas
públicas de educación básica en Zacatecas entren al progra-
ma La Escuela es Nuestra, lo que les permitiría acceder a re-
cursos para mejorar su infraestructura y equipamiento”. 

En el mismo orden de ideas, el Instituto Mexicano del Se-
guro Social (IMSS) indicó que el empleo formal en Zaca-
tecas disminuyó 0.6 por ciento en enero del 2026 con un re-
gistro de 189,400 puestos de trabajo que representan 1,140
empleos menos respecto a enero de 2025.

Mientras tanto, lejos de que los comercios establecidos y
nuevos emprendedores logren apoyos económicos para sus
negocios, acceso a créditos blandos, o incentivos fiscales,
al contrario, ven crecer el endurecimiento de los requisitos
para la apertura de negocios formales y las cuotas fiscales.

Cabe mencionar que el IMSS4 registra; “En lo que va de la
actual administración (agosto 2021 – enero 2026), se han
destruido 2 mil 638 puestos de trabajo, equivalente a una
variación en dicho período de (-)1.4 por ciento. la industria
de la transformación y la construcción acumulan 8 mil 255
empleos perdidos”.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea, la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Único. - La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, al gobernador cons-
titucional del estado de Zacatecas con la finalidad de aten-
der las demandas de los trabajadores de salud y de educa-
ción, así como fomentar la inversión y dar solución a la
crisis laboral que vive el Estado.
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Notas:

1 https://lasillarota.com/estados/2026/2/9/paro-en-zacatecas-maestros-
exigen-pago-de-adeudos-las-autoridades-584822.html 

2 https://oem.com.mx/elsoldezacatecas/local/personal-de-imss-bienes-
tar-zacatecas-exige-pago-atrasado-y-bloquea-carreteras-28328760 

3 https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/02/10/sociedad/maestros-
de-zacatecas-a-paro-indefinido-si-sep-no-accede-a-apoyos-y-bonos

4 https://lalalanews.com/2026/02/zacatecas-inicia-2026-con-caida-de-
empleos-formales/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputada Noemí Berenice Luna Ayala (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES DE ZACA-
TECAS, A GARANTIZAR JUSTICIA POR LOS HE-

CHOS EN VILLANUEVA Y A REALIZAR UNA REIN-
GENIERÍA DE LA ESTRATEGIA DE PREVENCIÓN 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades del estado de Zacatecas a garantizar justi-
cia por los hechos en Villanueva y a realizar una reinge-
niería de la estrategia de prevención basada en inteligencia
táctica para asegurar la integridad de la ciudadanía, a car-
go de la diputada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo
Parlamentario del PAN

La que suscribe, Noemí Berenice Luna Ayala, diputada fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXVI Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta respetuosamente al titular del
Ejecutivo del estado de Zacatecas, a la Secretaría de Segu-
ridad Pública del estado, y la Fiscalía General del estado a
garantizar justicia por los hechos en Villanueva y a realizar
una reingeniería de la estrategia de prevención basada en
inteligencia táctica para asegurar la integridad de la ciuda-
danía., al tenor lo siguiente:

Antecedentes 

El 11 y 12 de febrero de 2026, la crisis de seguridad en Za-
catecas alcanzó un punto de inflexión crítica en el munici-
pio de Villanueva. Tras un ataque armado en el mercado
municipal que cobró la vida de al menos tres personas, cen-
trados en sectores urbanos estratégicos como “El Vado”.
La situación escaló de manera alarmante con el hallazgo
posterior de cuatro cuerpos con impactos de proyectil de
arma de fuego en la misma demarcación. 

Los hechos, centrados en sectores urbanos de Villanueva, no
representan eventos aislados, sino la confirmación de una ola
de violencia y un vacío de autoridad donde el control territo-
rial ha superado las capacidades del gobierno estatal.

La movilización de las fuerzas de seguridad ante esta tra-
gedia evidencia la persistencia de un modelo reactivo que
privilegia la contención tardía sobre la inteligencia preven-
tiva, contraviniendo el mandato de salvaguardar la integri-
dad de las comunidades. Esta ineficacia operativa se agra-
va por una “Emergencia Estadística” donde el 87.3 por
ciento de la población manifiesta vivir bajo un estado de
miedo constante, lo que ha fracturado el tejido social y
obligado a más del 70 por ciento de los hogares a restringir
las libertades básicas de las familias zacatecanas.

Resulta menester señalar que esta parálisis institucional se
ve alimentada por una narrativa gubernamental de opaci-
dad. Como se ha denunciado, existe una alarmante sospe-
cha de manipulación de datos mediante la reclasificación
de homicidios dolosos como personas desaparecidas, una
“Farsa Zacatecana” que no solo oculta la magnitud de la
crisis, sino que impide el diseño de una estrategia real que
devuelva la paz y la certidumbre técnica a la entidad. 

Nuestra realidad de violencia y miedo contrasta drástica-
mente con la narrativa oficial del Ejecutivo, la cual presu-
me una consolidación de la estrategia de seguridad y un su-
puesto primer lugar nacional en la reducción de homicidios
dolosos con -70.3 por ciento menos en un año. Los hechos
en Villanueva y la desconfianza ciudadana generalizada
hace que ponen en relieve el abismo existente entre la una
falsa percepción gubernamental y la inseguridad que efec-
tivamente impera en el territorio zacatecano.

El Poder Ejecutivo estatal ha sostenido una narrativa de pa-
cificación basada en datos cuestionables. Esta práctica no
solo constituye una violación al derecho a la verdad, sino
que es el mecanismo con el cual el gobierno pretende si-
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mular una reducción de la violencia que la realidad territo-
rial desmiente día con día.

Esta narrativa de éxito oficial se contrapone con el actuar
de las instituciones de seguridad federal. La participación
del Ejército Mexicano y la Guardia Nacional en la imple-
mentación de una segunda etapa de la estrategia de seguri-
dad en la entidad es un reconocimiento del desbordamien-
to delictivo; datos que revelan un crecimiento exponencial
de homicidios de 1,700 por ciento entre 2005 y 2021. 

Tales indicadores exponen una profunda incoherencia y un
choque de datos que confirma la inoperancia del modelo es-
tatal y la urgencia de abandonar la propaganda para enfrentar
la realidad de la violencia en el territorio zacatecano.

El colapso de la percepción y el tejido social: La brecha en-
tre la propaganda oficial y el sentimiento ciudadano es in-
sostenible: el 87.3 por ciento de los zacatecanos vive con
miedo, considerando a la inseguridad como el problema
más grave de su entorno. Esta emergencia ha forzado a las
familias a modificar sus hábitos más básicos. 

Esta crisis ha alcanzado un nivel de evidencia innegable, al
grado de provocar fracturas en la propia narrativa del blo-
que oficialista, prueba de ello fue la intervención de la
diputada Renata Ávila (PT), aliada del gobierno estatal,
quien durante la glosa del Cuarto Informe de Gobierno
confrontó directamente al secretario Arturo Medina Mayo-
ral. La legisladora reconoció la existencia de una contra-
dicción sistémica entre las cifras oficiales de la administra-
ción y la realidad social que padecen las familias
zacatecanas.

El estado de Zacatecas se encuentra hoy en un límite de
ruptura inminente, donde la ineficacia gubernamental y la
opacidad informativa han dejado a las comunidades en un
estado de indefensión total.

Planteamiento del Problema

La actual política de seguridad en Zacatecas padece una fa-
lla sistémica derivada de un modelo reactivo que ha cedido
el control territorial a la delincuencia, como lo demuestra
el reciente ataque en el mercado de Villanueva. Esta inope-
rancia institucional no es una percepción aislada, sino una
realidad técnica reflejada en el 87.3 por ciento de percep-
ción de inseguridad ciudadana, lo que sitúa al estado en un
límite de ruptura inminente donde la soberanía institucio-
nal ha sido desplazada por el vacío de autoridad.

A este colapso operativo se suma la “Farsa Zacatecana”: un
esquema de opacidad donde se presume la reclasificación
de homicidios como personas desaparecidas para simular
una reducción delictiva inexistente. La manipulación esta-
dística vulnera el derecho a la verdad, por lo que resulta ur-
gente una reingeniería táctica basada en inteligencia coor-
dinada que devuelva la paz y la certidumbre técnica a las
comunidades, garantizando la seguridad de las y los zaca-
tecanos.

Consideraciones 

Primero. - Resulta imperativo transitar de una narrativa de
opacidad hacia un modelo de certidumbre técnica. La evi-
dencia presentada sobre la posible reclasificación de homi-
cidios dolosos como personas desaparecidas, representa un
obstáculo insalvable para el diseño de una estrategia de se-
guridad eficaz. No es posible combatir el fenómeno crimi-
nal en municipios como Villanueva si el diagnóstico insti-
tucional se fundamenta en cifras maquilladas que diluyen
la gravedad de la incidencia delictiva real.

La solución para esta parálisis institucional inicia con la
auditoría y el recalculo estadístico, pues solo la verdad téc-
nica permite aplicar medidas necesarias para dar solucio-
nes al engrane oxidado de la burocracia estatal. Esta sobe-
ranía debe exigir que la protección ciudadana se base en
una gerencia eficiente de datos reales, eliminando la pro-
paganda gubernamental que hoy asfixia la capacidad de
respuesta de nuestras instituciones frente al control territo-
rial de los grupos delictivos.

Segundo. -La seguridad pública no puede seguir siendo un
privilegio determinado por el código postal; es un derecho
humano que el Estado debe garantizar bajo un esquema de
justicia distributiva.

Una estrategia verdadera de seguridad implica que la inte-
gridad de las familias para que tengan el mismo valor y
protección institucional que en las zonas con mayor plus-
valía de la entidad. 

Esta soberanía debe entender que la paz no se construye
con dádivas, sino con el fortalecimiento del Tejido Social
y la dignificación del entorno urbano. Al exigir una rein-
geniería del despliegue táctico, esta proposición busca
que la Secretaría de Seguridad Pública actúe como un
Vector de Restauración de Equilibrio, devolviendo a los
ciudadanos la libertad de transitar por sus calles sin mie-
do. Solo a través de este enfoque de rostro humano y
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blindaje institucional, Zacatecas podrá superar la actual
crisis y asegurar que el futuro de nuestra niñez no sea de-
finido por la violencia, sino por la certeza de un Estado
que protege y resuelve.

Tercero. -Conforme al artículo 21 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, la investigación de
los delitos corresponde al Ministerio Público y a las policí-
as, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de
aquel en el ejercicio de esta función. En el caso del estado
de Zacatecas, la Fiscalía General de Justicia cuenta con au-
tonomía constitucional, lo que la obliga a actuar con abso-
luta imparcialidad y rigor técnico, lejos de cualquier narra-
tiva política o agenda de propaganda gubernamental.

La facultad de investigar es indelegable y conlleva la res-
ponsabilidad de garantizar que la tipificación de los delitos
se ajuste estrictamente a la realidad fáctica. Cuando se pre-
sentan discrepancias estadísticas o sospechas de reclasifi-
cación de homicidios dolosos como personas desapareci-
das, se violenta el derecho a la verdad de las víctimas y se
incurre en una “falla sistémica” que vicia la estadística cri-
minal del Estado. Por lo tanto, informar sobre los avances
en casos de alto impacto, como el de Villanueva el 11 de
febrero, no es una concesión discrecional, sino una obliga-
ción de rendición de cuentas para restaurar la certeza téc-
nica en la entidad

Sin una clasificación delictiva honesta, es imposible apli-
car el “torque legislativo” necesario para corregir la estra-
tegia de seguridad. La manipulación de cifras detectada en
la denominada “Farsa Zacatecana” imposibilita el diseño
de planes de prevención social del delito efectivos, dejan-
do a los municipios en una situación de indefensión al ba-
sar el despliegue de fuerza en datos maquillados y no en la
realidad territorial que hoy mantiene al 87.3 por ciento de
la población bajo un estado de miedo inminente.

Cuarto. -Como titular de la administración pública local, el
Poder Ejecutivo tiene la facultad constitucional y la res-
ponsabilidad política de conducir la estrategia de seguridad
pública en la entidad. 

Este mandato no se limita a la gestión administrativa, sino
que implica el deber irrenunciable de garantizar la paz y el
orden institucional en los 58 municipios. El exhorto a rea-
lizar una reingeniería del despliegue operativo táctico se
sustenta en la evidencia de un modelo que ha rebasado su
“límite elástico”, permitiendo que vacíos de autoridad sean

capitalizados por el crimen organizado, como quedó de-
mostrado en los recientes actos delictivos en el municipio
de Villanueva.

La omisión en la actualización de las estrategias de seguri-
dad vulnera el mandato de proteger la integridad de las co-
munidades. Por lo tanto, el Ejecutivo debe transitar de un
esquema de reacción tardía a uno de inteligencia coordina-
da, donde el uso de la fuerza del Estado sea un vector de
restauración de equilibrio y no solo un espectador de la
violencia. La facultad de mando del gobernador debe ejer-
cerse bajo principios de gerencia eficiente, asegurando que
el despliegue de las corporaciones estatales responda a un
análisis técnico de la realidad.

Quinto. - De acuerdo con la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública y la normatividad estatal vi-
gente, la Secretaría de Seguridad Pública es la instancia
responsable de la prevención del delito, el mantenimiento
del orden público y, de manera crucial, la generación y car-
ga de datos en el Sistema Nacional de Información. Esta
facultad le confiere la obligación legal de asegurar que el
registro de la incidencia delictiva sea un reflejo fiel de la
realidad territorial. 

El diseño de programas de vigilancia tecnológica y pre-
vención no es una facultad discrecional, sino un mandato
para garantizar que la protección ciudadana se fundamente
en diagnósticos técnicos y no en estrategias de propaganda
gubernamental que pretenden invisibilizar la violencia.

La Secretaría de Seguridad tiene la función de actuar como
el vector de restauración de equilibrio en las comunidades
zacatecanas. Por ello, es competente para ejecutar la rein-
geniería del despliegue táctico que esta soberanía deman-
da, integrando herramientas de detección temprana que
permitan anticipar hechos de alto impacto como los ocurri-
dos en Villanueva. 

Cualquier omisión en el reporte veraz de los delitos o la ma-
nipulación de cifras para simular una pacificación inexisten-
te, como la documentada en la “Farsa Zacatecana”, constitu-
ye no solo una falla administrativa, sino un obstáculo que
asfixia la capacidad de respuesta de la corporación y vulnera
el derecho a la seguridad e integridad de la población que hoy
vive bajo un estado de miedo inminente.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
las siguientes proposiciones con
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Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al Poder Ejecuti-
vo de Zacatecas para que, a través de la Fiscalía General de
Justicia del estado de Zacatecas y de la Secretaría de Segu-
ridad Pública Estatal, lleven a cabo las acciones necesarias
a fin de garantizar una investigación seria, transparente y
exhaustiva, así como brindar la atención y justicia para las
partes ofendidas y las familias de las víctimas de los acon-
tecimientos suscitados en Villanueva el 11 y 12 de febrero
de 2026.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al Poder Ejecuti-
vo de Zacatecas para que, a través de la Secretaría de Se-
guridad Pública del Estado, instrumenten las acciones y
estrategias necesarias dirigidas a diseñar y aplicar una rein-
geniería de la estrategia de prevención del delito basada en
inteligencia técnica y detección temprana, coordinada con
un despliegue operativo táctico en las zonas de mayor inci-
dencia delictiva de la entidad.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Noemí Berenice Luna Ayala (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

EXHORTO A LA FGR Y A LA SSPC, A
GARANTIZAR UNA INVESTIGACIÓN SERIA,
TRANSPARENTE Y EXHAUSTIVA, ASÍ COMO

ATENCIÓN Y JUSTICIA PARA LAS FAMILIAS DE
LAS VÍCTIMAS EN EL CASO DE LOS DIEZ 

MINEROS PRIVADOS DE SU LIBERTAD

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la FGR
y a la SSPC a garantizar una investigación seria, transpa-
rente y exhaustiva, así como atención y justicia para las fa-
milias de las víctimas en el caso de los diez mineros priva-
dos de su libertad, a cargo de la diputada Noemí Berenice
Luna Ayala, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Noemí Berenice Luna Ayala, y las y los
diputados federales integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional en la LXVI Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I; y 79, nu-

meral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, sometemos a consideración de esta soberanía propo-
sición con punto de acuerdo al tenor las siguientes:

Consideraciones

La indignación ha reaparecido en la sociedad mexicana tras
los hechos ocurridos el 23 de enero de este 2026 en Con-
cordia, Sinaloa, cuando 10 trabajadores mineros de la em-
presa canadiense Vizsla Silver Corp, originarios de Sina-
loa, Zacatecas, Chihuahua y Oaxaca, fueron privados de la
libertad por un grupo armado.

Durante 17 días, sus familias vivieron la angustia de la in-
certidumbre, hasta que -como ha ocurrido tantas veces- la
búsqueda terminó en fosas clandestinas. Hasta ahora, sólo
cinco mineros han sido identificados y todo apunta a que
en los próximos días se confirmará la identidad del resto.

Este patrón —buscar personas vivas y encontrar cadáve-
res— se ha vuelto una constante que exhibe la incapacidad
del Estado mexicano para proteger a su gente. 

Con este acontecimiento, Zacatecas vuelve a vestirse de lu-
to, porque entre las víctimas se encuentran dos hijos de es-
ta tierra colorada.

Como sociedad zacatecana, compartimos el profundo dolor
por el asesinato de los mineros, un hecho que no única-
mente enluta a sus familias, sino que hiere a toda la comu-
nidad. Ante esta tragedia, es imposible guardar silencio o
fingir normalidad frente a una violencia que se ha vuelto
cotidiana.

Expreso mi solidaridad con las familias de los ingenieros
Ignacio Aurelio Salazar Flores, de 40 años, originario de
Sombrerete, y José Ángel Hernández Vélez, de 37 años, de
Cañitas de Felipe Pescador. 

Sus nombres no deben perderse entre los miles de cifras
y de las estadísticas, ni entre las interminables carpetas
de investigación abiertas que se encuentran en el baúl de
los recuerdos y de los casos sin resolver, y mucho menos
en la indiferencia institucional que caracteriza al gobier-
no actual. 

En este contexto, quiero expresar que no sólo me refiero a
los dos zacatecanos, mi solidaridad es con las diez familias
de los mineros y con los miles de familias que pierden día
con día a un familiar o no los encuentran a causa de la in-
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seguridad que se vive en nuestro país, aunado al crimen or-
ganizado. 

Este caso de desapariciones forzadas, como muchos más,
refleja con crudeza la realidad que vive México frente a las
desapariciones, un delito que se ha agravado en los últimos
años. 

Durante los gobiernos de López Obrador y Claudia Shein-
baum, las cifras se incrementaron de manera alarmante, al-
canzando hoy un promedio de 40 desapariciones diarias,
sin que exista una estrategia eficaz para contenerlas.

Sin duda, el estado de Sinaloa suma cada día más historias
de terror. Y todo empezó con traiciones y venganza desde
el 2024 entre los Carteles, que sólo han dejado inseguridad,
muertes y destrucción a su paso. 

El secuestro de los diez trabajadores de la mina de oro y
plata Pánuco, es el más reciente episodio que enluta a la
sociedad mexicana.

Un testimonio señala: “Es muy duro, ya lo hemos pasa-
do”,1 dice Roque Vargas, hombre sereno y de cabello en-
trecano, sentado en la puerta de su sencilla vivienda en
Chirimoyos, un pequeño pueblo a unos 28 kilómetros del
sitio de la mina. 

Desde hace unos meses, “ha habido muchos levantones
(secuestros) y finalmente lo que ha detonado esta situación
es la privación [de la libertad] de los mineros, que ha oca-
sionado un escándalo a nivel internacional porque era una
empresa extranjera”, añade.

Mientras tanto, pareciera que las autoridades no saben qué
hacer, no hay un plan de acción, no hay acciones claras que
se encaminen a dar con los verdaderos culpables de esta
tragedia y a encontrar, con claridad, el móvil para privar de
la libertad y de la vida a 10 personas inocentes, que su úni-
co delito fue trabajar como mineros. 

Esperemos que este gobierno no busque chivos expiatorios
que paguen por crímenes o delitos que no cometieron, co-
mo, por ejemplo, lo sucedido en el caso del descarrila-
miento del tren interoceánico, entre otros más. 

Declaraciones del Secretario de Seguridad y Protección Ciu-
dadana Federal, Omar García Harfuch, señalan que “las in-
vestigaciones sobre la desaparición de trabajadores mineros
en Concordia, Sinaloa, apuntan a que el secuestro ocurrió tras

una confusión por parte de una organización criminal, que
habría identificado erróneamente a las víctimas como inte-
grantes de un grupo delincuencial rival, al detallar los avan-
ces del caso ocurrido el pasado 23 de enero”.2

Como representante popular y como madre, no puedo ser
indiferente ante este dolor. Exijo al gobierno federal una
investigación seria, transparente y exhaustiva, así como
justicia para las víctimas cuyos cuerpos fueron hallados en
la comunidad de El Verde, a 16 kilómetros del lugar de su
secuestro.

México merece saber qué ocurrió, por qué personas traba-
jadoras y sin relación con la delincuencia fueron levantadas
y por qué fueron asesinadas. 

Sinaloa parece hoy territorio sin ley, resultado de gobiernos
incapaces de pacificar la región y de tolerar vínculos entre
el poder político y el crimen organizado.

Las cifras de violencia no son alentadoras, más bien son
alarmantes, y en relación a las desapariciones, México
transita por una crisis sin tregua, el registro oficial señala
que hay 130 mil personas desaparecidas, con un promedio
diario de 40 desapariciones.

En Palacio Nacional aplauden con bombo y platillo la su-
puesta disminución de los homicidios dolosos en el país,
que dicen que pasaron de un promedio diario de 86.9 en
septiembre 2024 a 50.9 víctimas en enero 2026. 

Estas desafortunadas declaraciones no son para aplaudir,
no son buenas noticias, esta nota debería señalar que atien-
den la violencia en México con inteligencia y estrategias
eficaces, con resultados contundentes y que la procuración
de justicia es justa, evitando el carrusel en reclusorios,
cuando los delincuentes duran más tiempo en un super-
mercado que encerrados por los crímenes cometidos. 

De manera personal, no comparto las opiniones positivas y
alegres señaladas por el gobierno ante un estado fallido en
materia de seguridad, en dónde nosotros y nuestras fami-
lias salimos a las calles sin saber si regresaremos. Como
mexicana y zacatecana, me niego a normalizar la violencia
y a vivir con miedo.

Hoy levanto la voz desde el congreso y me uno al grito so-
cial que exige justicia por el multihomicidio de los mine-
ros, por el levantamiento de tres turistas también en Sina-
loa, por encarcelar a los narcopolíticos, por combatir la
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extorsión y por las víctimas de los descarrilamientos del
Tren Interoceánico, del Tren Maya y de la Línea 12 del
Metro, entre muchos otros casos lamentables.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea, la siguiente proposición con: 

Punto de Acuerdo

Único. - La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, al Poder Ejecutivo
federal, a través de la Fiscalía General de la República y de
la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, a fin de
garantizar una investigación seria, transparente y exhausti-
va, así como atención y justicia para las familias de las víc-
timas en el caso de los diez mineros privados de su liber-
tad, de la empresa canadiense Vizsla Silver Corp,
originarios de Sinaloa, Zacatecas, Chihuahua y Oaxaca.

Notas

1 https://www.eleconomista.com.mx/politica/secuestro-mineros-sina-
loa-hallan-cadaver-fosas-busqueda-20260207-798846.html 

2 https://www.infobae.com/mexico/2026/02/10/fueron-confundidos-
con-integrantes-de-un-grupo-antagonico-explico-harfuch-sobre-mine-
ros-desaparecidos-en-sinaloa/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de
2026.— Diputada Noemí Berenice Luna Ayala (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

EXHORTO A LA SSPC Y A LA GN, A
REFORZAR LA ESTRATEGIA DE SEGURIDAD 

EN CARRETERAS FEDERALES 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la
SSPC y a la GN a reforzar la estrategia de seguridad en ca-
rreteras federales, a cargo de la diputada Ma. Leonor No-
yola Cervantes, del Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, diputada Ma. Leonor Noyola Cervantes,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México, de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, frac-

ción I; y 79, numeral 2 y demás aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de
esta asamblea la presente proposición con punto de acuer-
do, al tenor de las siguiente:

Consideraciones

I. Panorama de la Inseguridad en el Transporte de Carga

La seguridad en las carreteras federales de México es un pi-
lar fundamental para el desarrollo económico y la integridad
física de las y los ciudadanos. Según los datos del Secretaria-
do Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública
(SESNSP), al cierre de 2025, el número de asaltos que se co-
metieron en las carreteras del país fue de 6,244 (cifra estima-
da al cierre), con un promedio de 14 asaltos diarios. 

En el caso de los robos el 82 por ciento de estos robos fue-
ron cometidos con violencia extrema. Las bandas crimina-
les han sofisticado sus métodos, utilizando inhibidores de
señal (jammers) y, en algunos casos, uniformes apócrifos
de fuerzas federales.

Se estima que durante 2025 se registraron más de 16,000
incidentes (considerando cifras del fuero común y federal),
lo que representa un promedio de entre 14 y 44 delitos dia-
rios según la fuente consultada (oficial vs. consultoras pri-
vadas).

II. Impacto Económico y Social

El robo al autotransporte de carga genera pérdidas anuales
superiores a los 7,000 millones de pesos. 

Estas pérdidas no solo afectan a las empresas transportis-
tas, sino que se trasladan al consumidor final a través de:

• Incremento en los costos logísticos.

• Encarecimiento de las primas de seguros.

• Desabasto temporal de insumos básicos (alimentos y
abarrotes representan el 41 por ciento de la mercancía
robada).

III. Análisis Geográfico y Temporal (hotspots)

La delincuencia ha focalizado sus operaciones en corredo-
res estratégicos. El 70 por ciento de los delitos se concen-
tran en seis entidades:
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• Estado de México (25 por ciento del total nacional).

• Puebla (21 por ciento).

• Guanajuato.

• Jalisco.

• San Luis Potosí.

• Veracruz.

Tramos como el Arco Norte, la Autopista México-Puebla
y el tramo México-Querétaro continúan siendo puntos crí-
ticos. Además, se observa un patrón temporal preocupan-
te: el 55 por ciento de los robos ocurren entre las 18:00 y
las 06:00 horas, aprovechando la baja visibilidad y la re-
ducción de la vigilancia presencial.

IV. Modus Operandi y Tecnología Criminal

El uso de inhibidores de señal (jammers) sigue presente en
el 69 por ciento de los eventos, a pesar de su prohibición
legal. Asimismo, el 81-84 por ciento de los robos se ejecu-
tan con violencia extrema, incluyendo secuestros exprés de
operadores y el uso de retenes falsos con uniformes apó-
crifos.

V. Seguridad de Transeúntes y Pasajeros

No debe omitirse que las carreteras no solo transportan mer-
cancías; son la vía de comunicación de miles de ciudadanos.
El robo a transeúntes y vehículos particulares en nodos logís-
ticos y paraderos no oficiales ha mostrado una resistencia a la
baja, afectando la movilidad y el turismo nacional.

Por lo aquí expuesto, someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Seguridad y Protección Ciudadana y a la Guardia Nacional
para que, en el ámbito de sus atribuciones, fortalezca y am-
plíe el despliegue de la “Estrategia Balam” y la “Operación
Cero Robos” en los tramos carreteros con mayor inciden-
cia delictiva, específicamente en el Arco Norte y los corre-
dores que conectan el centro del país con los puertos estra-
tégicos.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Seguridad y Protección Ciudadana a implementar un pro-
grama de modernización tecnológica en los nodos logísti-
cos estratégicos, incrementando el uso de sistemas de vi-
deovigilancia con inteligencia artificial, arcos carreteros de
reconocimiento de placas y estaciones de monitoreo en
tiempo real coordinadas con las cámaras de autotransporte.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Seguridad y Protección Ciudadana a coordinar con la Fis-
calía General de la República y sus homólogas estatales
una fuerza de tarea especial para el combate al uso de inhi-
bidores de señal y la desarticulación de mercados secunda-
rios donde se comercializa la mercancía robada, con énfa-
sis en el sector de abarrotes y aparatos electrónicos.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Seguridad y Protección Ciudadana a dar a conocer a la ciu-
dadanía los avances respecto a la certificación de “parade-
ros seguros” y las acciones específicas para disminuir el ro-
bo a transeúntes en las zonas de descanso y peaje de la red
carretera federal.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 febrero de 2026.— Diputada
Ma. Leonor Noyola Cervantes (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

EXHORTO A LA STPS Y AL CFCRL, A
REALIZAR UNA REVISIÓN SOBRE LA LEGALIDAD

DEL PROCESO ELECTIVO DEL COMITÉ 
NACIONAL DE LA CONFEDERACIÓN 

DE TRABAJADORES DE MÉXICO 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al STPS
y al CFCRL a realizar una revisión sobre la legalidad del
proceso electivo del Comité Nacional de la Confederación
de Trabajadores de México, suscrita por los diputados Ri-
cardo Sóstenes Mejía Berdeja y Margarita García García,
del Grupo Parlamentario del PT

Quienes suscriben, diputado Ricardo Mejía Berdeja y dipu-
tada Margarita García García, integrantes del Grupo Parla-
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mentario del Partido del Trabajo en la LXVI Legislatura,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, así como demás dispo-
siciones aplicables, someten a consideración de esta
soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta, respetuosamente a la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social y al Centro Federal de Conci-
liación y Registro Laboral, a realizar una revisión sobre la
legalidad del proceso electivo del Comité Nacional de la
Confederación de Trabajadores de México, conforme a los
siguientes

Antecedentes

1. La Confederación de Trabajadores de México (CTM)
es una confederación sindical de relevancia nacional, cuya
vida interna, conducción y renovación de dirigencias deben
ajustarse a sus estatutos, así como a los principios consti-
tucionales y legales en materia de libertad sindical y de-
mocracia.

2. El próximo martes 24 de febrero de 2026 se celebrará el
XVII Congreso Nacional Ordinario de la CTM, así co-
mo para el proceso de elección de su dirigencia nacional,
con fecha y reglas específicas para la acreditación de dele-
gaciones y el desarrollo de la jornada electiva. En los artí-
culos 2 y 21 de la Constitución interna de la CTM, queda
claro que los sindicatos nacionales y regionales de la CTM,
así como las filiales, son organizaciones diversas.

3. Diversas organizaciones sindicales adheridas han seña-
lado que el procedimiento actualmente diseñado restringe
indebidamente el universo de votantes, reduciéndolo, en
los hechos, a una élite orgánica (dirigencias estatales y un
conjunto de sindicatos nacionales), impidiendo la partici-
pación de sindicatos adheridos que, conforme a los propios
estatutos confederales, deberían estar en posibilidad real de
intervenir en la decisión.

4. En la convocatoria emitida el 19 de diciembre pasado,
sólo se convoca a los sindicatos nacionales y federaciones
estatales. Son 32, federaciones estatales, y 70 sindicatos
nacionales, los convocados oficialmente, dejando por
fuera a más de 1200 sindicatos de base regionales en to-
dos los estados del país, quienes tienen firmados la mayo-
ría de los contratos colectivos de trabajo, asimismo tienen
la toma de nota emitida por el Centro Federal de Con-
ciliación y Registro Laboral. Con este documento pueden
acreditar el derecho a emitir su voto de manera Directa y

secreta. Sin embargo, no han sido convocados, en conse-
cuencia, no tendrán derecho a elegir al nuevo comité na-
cional.

Es claro, que Tereso Medina, mediante cuantiosos, recur-
sos económicos, tiene el control de la mayoría simple de
las 100 organizaciones convocadas, no así de un total de
1300 sindicatos de base, la convocatoria ilegal y anti es-
tatutaria que es un traje a la medida que violenta a la
democracia sindical.

5. De confirmarse esta exclusión, no es un tema menor,
pues contamina de origen la legitimidad del proceso,
compromete la paz laboral y erosiona la confianza en el
nuevo modelo de relaciones colectivas de trabajo, que exi-
ge reglas claras, participación auténtica y certeza.

6. La CTM se construyó con el apoyo y auspicio del Presi-
dente Lázaro Cárdenas, buscando la unificación del Movi-
miento Obrero Nacional. Actualmente la CTM sigue sien-
do la más grande Organización Obrera y actualmente hay
una gran simpatía y apoyo de las y los Trabajadores en
apoyo de la 4T.

7. Durante la etapa Neoliberal se formó una mafia de diri-
gentes como Tereso Medina, aliado permanente del gran
capital, de los Organismos Empresariales y de los grandes
Despachos Patronales, para ofrecer un sindicalismo blan-
co, lo cual le ha permitido acumular grandes riquezas y
propiedades a costilla de los Trabajadores.

Consideraciones

I. Que la democracia sindical: un mandato constitucio-
nal y legal, no una concesión. La reforma laboral consoli-
dó un estándar mínimo: elecciones y decisiones internas
con garantías de participación democrática. La Ley Fe-
deral del Trabajo establece reglas y principios orientados a
evitar simulaciones, y prevé un sistema de verificación
del cumplimiento de requisitos de democracia en eleccio-
nes sindicales, en el que puede intervenir el Centro Fede-
ral de Conciliación y Registro Laboral (CFCRL) o la
Inspección Federal del Trabajo.

En otras palabras: la autoridad laboral tiene la facultad
de verificar que el proceso se conduzca con legalidad, cer-
teza y respeto al voto y a la participación.

II. Que el padrón y las reglas de acreditación no pueden
ser un “candado” para excluir. Un proceso electivo pue-
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de tener reglas de representación; lo que no puede tener—
en una confederación que se integra por múltiples sindica-
tos—es un diseño que, por vía de requisitos, filtros o crite-
rios discrecionales, convierta la elección en una
ratificación cupular.

Si se denuncia que la participación se limita a un segmento
orgánico específico, el problema no es político: es jurídico
y estatutario. Una elección sin inclusión es una elección
sin legitimidad, y la consecuencia es previsible: impugna-
ciones, fractura interna y conflicto.

III. Que la STPS y el CFCyRL no pueden ser especta-
doras frente a un riesgo de ingobernabilidad laboral. La
Secretaría del Trabajo y Previsión Social tiene atribuciones
de salvaguardar la observancia del marco laboral, espe-
cialmente cuando existen señalamientos de violaciones a
estatutos y potencial afectación a derechos colectivos.

IV. Que la transparencia, certeza: el estándar público es
vital para la legitimidad. El propio CFCRL concentra y
publica información registral relacionada con asociaciones
sindicales, incluyendo directivas y padrones, lo que re-
fuerza la exigencia de claridad y trazabilidad en la inte-
gración de universos de votación y en el reconocimiento de
resultados.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado sometemos
a consideración de esta asamblea el siguiente:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente a la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social, para que, por conducto de
las instancias competentes, active las medidas de verifi-
cación y acompañamiento previstas en la Ley Federal del
Trabajo respecto del cumplimiento de los requisitos de de-
mocracia sindical en la elección de dirigencias, y en su ca-
so certifique la regularidad del procedimiento.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente al Centro Fede-
ral de Conciliación y Registro Laboral, para que verifi-
que la integración del padrón de votación del XVII
Congreso Nacional Ordinario de la CTM, reglas de
acreditación y participación, a fin de dar garantías de cer-
teza, legalidad, libertad de participación y voto, hasta
en tanto se desahogue la revisión y verificación referida
en el resolutivo anterior, y existan condiciones de certeza y

a su vez, se abstenga de convalidar actos registrales que
supongan reconocer como plenamente regular un proceso
cuya legalidad y apego a los estatutos, se encuentren con-
trovertidos por organizaciones adheridas, priorizando la tu-
tela efectiva de la democracia sindical.

Dado en el Palacio de San Lázaro, el 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado y diputada: Ricardo Mejía Berdeja, Margarita García García (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES 
FEDERALES Y DE ZACATECAS, A FORTALECER

LAS ACCIONES DE PREVENCIÓN, DETECCIÓN Y
ATENCIÓN, EN MATERIA DE SALUD MENTAL DE

NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, A FIN DE 
PREVENIR CASOS DE SUICIDIO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades federales y del estado de Zacatecas a forta-
lecer las acciones de prevención, detección y atención en
materia de salud mental de niñas, niños y adolescentes, a
fin de prevenir casos de suicidio en este grupo poblacional,
a cargo de la diputada Fuensanta Guadalupe Guerrero Es-
quivel, del Grupo Parlamentario del PRI

Quienes suscriben, Fuensanta Guadalupe Guerrero Esquivel,
diputada federal del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional de la LXVI Legislatura del honorable
Congreso de la Unión y con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, frac-
ciones I y II del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración de esta honorable asamblea, proposi-
ción con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Hablar de suicidio juvenil en México no es simplemente
mostrar cifras frías o estadísticas que se archivan en repor-
tes oficiales. Detrás de cada número hay una vida que no
llegó a su plenitud, una familia rota, una comunidad que se
pregunta qué pudo haber hecho diferente. Y lamentable-
mente, esos números están creciendo de manera alarmante
en nuestro país, especialmente entre las personas más jó-
venes.
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Durante el año 2024, Zacatecas fue testigo de casos que
han conmovido profundamente a la sociedad. En días re-
cientes se reportaron dos presuntos suicidios de menores de
edad: una niña de 14 años fue encontrada sin vida en su do-
micilio en la colonia Villas de Guadalupe, y un joven de 17
años corrió la misma suerte en la colonia Colinas del Pa-
dre. Estas tragedias no son casos aislados, sino manifesta-
ciones de una crisis de salud pública que requiere atención
urgente y coordinada.

Los datos oficiales del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía son contundentes y preocupantes. Durante 2024,
según las Estadísticas de Defunciones Registradas analiza-
das por la Red por los Derechos de la Infancia en México,
perdimos a 727 niñas, niños y adolescentes de entre 10 y
17 años por suicidio en todo el país. De ellos, 343 fueron
mujeres y 384 fueron hombres. 

Esto representa una tasa de 4 suicidios por cada 100 mil
personas en este rango de edad, una cifra que incluso su-
pera la tasa de suicidios de la población total observada en
países como Afganistán durante 2021.

Lo más grave es que esta no es una situación nueva que
apareció de la nada. Entre el año 2000 y 2024, la tasa de
suicidio en personas de 10 a 17 años se duplicó en México,
pasando de 2 a 4 por cada 100 mil habitantes. Es decir, lle-
vamos más de dos décadas viendo cómo esta problemática
se intensifica sin lograr frenarla de manera contundente. 

Además, el comportamiento del suicidio juvenil ha cam-
biado: mientras en el año 2000 las mujeres representaban
el 33.2 por ciento de los casos, para 2024 ya representaban
el 47.2 por ciento, mostrando un incremento preocupante
en la afectación hacia las adolescentes.

A nivel nacional, durante 2024 se registraron 8 mil 856 sui-
cidios en total, con una tasa de 6.8 por cada 100 mil habi-
tantes. Lo alarmante es que más de la mitad de estas muer-
tes correspondieron a población joven: el grupo de 25 a 34
años concentró el 27.4 por ciento de los casos (2,482 falle-
cimientos), mientras que el grupo de 15 a 24 años repre-
sentó el 23 por ciento (2,085 suicidios). 

Sumando ambos rangos, llegamos a un 50.4 por ciento de
todas las defunciones por suicidio registradas en el país.
Esto nos dice con claridad que el suicidio en México tiene
rostro joven.

Pero más allá de quienes tristemente lograron quitarse la
vida, existe una población aún mayor que está en riesgo. La
Encuesta Nacional de Salud y Nutrición 2022 reveló que el
7.6 por ciento de la población adolescente ha pensado al-
guna vez en suicidarse, y que el 6.5 por ciento de adoles-
centes reportó haber intentado suicidarse al menos una vez
en su vida. Esto significa que por cada adolescente que per-
demos, hay decenas más que están luchando silenciosa-
mente con pensamientos suicidas y que necesitan apoyo ur-
gente.

En Zacatecas, la situación es particularmente grave. De
acuerdo con el reporte de Estadísticas de Defunciones Re-
gistradas del Inegi correspondiente a 2024, el estado regis-
tró una tasa de suicidios de 8.8 por cada 100 mil habitan-
tes, ubicándose por encima del promedio nacional de 6.8. 

El análisis desagregado por sexo muestra que los hombres
presentaron una tasa de 11.2 frente a 2.6 en mujeres. Los
grupos más afectados fueron los hombres de 30 a 44 años
con una tasa de 18.8, seguidos por los jóvenes de 15 a 29
años con 15.4 por cada 100 mil habitantes. En el caso de
las mujeres, el grupo de 15 a 29 años presentó la mayor in-
cidencia con 5.1 por cada 100 mil.

El método más utilizado fue el ahorcamiento, estrangula-
miento o sofocación, representando el 85.2 por ciento de
los casos. La vivienda particular fue el principal lugar de
ocurrencia, concentrando el 68.9 por ciento de los suici-
dios, seguida de la vía pública con 5.2 por ciento. 

Respecto a la condición conyugal, más de la mitad de los ca-
sos correspondieron a personas solteras (51.6 por ciento),
grupo en el que las mujeres representaron un porcentaje ma-
yor (56.6 por ciento) que los hombres (50.5 por ciento).

Para entender la magnitud del problema, vale la pena poner
estos datos en perspectiva internacional. Chihuahua, que
encabeza la lista nacional con una tasa de 16.4 suicidios
por cada 100 mil habitantes en 2024, tiene cifras compara-
bles a las de países con altas tasas de suicidio a nivel mun-
dial. Aguascalientes registró una tasa de 14.3 y Yucatán de
16.2, todas muy por encima del promedio nacional.

El suicidio en población joven no ocurre en el vacío. De-
trás de cada caso hay una historia compleja que puede in-
volucrar problemas de salud mental no diagnosticados co-
mo depresión o ansiedad, situaciones de violencia familiar
o acoso escolar, falta de redes de apoyo emocional, consu-
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mo de sustancias, exposición a contenidos digitales que
normalizan conductas autolesivas, o simplemente la ausen-
cia de servicios de salud mental accesibles y de calidad. 

La pandemia de covid-19 agravó muchos de estos factores de
riesgo, dejando a muchos adolescentes en situación de aisla-
miento, pérdida de rutinas escolares, e incluso huérfanos.

La buena noticia es que el suicidio es prevenible. La Orga-
nización Mundial de la Salud ha documentado que inter-
venciones oportunas, basadas en evidencia y muchas veces
de bajo costo, pueden salvar vidas. 

Esto incluye identificar tempranamente a personas en si-
tuación de riesgo, garantizar acceso a servicios de salud
mental, restringir el acceso a medios letales, promover ha-
bilidades socioemocionales en las escuelas, trabajar con
medios de comunicación para una cobertura responsable y,
sobre todo, romper el estigma que rodea a la salud mental
para que los jóvenes sientan que pueden pedir ayuda sin ser
juzgados.

En México contamos con la Línea de la Vida (800 911
2000), un servicio gratuito y confidencial que opera las 24
horas del día y brinda apoyo psicológico en crisis. Sin em-
bargo, muchos adolescentes y sus familias desconocen su
existencia o no saben cómo acceder a ella. 

Fortalecer la difusión de este recurso, especialmente en es-
cuelas y espacios donde conviven los jóvenes, es funda-
mental.

El sistema educativo tiene un papel crucial. Los maestros,
orientadores y directivos están en primera línea para detec-
tar señales de alerta en sus estudiantes: cambios abruptos
de conducta, aislamiento social, tristeza persistente, co-
mentarios sobre no querer vivir, descuido personal, baja en
el rendimiento académico. Capacitarlos para reconocer es-
tos signos y saber cómo actuar puede marcar la diferencia
entre la vida y la muerte de un adolescente. 

Además, implementar programas de desarrollo de habili-
dades socioemocionales en las aulas ayuda a que los jóve-
nes aprendan a gestionar sus emociones, resolver conflic-
tos de manera saludable y pedir ayuda cuando la necesitan.

El artículo 4 de nuestra Constitución Política establece el
derecho a la protección de la salud, y la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en su artículo 50,
mandata que este grupo poblacional tiene derecho a disfru-

tar del más alto nivel posible de salud, incluyendo explíci-
tamente la atención de salud mental. 

No se trata solo de garantías en el papel, sino de responsa-
bilidades concretas que el Estado mexicano debe cumplir.

Los casos recientes en Villas de Guadalupe y Colinas del
Padre nos obligan a actuar. Cada vida perdida es una
oportunidad desperdiciada, un futuro cancelado, un lla-
mado urgente a revisar qué estamos haciendo mal como
sociedad y cómo podemos hacerlo mejor. 

No podemos seguir normalizando que cada vez más jóve-
nes sientan que el suicidio es su única salida. Tenemos la
obligación de construir redes de protección más sólidas, de
hacer que la salud mental deje de ser un lujo y se convier-
ta en un derecho efectivamente garantizado, de crear espa-
cios donde los adolescentes se sientan escuchados, valora-
dos y apoyados.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta honorable asamblea, la siguiente proposición
con:

Puntos de Acuerdo

Primero. La honorable Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secre-
taría de Salud del gobierno federal para que, en coordinación
con los Servicios de Salud del estado de Zacatecas:

I. Fortalezca los programas de prevención, detección tem-
prana y atención integral de la salud mental de niñas, niños
y adolescentes en el estado de Zacatecas, garantizando la
disponibilidad de personal especializado y recursos sufi-
cientes;

II. Intensifique las campañas de difusión sobre la Línea de
la Vida (800 911 2000) y otros servicios de atención en cri-
sis, dirigidas específicamente a la población infantil y ado-
lescente, sus familias y comunidades educativas e,

III. Implemente acciones de acompañamiento y atención
psicológica especializada para las familias y comunidades
afectadas por los recientes casos de suicidio en Villas de
Guadalupe y Colinas del Padre.

Segundo. La honorable Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, al Sis-
tema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia y al
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Sistema DIF Zacatecas a reforzar los mecanismos de pro-
tección integral de niñas, niños y adolescentes que se en-
cuentren en situación de riesgo o vulnerabilidad psicoso-
cial, garantizando la atención oportuna y el seguimiento de
casos.

Tercero. La honorable Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secre-
taría de Educación Pública y a la Secretaría de Educación
del estado de Zacatecas para que:

I. Capaciten al personal docente, directivo y de orienta-
ción educativa en la identificación temprana de señales
de riesgo suicida y en la implementación de protocolos
de actuación ante situaciones de crisis.

II. Fortalezcan los programas de desarrollo de habilida-
des socioemocionales en todos los niveles educativos,
con énfasis en la prevención del acoso escolar, la ges-
tión emocional y la construcción de entornos escolares
seguros y de apoyo.

III. Establezcan canales de comunicación directa y con-
fidencial para que las y los estudiantes puedan solicitar
apoyo psicológico cuando lo requieran.

Cuarto. La honorable Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Fis-
calía General del estado de Zacatecas para que realice las
investigaciones correspondientes, con la debida diligencia
y perspectiva de derechos de la infancia y adolescencia, a
fin de esclarecer las circunstancias de los hechos ocurridos
y, en su caso, determinar responsabilidades.

Quinto. La honorable Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, al gobier-
no del estado de Zacatecas para que diseñe e implemente
una estrategia estatal de prevención del suicidio en niñas,
niños y adolescentes, que incluya acciones coordinadas en-
tre las instituciones de salud, educación, asistencia social y
procuración de justicia, con enfoque comunitario y pers-
pectiva de derechos humanos.

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, el día 6 de febrero del 2026.— Dipu-
tada Fuensanta Guadalupe Guerrero Esquivel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

EXHORTO A LOS GOBIERNOS DE LAS ENTIDADES
FEDERATIVAS SEDE DEL MUNDIAL, A IMPLEMEN-

TAR Y FORTALECER PROTOCOLOS DE PREVEN-
CIÓN, ATENCIÓN Y PROTECCIÓN CONTRA LA

VIOLENCIA HACIA PERSONAS LGBTTTI+

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a los go-
biernos de las entidades federativas, sedes de eventos rela-
cionados con el Mundial, a implementar y fortalecer proto-
colos de prevención, atención y protección contra la
violencia hacia personas LGBTTTI+, a cargo de la dipu-
tada Mónica Elizabeth Sandoval Hernández, del Grupo
Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Mónica Elizabeth Sandoval Hernández,
diputada federal a la LXVI Legislatura e integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6,
numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracciones I y II, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración de esta asamblea la siguiente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de las siguientes:

Consideraciones 

El torneo de fútbol más importante del mundo se celebrará
el presente año, del jueves 11 de junio al domingo 19 de ju-
lio de 2026, con actividad en tres ciudades en nuestro país,
la Ciudad de México, Guadalajara y Monterrey serán se-
des. El Mundial 2026 en México proyecta una derrama
económica histórica de alrededor de 2 mil 730 millones de
dólares, 0.14 por ciento del Producto Interno Bruto (PIB),1

impulsada por la llegada de 5.5 millones de turistas. Se es-
pera la creación de más de 12,000 a 62,000 empleos tem-
porales, con un fuerte impacto en el sector de servicios, ho-
telería y consumo en Ciudad de México, Guadalajara y
Monterrey.

Estudios realizados sustentan que en la sociedad contempo-
ránea los eventos deportivos, masivos de carácter internacio-
nal, como la Copa del Mundo, siendo manifestaciones de en-
tretenimiento y cohesión social generan un incremento
significativo en la movilidad, la concentración de personas, la
actividad turística y la exposición mediática, lo que puede de-
rivar en mayores riesgos de violencia, proliferación de actos
discriminatorios y violencia que amenazan la integridad de
las personas participantes2 circunstancia como discrimina-
ción, trata de personas, delitos sexuales, violencia digital y
crímenes de odio lamentablemente. 
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En los últimos años, el grito homofóbico en los estadios de
México, originado en Guadalajara durante 2003, ha evi-
denciado la persistencia de la discriminación en nuestra so-
ciedad. Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción (SCJN) ha determinado que estas expresiones no son
simples bromas, sino manifestaciones discriminatorias que
proyectan una supuesta inferioridad de las personas por su
orientación sexual.3 Estos términos se clasifican como dis-
cursos de odio, ya que fomentan la hostilidad y la intole-
rancia, contraviniendo los esfuerzos por construir una so-
ciedad más equitativa.

Las personas LGBTTTI+ enfrentan, de manera despropor-
cionada, agresiones físicas, verbales, institucionales y digi-
tales, las cuales tienden a intensificarse en contextos de al-
ta visibilidad pública, nacionalismo exacerbado o discursos
de intolerancia. Según datos de la Encuesta Nacional sobre
Discriminación (Enadis) 2022, el rechazo social sigue sien-
do grave en México. Evidencia de ello es que el Conapred
ha recibido más de 620 reportes por discriminación trans-
fóbica y homofóbica en los últimos 10 años,4 a nivel na-
cional: Informes nacionales indicaron que el 71 por ciento
de las juventudes LGBT+ en el país experimentaron dis-
criminación en el último año, y un 59 por ciento de estos
incidentes ocurrieron dentro del hogar.

Con preocupación observamos que la Ciudad de México,
Guadalajara y Monterrey, ciudades que serán sedes de
eventos deportivos, así como de las muy diversas activida-
des que se realizarán como parte del mundial de fútbol, for-
man parte de las entidades con mayores registros de agre-
siones contra Las personas LGBTTTI+.

En 2025, la Ciudad de México (CDMX) se mantiene como
una de las entidades con mayores registros de agresiones
contra la comunidad LGBTTTIQA+ en México, persiste
una alta incidencia de violencia psicológica y verbal, afec-
tando principalmente a mujeres trans. 

Se ha reportado en la CDMX para 2025 un alto índice de
agresiones en la capital. Un informe del Congreso CDMX
destacó que el 78 por ciento de las mujeres trans en la ca-
pital sufre violencia verbal y psicológica, proveniente prin-
cipalmente de su entorno familiar, laboral, pareja y en ins-
tituciones escolares. Datos que comparan el periodo
2016-2024 indican un aumento del 175 por ciento en crí-
menes de odio en la CDMX, evidenciando una crisis per-
sistente. Así mismo las personas trans enfrentan una exclu-
sión sistemática en el ámbito laboral y educativo, lo que
incrementa su vulnerabilidad a sufrir violencia. En el mar-

co del Parlamento LGBTIQ+ 2025 y la Marcha del Orgu-
llo, la comunidad ha exigido la tipificación del transfemi-
nicidio, justicia ante desapariciones y el fin de la impuni-
dad.5

En 2025, la comunidad LGBTQ+ en Guadalajara ha de-
nunciado un aumento en la violencia, discriminación y re-
trocesos en derechos humanos. La comunidad LGBT en
Guadalajara continúa enfrentando situaciones graves de
discriminación y violencia. En plabras de defensores de de-
rechos humanos, Jalisco ocupa el segundo lugar a nivel na-
cional en reportes de violencia y discriminación por odio,
de acuerdo con datos de la plataforma Visible. Esta situa-
ción afecta especialmente a personas trans y a quienes vi-
ven con VIH.6

En Nuevo León, se estima que más de 286 mil personas
son parte de la comunidad LGBTIQ+, según datos del Ins-
tituto Nacional Electoral (Inegi). Esto convierte a Nuevo
León en la quinta entidad federativa con mayor población
con diversidad sexual en México,7 sin embargo, la situa-
ción de la población LGBTTTI+ en Monterrey y el estado
de Nuevo León sigue marcada por la persistencia de actos
de discriminación, barreras institucionales y retos en mate-
ria de seguridad. 

Colectivos locales han solicitado a la Fiscalía General de
Justicia de Nuevo León protocolos específicos y han de-
nunciado la desaparición de personas de la comunidad,
destacando casos de mujeres transgénero, con una preocu-
pación constante por la falta de denuncias por temor o des-
confianza en las autoridades. Así mismo, datos regionales
apuntan que, en el noreste de México, la juventud
LGBTQ+ enfrenta una alta vulnerabilidad, con tasas de in-
tento de suicidio que alcanzan el 36 por ciento en esta po-
blación.8

Sin lugar a dudas los datos y circunstancias antes menciona-
das nos obligan a establecer medidas específicas de preven-
ción de violencia hacia las personas LGBTTTI+ por lo que es
indispensable que en México las autoridades de seguridad,
turismo, movilidad, salud, procuración de justicia y derechos
humanos cuenten con protocolos diferenciados, accesibles y
culturalmente pertinentes para prevenir, atender y sancionar
cualquier forma de violencia, especialmente en el periodo
previo y durante la realización del Mundial.

Por lo anterior expuesto, se presenta ante esta honorable
asamblea la siguiente proposición con:
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Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Gobernación, a la Secretaría de Seguridad y Protección
Ciudadana, a la Secretaría de Turismo y a los gobiernos de
las entidades federativas sede de eventos relacionados con
el Mundial, a implementar y fortalecer protocolos de pre-
vención, atención y protección contra la violencia hacia
personas LGBTTTI+.

Segundo. Se exhorta a dichas autoridades a establecer medi-
das específicas de prevención de violencia hacia personas
LGBTTTI+ en el periodo previo al Mundial, tales como:

• Campañas de sensibilización y no discriminación en
espacios públicos y turísticos;

• Capacitación obligatoria para cuerpos de seguridad,
personal de transporte, salud y turismo;

• Rutas de denuncia accesibles, multilingües y libres de
prejuicios;

• Puntos seguros y módulos de atención en zonas de al-
ta afluencia;

• Monitoreo y atención de violencia digital y discursos
de odio.

Tercero. Se exhorta a la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos y a sus homólogas estatales a establecer
mecanismos de observación, acompañamiento y documen-
tación de posibles violaciones a derechos humanos duran-
te el periodo previo y durante el Mundial, con especial
atención a personas LGBTTTI+ y demás sectores vulnera-
bles.

Cuarto. Se invita a los municipios, alcaldías sede y a las
organizaciones de la sociedad civil especializadas en dere-
chos humanos y diversidad sexual a participar en la cons-
trucción, supervisión y evaluación de los protocolos men-
cionados, garantizando un enfoque interseccional y de
inclusión.
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Se turna a la Comisión de Diversidad, para dictamen.
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